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El imperativo de la seguridad en Chile

Prólogo
Presidente del Senado

Juan Antonio Coloma Correa
Presidente del Senado 

Al asumir como Presidente del Senado en marzo de 2023, lo hice con 
una premisa: No nos pueden doblegar en la lucha contra la delincuen-
cia y el crimen organizado. Mantener una sociedad donde las perso-
nas se relacionen sin temor es el deber mínimo de nuestra convivencia 
común, un avance civilizatorio y un derecho humano que nuestro país 
no puede permitirse poner en juego. 

Chile se caracterizó, por muchos años, por tener niveles de delincuen-
cia en rangos relativamente bajos comparados con la región. Sin em-
bargo, en periodos más recientes, una nueva realidad nos golpeó con 
fuerza y nos ha obligado a revisar en qué hemos fallado para permitir 
este indiscutido crecimiento del sentimiento de inseguridad en las fa-
milias chilenas.

Diversos son los factores que nos han llevado a esta situación. No hay 
un elemento que se pueda identificar como el causante único de esta 
sensación; sin embargo, ella se funda en una realidad muy concreta de 
violencia. Por ello hemos señalado que este es un fenómeno multidi-
mensional y que debe ser enfrentado desde varios frentes, poniendo a 
las distintas instituciones del Estado a actuar en conjunto y de manera 
coordinada para asegurar su contención.

Desde el rol que me corresponde como presidente del Senado, decidí 
asumir la lucha contra la delincuencia, el narcotráfico y el crimen or-
ganizado como una parte central de mi gestión, haciendo un llamado 
a todos los sectores políticos a impulsar un fast track legislativo que 
nos permitiera acelerar la tramitación de proyectos de ley relevantes, 
que, de alguna manera, nos ayudarán a revertir la situación en materia 
de seguridad.  

A tan solo dos semanas de asumir como presidente, despachamos seis 
importantes normas legales, entre ellas, la tan esperada ley “Naín-Re-
tamal”, cuya aprobación ha entregado un respaldo concreto a Carabi-
neros de Chile al momento de actuar y defenderse; o la ley que agrava 



10 11

El imperativo de la seguridad en Chile

la pena del delito de secuestro cuando éste se prolongue por más de 
24 horas, en lo que constituye una necesaria actualización de nuestra 
normativa ante la alarmante alza de los secuestros en nuestro país

Aprobadas estas normas, sentí que podíamos y debíamos hacer más. 
Y es así como el 14 de abril, junto al presidente de la Cámara de Dipu-
tadas y Diputados, hicimos un llamado al Gobierno y a todos los sec-
tores políticos, a concordar una agenda priorizada de seguridad, que 
se tradujo, finalmente, en el compromiso de impulsar 31 proyectos de 
ley, de los cuales 19 estaban en tramitación y 12 debían ser enviados 
por el Ejecutivo durante el transcurso del año.

Estábamos conscientes de que la delincuencia, el narcotráfico y el cri-
men organizado tienen dimensiones modernas y crueles que supera-
ban lo conocido en la historia nacional y que serían difíciles de enfren-
tar con la legislación existente, pero también asumíamos que un país 
como el nuestro no puede aceptar doblegarse ante esta nueva cultura 
destructiva que hiere en lo más profundo a las familias chilenas.

En ese sentido, el compromiso fue ambicioso, porque por primera vez 
nos imponíamos plazos y proyectos concretos. Teníamos un diagnós-
tico común, pero decidimos sumar a ese diagnóstico un sentido de 
urgencia para avanzar con mayor rapidez. 

Al momento de escribir estas líneas, la agenda comprometida ha sido 
aprobada en casi un 80% y nos ha permitido sacar adelante, entre 
otras normas, aquella que modifica las sanciones del delito de usurpa-
ción, para enfrentar las crecientes ocupaciones ilegales de inmuebles, 
así como la total indefensión en que quedan muchas de sus víctimas. 
También aprobamos el proyecto de ley que establece una Ley Mar-
co sobre Ciberseguridad e Infraestructura Crítica de la Información, 
cuyo objetivo es robustecer la ciberseguridad y fortalecer el trabajo 
preventivo, a la vez que formar una cultura pública en materia de se-
guridad digital.

A ellos se suman la creación de una Fiscalía Supra territorial, nuevas 
normas más eficaces para enfrentar el contrabando y la inmigración 
ilegal; la tipificación del nuevo delito de tenencia de elementos tecno-
lógicos en cárceles, así como la simplificación de los procedimientos 

para su construcción; la prohibición de portar combustible en contex-
to de manifestación, y la obligatoriedad de efectuar registros audio-
visuales de las actuaciones policiales autónomas en el procedimiento 
penal, entre otras.

Los detalles de algunas de estas nuevas normas se desarrollan en este 
libro, las que, sumadas a otras iniciativas, nos permitirán estructurar 
un cuerpo más robusto con el fin que el Estado pueda garantizar a 
todos los chilenos mayores niveles de seguridad.  

No es común comprometer plazos en la política, pero así lo amerita y 
exige la gravedad de la crisis que enfrentamos en materia de seguridad 
pública. Porque, como dice el refrán, no hay nada más poderoso que 
una verdad a la que ha llegado su hora. 

Creo que el camino propuesto ha ido en la dirección correcta, por-
que se han abordado con interés y dedicación los temas de seguridad 
pública como nunca antes. Pero no basta con transitar por el camino 
correcto: también es necesario avanzar con más rapidez. Así, al mo-
mento de escribir este libro, aún quedan pendientes la aprobación y 
despacho de otras importantes iniciativas de seguridad pública que 
son de gran necesidad para devolverles la paz y la tranquilidad a la 
ciudadanía.

Con todo, para que el Estado pueda enfrentar con éxito esta nueva 
realidad delictual, no basta sólo con tener mejores leyes: es preciso 
que todos los poderes del Estado actúen en la misma dirección. En la 
gestión eficiente de la crisis y la asignación de los recursos, el Poder 
Ejecutivo tiene un rol insustituible; y en el ámbito de la investigación, 
la persecución y la sanción penal, las policías, los fiscales y los jueces 
deben formar una cadena de acción coherente, oportuna y enérgica, 
como actores imprescindibles de esta lucha por recuperar la paz de 
nuestros barrios.

La esencia de la política consiste en desentrañar lo que nos une como 
Nación, para proyectarlo a una mejor convivencia y a construir un 
mejor y próspero futuro para todos. Ello representa un enorme desa-
fío, que resulta indispensable llevar adelante con dedicación, con sen-
tido de Estado y con la conciencia de que, especialmente hoy, el país 
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requiere encontrar caminos para abordar la grave crisis de seguridad 
que nos afecta.

Este libro pretende ser un modesto aporte en la búsqueda de esos 
caminos. Se trata de un importante esfuerzo realizado con el apoyo 
de la Biblioteca del Congreso Nacional, que nos permite abordar con 
profundo profesionalismo un asunto que genera opiniones diversas y 
muchas veces disímiles. Por ello, debo destacar su capacidad para en-
focarse en lo relevante y, principalmente, elaborar un texto que sirva 
de consulta para investigadores y todos quienes requieran informa-
ción de esta materia.

Lo que ustedes tienen en sus manos es una sistematización de las ac-
tuales leyes vigentes en materias de seguridad, así como una serie de 
antecedentes que se han ido recopilando en diversas instituciones pú-
blicas, que permitirán contar con datos para tener una noción más 
real de la dimensión de la problemática que estamos enfrentando y 
fundamentalmente de su evolución. Este último aspecto queda cla-
ramente demostrado al revisar, por ejemplo, la evolución de las cifras 
de homicidios en el país, o cuando hacemos un análisis detallado en 
alguna región en particular, lo que, combinado a los tipos de delitos, 
nos permiten contar con información focalizada para el desarrollo de 
políticas públicas, más allá de la mera percepción con las que, en oca-
siones, se adoptan decisiones.

En este sentido, esta obra aborda cómo pasamos de la delincuencia 
común al crimen organizado transnacional, materia que durante mu-
cho tiempo fue elemento de estudio sólo a nivel de expertos y que hoy 
ya es una realidad instalada, que nos golpea en el día a día. La idea 
es aportar con elementos que permitan entender este fenómeno y su 
transformación local, lo cual no ha sido muy distinto a lo ocurrido en 
otros países que han sufrido este mismo fenómeno. 

Asimismo, busca realizar un diagnóstico que dé cuenta de los efectos e 
implicancias de la delincuencia, así como de los recursos que utilizan 
y la manera en que podemos enfrentarla. Veremos los principales es-
fuerzos legislativos en materia de blanqueo de activos, tráfico de dro-
gas, delincuencia organizada y persecución de la corrupción, siendo 
éstas algunas de las normas que, en la medida que se perfeccionan, 

permiten hacerse cargo del problema y abrir nuevos espacios de 
análisis para prevenir y sancionar.

Por último, se ha desarrollado una metodología para levantar in-
formación de expertos y líderes de opinión en temas de seguridad, 
criminalidad y delincuencia, buscando realizar un análisis más 
bien prospectivo de la evolución que esta situación puede tener en 
el país y la manera de enfrentarla según los conocimientos actua-
les en la materia.

La delincuencia es un flagelo que afecta a todas las personas por 
igual, sin distinción social, geográfica, generacional ni económica 
y es, por lejos, la principal preocupación de la ciudadanía. Chile 
necesita recuperar el orden y la paz, requisitos indispensables para 
el desarrollo de las personas, de las familias y para la existencia de 
una democracia sana y legítima. Desde el Senado hemos querido 
hacer nuestra contribución, impulsando la más ambiciosa agenda 
legislativa en materia de seguridad de las últimas décadas. Expre-
so a través de estas líneas mi reconocimiento transversal a todos 
los senadores y senadoras, que más allá de nuestras legítimas dife-
rencias, han hecho posible aquello.

Estimado lector: espero que este libro contribuya al debate serio y 
responsable sobre nuestra realidad en materia de seguridad y que 
sea un aporte para encontrar el camino de las soluciones que nos 
permitan enfrentar con éxito la delincuencia, el narcotráfico y el 
crimen organizado.
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Prólogo
Director de la Biblioteca 
del Congreso Nacional

Diego Matte Palacios
          Director Biblioteca del Congreso Nacional

En sus 140 años de vida, la Biblioteca del Congreso Nacional de 
Chile (BCN), ha tenido como misión apoyar el proceso de forma-
ción de la ley. Para ello ha conformado colecciones que ofrecen al 
legislador información actualizada y pertinente a las discusiones 
políticas, y también ha mantenido un registro exhaustivo de las 
discusiones parlamentarias, que permiten la posterior interpreta-
ción fidedigna de la ley. A pesar de los cambios de soportes tecno-
lógicos y herramientas acaecidos en los últimos años, esta misión 
se ha mantenido incólume.

No obstante lo anterior, el desarrollo histórico, social y democrá-
tico ha demandado una modernización constante de nuestra ins-
titución, que la ha obligado a sumar nuevas funciones y servicios 
acorde con estos desafíos. En esta línea, nos hemos convertido en 
el organismo de la República que entrega certeza jurídica median-
te la publicación de las leyes y decretos oficiales a través del sitio 
Ley Chile. Bajo ese mismo espíritu, desde 2007, brindamos aseso-
ría especializada y neutral a todo el Congreso, la que facilita que 
parlamentarios y parlamentarias puedan formarse una opinión au-
tónoma de los proyectos de ley, en tanto poder independiente del 
Estado.

Asimismo, nos hemos transformado en una puerta de entrada del 
Poder Legislativo a la ciudadanía, lo que ha contribuido a hacer 
más transparente el funcionamiento del Parlamento, a través de un 
acceso expedito a las leyes (como Ley Fácil) y a la labor parlamen-
taria, disponibilizando públicamente al material producido por la 
institución y realizando diversas acciones que ponen en relieve el 
significado del Congreso para el orden y vida republicana.

Todas estas funciones y servicios que entrega la Biblioteca del Con-
greso Nacional, la obligan a estar siempre atenta a las grandes pre-
ocupaciones y problemas del país. Es por ello que El imperativo de 
la seguridad en Chile: enfrentando el crimen organizado, la delin-
cuencia y el narcotráfico —libro solicitado por el Presidente del Se-
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nado—, se constituye en una herramienta de continuidad de esta 
labor tendiente a entregar información y conocimiento a parla-
mentarios, parlamentarias y la ciudadanía, además de reflexionar 
institucionalmente sobre uno de los temas más relevantes para el 
desarrollo del país.

En este sentido, es importante señalar que la elaboración de este 
texto en el que se trata desde diversas artistas el problema del de-
lito y el crimen organizado, no estuvo exento de desafíos. El pri-
mero de ellos asociado a la relevancia de un tema que tensiona y 
preocupa a la sociedad chilena, y el segundo vinculado a nuestra 
perspectiva de neutralidad institucional. Esto último se expresa 
en que los investigadores de la Biblioteca del Congreso Nacional 
deben aproximarse a los temas desde diferentes puntos de vistas 
teóricos o doctrinarios (en el caso legal), desde diversas aproxi-
maciones profesionales (transdisciplinario), y mediante el método 
comparado que recopila antecedentes de experiencias internacio-
nales que dan cuenta del fenómeno en otras latitudes con el objeto 
de rescatar ámbitos de interés para el debate político.

Este libro pone en práctica este principio en sus tres capítulos. 
Primero recopilando información desde múltiples fuentes públi-
cas, de organismos internacionales y de la sociedad civil para dar 
cuenta del fenómeno delictivo y de crimen organizado desde una 
mirada cuantitativa, de las definiciones políticas y de fenómenos 
emergentes asociados a este flagelo, como es la trata de personas y 
el lavado de activos. 

Segundo, dando luces que permitan entender la complejidad de 
nuestro ecosistema legal, los vínculos e interrelaciones entre cuer-
pos legales y cómo construyen una realidad desde la normatividad. 

Tercero, anticipando escenarios de riesgo para el país mediante la 
entrevista a diez expertos y expertas externas a la institución y un ex-
perto BCN, que en el capítulo final, exploran miradas amplias, iden-
tifican matices y enfoques diversos, junto con entrevistas a funcio-
narios públicos que tuvieron responsabilidades sobre estas materias. 

Quisiera agregar, que este texto en su versión digital, quedará dis-
ponible de manera permanente en nuestra web institucional, para 

que pueda ser consultado y requerido por todos los ciudadanos y 
ciudadanas, aportando de esta forma a entregar información so-
bre los grandes temas de debate del país. 

Finalmente, espero que este esfuerzo ayude a facilitar el diálogo, 
basado en entendimiento y en grandes acuerdos políticos, lo que 
ha caracterizado la historia legislativa y republicana de Chile, pues 
una decisión informada y basada en la evidencia, siempre redun-
dará en mejores leyes y en un mayor bienestar para todos y todas.
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Introducción

Aldo Cassinelli Capurro

El delito como preocupación social, ha estado en el centro del debate 
público desde por lo menos 30 años. Sintomático de esto, es que en 
el Estudio Social de Opinión Pública N°15, Septiembre – Octubre 
del año 1990, conocida como la Encuesta CEP, ante la pregunta de: 
¿Cuáles son los tres problemas que debería dedicar mayor esfuerzo en 
solucionar el gobierno?, un 50,7% respondió que debía ser la Delin-
cuencia, asaltos y robos, transformándose por primera vez en la prin-
cipal preocupación pública señalada por los encuestados desde que 
comenzó a ser aplicada periódicamente la encuesta en 1987.

Esta centralidad del delito en el debate político y social por más de 
30 años, no ha significado necesariamente una mayor comprensión 
del fenómeno, y algunos especialistas señalan justamente que ha te-
nido un efecto contrario, pues la discusión sobre delincuencia atra-
vesada por intereses políticos, miedos sociales y preconcepciones de 
cómo combatirla sin base en la evidencia, ha impedido dar cuenta 
de su complejidad y su carácter multivariable, dificultando la anti-
cipación y adaptación a las permanentes transformaciones del com-
portamiento del delito en Chile. Esto no debe entenderse como una 
crítica a las políticas implementadas en Chile en las últimas tres dé-
cadas, pues el país ha mostrado durante este período una gran forta-
leza institucional, que se expresa en tasas delictivas muy por debajo 
de la realidad regional. El argumento apunta, más bien, a que estas 
políticas han tenido un carácter reactivo y se ha insistido en estra-
tegias que ya no están surtiendo el efecto deseado o, abiertamente, 
han comenzado a amplificar el problema. Asimismo, la sensación de 
inseguridad y temor que manifiesta reiteradamente la ciudadanía en 
diferentes encuestas, puede contener un desfase con la realidad de 
las estadísticas policiales concretas, sin embargo, esa dimensión sub-
jetiva no debe desatenderse ya que se encuadra en experiencias de 
vida cotidiana que construyen un relato compartido por las personas, 
muchas veces complejo de cuantificar, sin duda con un rol importante 
de los medios de comunicación de masa, pero que dan forma a emo-
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ciones y sensaciones ciudadanas que hay que tener en consideración al 
momento del análisis. 

Este desfase entre los nuevos tipos de delitos y la progresiva pérdida de 
eficacia de las políticas de combate al mismo no es un fenómeno par-
ticular de Chile, sino que responde a un fenómeno global de creciente 
complejidad de la actividad criminal, el cual se ha desterritorializa-
do, expandiendo sus intereses a escala planetaria, adquiriendo formas 
organizativas complejas, ramificándose en actividades tanto ilícitas 
como lícitas. Pensar que Chile, un país con una economía absoluta-
mente abierta al comercio internacional y globalizado en sus intereses, 
se iba a mantener al margen de los fenómenos delictuales emergentes 
en el mundo y, especialmente, en la región, resulta, al decir lo menos, 
ingenuo. Es verdad que esta confianza se basa en que el país tiene una 
institucionalidad que le ha permitido mantener a raya y durante mu-
cho tiempo lo que se denominan los delitos de mayor connotación 
pública, pero también es cierto, que esta misma institucionalidad ha 
comenzado a dar muestra de no estar preparada ante las nuevas ame-
nazas globales que impone el crimen organizado transnacional.

Dentro de los signos de desfase de la institucionalidad chilena para 
enfrentar el delito contemporáneo, pueden mencionarse los cam-
bios en los patrones delictivos, como es el aumento de la violencia 
y nuevos tipos de delitos contra las personas (asesinato, sicariato, 
secuestros, tráfico y trata de personas), que se alejan de lo que era 
los delitos tradicionales en el país contra la propiedad (robo, hurto, 
asalto). Otro elemento que comienza a dar cuenta de este desfase, es 
la creciente complejidad económica que han adquirido las organiza-
ciones delictuales en el mundo, lo que obliga  a un monitoreo de la 
actividad financiera local para evitar el blanqueo de activos, lo que 
para una economía abierta y globalizada como la chilena, representa 
un riesgo permanente.

Para avanzar en este camino de circunscripción del fenómeno del cri-
men organizado a la realidad nacional, hay varios elementos que re-
saltan como aquellos donde se debe trabajar con prontitud. Primero, 
resulta urgente consensuar entre todos los actores del sistema qué se 
entenderá por crimen organizado, pues las definiciones internaciona-

les resultan demasiado amplias como para poder establecer una estra-
tegia sistémica, y las definiciones institucionales cuando no están ar-
ticuladas, impiden focalizar los esfuerzos y amplificar su impacto. En 
segundo lugar, es necesario estudiar y entender el fenómeno del delito 
con datos y evidencias empíricas, que implica un uso intensivo de la 
información disponible y el cruce de datos de todas las instituciones 
públicas y privadas (por ejemplo, el secreto bancario, cuando existan 
sospechas de blanqueo de activos), que entregue una visión realista de 
la magnitud y características del fenómeno delictivo en Chile. Final-
mente, es imprescindible el fortalecimiento institucional y las herra-
mientas para el combate del crimen organizado así definido, permi-
tiendo la anticipación y el trabajo de inteligencia, el control territorial 
por parte del Estado, la prevención en grupos de riesgo e impedir la 
corrupción de las instituciones del Estado.

Entendiendo la envergadura de este propósito de combate al crimen, 
y en especial a aquellas formas más complejas y violentas, ello re-
quiere de un esfuerzo global de la sociedad chilena y de todas sus 
instituciones. Es por ello que el Senado de la República de Chile ha 
tratado de hacer un aporte al debate sobre el fenómeno de la crimi-
nalidad en Chile, poniendo el acento en lo que le compete dentro 
de la separación de los poderes del Estado, como mejorar nuestra 
legislación. Buscando encontrar orientaciones que ayuden al Poder 
Legislativo a afrontar el desafío de mejorar las leyes de combate del 
delito, en agosto de 2023 la Presidencia del Senado realizó el semi-
nario: “La seguridad como responsabilidad esencial del Estado”. Este 
encuentro contó con la presencia de la directora de la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito para la Región Andi-
na y Cono Sur. (UNODC), Candice Welsh; además, participaron la 
Ministra del Interior, el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, 
el Presidente del Senado, el Fiscal Nacional, el General Director de 
Carabineros y el Director General de la Policía de Investigaciones. 
En el seminario desde diversos ángulos y miradas, se debatió res-
pecto a cómo enfrentar este desafío que entraña la complejización 
de la criminalidad y su creciente violencia, que recogió impresiones 
y prioridades de todos los poderes del Estado, buscando encontrar 
puntos de acuerdos y priorización, que va de la mano de la agenda 
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legislativa en la materia, que ha venido discutiéndose en el Senado 
desde hace más de un año. 

Este libro se enmarca dentro del mismo esfuerzo, pues la Presidencia 
del Senado solicitó a la Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, 
que recopilara y levantara información relevante para la discusión 
legislativa sobre criminalidad. Esta tarea implicó el trabajo de doce 
investigadores e investigadoras de la institución, que permitiera po-
ner una línea de base para la discusión legislativa en tres dimen-
siones claves: primero, los antecedentes de organismos públicos y 
privados respecto a las características que tiene el delito hoy en día 
en Chile; segundo, conocer los avances legislativos en materia de 
combate al delito, que conforma la estructura legal con que cuenta el 
país; finalmente, tercero, levantar la opinión de diversos expertos y 
expertas en temas de criminalidad, que desde diferentes disciplinas 
entregaron su opinión respecto a los riesgos y escenarios que enfren-
ta el país a futuro en esta materia. 

La estructura del libro responde justamente a esta petición de la 
Presidencia del Senado. Así el Capítulo I se organiza en cuatro sec-
ciones, que dan cuenta de cuatro aristas donde se aprecia una ma-
yor complejización de delito y el crimen. En la primera sección, se 
exponen los principales indicadores delictivos del país, que en su 
dimensión más preocupante se observa un aumento de la violencia 
delictual, pasando de 4.2 homicidios por cada 100.000 habitantes en 
el año 2016, a 6.7 homicidios por cada 100.000 habitantes para el año 
2022, que no obstante mantenernos aún lejos del promedio regional 
(alrededor de 16,4 homicidios por cada 100.000 habitantes para el 
año 2022), si muestra un aumento preocupante. La segunda sección, 
analiza las definiciones de crimen organizados a nivel internacional 
y cómo han sido recogidas por la legislación y las políticas de segu-
ridad, entregando una mirada a los componentes que conforman el 
ecosistema normativo en torno a lo que se entiende hasta ahora por 
crimen organizado. La tercera sección, da cuenta de un fenómeno 
emergente, como es el tráfico y trata de personas, que representaba 
un tipo de delito de muy baja ocurrencia en el país, pero que ha 
venido mostrando un incremento preocupante, y que habla de un 

campo de preocupación nuevo para el Estado. Finalmente, la cuarta 
sección, da cuenta de los mecanismos legales y regulatorios que han 
venido a combatir el blanqueo de activos en el país, que muestra la 
creciente estructura empresarial que ha adquirido el crimen organi-
zado, y cómo la institucionalidad ha tratado de abordarlo a través de 
la Unidad de Análisis Financiero y otras instituciones públicas.

El capítulo II, es una descripción detallada del ecosistema legal en 
torno al combate al delito en Chile. Los principales instrumentos 
que se analizan dentro del conjunto de leyes que buscan perseguir 
y sancionar al crimen organizado, se destacan en el capítulo cua-
tro disposiciones legales, como son la Ley Nro. 19.913, que crea la 
Unidad de Análisis Financiero que busca perseguir el lavado y blan-
queo de activos; la Ley Nro. 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas; la Ley Nro. 21.121, que 
modifica normas sobre corrupción y amplía la responsabilidad pe-
nal de las personas jurídicas; y, finalmente, la Ley Nro. 21.577, que 
fortalece la persecución de los delitos de delincuencia organizada, 
estableciendo técnicas especiales para su investigación y robustece el 
comiso de ganancias. Son estas leyes y otras satélites, los principales 
instrumentos jurídicos con que cuenta el país, y es en torno de ellos 
que el parlamento debe tender a mejorar y robustecer este ecosiste-
ma legal de combate al crimen organizado. 

Finalmente, en el capítulo III se articula un diálogo con expertos y 
expertas de diversos campos y disciplinas que se han especializa-
do en materias criminalísticas. En este capítulo se trató de poner el 
acento en una mirada anticipatoria que proyecte el problema y cree 
escenarios que permita anticipar aquellas variables y dimensiones 
del problema que puedan resultar a futuro de mayor complejidad 
si no son abordadas de manera correcta. Lo interesante de este ejerci-
cio, es que existieron relativos consensos en los entrevistados que dan 
cuenta de tres elementos muy importantes. Primero, la falta de diag-
nósticos respecto al fenómeno, que redundaría en una falta de defini-
ciones claves respecto a qué es y cómo opera el crimen organizado en 
Chile. Segundo, la falta de información y datos de calidad disponible 
al análisis académico y de expertos, por la inexistencia de una base de 
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datos unificada de delitos y fenómenos conexos (conductas de riesgo) 
que permita comprender el fenómeno del crimen en Chile. Finalmente, 
existía el acuerdo de que el debate que había marcado en décadas an-
teriores los temas de criminalidad, como una dicotomía entre sanción 
(aumento de penas) y cohesión social (reducción de la desigualdad) 
estaba superado, mostrando gran coincidencia (con matices, obvio) en 
la necesidad del fortalecimiento institucional. De esta forma, los es-
cenarios proyectados por los entrevistados y entrevistadas coinciden 
en este foco, el que es diseccionado en cinco cluster de variables que 
componen el cuerpo de análisis de este capítulo. A continuación de 
estos análisis se incorporan dos entrevistas a funcionarios públicos que 
tuvieron responsabilidades desde la dimensión del Estado. 

Debo destacar, que este libro representa un insumo para la discusión 
que pone a disposición el Senado para la ciudadanía y las autoridades 
públicas, que permita facilitar el diálogo y los acuerdos, que son la 
base para cualquiera política pública de calidad. La importancia que 
le ha asignado a esta iniciativa el Senado, estriba en que desde el punto 
de vista legislativo y político, es que cuando el crimen organizado se 
enquista en las sociedades, es muy difícil removerlo, representando no 
sólo un problema para la población, sino que también para la conti-
nuidad democrática, pues en la esencia del crimen organizado trans-
nacional, está la violación sistemática del Estado de Derecho, que va 
de la mano de la corrupción y el  socavamiento de toda la institucio-
nalidad republicana. Defender la democracia y las libertades públicas, 
fortalecer nuestras instituciones y dar señales claras a la ciudadanía de 
que el crimen no es el camino a un mayor bienestar, es una tarea que 
el Senado ha emprendido con fuerza y decisión, y se espera que todas 
estas iniciativas sirvan para dicho propósito. 
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I

De la delincuencia común al crimen organizado 

El presente capítulo da cuenta de cómo la delincuencia común estaría 
mostrando nuevas características que plantea la pregunta de si estaría-
mos dando un paso hacia formas de criminalidad de mayor compleji-
dad. Resulta evidente que existe cambio en los patrones de la realidad 
delictual del país, por lo que resulta primordial dilucidar la profundi-
dad y complejidad de estas transformaciones, que posibilite identificar 
a qué tipo de crimen organizado se enfrenta el país.

La primera sección de este capítulo, hace un análisis de diversos in-
dicadores estadísticos que dan cuenta de los cambios en los patrones 
delictivos, que se expresa de manera manifiesta en una escalada en 
los niveles de violencia criminal, todo ello tomando en cuenta que la 
realidad histórica de Chile en materia delictual, ha estado centrada 
en delitos en contra de la propiedad más que en los delitos de sangre.

El segundo apartado da cuenta de las diversas definiciones que existen 
respecto al crimen organizado, tanto aquellas que han surgido desde 
organismos internacionales, así, como, de las que han sido adoptadas 
en la legislación y políticas públicas por parte del Estado de Chile, y 
cuáles son las implicancias que se desprenden de ello para la persecu-
ción de estas organizaciones. 

El tercer apartado, analiza un fenómeno criminal emergente y de alto 
impacto nacional y mundial, como es la trata de personas. En él se 
analizan tanto los marcos normativos nacionales e internacionales, 
así como las evidencias del crecimiento de este fenómeno, que da-
ría cuanta de organizaciones criminales transnacionales que estarían 
operando en Chile.

Finalmente, el cuarto apartado del capítulo, describe la creciente com-
plejidad económica y estructura empresarial que han adquirido las or-
ganizaciones criminales, dando cuanta de los esfuerzos en el país para 
combatir el lavado de activos, tanto en términos legislativos, como de 
políticas e iniciativas de fortalecimiento de la institucionalidad encar-
gada de combatir este fenómeno. 
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A. Diagnóstico de la delincuencia en Chile. Efectos e 
implicancias.

Guillermo Fernández Lores

En los últimos años, la principal preocupación ciudadana en Chile re-
fiere a la seguridad. Así lo refleja la Encuesta de Opinión Pública reali-
zada semestralmente por el Centro de Estudios Públicos1.

Gráfico 1. Principales problemas a los que el Gobierno debería de-
dicar el mayor esfuerzo en solucionar.

Fuente: Elaboración propia en base a Centro de Estudios Públicos (2023). Respuestas a la pre-
gunta: “¿Cuáles son los tres problemas a los que debería dedicar el mayor esfuerzo en solucionar 
el Gobierno?”.

Cabe consignar que, además del fenómeno de la delincuencia, el es-
tudio cuenta con otra variable asociada a la materia: el narcotráfico, el 
cual aparece mencionado dentro de las cinco principales preocupacio-
nes ciudadanas.

A lo anterior, se suman las causas de la delincuencia que son identifi-
cadas por la ciudadanía. Como se observa en la tabla 1, el primer lugar 
lo ocupa la migración irregular. También destacan 3 elementos que 
pudiéramos llamar “debilidades institucionales”: La falta de condenas 

1	 Centro de Estudios Públicos (CEP) (2023). Estudio Nacional de Opinión Pública, Junio – 
Julio 2023. CEP. https://www.cepchile.cl/wp-content/uploads/2023/07/CEP89-ANEXOS-
COMPLETA-2.pdf

https://www.cepchile.cl/wp-content/uploads/2023/07/CEP89-ANEXOS-COMPLETA-2.pdf
https://www.cepchile.cl/wp-content/uploads/2023/07/CEP89-ANEXOS-COMPLETA-2.pdf
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o bajas penas que reciben los delincuentes (46%); las restricciones a las 
policías (15%); y la falta de capacitación a las policías (11%).

Tabla 1: Causas de la delincuencia

Causa %
La inmigración irregular 49
La falta de condenas o bajas penas que reciben los delincuentes 46
El consumo de drogas y alcohol 39
Las bandas de narcotráfico 36
La pobreza y falta de oportunidades 35
La pérdida de valores de la sociedad 22
La desigualdad social 18
La crisis de la familia 17
Las restricciones a las policías 15
La falta de capacitación a las policías 11
La validación de la violencia durante el estallido social 8
NS/NR 4

Fuente: Elaboración propia en base a Centro de Estudios Públicos (2023). Respuestas a la 
pregunta: “Hablando sobre la delincuencia en Chile, ¿cuáles cree Ud. que son sus tres princi-
pales causas?”.

	 A.1. Inseguridad

Esta preocupación por la seguridad se materializa en el alto temor 
que sienten las personas ante el fenómeno delincuencial, sensa-
ción que ha ido en aumento desde ya varios años.

Así lo demuestran los estudios de percepción de inseguridad de 
la Fundación Paz Ciudadana2. Cómo vemos en la tabla 2, en 2022 
prácticamente el 40% de los hogares victimizados experimentan 
un alto nivel de temor; mientras que en los no victimizados, este 
guarismo es de 22,5%. 

	

2	 Fundación Paz Ciudadana (2022). Índice Paz Ciudadana 2022. Fundación Paz Ciudadana. 
	 https://pazciudadana.cl/wp-content/uploads/2022/10/Presentacion-IFPC-2022-1.pdf

Tabla 2: Nivel alto de temor según hogares victimizados y no victimi-
zados, periodo 2013 – 2022.

Tipología / 
año 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022

Hogares 
victimas 18,6% 20,2% 28,4% 26,0% 25,8% 16,3% 28,4% 34,0% 31,8% 39,1%

Hogares no 
victimas 6,9% 8,8% 16,5% 13,0% 10,5% 7,0% 13,6% 14,0% 15,2% 22,5%

Fuente: Elaboración propia en base a Índice Paz Ciudadana (2022).

Por su parte, los gráficos 2 y 3 dan cuenta de la sensación de inseguri-
dad de los individuos respecto a distintos espacios y las restricciones 
que se imponen con motivo del temor a ser víctimas de delitos.

	 Gráfico 2. Sensación de inseguridad en espacios públicos, 2022.

 

Fuente: Elaboración propia en base a Índice Paz Ciudadana (2022).

Gráfico 3: Conductas asociadas al temor a la delincuencia, 2022.

Fuente: Elaboración propia en base a Fundación Paz Ciudadana (2022).

https://pazciudadana.cl/wp-content/uploads/2022/10/Presentacion-IFPC-2022-1.pdf
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Como observamos, en contraste con el hogar, un alto porcentaje de 
los encuestados señala que no se siente seguro en distintos espacios 
públicos. Destacan los paraderos de locomoción colectiva, donde un 
63% declara sentirse inseguro.

Asimismo, respecto a las conductas que realizan los individuos ante el 
temor a ser víctima de delitos y violencia, destacan las variables “dejar 
de utilizar ciertos lugares” y “dejar de salir de casa a algunas horas” 
(75% y 73%, respectivamente). A ello se suma el 73% que declara 
"dejar de usar artículos de valor en el espacio público", y "cambiar de 
rutas a otras más concurridas" (66%).

Respecto a medidas a nivel vecinal, un 65% declara que se ha puesto 
de acuerdo con sus vecinos para ayudarse.

Finalmente, las medidas de control físico son encabezadas por “refor-
zar la seguridad de las casas” (59%) y “organizarse para cerrar calles o 
pasajes” (30%).

Todo ello demuestra que el espacio público es visto como un lugar 
hostil, al cual se le teme. Jordi Borja ahonda en este tema señalando 
que, entre otros fenómenos, la violencia y la delincuencia estarían pro-
vocando lo que él denomina “agorafobia urbana”3, sosteniendo que 
este temor al espacio público acrecienta la sensación de temor que 
siente la población ya que, al ser un lugar que no protege ni es protegi-
do, es considerado ajeno y peligroso.

Un factor que puede ser desencadenante del aumento de inseguridad 
de las personas, es que en la actualidad los delitos se están perpetran-
do con un mayor grado de violencia.

En efecto, según el índice Paz Ciudadana de 2022, el 73% de los en-
cuestados señala que los delitos son más violentos que el año anterior, 
mientras que en 2021, un 67% tenía dicha percepción4.

3	  Borja, J. (2003). La ciudad conquistada. Alianza Editorial.
4	  Fundación Paz Ciudadana (2022). Op. Cit.
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	 A.2. La realidad delictual

Esta sobredimensión de las expectativas de las personas respecto de la po-
sibilidad de ser víctima del delito, ha llevado a sostener a autores como, 
Patricio Tudela5 y Andrés Jaramillo6, que con el tiempo, la inseguridad ciu-
dadana se ha trasformado en un objeto autónomo; es decir, un fenómeno 
relativamente independiente del delito. O dicho en otros términos, una 
sensación que no necesita exclusivamente la presencia del delito.

Esto podría estar pasando en Chile ya que, tal como puede observarse 
en el gráfico 4, de acuerdo a lo informado por el Ministerio Público7, en 
2022 se registró el ingreso de 1.359.885 casos a tramitación, los cuales 
—en términos generales— se mantienen relativamente estables en los 
últimos 10 años. 

	 Gráfico 4. Casos ingresados a tramitación al Ministerio Publico, 
total nacional, periodo 2013 – 2022.

Fuente: Elaboración propia en base a Ministerio Público (2022a).

Se exceptúan a esta tendencia las cifras correspondientes al año 2019, 
donde se produce un alza de 8,5% respecto al año anterior; y el 2021, 
en que los casos ingresados a tramitación bajan un 10,7; para luego, en 
2022, volver a los niveles del año 2020.

5	 Tudela, P. (2001). Seguridad y Políticas Públicas. Revista Política y Estrategia. Academia 
Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos 83: 41-64.

6	 Jaramillo, A. (2002). Percepción social de la delincuencia y seguridad ciudadana. Serie 
Análisis N°2, División de Seguridad Ciudadana, Ministerio del Interior.

7	 Ministerio Público (2022a). Boletines Estadísticos. Ministerio Público. http://www.
fiscaliadechile.cl/Fiscalia/estadisticas/index.do 

http://www.fiscaliadechile.cl/Fiscalia/estadisticas/index.do
http://www.fiscaliadechile.cl/Fiscalia/estadisticas/index.do
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Dispersión territorial y preponderancia de los delitos en contra de 
la propiedad.

Otro aspecto relevante, es que la delincuencia se distribuye de forma 
disímil a lo largo del territorio nacional, como se observa en las esta-
dísticas de la Subsecretaría de Prevención del Delito8. El gráfico 5 da 
cuenta de este fenómeno, indicando que en 2022 la macrozona norte 
tuvo tasas de comisión del delitos muy por sobre el promedio nacio-
nal, que es de 2.462,4 delitos de mayor connotación social por cada 
100 mil habitantes.

	 Gráfico 5. Delitos de mayor connotación social, 2022. Tasa cada 
100.000 habitantes.

Fuente: Elaboración propia en base a Subsecretaría de Prevención del Delito (2022).

Respecto al tipo de delincuencia común, según las cifras del Ministe-
rio Público9, en 2022 se cometieron 420.508 robos y hurtos, corrobo-
rando el hecho de que históricamente la delincuencia en Chile se ha 
concentrado en los delitos en contra de la propiedad. Como se verá a 
continuación, este escenario pareciera estar cambiando y estaríamos 
dando paso a delitos más complejos y violentos, que podrían ser indi-
cativo de crimen organizado.

8	 Subsecretaría de Prevención del Delito (2022). Estadísticas Delictuales. Subsecretaría de 
Prevención del Delito. https://cead.spd.gov.cl/estadisticas-delictuales/ 

9	  Ministerio Público (2022a). Op. Cit.

	 A.3. Crimen organizado

Como señalábamos, una de las interpretaciones posibles detrás de la 
percepción de temor de la población, estaría constituida por el hecho 
de que bandas criminales estén detrás de estos ilícitos, los cuales se 
estarían cometiendo con un mayor grado de violencia y complejidad. 
Según una pluralidad de fuentes —las cuales se pasa a revisar— las 
cifras de homicidio juegan un factor principal al respecto.

Como lo establece la Política Nacional contra el Crimen Organizado10, 
el delito de homicidio se constituye como un indicador relevante de la 
presencia de actividades de crimen organizado en un país. 

Al respecto, la política sostiene que una de las señales más alarmantes 
de la expansión del crimen organizado en nuestro país es el incremento 
en la tasa de homicidios, principalmente los cometidos con armas de 
fuego, indicando que “por décadas, Chile fue un caso atípico en el con-
texto latinoamericano, con tasas de homicidios de entre 4 y 5 casos cada 
100.000 habitantes, las cuales se distanciaban ampliamente del promedio 
latinoamericano el cual es de 25 homicidios cada 100.000 habitantes”11.

Sin embargo —agrega—, en comparación con el año 2016 ha existido 
un alza del 59%, llegando a 6,7 casos por cada 100.000 habitantes. 

	 Tabla 3. Evolución delito de homicidio 2016 – 2022. Tasa cada 
100.000 habitantes.

2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022

4,2 4,6 4,7 4,8 5,7 4,6 6,7

Fuente: Elaboración propia en base a Ministerio Público (2022a).

A este respecto, el informe “Homicidios en Chile”12, elaborado por el 
Ministerio Público, contextualiza los asesinados en tres categorías: 

10	 Subsecretaría del Interior (2022). Política Nacional contra el Crimen Organizado. 
Subsecretaría del Interior https://www.subinterior.gob.cl/politica-nacional-contra-el-
crimen-organizado/ 

11	  Ibíd. p. 7.
12	 Ministerio Público (2022b). Homicidios en Chile. Ministerio Público. http://www.

fiscaliadechile.cl/Fiscalia/Informe_homicidios_2022.pdf 
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https://cead.spd.gov.cl/estadisticas-delictuales/
https://www.subinterior.gob.cl/politica-nacional-contra-el-crimen-organizado/
https://www.subinterior.gob.cl/politica-nacional-contra-el-crimen-organizado/
http://www.fiscaliadechile.cl/Fiscalia/Informe_homicidios_2022.pdf
http://www.fiscaliadechile.cl/Fiscalia/Informe_homicidios_2022.pdf
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i) Homicidio relacionado con actividades criminales. 
ii) Homicidios interpersonales. 
iii) Homicidios sociopolíticos.

Respecto a la primera de estas categorías, el estudio señala que un 17% 
del total de homicidios relacionados con actividades criminales, se en-
cuentra conectado a grupos delictivos organizados o pandillas.

También resalta el hecho, de que un 33% corresponde a la figura del 
hallazgo de cadáver con participación de terceros, y en un 28% de los 
casos la víctima es atacada por desconocidos, sin aparente provoca-
ción. En ambas situaciones, el estudio asocia este modo de operar con 
eventuales ajustes de cuentas entre bandas organizadas.

Presencia de bandas criminales extranjeras.

Otro componente del crimen organizado que refleja el nivel de criticidad 
que éste puede adquirir, dice relación con los actores involucrados en la 
comisión de los ilícitos asociados. 

Respecto a ello, el Observatorio del Narcotráfico13 reconoce una tendencia 
de instalación permanente en Chile de organizaciones criminales podero-
sas y complejas de origen extranjero. Es el caso del ́ Cartel de Sinaloa’ (Mé-
xico), del ´Cartel Jalisco Nueva Generación’ (México), el ´Clan del Golfo’ 
(Colombia) y el ́ Tren de Aragua’ (Venezuela). El informe agrega que estas 
organizaciones “poseen un modus operandi marcado por la violencia ex-
trema, en donde hoy en día permanecen 65 sujetos privados de libertad en 
diferentes regiones del país”14.

Tal como en el caso de los delitos comunes, el crimen organizado no tiene 
una distribución territorial homogénea, sino más bien es sectorial “depen-
diendo de características geográficas, climáticas y oportunidades económicas 
que favorecen uno u otro mercado criminal”15 concentrándose en las regio-
nes del norte del país, fundamentalmente en Arica y Parinacota y Tarapacá.

13	 Ministerio Público (2022c). Observatorio del Narcotráfico. VII Informe anual. Ministe-
rio Público. http://www.fiscaliadechile.cl/Fiscalia/quienes/Informe_2022_Observatorio_
del_Narctrafico.pdf 

14	  Ibíd. p. 123.
15	  Subsecretaría del Interior (2022). Op. Cit. p. 9.

	 Gráfico 6. Distribución territorial delito de homicidio. Tasa por 
cada 100.000 habitantes, año 202016. 

Fuente: Elaboración propia en base a Ministerio Público (2022b) e Instituto Nacional de Es-
tadíticas (2023)17.

Uso de armas de fuego

Según señala la Política Nacional contra el Crimen Organizado, otro 
indicador del cambio de contexto de los homicidios, es la ocurrencia 
de estos por efecto de un arma de fuego.

Como se observa en el gráfico 7, el “Informe Nacional de Homicidios 
Consumados” de la Subsecretaría de Prevención del Delito18 del Mi-
nisterio del Interior y Seguridad Pública, señala que respecto a la evo-
lución de los mecanismos mediante los cuales se comete un homicidio 
“se observa que en 2018 el uso del arma de fuego representaba un 42 % 
del total de casos de los homicidios realizados con armas de fuego”19.

16	 El cálculo de tasa para la Región Metropolitana se basó en la población proyectada para el 
año 2022 según lo establecido por el Instituto Nacional de Estadística, el cual arrojó una 
población de 8.310.984.

17	 Instituto Nacional de Estadísticas (INE) (2023). Proyecciones de población. INE. 
https://www.ine.gob.cl/docs/default-source/proyecciones-de-poblacion/publicaciones-y-
anuarios/base-2017/ine_estimaciones-y-proyecciones-de-poblaci%C3%B3n-1992-2050_
base-2017_s%C3%ADntesis.pdf?sfvrsn=c623983e_6 

18	 Subsecretaria de Prevención del Delito (2023). Informe Nacional de Homicidios Consuma-
dos 2018 – 2022. Subsecretaría de Prevención del Delito. https://prevenciondehomicidios.
cl/wp-content/uploads/2023/07/Informe-homicidios-2018-2022.pdf 

19	  Ibíd. p. 15.

http://www.fiscaliadechile.cl/Fiscalia/quienes/Informe_2022_Observatorio_del_Narcotrafico.pdf
http://www.fiscaliadechile.cl/Fiscalia/quienes/Informe_2022_Observatorio_del_Narcotrafico.pdf
https://www.ine.gob.cl/docs/default-source/proyecciones-de-poblacion/publicaciones-y-anuarios/base-2017/ine_estimaciones-y-proyecciones-de-poblaci%C3%B3n-1992-2050_base-2017_s%C3%ADntesis.pdf?sfvrsn=c623983e_6
https://www.ine.gob.cl/docs/default-source/proyecciones-de-poblacion/publicaciones-y-anuarios/base-2017/ine_estimaciones-y-proyecciones-de-poblaci%C3%B3n-1992-2050_base-2017_s%C3%ADntesis.pdf?sfvrsn=c623983e_6
https://www.ine.gob.cl/docs/default-source/proyecciones-de-poblacion/publicaciones-y-anuarios/base-2017/ine_estimaciones-y-proyecciones-de-poblaci%C3%B3n-1992-2050_base-2017_s%C3%ADntesis.pdf?sfvrsn=c623983e_6
https://prevenciondehomicidios.cl/wp-content/uploads/2023/07/Informe-homicidios-2018-2022.pdf
https://prevenciondehomicidios.cl/wp-content/uploads/2023/07/Informe-homicidios-2018-2022.pdf
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Este panorama cambia levemente en 2019 y desde el año 2020 se 
produce una sostenida alza, alcanzando dicho año un 45,3%, ten-
dencia que se replica en 2021 y 2022, donde el porcentaje de homici-
dios cometidos con armas de fuego llega a un 47,8% y 53,9%, respec-
tivamente. Lo anterior implica un aumento de 28% en cinco años.

	 Gráfico 7. Proporción de homicidios con armas de fuego.

Fuente: Elaboración propia en base a Ministerio Público (2022c).

Narcotráfico y violencia delictual

Otro de los instrumentos que pueden ser utilizados para enten-
der la penetración del crimen organizado en el país, es el informe 
anual 2022 del “Observatorio del Narcotráfico”, realizado por la 
Unidad Especializada en Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sus-
tancias Sicotrópicas del Ministerio Público, el cual busca estable-
cer correlaciones entre los delitos violentos y los vinculados con 
el tráfico de drogas, generando un cruce de datos de los mismos, 
tomando como base las investigaciones relacionadas con los ilíci-
tos tipificados en la ley de drogas.

A través de este análisis, se busca “contribuir a dimensionar el com-
portamiento en el tiempo de la violencia vinculada al narcotráfico”.20 
Para ello se han identificado un conjunto de variables que vinculan 
en una misma investigación, delitos de la ley de drogas, con infrac-

20	  Ministerio Público (2022c). Op. Cit. p. 40.

ciones a la ley de armas y el homicidio. De esta forma relaciona dis-
tintos delitos que estén siendo perseguidos en una misma investigación:

1. Delitos de la ley de drogas y de la ley de armas.
2. Delitos de la ley de drogas y homicidios.
3. Delitos de la ley de drogas, homicidios y delitos de la ley de 
armas.

El resultado es el siguiente:

Tabla 4. Correlación delitos de narcotráfico con delitos de ley de 
armas y homicidio.

2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021

Investigaciones 
en que concurren 
delitos de drogas 
y de armas

796 709 877 1.065 1.022 875 815 777 832 960

Investigaciones 
en que concurren 
delitos de drogas 
y homicidio

10 12 16 27 17 27 30 35 41 70

Investigaciones 
en que concurren 
delitos de drogas, 
homicidio y 
armas

4 7 9 15 11 13 17 20 28 32

Fuente: Elaboración propia en base a Ministerio Público (2022c).

Como se observa, en el caso de investigaciones en que concurren 
conjuntamente delitos de drogas y de armas, existe un sostenido au-
mento, hasta llegar a 960 casos en 2021 (pasando por peaks supe-
riores a 1.000 casos en 2015 y 2016). Esto implica un aumento del 
20,6% entre 2012 y 2021.

Por su parte, y tal como se observa en el gráfico 8, los casos que rela-
cionan delitos de drogas con homicidio y en los que concurren deli-
tos de drogas, homicidio y armas, el aumento es explosivo, llegando 
a 700% y 800%, respectivamente.
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Gráfico 8. Investigaciones en que concurren delitos de drogas, ho-
micidio y armas. 2012 – 2021.

Fuente: Elaboración propia en base a Ministerio Público (2022c).

Niveles de criminalidad y resiliencia al crimen organizado.

La Organización de Naciones Unidas, a través del Índice Global de Crimen 
Organizado21, realiza una evaluación de los niveles de criminalidad y de la 
resiliencia al crimen organizado en 193 países. En ambos casos, se utiliza 
una escala de 1 a 10.

Para efectos del estudio, la resiliencia es entendida como los mecanismos 
de defensa que tiene el país para abordar el crimen organizado.

De acuerdo al Índice, en materia de criminalidad, Chile obtiene 4.6 pun-
tos. Ello implica una evaluación positiva, ya que el país se ubica en el 9° 
lugar con menor criminalidad a nivel sudamericano, 22° del continente 
americano y 114° a nivel mundial.

Según lo informado por la Política Nacional contra el Crimen Organiza-
do22, este guarismo es menor al promedio regional (5,5), al del continente 
americano (5,1) y a nivel mundial (4,9).

En cuanto a la resiliencia, Chile obtienen una puntuación de 6,4, lo que nos 
posiciona en el 2° lugar a nivel sudamericano, 4° del continente americano 
y 30° a nivel mundial. 

21	 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDC) (2021). Índice 
Global de Crimen Organizado. Naciones Unidas. https://globalinitiative.net/wp-content/
uploads/2021/09/global-ocindex-report-spanish.pdf

22	 Subsecretaría del Interior (2022). Op. Cit.

Esta favorable puntuación está fuertemente influenciada por los si-
guientes aspectos: 

i) Cooperación internacional (nota 8). 
ii) Acción de actores no estatales (nota 8). 
iii) Liderazgo político y gobernanza (nota 7). 
iv) Transparencia y rendición de cuentas gubernamental (nota 7). 
v) Capacidad de regulación económica (nota 7).
vi) Mecanismos de apoyo a las víctimas y testigos (nota 7). 

Temor al crimen organizado.

Respecto al temor que provocan las actividades asociadas al crimen 
organizado, la Fundación Paz Ciudadana creó el “Índice de Exposición 
a Criminalidad Organizada”23, el cual establece una serie de conductas 
violentas a las cuales están expuestas las personas. Los resultados son 
los siguientes:

Tabla 5: Grado de exposición a criminalidad organizada, 2022.

Conducta Siempre Casi siempre Casi nunca Nunca

Fuegos artificiales 33 24 19 24
Consumo de drogas en la 
vía pública 30 27 20 23

Venta de drogas en la vía 
pública 21 20 18 40

Balaceras o disparos al aire 20 23 25 31
Memoriales dedicados a 
personas vinculadas a acti-
vidades ilícitas

11 14 17 56

Narco funerales 10 14 17 56
Personas con armas de 
fuego 9 13 25 52

Disputas entre grupos / 
bandas delictivas organi-
zadas

7 15 27 51

23	 Fundación Paz Ciudadana (2023) Índice de Exposición a la Criminalidad Organizada. 
Fundación Paz Ciudadana. https://pazciudadana.cl/proyectos/documentos/indice-de-
exposicion-a-la-criminalidad-organizada/
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https://globalinitiative.net/wp-content/uploads/2021/09/global-ocindex-report-spanish.pdf
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Cierre de pasajes y uso de 
espacios públicos por parte 
de grupos / bandas delicti-
vas organizadas

6 8 17 68

Homicidios por ajuste de 
cuentas 6 8 15 70

Enfrentamientos entre 
grupos / bandas delictivas 
organizadas y policías

5 9 25 60

Secuestros 0 3 11 84

Fuente: Elaboración propia en base a Fundación Paz Ciudadana (2023).

Si bien la mayor conducta observada por las personas es el consumo 
de drogas en la vía pública con un 57% de respuestas “siempre” o “casi 
siempre”, sorprende el porcentaje de conductas especialmente violen-
tas, tales como balaceras o disparos al aire (43% “siempre” o “casi siem-
pre”); personas con armas de fuego (22% “siempre” o “casi siempre”); 
y homicidios por ajustes de cuentas (14% “siempre” o “casi siempre”).
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B. Crimen organizado: ¿de qué estamos hablando?

Juan Pablo Jarufe Bader

	 B.1. Carácter internacional del crimen organizado

Las redes criminales de carácter internacional, constituyen una de las 
principales problemáticas que afectan a las sociedades contemporá-
neas, caracterizándose por exhibir vínculos que trascienden los límites 
del Estado.

De acuerdo a Naciones Unidas, el crimen organizado transnacional 
puede entenderse como “todo grupo delictivo organizado, existente du-
rante un período de tiempo, que tiene por fin la comisión de un delito 
transnacional grave, mediante la acción concertada, utilizando la intimi-
dación, la violencia, la corrupción u otros medios, para así obtener, directa 
o indirectamente, un beneficio económico o material”1.

Este fenómeno incluye actividades ilícitas como el lavado de dinero, el 
tráfico de drogas, armas o personas, el contrabando de material nuclear, 
los actos terroristas, y el tráfico ilícito o robo de objetos culturales, todas 
las cuales se verían facilitadas, en parte, por los siguientes factores2:

•	 La existencia de Estados con una débil institucionalidad.

•	 La permeabilidad de las fronteras internacionales y el incre-
mento de los movimientos migratorios.

•	 La apertura de las economías nacionales y la proliferación de 
áreas de libre comercio.

•	 La mayor velocidad para llevar a cabo transacciones comer-
ciales internacionales.

Por su parte, la Organización Internacional de Policía Criminal (IN-
TERPOL, por sus siglas en inglés), establece que el crimen organiza-
do debe cumplir una serie de requisitos para considerarse como tal. 

1	 Duarte, R. (2001). La Globalización y el Riesgo del Crimen Organizado Transnacioal. Red de 
Seguridad y Defensa de América Latina. http://www.resdal.org/Archivo/d00001bb.htm.

2	  Ibíd.

http://www.resdal.org/Archivo/d00001bb.htm
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Estos son3:

•	 Un grupo de más de tres personas, que actúan mancomunada-
mente durante largo tiempo.

•	 La comisión de delitos graves, a partir de los cuales los miembros 
de la red vean incrementados sus beneficios, poder o influencia.

•	 Reparto de funciones al interior de la organización.

•	 Jerarquización y disciplina interna.

•	 Utilización de medios violentos o intimidatorios.

•	 Empleo de estructuras de apariencia empresarial, que les permi-
tan enmascarar sus actividades.

•	 Participación en el blanqueo de dinero. 

A su vez, el investigador Francisco Rojas4 sostiene que el crimen or-
ganizado se distinguiría por su capacidad para lesionar la situación de 
individuos, comunidades, empresas, instituciones y, en último término, 
las bases mismas de los regímenes democráticos.

El investigador asegura que la transnacionalización del crimen se ca-
racteriza por el control y movimiento de importantes recursos de po-
der contra los Estados; su capacidad para aplicar medidas de violencia 
e intimidación; el amplio alcance de sus operaciones; y las dificultades 
para ser definida como fenómeno, toda vez que erosiona el concepto 
tradicional de soberanía territorial5.

Rojas cree que esta problemática debe ser abordada desde una perspec-
tiva sistémica, pues se trataría de una manifestación de tipo global, que 
va acompañada de particularidades locales.

3	 Fernández, J. (1 de octubre de 2008). Crimen organizado. En: Noticias Jurídicas. https://
noticias.juridicas.com/conocimiento/articulos-doctrinales/4409-crimen-organizado/

4	 Rojas, F. (2008). Crimen Organizado en América Latina y el Caribe. FLACSO. https://
biblio.flacsoandes.edu.ec/libros/digital/42589.pdf.

5	 Ibíd.

Según autores como Carlos Resa6, en tanto, la diferencia entre las figuras 
delictuales asociadas al crimen organizado y otros delitos, está deter-
minada por la estructuración de la violencia aplicada y su intención 
de servir de canal para fortalecer la posición del grupo criminal en un 
mercado determinado.

En tal sentido, la teoría burocrática del crimen organizado establece 
como características de este fenómeno, el afán de monopolizar activi-
dades como la prostitución, la extorsión o el tráfico de drogas; el uso 
sistemático de la violencia contra las fuerzas, ya sean gubernamentales 
o no oficiales, que desafían la hegemonía de la organización; una es-
tructura jerárquica y burocratizada, con funciones específicas a reali-
zar para cada integrante del grupo; un nivel de arraigo en la sociedad, 
que impide la eliminación total de la organización; el acceso a conoci-
mientos legales, financieros y contables; y la capacidad de influir sobre 
el proceso político, administrativo y judicial.

Actualmente, el crimen transnacional estaría aprovechando también 
el progreso tecnológico de las comunicaciones y la falta de regulación 
en este ámbito, para llevar a cabo delitos asociados principalmente 
con activos económicos.

Finalmente, debe señalarse que el poder de estos grupos es tan potente 
que generaría, según Resa, problemas de gobernabilidad estatal, ines-
tabilidad financiera y distorsiones en los mercados, situaciones que 
repercutirían negativamente en los ciudadanos y en la estabilidad de 
los sistemas democráticos7.

Asociación ilícita.

Tal como ha sido señalado, la figura del crimen organizado se confi-
guraría en presencia de elementos tales como una pluralidad de per-
sonas asociadas para realizar una determinada actividad; complejidad 
organizacional en función de la actividad prevista; permanencia en el 
tiempo; y predeterminación a cometer delitos.

6	 Resa, C. (2001). El Estado como maximizador de rentas del crimen organizado: El caso del 
tráfico de drogas en México. Biblioteca de Ideas del Instituto Universitario de Gobernabi-
lidad, Colección Documentos, 88. 

7	  Ibíd.

https://biblio.flacsoandes.edu.ec/libros/digital/42589.pdf
https://biblio.flacsoandes.edu.ec/libros/digital/42589.pdf
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Sin embargo, en Chile —de acuerdo a la Fiscalía Nacional— el crimen 
organizado no constituiría en sí mismo un delito, pues se trataría más 
bien de “una denominación genérica que se les da a aquellos ilícitos en 
los que actúan grupos de personas en forma organizada”8.

Así entonces, en el caso nacional, la figura penal que engloba este con-
cepto es la de asociación ilícita, entendida como la concertación entre 
dos o más sujetos que, de forma organizada y estable en el tiempo, 
perpetran actos ilícitos que pueden poner en jaque al orden social, las 
buenas costumbres, la propiedad o a las personas.

	 B.2. Institucionalidad a nivel internacional

En el caso específico del crimen organizado transnacional, la comu-
nidad internacional ha desarrollado un conjunto de convenciones y 
acuerdos, cuya finalidad general ha sido castigar una serie de conduc-
tas atingentes a esta materia, como se repasa a continuación.

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organi-
zada Transnacional (2000).

El principal objetivo de este instrumento es promover medidas 
preventivas y de combate a la delincuencia organizada transna-
cional, concebida como aquella que se comete bajo las siguientes 
circunstancias9: 	

•	 En más de un Estado.
•	 Dentro de un solo Estado, aunque con una parte sustancial de 

su preparación, planificación, dirección o control monitorea-
dos desde otro país.

•	 En un solo Estado, pero con la participación de un grupo de-
lictivo organizado que realiza actividades delictivas en más de 
una nación.

•	 En un solo Estado, aunque con efectos sustanciales sobre otro. 

8	 Ministerio Público (s/f). Áreas de Persecución. Crimen Organizado y lavado de dinero.
http://www.fiscaliadechile.cl/Fiscalia/areas/organizado.jsp

9	 Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) (2004). Convención 
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos. 
Naciones Unidas. www.unodc.org/documents/treaties/UNTOC/Publications/TOC%20
Convention/TOCebook-s.pdf

La Convención, que entró en vigor en septiembre de 2003, consigna en 
su artículo 4 que cada país debe cumplir sus obligaciones de acuerdo a 
los principios de igualdad soberana, integridad territorial de los Estados 
y no intervención en los asuntos internos de otros países. De acuerdo a 
esto, ningún Estado puede ejercer en el territorio de otro, jurisdicción o 
funciones que el derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente 
a sus autoridades.

El texto también orienta el combate al lavado de dinero, establecien-
do un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de los 
bancos y las instituciones financieras no bancarias. Además, propone 
medidas de cooperación e intercambio de información a nivel nacional 
e internacional entre las autoridades encargadas de combatir el blan-
queo de dinero, considerando la opción de establecer una dependencia 
de inteligencia financiera, que sirva de centro nacional de recopilación, 
análisis y difusión de información sobre posibles actividades relaciona-
das con  este ilícito.

El tratado contempla la penalización de los actos de corrupción, consig-
nando que cada Estado Parte evalúe la adopción de medidas legislativas 
y de otra índole, que sean necesarias para tipificar como delito este tipo 
de actos10.

El instrumento también precisa normas de extradición de delincuentes, 
asistencia judicial recíproca, atención a víctimas, protección de testigos, 
políticas para la prevención de la delincuencia organizada transnacional 
y mecanismos de solución de controversias.

La Convención cuenta con tres protocolos complementarios:

Protocolo de las Naciones Unidas contra la Trata de Personas (Protocolo 
de Palermo-2000).

De acuerdo a este documento, cada país firmante debe emprender me-
didas legislativas y de orden interno, que permitan tipificar como delito 
en su legislación las conductas alusivas a la trata de personas, entre las 
cuales se mencionan: 

10	  Ibíd.

http://www.fiscaliadechile.cl/Fiscalia/areas/organizado.jsp
http://www.unodc.org/documents/treaties/UNTOC/Publications/TOC%20Convention/TOCebook-s.pdf
http://www.unodc.org/documents/treaties/UNTOC/Publications/TOC%20Convention/TOCebook-s.pdf
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…la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción 
de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras 
formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder 
o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de 
pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que 
tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explotación 
incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras 
formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la es-
clavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la 
extracción de órganos11.

De igual manera, los países firmantes del acuerdo se obligan a dis-
poner medidas legislativas que sancionen como delito la tentativa de 
comisión de un delito de esta naturaleza; y la organización o dirección 
de otras personas para la comisión de uno de estos ilícitos.

Protocolo de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de los Mi-
grantes (2000).

De conformidad con el artículo 6 de este acuerdo, cada país signatario 
debe implementar medidas legislativas para la tipificación como deli-
to de acciones como el tráfico ilícito de migrantes; la creación de un 
documento de viaje o de identidad falso; la facilitación, el suministro 
o la posesión de tal documento; y la habilitación de una persona que 
no sea nacional o residente permanente para permanecer en el Estado 
interesado, sin haber cumplido los requisitos para permanecer legal-
mente en ese país12.

Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, 
sus Piezas, y Componentes y Municiones (2001).

La finalidad de este protocolo es “promover, facilitar y reforzar la coo-
peración entre los Estados Parte, con el propósito de prevenir, combatir 
y erradicar la fabricación y el tráfico ilícito de armas de fuego, sus piezas, 
componentes y municiones”13.

11	  Ibíd. pp. 44-45.
12	  Ibíd. 
13	  Ibíd. p. 74.

Al respecto, el artículo 5 de este documento establece que cada país ten-
drá que adoptar las medidas legislativas necesarias para tipificar como 
delito, conductas tales como la fabricación y tráfico ilícito de armas de 
fuego, sus piezas, componentes y municiones; la falsificación o altera-
ción ilícita de las marcas de un arma de fuego; la tentativa de comisión 
de uno de los delitos precedentes o la participación en ellos en calidad 
de cómplice; y la organización o incitación de uno de estos ilícitos.

Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estu-
pefacientes y Sustancias Psicotrópicas (1988).

El artículo 2 de este acuerdo busca consagrar la cooperación entre los 
Estados Parte, a fin de hacer frente con mayor eficacia a los diversos 
aspectos del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, 
que tengan una dimensión internacional.

Para tales fines, este documento sugiere a los Estados la adopción de las 
medidas legislativas y administrativas que sean necesarias, y que ten-
gan correlación con las disposiciones fundamentales de sus respectivos 
ordenamientos jurídicos internos, a fin de penalizar las siguientes con-
ductas14:

•	 La adquisición, posesión o empleo de bienes de proceden-
cia ilícita.

•	 La posesión de equipos, materiales o sustancias para su 
utilización en el cultivo, producción o fabricación ilícita 
de estupefacientes.

•	 La instigación pública a que otros cometan alguna de las accio-
nes ya mencionadas.

•	 La participación, asociación, tentativa o confabulación para co-
meter o facilitar alguna de estas conductas.

14	 Naciones Unidas (1988). Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas. Naciones Unidas. https://www.incb.org/docu-
ments/PRECURSORS/1988_CONVENTION/1988Convention_S.pdf

https://www.incb.org/documents/PRECURSORS/1988_CONVENTION/1988Convention_S.pdf
https://www.incb.org/documents/PRECURSORS/1988_CONVENTION/1988Convention_S.pdf
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Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares 
(1980).

Conforme al artículo 3 de este tratado, cada país debe disponer las medi-
das legislativas internas necesarias para garantizar, siempre en consonancia 
con el derecho internacional, un transporte seguro de los materiales nu-
cleares que puedan pasar por su territorio, ya sea por mar o tierra15. 

Convención sobre las Medidas que deben adoptarse para Prohibir e 
Impedir la Importación, la Exportación y la Transferencia de Propie-
dad Ilícita de Bienes Culturales (1970).

Según el artículo 5 de esta Convención, los Estados Parte se obligan a con-
tribuir a la preparación de proyectos de ley y reglamentos que posibiliten 
la protección del patrimonio cultural y que restrinjan las importaciones, 
exportaciones y transferencias ilícitas de bienes culturales.

El acuerdo también llama a los países signatarios, a establecer y mantener 
al día un listado de bienes culturales públicos y privados, cuya exportación 
constituiría un empobrecimiento considerable del patrimonio cultural na-
cional; a dictar normas que se adapten a los principios éticos insertos en 
la Convención; y a llevar adelante acciones educativas que se orienten al 
respeto del patrimonio cultural de los Estados y a la difusión de las dispo-
siciones del presente documento16.

Finalmente, el artículo 7 sugiere a los Estados Parte adoptar medidas inter-
nas para impedir la adquisición de bienes culturales de otro país miembro, 
en el caso de que dichos bienes se hubieren exportado ilícitamente; prohi-
bir la importación de bienes culturales sustraídos de museos o monumen-
tos públicos situados en uno de los países firmantes; y tomar medidas di-
rigidas a decomisar y restituir los bienes culturales robados e importados, 
tras la entrada en vigor de la Convención.

15	 Naciones Unidas (1980). Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares. 
Naciones Unidas. https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1631.pdf 

16	  Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNES-
CO) (1970). Convención sobre las Medidas que Deben Adoptarse para Prohibir e Impedir 
la Importación, la Exportación y la Transferencia de Propiedad Ilícita de Bienes Cultura-
les. UNESCO. https://es.unesco.org/about-us/legal-affairs/convencion-medidas-que-de-
ben-adoptarse-prohibir-e-impedir-importacion

	 B.3. Institucionalidad a nivel nacional

Marco orgánico.

En el plano interno, en tanto, la Ley Nro. 20.000, que sanciona el Tráfico 
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, contempla en su artí-
culo 16, sanciones de presidio mayor en sus grados medio a máximo, para 
quien “financie de cualquier forma, ejerza el mando o dirección, o planifique 
el o los delitos que se proponga una organización criminal”17.

A su vez, la Ley Nro. 17.798, sobre Control de Armas y elementos simila-
res, consigna en su artículo 8, penas de presidio mayor en cualquiera de 
sus grados, para quienes “organizaren, pertenecieren, financiaren, dotaren, 
instruyeren, incitaren o indujeren a la creación y funcionamiento de milicias 
privadas, grupos de combate o partidas militarmente organizadas”18.

Por otra parte, el artículo 4 de la Ley Nro. 20.502, que establece el Estatuto 
del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, le asigna a esta entidad 
la función de colaborador presidencial en materias atingentes al orden y 
seguridad pública del Estado, así como de articulador intersectorial para 
la consecución de las metas prestablecidas19. Esto último, se materializa en 
cuatro instancias de trabajo interinstitucional, las cuales son20:

•	 El Consejo Asesor de Coordinación y Unidad de Acción en 
materia de Prevención y Control de la Delincuencia y el Cri-
men Organizado.

•	 Los Consejos Regionales Contra el Crimen Organizado.

•	 La Unidad de Coordinación Estratégica.

•	 Las Mesas Interinstitucionales para el Abordaje de Delitos de la 
Criminalidad Organizada.

17	 Ley Nro. 20.000 (02 febrero 2005). Sustituye la Ley Nro. 19.366, que Sanciona el Tráfico 
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas. https://bcn.cl/3gn3p

18	 Ley Nro. 17.798 (06 diciembre 1977). Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de 
la Ley Nro. 17.798, sobre Control de Armas. https://bcn.cl/3gn3s

19	 Ley Nro. 20.502 (09 febrero 2011). Crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el 
Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y 
modifica diversos cuerpos legales. https://bcn.cl/2ik5u

20	 Subsecretaría del Interior (2022). Política Nacional contra el Crimen Organizado. 
Subsecretaría del Interior. https://www.subinterior.gob.cl/politica-nacional-contra-el-
crimen-organizado/

https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1631.pdf
https://es.unesco.org/about-us/legal-affairs/convencion-medidas-que-deben-adoptarse-prohibir-e-impedir-importacion
https://es.unesco.org/about-us/legal-affairs/convencion-medidas-que-deben-adoptarse-prohibir-e-impedir-importacion
https://bcn.cl/3gn3p
https://bcn.cl/3gn3s
https://bcn.cl/2ik5u
https://www.subinterior.gob.cl/politica-nacional-contra-el-crimen-organizado/
https://www.subinterior.gob.cl/politica-nacional-contra-el-crimen-organizado/
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Consejo Asesor de Coordinación y Unidad de Acción en materia de 
Prevención y Control de la Delincuencia y el Crimen Organizado.

Esta instancia se conformó a partir del Decreto Supremo Nro. 
1.34121, de 23 de octubre de 2018, del Ministerio del Interior y Segu-
ridad Pública, a objeto de incluir medidas de coordinación intersec-
torial para prevenir y controlar el crimen organizado, posibilitando 
el intercambio de información y acciones conjuntas para combatir 
esta problemática. 

El Consejo Asesor es dirigido por el Subsecretario del Interior y en 
él participan, además, actores como el Ministerio de Defensa Na-
cional, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el Ministe-
rio de Hacienda, Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones, 
Gendarmería, el Ministerio Público, el Estado Mayor Conjunto de 
las Fuerzas Armadas, la Agencia Nacional de Inteligencia, la Direc-
ción General de Movilización Nacional, la Dirección General del Te-
rritorio Marítimo y de Marina Mercante, la Dirección General de 
Aeronáutica Civil, la Unidad de Análisis Financiero, el Servicio de 
Impuestos Internos, el Servicio Nacional de Aduanas y la Comisión 
para el Mercado Financiero. 

Consejos Regionales Contra el Crimen Organizado.

En segundo término, los Consejos Regionales contra el Crimen Or-
ganizado son órganos dirigidos también por el Subsecretario del Inte-
rior, quien puede ser subrogado por el Delegado Presidencial Regional 
correspondiente.

Estas entidades buscan poner en marcha las directrices contra el cri-
men organizado a nivel territorial, a partir de la realidad delictual de 
cada zona, evaluando periódicamente el trabajo operativo, a fin de 
medir resultados y visualizar los nudos críticos que enfrentan las ins-
tituciones ante esta problemática.

En términos más concretos, tienen que sugerir medidas de coordina-
ción intersectorial a nivel zonal, a objeto de definir los delitos prioriza-

21	 Decreto Supremo Nro. 1.341 (23 octubre 2018). Crea Consejo Asesor de Coordinación y 
Unidad de Acción en Materia de Prevención y Control del Crimen Organizado. https://bcn.
cl/2iemz

dos de la respectiva región, presentando al Subsecretario del Interior 
los avances en materia de prevención, control y persecución del cri-
men organizado.

Unidad de Coordinación Estratégica.

Dicha instancia corresponde a un centro de fusión y análisis de datos, que 
integra información sectorial para detectar bandas criminales, generando 
alertas y aportando insumos para la cooperación interinstitucional y la 
toma de decisiones a nivel estratégico, táctico y operativo. 

Participan la Subsecretaría del Interior, la Policía de Investigaciones, 
Carabineros de Chile, la Dirección General del Territorio Marítimo y 
de Marina Mercante, la Dirección General de Movilización Nacional 
y el Servicio Nacional de Aduanas.

Mesas Interinstitucionales para el Abordaje de Delitos de la Crimi-
nalidad Organizada.

El Ministerio del Interior también ha liderado una serie de Mesas In-
terinstitucionales para enfrentar el crimen organizado mediante un 
abordaje integral, en consonancia con los Protocolos de Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada.

•	 Mesa Intersectorial sobre Trata de Personas. Fue conformada en 
2008 y reúne a una serie de actores interministeriales e intersec-
toriales, para coordinar acciones preventivas, persecutorias y pu-
nitivas contra el delito de trata de personas; y del Grupo Técnico 
sobre Tráfico Ilícito de Migrantes, con participación de entidades 
públicas, las policías y la sociedad civil, que desde 2013 busca arti-
cular medidas específicas para abordar este delito22.

Otras entidades que cumplen roles relevantes en materia de combate 
al crimen organizado son: 

•	 La Subsecretaría de Relaciones Exteriores, como organismo encar-
gado de coordinar e integrar a las distintas carteras ministeriales 
y entes del aparato público del Estado, que tengan un impacto en 
política exterior.

22	  Subsecretaría del Interior (2022). Op. Cit.

https://bcn.cl/2iemz
https://bcn.cl/2iemz
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•	 La Unidad Especializada en Lavado de Dinero, Delitos Económicos, 
Delitos Medioambientales y Crimen Organizado (ULDECCO), de la 
Fiscalía Nacional, cuyo fin es apoyar jurídicamente a las investiga-
ciones de su ámbito, así como reforzar el vínculo con las entidades 
público-privadas de control de la actividad ilícita23.

•	 El Departamento de Investigación Criminal OS9 y la 7ª Sección de 
Investigaciones Especiales OS7 de Carabineros de Chile. Mientras el 
primero se encarga de estudiar los delitos de mayor connotación pú-
blica y aquellos ilícitos relacionados a entidades criminales; la segun-
da, subordinada a la Dirección de Investigación Delictual y Drogas, 
se concentra en combatir el tráfico de drogas y las organizaciones 
criminales asociadas a delitos afines, como el lavado de activos24.

•	 La Jefatura Nacional Antinarcóticos y Contra el Crimen Organizado, 
dependiente de la Subdirección de Inteligencia, Crimen Organizado y 
Seguridad Migratoria, de la Policía de Investigaciones, que es un ór-
gano directivo, técnico y especializado, que centra su quehacer en 
la investigación criminal de los delitos que contempla la Ley Nro. 
20.00025.

Finalmente, cabe mencionar la reciente publicación de las leyes Nro. 
21.575 y Nro. 21.577. La primera de estas normas perfecciona la perse-
cución del narcotráfico y el crimen organizado, regula el destino de los 
bienes incautados en esos delitos, a la vez que fortalece las instituciones 
de rehabilitación y reinserción social26; en tanto que la segunda modifica 
el Código Penal, el Código Procesal Penal y otros cuerpos legales, con el 
fin de actualizar los delitos relativos a la delincuencia organizada, intro-
duciendo técnicas especiales para su investigación27.

23	 Ministerio Público (s/f). Op. Cit.
24	 Carabineros de Chile (s/f). OS9 y OS7. Carabineros de Chile. https://www.carabineros.cl/

secciones/especialidades/
25	 Policía de Investigaciones (PDI) (s/f). Antinarcóticos y contra el Crimen Organizado. 

http://bcn.cl/33uib.
26	 Ley Nro. 21.575 (09 mayo 2023). Modifica diversos cuerpos legales con el objeto de mejorar 

la persecución del narcotráfico y crimen organizado, regular el destino de los bienes incauta-
dos en esos delitos y fortalecer las instituciones de rehabilitación y reinserción social. https://
bcn.cl/3dcm1

27	 Ley Nro. 21.577 (05 junio 2023). Fortalece la persecución de los delitos de delincuencia 
organizada, establece técnicas especiales para su investigación y robustece comiso de ganan-
cias. https://bcn.cl/3dz15

	 B.4. Política Nacional contra el Crimen Organizado

A nivel institucional, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública ha 
avanzado hacia la elaboración de la primera Política Nacional contra 
el Crimen Organizado, cuyo objetivo es “fortalecer la coordinación in-
terinstitucional para prevenir, controlar y perseguir a las organizaciones 
criminales que operan en el país y en la región, a través de la focaliza-
ción de acciones que apunten a impactar y desarticular la operación de 
las organizaciones criminales, y a reducir los incentivos económicos y 
utilidades que motivan la actividad ilícita”28. 

En este contexto, la Política Nacional contra el Crimen Organizado 
tiene por objetivo disminuir la actividad delictiva de las organizacio-
nes criminales que operan en Chile, a través de la acción planificada y 
coordinada de las distintas instituciones del Estado que colaboran en 
su prevención, control y persecución. Sus principales objetivos son: 

•	 Desarticular a las bandas y organizaciones criminales, así como de-
bilitar su poder financiero. 

•	 Implementar medidas específicas para controlar el tráfico de armas 
y municiones, el narcotráfico, el lavado de activos, la trata de perso-
nas, el tráfico ilícito de migrantes, el contrabando, el cibercrimen, y 
los delitos asociados a violencias y extorsiones.

•	 Fortalecer la coordinación interinstitucional, a través de la consoli-
dación de un ecosistema de seguridad pública, que evidencie la uni-
dad de acción del Estado en estas materias29.

Para el logro de estos objetivos generales, la Política Nacional contra 
el Crimen Organizado se articula estableciendo diez objetivos especí-
ficos o ejes de acción, a saber30: 

•	 Eje 1: El establecimiento de una nueva gobernanza, con el fin de 
optimizar la coordinación entre los organismos del Estado con atri-
buciones en la prevención y persecución del crimen organizado.

•	 Eje 2: El desbaratamiento de la economía del crimen organizado.

28	  Subsecretaría del Interior (2022). Op. Cit. p. 26.
29	  Ibíd. p. 32.
30	  Ibíd. pp. 10-11.

https://www.carabineros.cl/secciones/especialidades/
https://www.carabineros.cl/secciones/especialidades/
http://bcn.cl/33uib
https://bcn.cl/3dcm1
https://bcn.cl/3dcm1
https://bcn.cl/3dz15
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•	 Eje 3: La disminución del poder de fuego de las organizaciones cri-
minales.

•	 Eje 4: El abordaje del crimen organizado en recintos penitenciarios, 
para neutralizar la operación de las bandas en las cárceles, así como 
el “contagio criminógeno” entre personas privadas de libertad.

•	 Eje 5: La actualización del marco normativo vigente, a partir de una 
agenda legislativa que contribuya a mejorar la detección, investiga-
ción y persecución del crimen organizado.

•	 Eje 6: El fortalecimiento de las capacidades de equipamiento y tec-
nológico-institucionales para enfrentar el crimen organizado.

•	 Eje 7: La formación institucional y de capital humano para enfrentar 
el crimen organizado.

•	 Eje 8: La prevención de la corrupción y cooptación de las institucio-
nes públicas.

•	 Eje 9: El aumento de la eficacia para enfrentar el crimen organizado, 
mediante la Reforma Policial.

•	 Eje 10: El estímulo a la cooperación y coordinación internacional.
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C. Trata de Personas

Edmundo Serani Pradenas

	 C.1. Marco general

La trata de personas se ha expandido en el mundo globalizado. Ayu-
dan a que ello ocurra el desarrollo de las nuevas tecnologías de la 
información y comunicaciones, así como los nuevos instrumentos 
creados por la inteligencia artificial, que no solo favorecen a entidades 
legítimas que se relacionan para distintos propósitos, sean estatales 
o privadas, sino además, al crimen organizado, cuyas acciones delic-
tivas se transnacionalizan. Sin embargo, mejorar las condiciones so-
cioeconómicas y fortalecer y modernizar las instituciones del Estado 
que combaten el crimen organizado, permitirá una acción más eficaz 
contra este flagelo.

La Organización de Naciones Unidas (ONU) se ha preocupado de este 
fenómeno, que afecta mayoritariamente a la población migrante y, en 
especial, a los menores de edad y a las mujeres, tratándose, por consi-
guiente, de un tema con importantes implicancias desde la perspecti-
va de género. 

Al respecto, la ONU aprobó el año 2000 la Convención Contra la De-
lincuencia Organizada Transnacional, más conocida como Conven-
ción de Palermo, la que fue ratificada por Chile. Tal como se consignó 
en el apartado B —referido a la conceptualización de la migración— 
este instrumento contiene tres protocolos, uno de los cuales es el “Pro-
tocolo para prevenir, reprimir y sancionar la Trata de Personas, especial-
mente de Mujeres y Niños” (Protocolo de Palermo), que define la trata 
de personas en los siguientes términos:

Artículo 3° letra a) Por ‘trata de personas’ se entenderá la captación, el 
transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, recurrien-
do a la amenaza o a la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al 
fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabi-
lidad, o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener 
el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con 
fines de explotación. Esta explotación incluirá, como mínimo, la explo-
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tación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los 
trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la 
esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos1.

Por su parte, el Informe Mundial sobre la Trata de Personas de la ONU 
de 20222, señala que en el mundo existen 2,5 millones de víctimas de la 
trata de personas, pero por cada víctima identificada como tal, existen 
20 sin identificar.

Asimismo, entre otros antecedentes, señala que las guerras y conflictos 
serían aprovechados por las mafias delincuenciales que trafican perso-
nas. Por ejemplo, la guerra en Ucrania estaría “elevando los riesgos de 
trata de personas para la población desplazada”3. Además, la mayoría de 
las víctimas de este flagelo provendrían del África Subsahariana (73%); 
África Septentrional y Medio Oriente (11%); y América (6%). 

Asimismo, el Informe precisa que el año 2020 disminuyó el número de 
víctimas detectadas en un 11% en relación con el período anterior, lo 
que podría atribuirse a una menor capacidad institucional para detec-
tar a las víctimas; a las menores oportunidades para que los tratantes 
operen, por las restricciones preventivas del “COVID-19”; o al despla-
zamiento de algunas formas de trata hacia ubicaciones más ocultas, con 
menor posibilidad de ser detectadas. 

Un dato que puede demostrar las falencias de las autoridades, según 
el Informe de la ONU, es que el 41% de las víctimas se “autorrescata”, 
haciendo ellas mismas las denuncias, en tanto las autoridades rescatan 
sólo al 28% de las víctimas. 

En cuanto a las tasas de condena, el promedio igualmente ha disminui-
do en un 27% respecto al año anterior, teniendo como consecuencia, 
el aumento de la impunidad. De igual modo, el mayor número de con-
denas recae en las mujeres, por lo que “las mujeres investigadas por el 

1	 Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) (2004). Convención 
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos. 
Hallazgos clave. Naciones Unidas. pp. 44-45. www.unodc.org/documents/treaties/
UNTOC/Publications/TOC%20Convention/TOCebook-s.pdf

2	 Naciones Unidas (2022). Informe Mundial sobre la Trata de Personas. Naciones Unidas.
	 https://www.unodc.org/documents/data-and-analysis/glotip/2022/Puntos_Especiales_

de_Interes.pdf 
3	  Ibíd. p. ix.

delito de trata de personas tienen más probabilidades de ser condenadas 
que los hombres“4.  

La evidencia recogida también muestra que el fenómeno del cambio cli-
mático posee la capacidad de aumentar los riesgos de la trata de personas. 
En tal sentido, el año 2021, 23,7 millones de personas fueron desplazadas 
internamente por catástrofes de la naturaleza causadas por el clima y la 
consiguiente pobreza que esto genera. 

Niños y hombres representan la mayor proporción de víctimas detectadas, 
a medida que surgen nuevas formas de explotación para la delincuencia 
forzada y formas mixtas de explotación. En comparación a 2019, el año 
2020 esta práctica creció en un 3%. La investigación de las Naciones Uni-
das concluye en que mujeres y niños sufren mayor violencia física, casi 
tres veces superior a los hombres adultos. Las organizaciones de tratantes 
con alto nivel de organización explotan mayor cantidad de víctimas, con 
mayor violencia y por más tiempo. 

Las formas de explotación, según el Informe de la ONU, son las siguientes5:

Tabla 1. Formas de explotación en la trata de personas.

Trabajos forzados 38,8%
Para explotación sexual 38,7%
Formas mixtas de explotación 10,3%
Fines delictivos forzados 10,2%
Matrimonio forzado 0,9%
Mendicidad 0,7%
Adopción ilegal 0,3%
Extracción de órganos 0,2%

Fuente: UNODC (2022).

El reciente informe 2022 del Departamento de Estado de EE.UU. so-
bre la trata de personas en el mundo, respecto a Chile señala, que el 

4	 Naciones Unidas (s/f). Informe Mundial de UNODC sobre trata de personas: las crisis 
cambian los patrones de la trata de personas y dificultan la identificación de las víctimas. 
Naciones Unidas. https://www.unodc.org/lpomex/es/noticias/enero-2023/informe-
mundial-de-unodc-sobre-	trata-de-personas_-las-crisis-cambian-los-patrones-de-la-trata-
de-personas-y-dificultan-la-identificacin-de-las-vctimas.html 

5	  Naciones Unidas (2022). Informe Mundial... Op. Cit.

http://www.unodc.org/documents/treaties/UNTOC/Publications/TOC%20Convention/TOCebook-s.pdf
http://www.unodc.org/documents/treaties/UNTOC/Publications/TOC%20Convention/TOCebook-s.pdf
https://www.unodc.org/documents/data-and-analysis/glotip/2022/Puntos_Especiales_de_Interes.pdf
https://www.unodc.org/documents/data-and-analysis/glotip/2022/Puntos_Especiales_de_Interes.pdf
https://www.unodc.org/lpomex/es/noticias/enero-2023/informe-mundial-de-unodc-sobre-trata-de-personas_-las-crisis-cambian-los-patrones-de-la-trata-de-personas-y-dificultan-la-identificacin-de-las-vctimas.html
https://www.unodc.org/lpomex/es/noticias/enero-2023/informe-mundial-de-unodc-sobre-trata-de-personas_-las-crisis-cambian-los-patrones-de-la-trata-de-personas-y-dificultan-la-identificacin-de-las-vctimas.html
https://www.unodc.org/lpomex/es/noticias/enero-2023/informe-mundial-de-unodc-sobre-trata-de-personas_-las-crisis-cambian-los-patrones-de-la-trata-de-personas-y-dificultan-la-identificacin-de-las-vctimas.html
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Gobierno cumple a cabalidad con los estándares mínimos para la eli-
minación de la trata de personas, pero realizó modestos esfuerzos en 
la prevención del delito6, lo que fue respondido por la Subsecretaría 
del Interior señalando las iniciativas que ha emprendido y está em-
prendiendo para la eliminación de la trata de personas con autorida-
des del Departamento de Estado de EE.UU., Argentina, Bolivia, Co-
lombia, Ecuador, Perú y Paraguay.    

Según Francisca Barros Sánchez7, la estrategia utilizada por quienes se 
dedican a la trata de personas es el ofrecimiento de mejores oportuni-
dades laborales, académicas y financieras.  

Sin embargo, en la mayoría de los casos la finalidad es la explotación 
sexual y trabajos forzados, siendo la explotación sexual de mujeres y 
niñas el principal objetivo de la trata de personas. Le siguen el trabajo 
forzado de hombres y niños. 

Según la autora, los trabajos forzados se efectúan en condiciones pre-
carias “en áreas principalmente relacionadas con la industria textil, mi-
nería, manufactura, pesca, construcción, agricultura, entretenimiento, 
entre otros”8.

Agrega que la esclavitud, generalmente se inicia por una deuda im-
posible de pagar por parte de la víctima ante el victimario, quedando 
a merced de este último para las tareas que le ordena hasta pagar la 
deuda, lo que demora, porque el victimario cobra a la víctima por in-
tereses, alimentación y otros. 

Francisca Barros afirma que en todos los casos anteriores, se violan 
los derechos humanos, puesto que las personas son vulneradas grave-
mente en su dignidad y en sus derechos, entre ellos, la libertad. Esta 
violación de los derechos implica, como señala Hossain en una artí-

6	 Department of State, USA (2022). Trafficking in Persons Report July 2022. Department of State.
https://www.state.gov/wp-content/uploads/2022/10/20221020-2022-TIP-Report.pdf

7	 Barros, F. (2018). La trata de personas. Comparación y evaluación de las políticas en Chile. 
Colección de Investigaciones ANEPE, 42. https://anepe.cl/wp-content/uploads/2020/10/
LIBRO-ANEPE-42.pdf  

8	 Ibid. p. 35.

culo de la American Journal of Public Health9, que la trata de personas 
tiene consecuencias de tipo mental en las víctimas, es decir, inseguri-
dad, pérdida de la autoestima, ideas suicidas, trastornos somáticos y 
de personalidad.

Finalmente, Barros sostiene que en materia de trata de personas, el 
crimen organizado trabaja con ventajas, al utilizar como instrumentos 
ilícitos de su acción el fraude, la extorsión, el soborno, el lavado de 
dinero y la amenaza, creando un efecto político que la autora califica 
como erosión de las instituciones del Estado.

	 C.2. La trata de personas en Chile

Desarrollo legislativo.

Es así como el 7 de septiembre de 1995 fue publicada la Ley Nro. 
19.40910, que significó un avance en ciertos aspectos, pero que tenía 
importantes debilidades, entre ellas no penaliza delitos que sí ocurrían 
dentro del país, como la trata para el trabajo forzado, la extracción de 
órganos, o la facilitación del ingreso al país a personas para ejercer la 
prostitución. 

Otro de los primeros intentos por sancionar delitos de trata de perso-
nas, vino a partir de la publicación de la Ley Nro. 20.357, de 2009, cuyo 
artículo 5° tipificó a la trata y tráfico de personas (esclavitud) como 
crímenes de lesa humanidad, genocidio, tortura y delitos de guerra11.

Con todo, las debilidades de la Ley Nro. 19.409 fueron subsanadas 
por la Ley Nro. 20.50712, publicada el 8 de abril de 2011, a través de la 
cual se tipificaron delitos como el tráfico ilícito de migrantes y la trata 
de personas, estableciendo normas para su prevención y más efecti-

9	 Hossain, M., et al (2010). The Relationship of Trauma to Mental Disorders Among Trafficked 
and Sexually Exploited Girls and Women. En American Journal of Public Health, 100(12): 2442–
2449. https://www.ncbi.nlm.nih.gov/pmc/ 

10	  Ley Nro. 19.409 (31 agosto 1995). Agrega artículo 367 bis al Código Penal. https://bcn.cl/2qk8t
11	 Ley Nro. 20.357 (26 junio 2009). Tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y críme-

nes y delitos de guerra. https://bcn.cl/3gn57
12	  Ley Nro. 20.507 (01 abril 2011). Tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de 

personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal. https://
bcn.cl/3gn5a

https://www.state.gov/wp-content/uploads/2022/10/20221020-2022-TIP-Report.pdf
https://anepe.cl/wp-content/uploads/2020/10/LIBRO-ANEPE-42.pdf
https://anepe.cl/wp-content/uploads/2020/10/LIBRO-ANEPE-42.pdf
https://www.ncbi.nlm.nih.gov/pmc/
https://bcn.cl/2qk8t
https://bcn.cl/3gn57
https://bcn.cl/3gn5a
https://bcn.cl/3gn5a
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va persecución criminal. Esta norma igualmente modificó el Código 
Penal, al incorporar el artículo 411 quater, sobre la trata de personas, 
que dispone que:

El que mediante violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de 
poder, aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de de-
pendencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros 
beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga 
autoridad sobre otra capte, traslade, acoja o reciba personas para 
que sean objeto de alguna forma de explotación sexual, incluyendo la 
pornografía, trabajos o servicios forzados, servidumbre o esclavitud o 
practicas análogas a esta, o extracción de órganos, será castigado con 
la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de 
cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.

Si la víctima fuere menor de edad, aun cuando no concurriera violen-
cia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamien-
to de una situación de vulnerabilidad o dependencia de la víctima, 
o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener 
el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, se 
impondrán las penas de reclusión mayor en su grado medio y multa 
de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales13.

Por último, el artículo 13 inciso 5° de la Ley Nro. 21.32514 de Migra-
ción y Extranjería (actualizada el 22 de septiembre de 2023), señala res-
pecto de los Derechos, Deberes y Obligaciones de los Migrantes, que: 

el Estado promoverá el respeto y protección hacia la mujer extranje-
ra, cualquiera sea su situación migratoria, para que no sea discrimi-
nada ni violentada en razón de su género. Las mujeres migrantes ten-
drán acceso a todas las instituciones y mecanismos que resguarden su 
bienestar. Las mujeres embarazadas víctimas de trata de personas o 
de violencia de género o intrafamiliar, u objeto de tráfico de migran-
tes, tendrán un trato especial por parte del Estado15.

13	  Ibíd.
14	  Ley Nro. 21.325 (11 abril 2021). Ley de Migración y Extranjería. https://bcn.cl/2oodq
15	  Ibíd.

Instancias políticas.

En el plano político, en tanto, por medio del Decreto Nro. 2.821 
Exento16 de 2008, se creó la Mesa Intersectorial sobre Trata de Per-
sonas (MITP), instancia encargada de coordinar acciones, planes y 
programas en materia de prevención, protección, represión y san-
ción de este delito. 

La Mesa actualizó su organización a partir del Decreto Nro. 1.81717, de 
agosto de 2021, incorporando un total de 22 instituciones del Estado, 
de la sociedad civil y organismos internacionales. 

La Mesa Intersectorial Sobre Tráfico de Personas es la encargada de 
coordinar acciones, planes y programas en materia de prevención, 
protección, represión y sanción del delito de trata de personas. Su 
Secretaría Ejecutiva radica en la División de Seguridad Pública de la 
Subsecretaría del Interior; en tanto, su Secretaría Técnica, recae en el 
Servicio Nacional de Migraciones, y la Coordinación Nacional del 
Protocolo Intersectorial de la Atención de las Víctimas de Trata de 
Personas, corresponde al Programa de Apoyo a las Víctimas de la Sub-
secretaría de Prevención del Delito. 

La MITP tiene cuatro áreas de acción: 

•	 Prevención y sensibilización del delito;
•	 Control y persecución del delito; 
•	 Protección y asistencia a las víctimas; y 
•	 Cooperación interinstitucional. 

Estos ámbitos se han reiterado y perfeccionado en los sucesivos Planes 
de Acción Nacional contra el Tráfico de Personas, correspondientes a 
los períodos 2013—2015, 2015-2018 y 2019—2022, respectivamente. 
De hecho, las Áreas de Acción de los dos primeros planes pasaron a 
denominarse en el Plan 2019-2022, Ejes Estratégicos, los cuales que-
daron divididos en las categorías de: 

16	 Decreto Nro. 2.821 Exento (31 julio 2008). Crea “Mesa Intersectorial sobre Trata de Perso-
nas”. https://bcn.cl/2qgos

17	 Decreto Nro. 1.817 (09 julio 2021). Reemplaza el Decreto que crea la “Mesa Intersectorial 
sobre Trata de Personas”. https://bcn.cl/33uhc

https://bcn.cl/2oodq
https://bcn.cl/2qgos
https://bcn.cl/33uhc
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•	 Prevención y sensibilización; 

•	 Protección y asistencia a las víctimas; 

•	 Persecución y control del delito; y 

•	 Coordinación intersectorial y cooperación internacional. 

El objetivo general de estas directrices es “fomentar iniciativas institu-
cionales e intersectoriales para la prevención del delito de trata de perso-
nas, la protección de sus víctimas y la persecución de las organizaciones 
criminales asociadas a la comisión de este delito”18.

En este contexto, la trata de personas es concebida como: 

…una grave violación de los Derechos Humanos y es considerada la 
esclavitud moderna. Vulnera la dignidad y libertad de una persona, 
a la vez que afecta seriamente su integridad física y psíquica. La OIT 
estima que 40 millones de personas en el mundo son víctimas de tra-
bajo forzoso, siendo muchas de ellas, víctimas de trata de personas. 
Según UNODC, la Trata de Personas es el tercer negocio ilícito más 
lucrativo a nivel mundial, luego del tráfico de drogas y tráfico de ar-
mas, generando más de 150 mil millones de dólares anuales19.

Los ejes transversales del Plan de Acción 2019-2022 apuntan a temáticas 
como Derechos Humanos, infancia, nuevas vulnerabilidades y nuevos fo-
cos preventivos, mientras los principios orientadores de su acción son20:

•	 Complejidad del fenómeno de la trata de personas.

•	 Enfoque de Derechos Humanos.

•	 Enfoque de género.

•	 No discriminación.

•	 Interés superior del niño.

•	 Efectiva persecución penal.

18	 Subsecretaría del Interior (2019). Plan de Acción Nacional contra la Trata de Personas 
2019-2022. Subsecretaría del Interior. p. 13. http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/
media/2022/03/Plan-de-acci%C3%B3n-nacional-contra-la-Trata-de-Personas-2019-
2022-validado-25.06.2019.pdf   

19	  Ibíd. p. 3.  
20	  Ibíd. pp. 10-12

•	 Acceso a la justicia y reparación.

•	 Protección integral de las víctimas.

•	 Promoción de la denuncia.

•	 Participación de la sociedad civil y organizaciones interna-
cionales.

•	 Compromisos y cooperación internacional.

•	 Contexto regional y local.

C.3. Estadísticas
En materia de trata de personas en Chile, la Mesa Intersectorial so-
bre Tráfico de Personas hace un seguimiento estadístico a las denun-
cias por el delito de trata de personas contemplado en la Ley Nro. 
20.507, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata 
de personas y establece normas para su prevención y más efectiva 
persecución criminal21. 

El seguimiento corresponde al periodo 2011-2022 y arroja que han 
sido formalizadas 63 causas por el delito de trata de personas, las cua-
les involucran a un total de 347 víctimas22 (véase tabla 2)23.

Tabla 2. Víctimas y causas formalizadas por delito de trata de per-
sonas. Periodo 2011-2022.

Víctimas 371

Formalizaciones 63

Causas en tramitación 15

Causas finalizadas 48

Fuente: Subsecretaría del Interior (2022).

21	  Ley Nro. 20.507. Op. Cit.
22	  Cada causa puede tener una o más víctimas.
23	 Subsecretaría del Interior (2022). Mesa Intersectorial sobre Tráfico de Personas. Datos 2011-

2022. Subsecretaría del Interior. http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2023/05/
Informe-estad%C3%ADstico-Trata-de-Personas-2011-2022-MITP.pdf 

http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2022/03/Plan-de-acci%C3%B3n-nacional-contra-la-Trata-de-Personas-2019-2022-validado-25.06.2019.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2022/03/Plan-de-acci%C3%B3n-nacional-contra-la-Trata-de-Personas-2019-2022-validado-25.06.2019.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2022/03/Plan-de-acci%C3%B3n-nacional-contra-la-Trata-de-Personas-2019-2022-validado-25.06.2019.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2023/05/Informe-estad%C3%ADstico-Trata-de-Personas-2011-2022-MITP.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2023/05/Informe-estad%C3%ADstico-Trata-de-Personas-2011-2022-MITP.pdf
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También se observa que de las 63 causas formalizadas, 15 continúan en 
tramitación. Por tanto, en estos 10 años han llegado a término 48 causas.

Causal de término de los casos.

Respecto al tipo de término de dichas causas de trata de personas, 
debe estarse a lo señalado en la tabla 3.

Tabla 3. Términos de causas por delito de tráfico de personas. Pe-
riodo 2011-2022.

Tipo de término N°
Sentencias condenatorias 27
Decisión de no perseverar 6
Reformalización 6
Sentencia absolutoria 7
Otros términos 3

Fuente: Subsecretaría del Interior (2022).

Tal como señala la tabla 4, en lo relativo a la nacionalidad de las perso-
nas condenadas, el informe señala que un porcentaje importante es de 
nacionalidad chilena (28,6%), seguidos de individuos de nacionalidad 
ecuatoriana y boliviana (21,4% y 14,3%, respectivamente).

Tabla 4. Personas condenadas por causas por delito de tráfico de 
personas, según nacionalidad. Periodo 2011-2022.

Nacionalidad N° %
Chilena 12 28,6%
Ecuatoriana 9 21,4%
Boliviana 6 14,3%
Peruana 4 9,5%
Dominicana 2 4,8%
Colombiana 2 4,8%
China 2 4,8%
Venezolana 1 2,4%
Paraguaya 1 2,4%
Argentina 1 2,4%
Rusa 1 2,4%
India 1 2,4%

Fuente: Subsecretaría del Interior (2022).

Caracterización de las víctimas.

El informe entrega un detalle pormenorizado de una serie de varia-
bles asociadas al delito de tráfico de personas, que resultan de especial 
interés para la comprensión de este fenómeno. A continuación, se da 
cuenta de ello.

Nacionalidad: Como se observa en la tabla 5, un 70% de las víctimas 
se concentra en cuatros países sudamericanos: Bolivia, Paraguay, Co-
lombia y Venezuela.

Tabla 5. Víctimas de delitos de tráfico de personas según naciona-
lidad. Período 2011-2022.

Nacionalidad N° %
Boliviana 91 26,2%
Paraguaya 71 20,5%
Colombiana 43 12,4%
Venezolana 40 11,5%
Tailandesa 16 4,6%
Argentina 15 4,3%
Ecuatoriana 14 4,0%
India 12 3,5%
Dominicana 10 2,9%
Peruana 10 2,9%
Haitiana 10 2,9%
China 4 1,2%
Chilena 3 0,9%
Coreana 2 0,6%
Cubana 1 0,3%
Rusa 1 0,3%
Sudafricana 1 0,3%
Uruguaya 1 0,3%
Brasileña 1 0,3%
Vietnamita 1 0,3%

Fuente: Subsecretaría del Interior (2022).

Mirada de género: Según da cuenta la tabla 6, existe una mayor pro-
porción de mujeres que hombres en el delito de trata de personas.
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Tabla 6. Sexo de víctimas de tráfico de personas. Período 2011-2022.

Sexo N° %
Hombres 142 41%
Mujeres 205 59%

Fuente: Subsecretaría del Interior (2022).

Lo anterior tiene directa relación con el tipo de abuso al cual han sido 
expuestas las personas. Mientras en la totalidad de los casos los hom-
bres han sido utilizados para fines de trata laboral, las mujeres son 
principalmente sometidas a fines de explotación sexual (tabla 7).

Tabla 7. Tipo de explotación de las víctimas de delitos de tráfico de 
personas. Período 2011-2022.

Sexo
Mujeres Hombres

Explotación 
laboral

Explotación 
sexual

Explotación 
laboral

Explotación sexual

29% 71% 100% 0%

Fuente: Subsecretaría del Interior (2022).

Niños, niñas y adolescentes: Según las cifras de la mesa intersectorial, 
el 10% de las víctimas de trata de personas en el periodo estudiado 
corresponden a niños, niñas y adolescentes. Esto es, 33 personas. De 
estos, solamente tres fueron de sexo masculino. La tabla 8 da cuenta 
del tipo de trata del cual fueron objeto estos menores.

Tabla 8. Tipo de explotación de niños, niñas y adolescentes por 
delitos de tráfico de personas. Período 2011-2022.

Hombres Mujeres

Trata laboral 3 12

Trata sexual 0 18

Fuente: Subsecretaría del Interior (2022).

Protocolo intersectorial de atención a las víctimas de Trata de Personas.

Los datos anteriores pueden ser complementados por lo señalado en los 
Informes Anuales del Protocolo Intersectorial de Trata de Personas.

De acuerdo a lo estipulado por el documento “Mesa Intersectorial sobre 
Trata de Personas, datos 2011-2022” de la Subsecretaría del Interior24, este 
protocolo, creado el año 2013, permite la atención de personas identifica-
das como posibles víctimas del delito de trata de personas en el país, y su 
ingreso al programa es posible por derivación fundada de las instituciones 
miembros de la Mesa Intersectorial sobre Trata de Personas o por el Minis-
terio Público, “posterior a un Informe de Valoración Integral”25. 

Según el citado documento, desde 2013, las personas ingresadas al proto-
colo alcanzaron a 286; 97 de ellas por motivos de explotación sexual (34%) 
y 189 por trata laboral (66%). 

Respecto al sexo, 184 de quienes ingresaron al programa pertenecen al 
sexo femenino (64%) y 102 al sexo masculino (36%).

Protocolo Intersectorial de Trata de Personas.

Con el fin complementar la información entregada en orden a caracterizar a 
quienes ingresan al programa, la Subsecretaria de Prevención del Delito, a tra-
vés del Programa de Apoyo a las Víctimas, emite anualmente un documento 
titulado “Informe Anual del Protocolo Intersectorial de Trata de Personas”26.

El objeto de este Informe es entregar una caracterización general de 
las víctimas, el delito y una reflexión sistematizada sobre la articula-
ción institucional para la entrega de prestaciones a las víctimas, para 
el período enero-diciembre 2021. 

El protocolo se enmarca en el Plan de Acción Nacional contra la Trata 
de Personas en Chile y es coherente con el Protocolo de Palermo, el 
que establece en su artículo 6° n° 3, que “Cada Estado Parte considera-

24	  Ibíd.
25	  Ibíd. p. 18.
26	 Subsecretaría de Prevención del Delito (2021). Informe Anual Protocolo Intersectorial de 

Trata de Personas. Subsecretaría de Prevención del Delito. https://www.apoyovictimas.
cl/seguridadpublica/wp-content/uploads/2022/04/Anuario-Estadistico-Trata-de-
Personas-2021.pdf

https://www.apoyovictimas.cl/seguridadpublica/wp-content/uploads/2022/04/Anuario-Estadistico-Trata-de-Personas-2021.pdf
https://www.apoyovictimas.cl/seguridadpublica/wp-content/uploads/2022/04/Anuario-Estadistico-Trata-de-Personas-2021.pdf
https://www.apoyovictimas.cl/seguridadpublica/wp-content/uploads/2022/04/Anuario-Estadistico-Trata-de-Personas-2021.pdf
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rá la posibilidad de aplicar medidas destinadas a prever la recuperación 
física, psicológica y social de las víctimas de la Trata de Personas”27.  

El Protocolo es definido en el informe anual, como un 

…instrumento de coordinación intersectorial, compuesto por pro-
cedimientos específicos, que hacen operativos los compromisos ins-
titucionales para el adecuado acceso de las víctimas a los servicios 
en forma y plazo, teniendo como parámetro las necesidades de las 
víctimas de la Trata de Personas (…). [Su objetivo es] Garantizar 
el ejercicio efectivo de derechos de las personas víctimas del delito de 
Trata de Personas, orientados a la atención, protección, reparación y 
prevención de la victimización28.

Lo integran el Programa de Apoyo a las Víctimas, el Ministerio del 
Interior y Seguridad Pública, el Ministerio de Justicia, Ministerio de 
Salud, el Ministerio Público, Carabineros de Chile, Policía de Investi-
gaciones y Servicio Nacional de la Mujer. 

Informe Anual del Protocolo Intersectorial de Trata de Personas 
año 2021.

El año 2021 ingresaron al Programa de Apoyo a las Víctimas, 28 per-
sonas, de las cuales el 75% son mujeres y el 25% hombres. El rango de 
edad predominante fue entre 18 y 45 años29.

En lo concerniente a su nacionalidad, la mayoría corresponde a ciu-
dadanos venezolanos (54%), seguidos de colombianos (18%) y hai-
tianos (14%). 

En relación con la situación migratoria de las víctimas “al momento de 
ingresar al Protocolo, 23 personas se encontraban en situación irregular 
y 5 en situación regular. Para la mayoría, el Protocolo no cuenta con 
información acerca de su tipo de visa”30.

27	  Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) (2000). Op. Cit. p. 46.
28	 Subsecretaría del Interior (s/f). Protocolo intersectorial de atención a víctimas de 

trata de personas. Subsecretaría del Interior. p. 2. http://tratadepersonas.subinterior.
gov.cl/media/2015/07/MITP-Protocolo-Intersectorial-de-Atenci%C3%B3n-de-
V%C3%ADctimas-de-Trata-de-Personas.pdf

29	  Subsecretaría de Prevención del Delito (2021). Op. Cit.
30	  Ibíd. p. 8.

Aplicación del Protocolo y prestaciones.

Las 28 víctimas de las que da cuenta el Informe recibieron al menos una 
prestación, primando el alojamiento protegido, la atención en salud fí-
sica y orientación jurídica. Otras prestaciones fueron: alojamiento pro-
tegido, orientación jurídica, atención de salud, representación jurídica, 
medidas de protección, atención psicológica, gestión de fondos sociales, 
regularización migratoria, reinserción laboral, apoyo para el retorno se-
guro al país de origen, gastos de traslado y alojamiento31.

Factores de riesgo.

Uno de los elementos que analiza el informe de 2021, dice relación con 
los factores de riesgo que poseen las personas de caer en redes de tráfico.

La tabla 9 da cuenta de dichos componentes, separando los denomina-
dos factores de origen (que lo llevaron a ingresar al programa al sentirse 
susceptibles de ser objeto de tráfico de personas) y factores actuales.

De su lectura, vemos que el principal factor para el ingreso al programa 
es la vulnerabilidad económica, especialmente en el origen, donde dicha 
variable está presente en el 25% de los casos. A ello se suma la variable 
cesantía (25%), la cual, en términos monetarios se asimila a la vulne-
rabilidad económica; por tanto, ambas pueden ser sumadas. También 
resalta como factor de riesgo actual, las escasas o nulas redes de apoyo 
(17%)32.

Tabla 9. Factores de riesgo de origen y actuales, según el Informe 
del Protocolo Intersectorial, 2021.

Factores de riesgo
Riesgo de origen Riesgo Actuales Total

N° % N° % N° %
Vulnerabilidad 
económica 14 27% 10 15% 24 21%

Cesantía 9 18% 8 12% 17 15%
Escasas o nulas redes de 
apoyo --- --- 11 17% 11 9%

Antecedentes 
psiquiátricos 3 6% 5 8% 8 7%

31	  Ibíd. p. 11.

32	  Ibíd. p. 10.

http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2015/07/MITP-Protocolo-Intersectorial-de-Atenci%C3%B3n-de-V%C3%ADctimas-de-Trata-de-Personas.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2015/07/MITP-Protocolo-Intersectorial-de-Atenci%C3%B3n-de-V%C3%ADctimas-de-Trata-de-Personas.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2015/07/MITP-Protocolo-Intersectorial-de-Atenci%C3%B3n-de-V%C3%ADctimas-de-Trata-de-Personas.pdf
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Amenazas de tratantes --- --- 5 8% 5 4%
Crisis familiares o 
personales 5 10% --- --- 5 4%

Familiares dependientes 
de víctimas 5 10% --- --- 5 4%

Embarazo/aborto 1 2% 3 5% 4 3%
Pérdida comunicación 
familiar --- --- 3 5% 3 3%

Violencia intrafamiliar 1 2% 1 2% 2 2%
Desconfianza 
instituciones públicas --- --- 1 2% 1 1%

Desconocimiento idioma --- --- 1 2% 1 1%
Dependencia alcohol o 
drogas --- --- 1 2% 1 1%

Crisis económica o 
política --- --- --- --- --- ---

Discriminación étnica, 
género, etaria --- --- --- --- --- ---

Sin factores identificados 13 25% 13 20% 26 22%

TOTALES 51 62 113

Fuente: Subsecretaría de Prevención del Delito (2021).

	 C.4. Conclusiones

Como conclusión, la trata de personas es un delito que atenta gravemente 
contra las personas en su dignidad y en sus derechos, siendo calificada por 
varios autores como la esclavitud del siglo XXI. En todas sus formas, es la 
privación de la libertad de decidir con autonomía y la violación de los De-
rechos Humanos de las víctimas. 

Chile ratificó la Convención de Palermo de la ONU, contra la delincuencia 
organizada transnacional promulgando su texto en diciembre de 2004 y, 
como consecuencia, legislando e implementando políticas públicas para 
cumplir con sus propósitos. 

La Mesa Intersectorial Sobre Trata de Personas, dependiente de la Subse-
cretaría del Interior del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que 
como ya fue mencionado, es una alianza entre el Gobierno, las empresas 
privadas, las organizaciones de la sociedad civil y las víctimas para prevenir 
el delito de trata de personas, para proteger a sus víctimas y perseguir a las 
organizaciones criminales, en coordinación con organizaciones no guber-
namentales internacionales. 

El Gobierno, por su parte, se ha coordinado con otros Estados del 
continente para el mismo propósito. No obstante, los informes de en-
tidades chilenas reconocen limitaciones para detectar y atender a las 
víctimas, por insuficiencia de recursos financieros, habitacionales y 
de personal especializado, así como, al momento de resolver trabas 
burocráticas para la regularización migratoria y la atención en salud.

En suma, cabe consignar que la trata de personas es un delito comple-
jo de enfrentar, por sus múltiples dimensiones y por las capacidades 
organizativas y tecnológicas de las mafias que la dirigen, requiriéndo-
se enfoques multidisciplinarios, alianzas entre distintos sectores de la 
sociedad y mayores recursos para lograrlo. 

La pobreza, las desigualdades de diversa índole, la falta de oportunida-
des, los déficits de instituciones del Estado y la inmigración irregular, 
son condiciones que propician la trata de personas. Avanzar contra 
este flagelo, requiere no sólo de la aplicación de penas a sus autores por 
los Tribunales de Justicia, sino además, de políticas públicas orienta-
das a lograr mayor equidad, incorporando programas de educación, 
salud y trabajo para los sectores más vulnerables, en los cuales se invo-
lucren empresas privadas, organizaciones civiles y religiosas. 
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http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2023/05/Informe-estad%C3%ADstico-Trata-de-Personas-2011-2022-MITP.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2023/05/Informe-estad%C3%ADstico-Trata-de-Personas-2011-2022-MITP.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2022/03/Plan-de-acci%C3%B3n-nacional-contra-la-Trata-de-Personas-2019-2022-validado-25.06.2019.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2022/03/Plan-de-acci%C3%B3n-nacional-contra-la-Trata-de-Personas-2019-2022-validado-25.06.2019.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2022/03/Plan-de-acci%C3%B3n-nacional-contra-la-Trata-de-Personas-2019-2022-validado-25.06.2019.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2015/07/MITP-Protocolo-Intersectorial-de-Atenci%C3%B3n-de-V%C3%ADctimas-de-Trata-de-Personas.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2015/07/MITP-Protocolo-Intersectorial-de-Atenci%C3%B3n-de-V%C3%ADctimas-de-Trata-de-Personas.pdf
http://tratadepersonas.subinterior.gov.cl/media/2015/07/MITP-Protocolo-Intersectorial-de-Atenci%C3%B3n-de-V%C3%ADctimas-de-Trata-de-Personas.pdf
https://www.apoyovictimas.cl/seguridadpublica/wp-content/uploads/2022/04/Anuario-Estadistico-Trata-de-Personas-2021.pdf
https://www.apoyovictimas.cl/seguridadpublica/wp-content/uploads/2022/04/Anuario-Estadistico-Trata-de-Personas-2021.pdf
https://www.apoyovictimas.cl/seguridadpublica/wp-content/uploads/2022/04/Anuario-Estadistico-Trata-de-Personas-2021.pdf
https://bcn.cl/2qk8t
https://bcn.cl/3gn57
https://bcn.cl/3gn5a
https://bcn.cl/2oodq
https://bcn.cl/2qgos
https://bcn.cl/33uhc
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D. Lavado de activos

Juan Pablo Cavada Herrera

El lavado de activos, antes llamado lavado de dinero (acepción 
más restringida), está tipificado en la Ley Nro. 19.9131, que Crea la 
Unidad de Análisis Financiero (UAF) y modifica diversas dispo-
siciones en materia de lavado y blanqueo de activos, sancionando 
cualquier forma de ocultar o disimular el origen ilícito de deter-
minados bienes, no sólo dinero, a sabiendas que éstos provienen 
de hechos contemplados en un catálogo de delitos, a los cuales se 
cuales les denomina “delitos base”2. Tales delitos son, fundamen-
talmente, cohecho, malversación de caudales públicos, uso de in-
formación privilegiada, promoción de la prostitución infantil, te-
rrorismo, contrabando, narcotráfico, terrorismo, tráfico de armas, 
delitos financieros, bancarios, aduaneros, violaciones a la propie-
dad intelectual, delitos tributarios, y los demás que indica la ley3.

La ley también considera ilícitos, los activos provenientes de he-
chos cometidos en el extranjero, siempre que sean de los señala-
dos en la propia ley y, a su vez, sean constitutivos de delito en el 
país donde se cometieron4. En todos los casos señalados, la pena 
es de “presidio mayor en sus grados mínimo a medio [(5 años y 1 
día a 15 años)] y multa de 200 a 1.000 Unidades Tributarias Men-
suales (UTM)”5.

1	 Ley N° 19.913 (12 diciembre 2003). Crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica di-
versas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos. https://bcn.cl/2k18x

2	 Unidad de Análisis Financiero (UAF) (s/f). Delitos precedentes de lavado de activos en 
Chile. UAF. https://www.uaf.cl/legislacion/nuestra_delitos.aspx

3	 Meza-Lopehandía, M. et al (2015). El castigo al lavado de activos en la legislación chilena y 
extranjera: España, Italia y Suiza. Minuta, BCN.

4	  Ibíd.
5	  Unidad de Análisis Financiero (UAF) (s/f). Delitos precedentes de… Op. Cit.

https://bcn.cl/2k18x
https://www.uaf.cl/legislacion/nuestra_delitos.aspx
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	 D.1. Estrategia Nacional para la Prevención y Combate al Lava-
do de Activos y al Financiamiento del Terrorismo

Desde 2012, por primera vez, Chile cuenta con una Estrategia Nacio-
nal para la Prevención y Combate al Lavado de Activos y al Financia-
miento del Terrorismo6.

Esta Estrategia surge de un trabajo mancomunado del Ministerio 
del Interior y Seguridad Pública, el Ministerio de Hacienda y la UAF, 
quienes suscribieron una alianza estratégica que sentó las bases para 
iniciar este proceso7.

En esta tarea, prestaron apoyo técnico el Fondo Monetario Internacio-
nal (FMI) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), coordina-
dos por la UAF, que ofició como Secretaría Técnica8.

Asimismo, participaron colaborativamente:

…representantes de la Contraloría General de la República, del 
Ministerio Público, del Banco Central de Chile, de los Ministe-
rios de Interior y Seguridad Pública, de Relaciones Exteriores, de 
Hacienda y de la Secretaría General de la Presidencia, del Servi-
cio de Impuestos Internos, de las Superintendencias de Bancos e 
Instituciones Financieras, de Valores y Seguros, de Pensiones, de 
Casinos de Juegos y de Seguridad Social, del Servicio Nacional 
de Aduanas, de la Dirección General del Territorio Marítimo y 
de Marina Mercante, del Servicio Nacional para la Prevención 
y la Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, de los De-
partamentos OS.7 y OS.9 de la Policía de Carabineros de Chile, 
de la Brigada de Lavado de Activos de la Policía de Investigacio-
nes y de la UAF 9.

Esta Estrategia dio paso a un Plan de Acción para proteger a los chi-
lenos, a la economía y al país de los daños a la estabilidad social, fi-

6	 Unidad de Análisis Financiero (UAF) (2013). Estrategia Nacional para la Prevención y 
Combate al Lavado de Activos y al Financiamiento del Terrorismo. UAF / FMI / BID. 

7	  Ibíd.
8	  Ibíd.
9	  Ibíd. pp.50-51.

nanciera y reputacional, que provocarían los delitos relacionados con 
drogas y lavado de activos, y esta estrategia de seguridad antilavado y 
contra el financiamiento del terrorismo, tendría un horizonte de tres 
años10, incorporando los esfuerzos en prevención, detección y perse-
cución penal de cada institución en su área de trabajo, y los plantea-
mientos del sector privado11.

	 D.2. El impacto del lavado de activos

La Estrategia Nacional de Prevención y Combate al Lavado de Activos 
y al Financiamiento del Terrorismo responde a la vulnerabilidad de 
una economía abierta e integrada al mundo. Los desafíos asociados a 
estas amenazas se abordan mediante esfuerzos internacionales que se 
centran en la prevención, detección y persecución de estas conductas, 
articulado a través de organismos internacionales especializados que 
impulsan estas estrategias.

Dada la naturaleza transnacional y la evolución rápida de las activida-
des delictivas relacionadas con el lavado de activos y el financiamiento 
del terrorismo, se destaca la necesidad de colaboración entre organis-
mos públicos. Esto implica la ejecución de políticas de Estado trans-
versales y a largo plazo, así como la participación activa de empresas y 
personas en la prevención.

El financiamiento del terrorismo se percibe como una amenaza a la 
integridad territorial, la seguridad de los Estados y la comunidad in-
ternacional. Las instituciones financieras nacionales deben contar con 
herramientas adecuadas para prevenir los flujos de activos relaciona-
dos con el terrorismo internacional. Esto refuerza su capacidad para 
detectar operaciones sospechosas, considerando la dinámica y tipolo-
gías propias de estas conductas12.

10	  Ibíd.
11	  Ibíd.
12	  Ibíd.
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Chile no es ajeno al lavado de activos; entre enero de 2021 y agosto 
de 2022, se incautaron más de 18 mil millones de pesos en diferentes 
bienes y activos, provenientes de actividades del crimen organizado13.

En el mismo lapso de tiempo la Brigada Investigadora de Lavado de 
Activos Metropolitana (BRILAC) de la PDI trabajó sobre 674 casos, 
considerando las órdenes de investigar e instrucciones particulares 
emitidas por el Ministerio Público, desarticulando 6 organizaciones y 
8 bandas criminales, e incautando $18.322.061.872 pesos entre activos 
fijos; bienes inmuebles; dinero y valores; embarcaciones; metales; mo-
nedas virtuales; tabaco y otros activos14.

En este contexto, Chile se sumó al combate internacional y global con-
tra el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo, al integrar-
se al Grupo de Acción Financiera de Sudamérica (GAFISUD) desde 
su creación, en el año 200015, presidiendo a dicho organismo en dos 
períodos. Este organismo de cooperación internacional, tiene como 
función fomentar en la región la adopción de estándares internacio-
nales contra ambos delitos.

Los efectos adversos asociados al lavado de activos derivan de activi-
dades orientadas a la ocultación o disimulo de la procedencia, origen, 
localización, titularidad y control de recursos y propiedades adquiri-
dos de manera ilícita. Con dicho propósito, los perpetradores canali-
zan sus ganancias ilícitas hacia actividades económicas, financieras y 
comerciales lícitas, procurando así enmascarar su origen y conferirles 
una apariencia de legitimidad que facilite la ocultación de la fuente 
original y asegure su empleo sin levantar sospechas.

En un contexto distinto, la utilización de instancias del sistema fi-
nanciero internacional y otras actividades económicas para movilizar 
los recursos destinados a financiar actos terroristas hacia una orga-
nización o individuo terrorista busca aprovechar las debilidades en 
los controles preventivos de las instituciones financieras en países con 

13	 Policía de Investigaciones (PDI) (s/f). Identifican nuevas modalidades de lavado de activos. 
PDI. http://bcn.cl/3gerz

14	  Ibíd.
15	  UAF (2013). Op. Cit.

deficiencias regulatorias. Este enfoque permite la circulación de dichos 
fondos, eludiendo la detección por parte de las autoridades.

En consecuencia, tanto el lavado de activos como el financiamiento del 
terrorismo buscan interrumpir la relación directa entre la comisión del 
delito y los activos generados por dichas conductas ilícitas. Con este 
fin, las organizaciones criminales adoptan prácticas equiparables a las 
de los empresarios legítimos, con el objetivo de evitar levantar sospe-
chas por parte de las entidades de control.

El desafío de los delincuentes es cómo gastar o invertir, o utilizar en tér-
minos generales, grandes cantidades de dinero de origen ilícito, acredi-
tando una fuente legítima de ingresos. Ante ese problema, el blanqueo 
de fondos puede constituir un servicio de apoyo, encubriendo las acti-
vidades delictivas o ilegales que se asocian con ellos.

Generalmente se identifica el narcotráfico como el principal delito base 
del lavado de activos, pero no es el único; la legislación chilena tipifica 
el delito de blanqueo de fondos a raíz de diversos delitos, tales como el:

“cohecho, la corrupción, la malversación de caudales públicos, el 
fraude al fisco, el tráfico de influencias, el uso de información pri-
vilegiada en beneficio propio, la entrega de antecedentes falsos a las 
superintendencias financieras o al mercado, la trata de personas, el 
tráfico de armas, el terrorismo y su financiamiento, [los delitos tribu-
tarios], entre varios otros”16.

El Fondo Monetario Internacional (FMI) estima que el lavado de di-
nero anual representa entre el 2% y el 5% del Producto Interno Bruto 
(PIB) mundial17, abarcando tanto sectores económicos formales como 
informales. Esta actividad ilícita plantea diversas amenazas, incluyen-
do riesgos para la seguridad nacional, distorsiones en los movimientos 
de capitales y flujos de inversión externa, alteraciones en la competen-
cia empresarial, pérdida de prestigio para instituciones y sectores invo-
lucrados, así como un estigma sobre las comunidades afectadas.

16	  Ibid. p. 9.
17	  Ibid.

http://bcn.cl/3gerz
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Los impactos del lavado de dinero se traducen en daños tangibles e 
intangibles para los individuos y la sociedad en su conjunto. En su 
manifestación más severa, esto conlleva amenazas a la estabilidad 
económica y financiera de los países, así como efectos perniciosos 
para la transparencia y gobernabilidad de los Estados.

Los mayores riesgos que entrañan el lavado de activos y el finan-
ciamiento del terrorismo, pueden mencionarse.

•	 Riesgos sociales, al favorecer “indirectamente la criminalidad, 
permitiendo al delincuente legitimar el producto del delito”18.

•	 Riesgos económicos, al producir “distorsiones en los movimien-
tos financieros e infla industrias o sectores más vulnerables”19.

•	 Riesgos financieros, al introducir “desequilibrios macroeco-
nómicos, daña la integridad del sistema financiero y estabili-
dad de sus instituciones”20.

•	 Riesgos reputacionales, debido a la “pérdida de prestigio, cré-
dito y/o reputación en las entidades financieras, de las no fi-
nancieras y de sus profesionales involucrados”21.

•	 Riesgos de crisis financieras internacionales, siendo una 
ventana de oportunidad para las organizaciones criminales 
que buscan lavar sus activos, en contextos de debilitamiento 
de las medidas de control financiero.

Así entonces, se han coordinado los esfuerzos en “desarrollar po-
líticas para fortalecer la protección del sistema financiero global y 
otras actividades económicas, a fin de evitar que el crimen organi-
zado las utilice indebidamente”22.

18	  Ibid. p. 9.
19	  Ibid. p. 10.
20	  Ibid. p. 10.
21	  Ibid. p. 11.
22	  Ibid. p. 12.

	 D.3. Desarrollo legislativo

Desde hace más de diez años que Chile ha robustecido sus instrumen-
tos internos para combatir al crimen organizado y sus operaciones 
ilícitas. Entre las medidas legislativas, se pueden señalar las siguientes, 
como las más relevantes en esta materia:

•	 Ley Nro. 19.91323, de 2003, que Crea la Unidad de Análisis Fi-
nanciero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado 
y blanqueo de activos; esta ley “sentó las bases para la prevención, 
persecución y sanción penal del lavado de activos y el financia-
miento del terrorismo”24.

•	 Ley Nro. 20.393, de 2009, que Establece la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas en los delitos que indica25; esta es “una 
normativa inédita a nivel regional, que establece la responsabili-
dad penal autónoma de las personas jurídicas por los delitos de 
lavado de activos, financiamiento del terrorismo y cohecho”26. 

•	 Ley Nro. 21.121, de 2018, que Modifica el Código Penal y otras 
normas legales para la prevención, detección y persecución de la 
corrupción, esta ley “incorporó nuevos elementos al Código Penal, 
relacionados con la corrupción y conflictos de interés”27.

	 D.4. Políticas públicas preventivas

Chile cuenta con políticas públicas para prevenir y perseguir el lavado 
de activos, lideradas por la Unidad de Análisis Financiero, la cual se 
encarga de prevenir el lavado de dinero y el financiamiento del te-
rrorismo en Chile a través de la inteligencia financiera, la emisión de 
normativas, la fiscalización, la difusión de información y la coope-
ración internacional. Las instituciones financieras deben obtener in-

23	  Ley N° 19.913. Op. Cit.
24	  UAF (2013). Op. Cit. p. 4
25	 Ley N° 20.393 (25 noviembre 2009). Establece la responsabilidad penal de las personas 

jurídicas en los delitos que indica. https://bcn.cl/2gws8
26	  UAF (2013). Op. Cit. p.4.
27	  Ley N° 21.121 (12 noviembre 2018). Modifica el Código Penal y otras normas legales para 

la prevención, detección y persecución de la corrupción. https://bcn.cl/2lf0i

https://bcn.cl/2gws8
https://bcn.cl/2lf0i
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formación sobre los beneficiarios finales de sus clientes, especialmente 
aquellas personas naturales que poseen más del 10% del capital o de los 
derechos a voto de una entidad legal, ya sea directa o indirectamente, 
así como quienes ejercen el control en la toma de decisiones. También 
se requiere información sobre la identidad de los representantes legales 
y gerentes extranjeros en el caso de clientes extranjeros. Esto es esencial 
para prevenir el lavado de dinero y garantizar la transparencia en las 
transacciones financieras.

Finalmente, los delitos base de lavado se han venido ampliando, sien-
do integrados como delitos ilícitos los siguientes: el cohecho, malversar 
caudales públicos, el uso de información privilegiada, promover la pros-
titución infantil, el terrorismo, contrabando, entre otros hechos delicti-
vos.

Estos delitos son señalados en el artículo 27 letra a) de la Ley Nro. 19.91328 
(modificado, mediante la Ley Nro. 21.59529 y la Ley Nro. 21.63230), que 
enumera los delitos base que contempla la legislación nacional:  

…delitos contemplados en la ley Nº 20.000, que Sanciona el tráfico 
ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley Nº 
18.314, que Determina conductas terroristas y fija su penalidad; 
en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas; en 
el Título XI de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores; en el 
inciso primero del artículo 39 y en el Título XVII del decreto con 
fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, Ley Gene-
ral de Bancos; en los artículos 168, en relación con el artículo 178 
números 2 y 3; 168 bis y 169, todos del decreto con fuerza de ley Nº 
30, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto re-
fundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley 
Nº 213, de 1953, del Ministerio de Hacienda, sobre Ordenanza de 
Aduanas; en el inciso segundo del artículo 81 de la ley Nº 17.336, 
sobre Propiedad Intelectual; en los artículos 59 y 64 de la ley Nº 
18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile; en el 

28	 Ley N° 19.913. Op. Cit.
29	 Ley Nro. 21.595 (07 agosto de 2023). Ley de delitos económicos. https://bcn.cl/3es62
30	 Ley Nro. 21.632 (16 noviembre de 2023). Modifica diversos cuerpos legales para fortalecer 

la legislación en materia de contrabando. https://bcn.cl/3gpah

Título I de la ley 21.459, que Establece normas sobre delitos infor-
máticos, deroga la ley N° 19.223 y modifica otros cuerpos legales 
con el objeto de adecuarlos al Convenio de Budapest; en el párrafo 
tercero del número 4º del artículo 97 del Código Tributario y en los 
números 8 y 9 del mismo artículo respecto de los delitos contem-
plados en los Párrafos 4 bis y IV ter del Título IX del Libro II del 
Código Penal; en los Párrafos 4, 5, 6, 9 y 9 bis del Título V y 10 del 
Título VI, todos del Libro II del Código Penal; en los artículos 141, 
142, 367, 367 quáter, 367 septies, 411 bis, 411 ter, 411 quáter, 411 
quinquies, y en los artículos 467 número 1 del inciso primero e in-
ciso final, 468 y 470, numerales 1°, 8° y 11, en relación con el refe-
rido número 1 del inciso primero y con su inciso final del artículo 
467, todos del Código Penal; en las letras f) y h) del artículo 7 de la 
ley Nº 20.009; en los artículos 305, 306, 307, 308 y 310, en relación 
con los números 2 y 5 del artículo 305, todos del Código Penal; en 
los artículos 139, 139 bis y 139 ter de la ley N° 18.892, General de 
Pesca y Acuicultura; en los artículos 30 y 31 de la ley N° 19.473; 
en el artículo 21 del decreto N° 4.363, de 1931, del Ministerio de 
Tierras y Colonización, que aprueba texto definitivo de la Ley de 
Bosques; en el artículo 11 de la ley Nº 20.962, que aplica Conven-
ción sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de 
Flora y Fauna Silvestre; o bien, a sabiendas de dicho origen, oculte 
o disimule estos bienes31.

Así, se puede apreciar que el delito de lavado de activos es enfrentado 
mediante una política de Estado, consistente en una Estrategia Nacional 
para la Prevención y Combate al Lavado de Activos y al Financiamiento 
del Terrorismo, que responde a un esfuerzo mancomunado del Poder 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y del sector público y privado, e inte-
grado al sistema de combate internacional contra el lavado de activos 
y el financiamiento del terrorismo, al integrarse al GAFISUD desde su 
creación, en el año 2000; y que en lo que compete al Congreso Nacional, 
este ha desarrollado una labor legislativa desde hace más de diez años, 
atacando tanto el lavado de activos, como los delitos que dan lugar a él, 
configurando una política pública preventiva y proactiva.

31	  Ley N° 19.913. Op. Cit.

https://bcn.cl/3es62
https://bcn.cl/3gpah
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II

Principales esfuerzos Legislativos en materia de 
Blanqueo de Activos, Tráfico de Drogas, Delincuencia 
Organizada y Persecución de la Corrupción

Guido Williams Obreque 
Juan Pablo Cavada Herrera

El Congreso Nacional de Chile, en su rol de colegislador, ha pro-
movido, discutido y aprobado diversas leyes, cuya finalidad es 
mejorar la persecución y sanción del crimen organizado. Estas 
acciones son consecuencia de reconocer que, en la última déca-
da, este tipo de delincuencia ha irrumpido fuertemente en Chile, 
concentrando los esfuerzos de los diversos actores que participan 
en la persecución penal y, además, el interés de la opinión pública. 

En Chile, el narcotráfico sigue siendo la principal manifestación 
del crimen organizado, aquel que supone al menos dos personas 
coordinadas para delinquir. Sin embargo, también han irrumpi-
do otros modelos delictivos, que utilizan esta fórmula asociativa 
delincuencial para cometer ilícitos como, por ejemplo, la trata de 
personas, el cibercrimen, el tráfico ilícito de migrantes, el tráfico 
ilícito de armas o el contrabando. Estas organizaciones tienen es-
tructuras complejas, debido a que generan gran cantidad de recur-
sos, “que les permiten actuar con mayor sofisticación en su organi-
zación, formas de delinquir, comunicaciones, lavados de activos…”1.

Estas organizaciones delincuenciales suponen un atentado contra la se-
guridad pública, pero también afectan la paz social, generan espacios 
de corrupción, afectan al Estado de Derecho y perjudican, por tanto, al 
desarrollo económico, social, cultural y político de una nación2.  

El riesgo que supone el crimen organizado ha activado a los colegis-
ladores a presentar, discutir y aprobar diversas leyes, cuyos objetivos 

1	 Biblioteca del Congreso Nacional (2023), Historia de la Ley Nro. 21.577. BCN. p. 35.
https ://www.bcn.cl/obt ienearchivo?id=recursoslegales/10221.3/71628/1/
documento_4368_1694705098642.pdf

2	 Ibíd.
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—directos o indirectos— son el combate a las asociaciones delictivas 
o criminales. Estas normas no sólo han aumentado las penalidades 
a quienes delinquen siendo parte de organizaciones criminales, sino 
que también han perfeccionado y sofisticado las formas de infiltrarlas 
e investigarlas3.

Adicionalmente, el esfuerzo legislativo nacional ha permitido cum-
plir con los compromisos internacionales de Chile, originados en la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organi-
zada Transnacional,  conocida como Convención de Palermo4, de la 
que Chile es parte5, y cuyo artículo 2 define qué ha de entenderse por 
“Grupo Delictivo Organizado”.

Del conjunto de leyes que permiten perseguir y sancionar al crimen 
organizado, se destacan cuatro disposiciones legales en este capítulo: 
Ley Nro. 19.9136, que creó la Unidad de Análisis Financiero y modifi-
có diversas disposiciones en materia de Lavado y Blanqueo de Activos; 
Ley Nro. 20.0007, que sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Psicotrópicas; Ley Nro. 21.1218, que modifica normas so-
bre Corrupción y Otros Delitos, crea Nuevos Tipos Penales y amplía 
la Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas; y, por último, la 
Ley Nro. 21.5779, que fortalece la persecución de los Delitos de Delin-
cuencia Organizada, establece Técnicas Especiales para su Investiga-

3	 Ibíd.
4	 Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) (2004). Convención 

de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos. 
Naciones Unidas. www.unodc.org/documents/treaties/UNTOC/Publications/TOC%20
Convention/TOCebook-s.pdf

5	 Decreto Nro. 342 (16 de febrero 2005). Promulga la Convención de las Naciones Unidas 
contra la delincuencia organizada transnacional y sus protocolos contra el tráfico ilícito de 
migrantes por tierra, mar y aire y para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, 
especialmente mujeres y niños. https://bcn.cl/3cd7e

6	 Ley Nro. 19.913 (12 de diciembre 2003). Crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica 
diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos. https://bcn.cl/2k18x

7	 Ley Nro. 20.000 (2 de febrero 2005). Sustituye la Ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico 
ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas. https://bcn.cl/2f9sj

8	 Ley Nro. 21.121 (12 de noviembre 2018). Modifica el Código Penal y otras normas legales 
para la prevención, detección y persecución de la corrupción. https://bcn.cl/2lf0i

9	 Ley Nro. 21.577 (5 de junio 2023). Fortalece la persecución de los delitos de delincuencia 
organizada, establece técnicas especiales para su investigación y robustece comiso de ganan-
cias. https://bcn.cl/3dz15

ción y robustece Comiso de Ganancias. Esta última actualiza el delito 
de asociación ilícita y, al mismo tiempo, regula de manera sistemática 
y orgánica las técnicas especiales de investigación.

A continuación, se explicará el enfoque normativo de los colegislado-
res en las leyes mencionadas, y sus principales modificaciones.

Ley Nro. 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero y mo-
dificó diversas disposiciones en materia de Lavado y Blanqueo de 
Activos

La Ley Nro. 19.91310 fue publicada en 2003 y entró en vigencia el 17 
de mayo de 2004. Su origen es un Mensaje del Ejecutivo, ingresado al 
Congreso Nacional en junio de 2002.  El principal objetivo declarado 
por el Ejecutivo al presentar la iniciativa fue “contar, en el más breve 
plazo posible, con una institución especializada y con funciones apropia-
das para la prevención y control del lavado o blanqueo de activos”11.

Desde la entrada en vigencia de la ley, ella ha sido modificada en ocho 
ocasiones, siendo probablemente las principales aquellas consignadas 
en las leyes números 20.11912 (2006) y  20.81813 (2015). 

La Ley Nro. 20.119 procuró subsanar las deficiencias de la Ley Nro. 
19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (UAF), producto de 
la declaración de inconstitucionalidad de algunas de sus normas por el 
Tribunal Constitucional. En concreto, se restablecieron disposiciones 
que permitían el acceso a la información amparada por el secreto o re-
serva, previa autorización judicial, y que además entregaban funciones 
y atribuciones a la UAF para aplicar sanciones a quienes no cumplían 
con las obligaciones de la Ley Nro. 19.913, mediante un procedimiento 
administrativo que garantizaba el derecho a defensa del afectado. 

10	 Ley Nro. 19.913. Op. Cit.
11	 Biblioteca de Congreso Nacional (2003). Historia de la Ley Nro. 19.913. BCN. p. 4. 

https ://www.bcn.cl/obt ienearchivo?id=recursoslegales/10221.3/72965/1/
documento_5699_1699738893582.pdf

12	 Ley Nro. 20.119 (23 de agosto 2006). Modifica la Ley Nº 19.913, que creo la Unidad de 
Análisis Financiero. https://bcn.cl/35ioo

13	 Ley Nro. 20.818 (9 de febrero 2015). Perfecciona los mecanismos de prevención, detección, 
control, investigación y juzgamiento del delito de lavado de activos. https://bcn.cl/2ltpq
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Por su parte, la Ley Nro. 20.818 “buscó perfeccionar los mecanis-
mos de prevención, detección, control, investigación y juzgamien-
to del delito de lavado de activos, con el fin recoger la experiencia 
acumulada (…) [en 9 años desde la entrada en vigencia de la Ley 
Nro. 19.913 así, como también], acoger las directrices y principios 
contenidos en tratados, convenciones y otros instrumentos interna-
cionales suscritos por Chile en esta materia”14.

El actual texto de la Ley Nro. 19.913 se divide en tres títulos y 
disposiciones transitorias. El primer capítulo se refiere a la UAF; 
el segundo, a las infracciones y sanciones; y el tercero, a disposi-
ciones varias.

La UAF, según el artículo 1 de la Ley Nro. 19.913, tiene por objeto 
primordial “prevenir e impedir la utilización del sistema financiero y 
de otros sectores de la actividad económica, para la comisión de algu-
no de los delitos descritos en el artículo 27 de esta ley, y en el  artículo 
8º de la Ley Nro. 18.31415”16, que determina conductas terroristas. 

Los delitos antes mencionados son esencialmente tres: i) el de la-
vado de activos propiamente tales, a sabiendas de que provienen, 
directa o indirectamente, de la perpetración de los delitos con-
templados en varias normas citadas por la Ley Nro. 19.91317; ii) 
el de adquisición, posesión, tenencia o uso de tales bienes, con 
ánimo de lucro, cuando al momento de recibirlos se ha conocido 
su origen ilícito, y iii) solicitar, recaudar o proveer de fondos, por 
cualquier medio, directo  o indirecto, con la finalidad de que se 
utilicen en la comisión de cualquiera de los delitos terroristas se-

14	 Comisión Mixta (2007). Informe de la Comisión Mixta, Boletín N° 4.426-07. BCN. p. 496.
https://www.bcn.cl/obtienearchivo?id=recursoslegales/10221.3/45194/1/HL20818.pdf

15	 Ley Nro. 18.314 (16 de mayo 1984). “Determina conductas terroristas y fija su penalidad. 
https://bcn.cl/2k8cn. El artículo 8 de la Ley Nro. 18.314 dispone: “El que por cualquier 
medio, directa o indirectamente, solicite, recaude o provea fondos con la finalidad de que se 
utilicen en la comisión de cualquiera de los delitos terroristas señalados en el artículo 2º, será 
castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado 
mínimo, a menos que en virtud de la provisión de fondos le quepa responsabilidad en un 
delito determinado, caso en el cual se le sancionará por este último título, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 294 bis del Código Penal”. 

16	 Ley Nro. 19.913. Op. Cit.
17	 Ibíd. 

ñalados en el artículo 2º de la Ley N°. 18.31418, que fija conductas 
terroristas y su penalidad.

Respecto de la naturaleza de la UAF, la ley dispone que “será un servi-
cio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio pro-
pios, que se relacionará con el Presidente de la República por medio del 
Ministerio de Hacienda”19. La jefatura de este servicio le corresponde 
a un Director, seleccionado conforme a las reglas del Sistema de Alta 
Dirección Pública.

La UAF coordina el trabajo de la Estrategia Nacional para Prevenir 
y Combatir el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terroris-
mo, en la que participan diversas instituciones públicas de los ámbitos 
de la prevención, detección, persecución y sanción de ambos delitos. 
Sin embargo, en particular, la Ley Nro. 19.91320 le asigna más de 10 
funciones, las que pueden ser agrupadas en cuatro grandes categorías 
(art. 2 de la Ley):

1.	 Las que implican solicitar, acceder, y evaluar información y da-
tos para realizar inteligencia financiera: artículo 2 letras a, b, c, 
d, h, i, j.

2.	 Las que autorizan para efectuar recomendaciones e impartir 
instrucciones a terceros: artículo 2 letras e y f. 

18	 Ley Nro. 18.314. Op. Cit. El artículo 2° de la Ley Nro. 18.314 dispone: “Constituirán delitos 
terroristas, cuando cumplieren lo dispuesto en el artículo anterior:

1.- Los de homicidio sancionados en el artículo 391; los de lesiones establecidos en los artículos 
395, 396, 397 y 398; los de secuestro y de sustracción de menores castigados en los artículos 
141 y 142; los de envío de cartas o encomiendas explosivas del artículo 403 bis; los de 
incendio y estragos, descritos en los artículos 474, 475, 476 y 480, y las infracciones contra 
la salud pública de los artículos 313 d), 315 y 316, todos del Código Penal. Asimismo, el de 
descarrilamiento contemplado en los artículos 105, 106, 107 y 108 de la Ley General de 
Ferrocarriles.

2.- Apoderarse o atentar en contra de una nave, aeronave, ferrocarril, bus u otro medio de 
transporte público en servicio, o realizar actos que pongan en peligro la vida, la integridad 
corporal o la salud de sus pasajeros o tripulantes.

3.- El atentado en contra de la vida o la integridad corporal del Jefe del Estado o de otra 
autoridad política, judicial, militar, policial o religiosa, o de personas internacionalmente 
protegidas, en razón de sus cargos.

4.- Colocar, enviar, activar, arrojar, detonar o disparar bombas o artefactos explosivos o 
incendiarios de cualquier tipo, armas o artificios de gran poder destructivo o de efectos 
tóxicos, corrosivos o infecciosos.

5.- La asociación ilícita cuando ella tenga por objeto la comisión de delitos que deban calificarse 
de terroristas conforme a los números anteriores y al artículo 1°”.

19	 Ley Nro. 20.818. Op. Cit.
20	 Ley Nro. 19.913. Op. Cit.
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3.	 La que autoriza para imponer sanciones administrativas: artícu-
lo 2 letra k.

4.	 Las que autorizan para remitir antecedentes a otros órganos del 
Estado: artículo 2 letras g y k.

Para el cumplimiento del objetivo institucional de la UAF, la atribu-
ción de solicitar, acceder y evaluar información es principal y de la 
esencia. Por ello, se autoriza a la Unidad para solicitar, verificar, exa-
minar (analizar y evaluar) y archivar la información, datos y antece-
dentes sobre operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de 
sus actividades, o bien sobre operaciones en efectivo superiores a US$ 
10 mil dólares o su equivalente en pesos chilenos. Asimismo, para el 
proceso de evaluación podrá gestionar archivos, bases de datos y re-
gistros, además de solicitar exámenes periciales e intercambiar infor-
mación con sus pares del extranjero. Esta atribución también supone 
que la UAF puede organizar, mantener y administrar archivos, bases 
de datos y registros. 

La UAF debe evaluar la información a la que accede  y, si constata que 
existen antecedentes de la comisión de los delitos de lavado de activos o 
financiamiento del terrorismo, deberá informar al Ministerio Público.

Junto a lo anterior, la UAF puede recomendar medidas a los sectores 
público y privado para prevenir la comisión de los delitos que conoce 
o impartir instrucciones de aplicación general a las personas enume-
radas en la Ley Nro. 19.913 y a quienes se aplica esta norma, pudiendo 
además instruir específicamente a los sujetos obligados, en considera-
ción a la naturaleza de sus operaciones y a los riesgos asociados.

La tercera atribución se refiere a imponer sanciones por las infracciones 
administrativas a las normas de la ley. Esta atribución se desarrollará 
más adelante.

La cuarta atribución, relativa a la remisión de antecedentes a otros ór-
ganos del Estado, se materializa mediante la entrega de información a la 
Contraloría General de la República, necesaria para fiscalizar la opor-
tunidad, integridad y veracidad del contenido de las declaraciones de 
intereses y patrimonio de las autoridades. Adicionalmente, como se 
indicó, la UAF debe remitir al Ministerio Público los antecedentes ne-

cesarios ante la existencia de indicios de la perpetración de los delitos 
que conoce por sus funciones21. Para poder desarrollar la función prin-
cipal de solicitar, acceder y evaluar información y datos, primeramente, 
determinadas personas tienen el deber de informar sobre operaciones 
sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus actividades y, también, 
la Ley Nro. 19.913 autoriza a la UAF a requerir información.

Cabe precisar que el artículo 3° de la Ley N°19.913 define como ope-
ración sospechosa “todo acto, operación o transacción que, de acuerdo 
con los usos y costumbres de la actividad de que se trate, resulte inusual 
o carente de justificación económica o jurídica aparente, o pudiera cons-
tituir alguna de las conductas contempladas en el artículo 8° de la Ley 
N°18.31422 (de conductas terroristas), o sea realizada por una persona na-
tural o jurídica que figure en los listados de alguna Resolución del Consejo 
de Seguridad de las Naciones Unidas, sea que se realice en forma aislada 
o reiterada”23.

La cita al artículo 8 de la Ley N° 18.314 se refiere al delito de solici-
tar, recaudar o proveer fondos, directa o indirectamente, para que se 
utilicen en la comisión de cualquiera de los delitos terroristas. De la 
definición, entonces, se desprende que las operaciones sospechosas se 
refieren esencialmente a actividades de lavado de activos o a financia-
miento del terrorismo.

Son en principio treinta y cuatro las personas jurídicas o naturales, del 
sector privado o público, que por mandato legal deben informar a la 
UAF las operaciones sospechosas que conozcan para el cumplimiento 
de sus funciones. A ellas, se suman las personas que voluntariamente 

21	 Ibíd. En su artículo N° 2, letra k, señala que “bajo ningún respecto la Unidad de Análisis 
Financiero podrá ejercer competencias propias del Ministerio Público o de los Tribunales de 
Justicia. Asimismo, sólo podrá utilizar la información que reciba para los propósitos estable-
cidos en esta ley, no pudiendo en caso alguno darla a conocer o entregarla a organismos o 
servicios distintos del Ministerio Público”. 

22	 Ley Nro. 18.314. Op. Cit. El artículo 8° de la Ley Nro. 18.314 dispone lo siguiente: “El 
que por cualquier medio, directa o indirectamente, solicite, recaude o provea fondos con la 
finalidad de que se utilicen en la comisión de cualquiera de los delitos terroristas señalados 
en el artículo 2º, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio 
mayor en su grado mínimo, a menos que en virtud de la provisión de fondos le quepa res-
ponsabilidad en un delito determinado, caso en el cual se le sancionará por este último título, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 294 bis del Código Penal”.

23	 Ley Nro. 19.913. Op. Cit.
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hayan solicitado su inscripción en el registro de sujetos obligados a 
informar que lleva la Unidad y que, además, atendidos sus giros, están 
sometidas a la fiscalización de la Comisión para el Mercado Financie-
ro (CMF). Todas estas personas deben estar inscritas en el Portal de 
Entidades Reportantes de la UAF.

La norma en algunos casos hace menciones genéricas de las treinta 
y cuatro personas jurídicas o naturales que deben informar. Así, por 
ejemplo, es el caso de las instituciones financieras o las inscritas en 
el Registro de Prestadores de Servicios Financieros y en el Registro 
de Proveedores de Servicios de Iniciación de Pagos mantenido por la 
CMF y que presten los servicios de plataforma de financiamiento co-
lectivo, sistemas alternativos de transacción, custodia de instrumen-
tos financieros, intermediación de esos instrumentos e iniciación de 
pagos. En estos dos obligados genéricos (instituciones financieras y 
las otras inscritas), el universo de posibles personas jurídicas obliga-
das crece, dado que dichas categorías de personas jurídicas incluyen 
varios tipos de servicios, como por ejemplo, las administradoras de 
mandatos, empresas de auditorías externas, cooperativas de ahorro y 
crédito, entre otras24.

Ahora bien, el universo de treinta y cuatro personas jurídicas o natu-
rales es variado. En efecto, por ejemplo, en el listado se incluyen por 
un lado instituciones con importante patrimonio, tales como bancos, 
compañías de seguros, administradoras de fondos de pensiones, emi-
soras u operadoras de tarjetas de crédito, tarjetas de pago con provi-
sión de fondos o cualquier otro sistema similar a los referidos medios 
de pago, y bolsas de valores o bolsas de productos.

Al mismo tiempo, se mencionan operaciones que pueden ser desem-
peñadas por personas naturales, probablemente con un patrimonio 
menor, como los agentes de aduana; las casas de remate y martillo, o 
los corredores de propiedades. En otros casos, se incluyen en el listado 
actividades que podrían ser utilizadas para la comisión o la facilita-
ción de delitos, o bien para encubrirlos, como en el caso de la fabrica-

24	 Comisión de Mercado Financiero (s/f). Entidades de Bancos e Instituciones Financieras. 
CMF. https://www.cmfchile.cl/educa/621/w3-propertyname-731.html.

ción o venta de armas; los clubes de tiro, caza y pesca; o quienes porten 
o transporten moneda en efectivo, o instrumentos negociables al por-
tador, desde y hacia el país, por un monto que exceda los US$ 10 mil 
o su equivalente en otras monedas. Incluso, en el universo de sujetos 
obligados, se encuentran auxiliares de la administración de justicia, 
como los notarios y los conservadores25.

A este listado de sujetos obligados a informar operaciones sospechosas 
se suman, desde la Administración del Estado, las superintendencias y 
los demás servicios y órganos públicos señalados en el inciso segundo 
del artículo 1º de la Ley Nro. 18.57526, Orgánica Constitucional de Ba-
ses Generales de la Administración del Estado, esto es: los Ministerios; 
las Intendencias, las Gobernaciones, y los órganos y servicios públicos 
creados para el cumplimiento de la función administrativa, incluidos 
la Contraloría General de la República; el Banco Central; las Fuerzas 
Armadas, y las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; los Gobiernos 
Regionales; las Municipalidades; y las empresas públicas creadas por 
ley. Estos órganos del Estado, en todo caso, no están obligados a desig-
nar un funcionario responsable de relacionarse con la UAF y, además, 
no se les aplican las reglas sobre sanciones por incumplimiento a los 
deberes de la Ley Nro. 19.913 y tampoco el procedimiento administra-
tivo para aplicar dichas sanciones.

Adicionalmente, la Ley Nro. 19.913 establece algunas reglas sobre la 
información que se debe proporcionar. Así, expresamente dispone 
que las normas legales, reglamentarias, contractuales o de cualquier 
otra índole sobre secreto o reserva de determinadas operaciones o ac-
tividades, no impedirán el cumplimiento de la obligación de informar 
a la UAF. Luego, se dispone que cada uno de los obligados a informar 
deben designar un funcionario o empleado responsable de reportar 
a la UAF las actividades indiciarias de operaciones sospechosas. Este 
reporte no es una denuncia de la comisión de un delito, por cuanto se 
informan sospechas de conductas ilícitas, que deben ser investigadas. 

25	 Unidad de Análisis Financiero (UAF) (s/f). Entidades supervisadas. UAF. https://www.
uaf.cl/entidades_reportantes/

26	 Ley Nro. 18.575 (12 de noviembre 1986). Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales 
de la Administración del Estado. https://bcn.cl/2felc
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Esta información, proporcionada por los obligados a informar, si es 
entregada de buena fe exime de toda responsabilidad legal a quienes 
la realicen. También, las instituciones obligadas no pueden informar 
a los afectados o a terceras personas sobre el hecho de haber remitido 
información a la UAF o bien sobre el hecho que se les solicitó.

Las infracciones pueden ser administrativas y penales. Las primeras 
son conocidas y resueltas por el Director de la UAF, pueden ser leves, 
menos graves y graves, y existe un procedimiento administrativo para 
tramitar los cargos efectuados a los infractores. En tanto, las infraccio-
nes penales son delitos descritos en la Ley.

Constituye una infracción leve no cumplir con las instrucciones de 
aplicación general, y diferencias y proporcionales impartidas por la 
UAF, mediante circulares. Son menos graves no mantener registros 
de las operaciones y no informar operaciones en efectivo superiores 
a US$ 10 mil o su equivalente en pesos chilenos. Por su parte, son 
graves no entregar a la UAF antecedentes necesarios y conducentes 
para realizar la revisión de una operación sospechosa; no informar 
operaciones sospechosas advertidas en el ejercicio de las actividades 
de los sujetos obligados; y omitir denunciar alguno de los delitos des-
critos en la Ley Nro. 19.913, conocidos por el funcionario público, en 
el ejercicio de su cargo. 

La Ley Nro. 19.913 precisa en su articulado, que las sanciones por in-
fracciones cometidas por una persona jurídica podrán, además, ser 
aplicadas a sus directores o representantes legales, que hayan concu-
rrido con su voluntad a la materialización de la infracción.

Asimismo, se consigna que las sanciones aplicables por las infraccio-
nes administrativas, van desde la amonestación hasta la multa a be-
neficio fiscal por un monto que no podrá exceder las 5.000 Unidades 
de Fomento. El Director de la UAF deberá, al momento de imponer la 
sanción, tener especial y estricta consideración con la capacidad eco-
nómica del infractor, así como con la gravedad y las consecuencias del 
hecho u omisión realizada.

Los afectados por las resoluciones de la UAF que estimen que las san-
ciones no se ajustan a derecho, podrán deducir reclamo en contra de 
las mismas dentro del plazo de 10 días, contado desde la notificación 

del acto, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio 
del sancionado.

Por otra parte, los delitos que describe la Ley Nro. 19.913 se encuen-
tran en los artículos 27 y 28, respectivamente. En el artículo 27 se san-
ciona propiamente tal el lavado de activos, es decir, “el ocultamiento 
o disimulación de cualquier forma, del origen ilícito de determinados 
bienes, a sabiendas de que provienen, directa o indirectamente, de la 
perpetración de hechos constitutivos de determinados delitos”27.  Las le-
yes que tipifican los mencionados delitos, y que dan origen a los bienes 
que se ocultan o disimulan, son las siguientes:

•	 Ley Nro. 20.00028, que sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefa-
cientes y Sustancias Psicotrópicas.

•	 Ley Nro. 18.31429, que determina las Conductas Terroristas y fija 
su Penalidad.

•	 Artículo 10 de la Ley Nro. 17.79830, sobre Control de Armas.

•	 Título XI de la Ley Nro. 18.04531, sobre Mercado de Valores.

•	 Artículo 39, inciso primero, y Título XVII del Decreto con Fuer-
za de Ley Nro. 332, del Ministerio de Hacienda, de 1997, Ley Ge-
neral de Bancos.

•	 Artículo 168, en relación con el artículo 178, Nro. 2 y Nro. 3, 
ambos del Decreto con Fuerza de Ley Nro. 3033, del Ministerio 
de Hacienda, de 2005, que aprueba el texto refundido, coordina-
do y sistematizado del DFL Nro. 213, del Ministerio de Hacien-
da, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas.

27	 Ley Nro. 19.913. Op. Cit.
28	 Ley Nro. 20.000. Op. Cit.
29	 Ley Nro. 18.314. Op. Cit.
30	 Ley Nro. 17.798 (20 de octubre 1972). Establece el control de armas. https://bcn.cl/2mofg
31	 Ley Nro. 18.045 (21 de octubre 1981). Ley de mercado de valores. https://bcn.cl/2f8r5
32	 Decreto Fuerza de Ley Nro. 3 (26 de noviembre 1997). Fija texto refundido, sistematizado 

y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. https://
bcn.cl/2f7wh

33	 Decreto Fuerza de Ley Nro. 30 (18 de octubre 2004). Prueba el texto refundido, coordinado 
y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley de Hacienda Nº 213, de 1953, sobre ordenan-
za de aduanas. https://bcn.cl/2jya4
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•	 Inciso segundo del artículo 81 de la Ley Nro. 17.33634, sobre 
Propiedad Intelectual.

•	 Artículos 59 y 64 de la Ley Nro. 18.84035, Orgánica Constitucio-
nal del Banco Central de Chile.

•	 Título I de la Ley Nro. 21.45936, que establece normas sobre los 
Delitos Informáticos, deroga la Ley Nro. 19.223 y modifica otros 
cuerpos legales, con el objeto de adecuarlos al Convenio de Bu-
dapest.

•	 Párrafo tercero del número 4º del artículo 9737 del Código Tri-
butario38.

•	 Números 8 y 9 del artículo 97 del Código Tributario39, respecto 
de los delitos contemplados en los Párrafos IV bis y IV ter del 
Título Noveno del Libro II del Código Penal40.

•	 Código Penal41: artículos 141, 142, 305, 306, 307, 308 y 310, 
en relación con los números 2 y 5 del artículo 305, todos del 
Código Penal; artículos, 367, 367 quáter, 367 septies, 411 bis, 
411 ter, 411 quáter, 411 quinquies, y artículos 467 número 1 del 
inciso primero e inciso final, 468 y 470, numerales 1, 8 y 11, 
en relación con el número 1 del inciso primero y con el inciso 
final del artículo 467 y en general, Párrafos 4, 5, 6, 9 y 9 bis del 
Título V y párrafo 10 del Título VI, todos del Libro Segundo del 
Código Penal.

34	 Ley Nro. 17.336 (28 de agosto 1970). Propiedad intelectual. https://bcn.cl/2f6sl
35	 Ley Nro. 18.840 (4 de octubre 1989). Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de 

Chile. https://bcn.cl/2femw
36	 Ley Nro. 21.459 (9 de junio 2022). Establece normas sobre delitos informáticos, deroga la 

Ley N° 19.223 y modifica otros cuerpos legales con el objeto de adecuarlos al Convenio de 
Budapest. https://bcn.cl/32uaf

37	 Decreto Ley Nro. 3.443 (30 de junio 1980). Introduce modificaciones al Código Tributario, 
a la Ley sobre impuestos a las ventas y servicios y al Código Penal. https://bcn.cl/3gsie

38	 Decreto Ley Nro. 830 (27 de diciembre 1974). Código Tributario. https://bcn.cl/2f75t
39	 Ibíd.
40	 Código Penal (12 de noviembre 1874). Código Penal. https://bcn.cl/2f6m7
41	 Ibíd.

•	 Letras f) y h) del artículo 7 de la Ley Nro. 20.00942, que limi-
ta la responsabilidad de los titulares o usuarios de tarjetas de 
pago y transacciones electrónicas en caso de extravío, hurto, 
robo o fraude.

•	 Artículos 139, 139 bis y 139 ter de la Ley Nro. 18.89243, General 
de Pesca y Acuicultura.

•	 Artículos 30 y 31 de la Ley Nro. 19.47344, que sustituye el texto de 
la Ley Nro. 4.601, sobre Caza, y el artículo 609 del Código Civil.

•	 Artículo 21 del Decreto Nro. 4.36345, de 1931, del Ministerio de 
Tierras y Colonización, que aprueba texto definitivo de la Ley 
de Bosques.

•	 Artículo 11 de la Ley Nro. 20.96246, que aplica Convención sobre 
el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y 
Fauna Silvestre.

El segundo delito del artículo 27, dispone que se sanciona a quien “ad-
quiera, posea, tenga o use los referidos bienes [los del delito del artículo 
27], con ánimo de lucro, cuando al momento de recibirlos ha conocido 
su origen ilícito”47.

Para ambos delitos, se entiende por bienes, conforme el artículo 27 de 
la ley, “los objetos de cualquier clase apreciables en dinero, corporales o 
incorporales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, como asimis-
mo los documentos o instrumentos legales que acreditan la propiedad u 
otros derechos sobre los mismos”48.

42	 Ley Nro. 20.009 (18 de marzo 2005). Establece un régimen de limitación de responsabilidad 
para titulares o usuarios de tarjetas de pago y transacciones electrónicas en caso de extravío, 
hurto, robo o fraude. https://bcn.cl/2iev5

43	 Ley Nro. 18.892 (22 de noviembre 1989). Ley General de pesca y acuicultura. https://bcn.
cl/2g75m

44	 Ley Nro. 19.473 (4 de septiembre 1994). Sustituye texto de la Ley N° 4.601 sobre caza, y 
Artículo 609 del Código Civil. https://bcn.cl/2kerq

45	 Decreto Nro. 4.363 (30 de junio 1931). Aprueba texto definitivo de la Ley de Bosques. 
https://bcn.cl/2iwik

46	 Ley Nro. 20.962 (21 de octubre 2016). Aplica Convención sobre el Comercio Internacional 
de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre. https://bcn.cl/2f9gg

47	 Ley Nro. 19.913. Op. Cit. 
48	 Ibíd.
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En cuanto a la penalidad de ambos delitos, es la pena privativa de 
libertad, no pudiendo exceder “de la pena mayor que la ley asigna al 
autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del 
delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas 
accesorias que correspondan, en conformidad a la ley [ley base del de-
lito]”49. Como atenuante de responsabilidad, se indica que si el autor 
de alguno de los dos delitos del artículo 27 no ha conocido el origen 
de los bienes por negligencia inexcusable, la pena privativa de libertad 
que corresponda será rebajada en dos grados (artículo 27).

Un tercer delito se encuentra contemplado en el artículo 28 y es re-
lativo a la asociación ilícita para delinquir. Este artículo dispone que 
las personas naturales que se asociaren u organizaren con el objeto 
de llevar a cabo, alguna de las conductas descritas en los delitos del 
artículo 27, serán sancionados por este solo hecho, según las normas 
que siguen:

•	 Con presidio mayor en su grado medio (de 10 años y un día a 15 
años)50 al que financie, ejerza el mando o dirección, o planifique 
los actos que se propongan, y

•	 Con presidio mayor en su grado mínimo (de 5 años y un día a 
10 años)51 al que suministre vehículos, armas, municiones, ins-
trumentos, alojamiento, escondite, lugares de reunión, o cola-
bore de cualquier otra forma para la consecución de los fines de 
la organización.

Si el delito es cometido mediante una asociación que se hubiere for-
mado a través de una persona jurídica (con cualquier estructura), se 
impondrá, además, como consecuencia accesoria de la pena impuesta 
a las personas naturales responsables, la disolución o cancelación de la 
personalidad jurídica.

En materia de procedimientos de investigación de los delitos descri-
tos, la Ley Nro. 19.913 establece algunas reglas especiales:

49	 Ibíd.
50	 Código Penal. Op. Cit. Artículo 56.
51	 Ibíd.

•	 Respecto del imputado y de los demás intervinientes, la investi-
gación será secreta cuando así lo disponga el fiscal, por un plazo 
máximo de seis meses, renovables con autorización del juez de 
garantía, por una sola vez y por igual término.

•	 La investigación será siempre secreta para los terceros ajenos al 
procedimiento y para los terceros afectados por la investigación 
preliminar del Ministerio Público.

•	 Habiéndose decretado el secreto de la investigación, no proce-
de el control judicial anterior a la formalización de la investi-
gación del artículo 186 del Código Procesal Penal52, por el cual 
se ordena al fiscal informar acerca de los hechos que fueren 
objeto de ella. 

•	 El Ministerio Público podrá solicitar al juez de garantía que 
decrete cualquier medida cautelar real que sea necesaria para 
evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier 
clase de bienes, valores o dineros provenientes de los delitos ma-
teria del proceso.

En particular, la Ley Nro. 19.913 hace aplicables a las investigaciones 
penales de los delitos asociados al lavado de activo, algunas reglas es-
peciales de la Ley Nro. 20.00053, sobre Tráfico Ilícito de Estupefacien-
tes y Substancias Psicotrópicas, a saber:

•	 En materia de investigación, el Ministerio Público podrá, por 
ejemplo, realizar diligencias fuera del país, tales como efectuar le-
vantamiento del secreto bancario; utilizar técnicas especiales de 
investigación, como la entrega u operación vigilada, la utilización 
de agentes encubiertos e informantes, la interceptación de comu-
nicaciones y demás medios técnicos54; resguardar la identidad de 
quienes han colaborado con la investigación; y decretar determi-
nadas diligencias, documentos y registros secretos.

52	 Ley Nro. 19.696 (29 de septiembre 2000). Establece Código Procesal Penal. https://bcn.
cl/2f7dm

53	 Ley Nro. 20.000. Op. Cit.
54	 Hoy, estas atribuciones para utilizar dichas técnicas especiales de investigación, también 

se encuentran en el Código Procesal Penal como regla general para las asociaciones ilíci-
tas que cometen delitos o crímenes.
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•	 En este punto, es dable considerar que la Ley Nro. 21.57755, de 
2023, modificó el Código Procesal Penal, estableciendo un nue-
vo régimen regulatorio en materia de técnicas especiales de in-
vestigación, respecto de los delitos cometidos por asociaciones 
delictivas o criminales.

•	 Posibilidad de disponer medidas cautelares sin comunicación 
previa al afectado, objetos susceptibles de incautación y comiso 
y destino de los bienes incautados, o del producto de los mis-
mos.

•	 Inhabilidades de los abogados que se desempeñen como fun-
cionarios o empleados contratados a cualquier título en los 
servicios de la Administración del Estado, o en instituciones o 
servicios descentralizados, para patrocinar o actuar como apo-
derados o mandatarios de imputados por ilícitos contemplados 
en la Ley Nro. 19.913.

•	 El destino de los bienes incautados o el producto de los decomi-
sados en investigaciones por lavado de activos podrán ser desti-
nados a la persecución de este delito.

•	 Reglas de modificación de la responsabilidad penal, como agra-
vantes especiales o atenuantes; reglas de comunicación del deli-
to y punibilidad de la conspiración, etc.

•	 Adicionalmente, al deber general de informar operaciones sos-
pechosas, los sujetos obligados por la Ley Nro. 19.913 estarán 
también obligados a informar a la UAF otros actos, transaccio-
nes u operaciones, tales como las realizadas o que intente rea-
lizar alguna de las personas naturales o jurídicas individualiza-
das, como sujetos a quienes se deben “congelar sus activos”56, en 
las listas confeccionadas por los Comités establecidos en 14 re-
soluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas57 y 

55	 Ley Nro. 21.577. Op. Cit.
56	 De acuerdo al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, todos los Estados deben 

congelar de inmediato los fondos y otros activos financieros o recursos económicos de 
personas y entidades designadas en las resoluciones. 

57	 Naciones Unidas (s/f). Consejo de Seguridad de la ONU. Naciones Unidas. https://www.
un.org/securitycouncil/es/sanctions/1267#sanction%20measures

que también estén contenidas en decretos supremos publicados 
en el Diario Oficial.

•	 De la misma manera, se deberá informar al Ministerio de Rela-
ciones Exteriores sobre los antecedentes recopilados que digan 
relación con las personas naturales o jurídicas que figuran en los 
listados de las resoluciones mencionadas, para efectos que este 
lo informe a la Organización de las Naciones Unidas.

•	 Operaciones realizadas o que intente realizar alguna persona 
natural o jurídica que haya cometido, cometa o intente cometer 
actos de terrorismo, o busque participar en ellos o facilitar su 
comisión.

Ley Nro. 20.000, que regula el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Psicotrópicas

La Ley Nro. 20.00058 regula el tráfico ilícito de estupefacientes y sus-
tancias psicotrópicas, incluyendo todo lo relativo a la producción, trá-
fico, posesión y consumo de drogas ilegales en Chile. Fue promulgada 
el 20 de noviembre de 2005 y ha experimentado modificaciones a lo 
largo de los años, para adaptarse a las cambiantes circunstancias y re-
gulaciones relacionadas con las drogas en Chile.

Esta ley establece diferentes categorías de drogas y penalizaciones, 
que varían según la sustancia y la cantidad en posesión o tráfico. 
También establece medidas de prevención y tratamiento para perso-
nas involucradas en el consumo de drogas ilegales. La norma es fun-
damental en la lucha contra el tráfico y consumo de drogas ilegales 
en Chile y es una parte importante de la política de persecución del 
narcotráfico en el país.

A continuación una síntesis de los principales aspectos de esta ley.

1.	   Aspectos generales

El origen de la Ley Nro. 20.000 es un Mensaje Presidencial ingresado 
al Congreso Nacional el 2 de diciembre de 1999. De acuerdo al Men-

58	 Ley Nro. 20.000. Op. Cit.
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saje59, los principales objetivos declarados por el Ejecutivo al presentar 
la iniciativa fueron:

a) Aspectos dogmáticos y técnicos: penas, técnicas de investigación y 
cooperación:

El conjunto de propuestas en esta materia tuvo por objeto principal 
otorgar las herramientas apropiadas para endurecer las sanciones y, lo 
que es más importante, lograr que todos los partícipes sean condena-
dos y que las penas se cumplan efectivamente.

En materia del delito de lavado de dinero, se busca:

•	 Prevenir la utilización de los sistemas financieros y económicos 
nacionales, al tiempo de proteger dichos sistemas en el marco 
de la globalidad de los mercados, de acuerdo con los tratados 
vigentes y las recomendaciones de los diferentes órganos inter-
nacionales especializados sobre la materia.

•	 Obligar a determinadas entidades a informar operaciones sos-
pechosas y sancionar su omisión, junto con relevarlas de res-
ponsabilidades cuando dichas informaciones se entreguen de 
buena fe y con antecedentes que las hagan razonables.

•	 Se establece expresamente que el objeto de esta UAF no consiste 
en investigar hechos punibles, labor entregada, por nuestro or-
denamiento jurídico, al Ministerio Público.

•	 Se elimina la investigación preliminar de este delito, que la Ley 
Nro. 19.36660 encargó excepcionalmente al Consejo de Defensa 
del Estado, encomendándola, con las características propias de 
las actuaciones que contempla el nuevo procedimiento penal, a 
unidades especiales que serán creadas en el Ministerio Público, 
conforme a su Ley orgánica.

59	 Biblioteca del Congreso Nacional (2023), Historia de la Ley Nro. 20.000. BCN. ht-
tps://www.bcn.cl/obtienearchivo?id=recursoslegales/10221.3/71371/1/documen-
to_4130_1694116182418.pdf

60	 Ley Nro. 19.366 (12 de enero 1995). Sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas, dicta y modifica diversas disposiciones legales y deroga Ley N° 18.403 https://
bcn.cl/2mdu9

b) Sujetos activos

Una idea central del Proyecto de Ley fue ampliar los sujetos activos 
del delito de consumo indebido de drogas. Por ello, se incluye a los 
funcionarios públicos, municipales y judiciales, así como a los de 
elección popular, sancionando diversas conductas de este tipo in-
compatibles con las exigencias de capacidad, probidad y dignidad 
que el cargo y la función exigen a los servidores públicos.

Igualmente, de acuerdo con las funciones que desempeñan y el ries-
go que ello implica, sanciona el consumo indebido de drogas en que 
incurren maquinistas de embarcaciones y ferrocarriles, así como 
conductores de vehículos destinados al transporte público de  pasa-
jeros y de carga.

2.	 Legislación previa

Los antecedentes de esta Ley fueron:

•	 Ley Nro. 17.15561, Modifica Código Penal (o CP) en lo relativo 
a delitos contra la Salud Pública, y Códigos de Procedimiento 
Penal y Sanitario, de 4 de junio de 1969.

•	 Ley Nro. 17.93462, reprime Tráfico de Estupefacientes, del 16 de 
mayo de 1973.

•	 Ley Nro. 18.40363, sanciona el Tráfico Ilícito de Drogas y Estupe-
facientes, y deroga la Ley Nro. 17.934, del 4 de marzo de 1985.

•	 Ley Nro. 19.36664, sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Psicotrópicas, dicta y modifica diversas disposiciones 
legales y deroga Ley Nro. 18.403, del 29 de septiembre de 1994.

61	 Ley Nro. 17.155 (4 de junio 1969). Modifica Código Penal en lo relativo a delitos contra la 
salud pública y códigos de Procedimiento Penal y Sanitario. https://bcn.cl/2nl4y

62	 Ley Nro. 17.934 (9 de mayo 1973). Reprime tráfico de estupefacientes. https://bcn.cl/2ptjl
63	 Ley Nro. 18.403 (14 de febrero 1985). Sanciona el tráfico ilícito de drogas y estupefacientes 

y deroga la Ley N° 17.934. https://bcn.cl/2ptjp
64	 Ley Nro. 19.366. Op. Cit.
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3.	 Modificaciones a la ley

Desde la entrada en vigencia de la Ley, ella ha sido modificada en cin-
co ocasiones, entre 2005 y 2015:

•	 Ley Nro. 20.07465, que modifica los Códigos Procesal Penal y 
Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la Re-
forma Procesal Penal.

•	 Ley Nro. 20.50266, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad 
Pública, el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del 
Consumo de Drogas y Alcohol, y modifica diversos cuerpos legales.

•	 Ley Nro. 20.58767, que modifica el Régimen de Libertad Condi-
cional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de Tra-
bajos Comunitarios.

•	 Ley Nro. 20.60368, que modifica la Ley Nro. 18.216, que estable-
ce Medidas Alternativas a las Penas Privativas o Restrictivas de 
Libertad.

•	 Ley Nro. 20.83069, que crea el Acuerdo de Unión Civil.

4.	 Tramitación legislativa

Como se señaló, la Ley Nro. 20.000 se generó a partir del Mensaje 
del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Nro. 232-341, de 2 de diciem-
bre de 1999, en el cual se destacan los avances logrados con la Ley 
Nro. 19.366, pero se plantea la necesidad de actualizar la normativa a 
la realidad de fines del siglo XX.

La propia aplicación de la Ley Nro. 19.366 determinó la necesidad de 

65	 Ley Nro. 20.074 (9 de noviembre 2005). Modifica los códigos Procesal Penal y Penal. 
https://bcn.cl/3gsk1

66	 Ley Nro. 20.502 (9 de febrero 2011). Crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el 
Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y 
modifica diversos cuerpos legales. https://bcn.cl/2ik5u

67	 Ley Nro. 20.587 (28 de mayo 2012). Modifica el régimen de libertad condicional y establece 
en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios. https://bcn.cl/2nd64

68	 Ley Nro. 20.603 (27 de junio 2012). Modifica la Ley N° 18.216, que establece medidas alter-
nativas a las penas privativas o restrictivas de libertad. https://bcn.cl/2mqpl

69	 Ley Nro. 20.830 (13 de abril 2015). Crea el Acuerdo de Unión Civil. https://bcn.cl/2gbdj

adecuarla a las nuevas exigencias de la realidad nacional. A ello ha 
contribuido también la experiencia judicial y policial, el dinamismo 
con que se desarrollan estos delitos y los resultados de los permanen-
tes estudios que efectuaban el Gobierno, a través del extinto Consejo 
Nacional para el Control de Estupefacientes (CONACE)70 y de otros 
servicios públicos; como también las Comisiones Especial de Drogas, 
y de Constitución, Legislación y Justicia, de la H. Cámara de Diputa-
das y Diputados; y de algunas instituciones privadas.

​El Proyecto de Ley ingresó por la Cámara de Diputados, la que ofició 
su texto aprobado al Senado el 24 de enero de 2002. Este último en-
vió su texto revisado a la Cámara de Origen el 18 de agosto de 2004, 
siendo aprobadas las enmiendas de la cámara revisora por oficio del 5 
de octubre de ese año. El 2 de noviembre de 2004, el proyecto pasó a 
la Comisión Mixta, cuyas observaciones fueron aprobadas por el Se-
nado el 17 de ese mes. Luego la iniciativa fue enviada al Presidente de 
la República, el 30 de noviembre de 2004; pasó por el Tribunal Cons-
titucional; fue promulgada por el entonces Presidente Ricardo Lagos, 
el 2 de febrero de 2005, y finalmente publicada el 16 de febrero en el 
Diario Oficial.

5.	 Delitos y conductas ilícitas

a) Qué delitos sanciona la Ley 20.000.

La Ley sanciona a los que elaboren, fabriquen, transformen, preparen o 
extraigan sustancias o drogas estupefacientes o psicotrópicas ilegales.

También se sanciona a quienes tengan en su poder elementos, instrumen-
tos, materiales o equipos comúnmente destinados a la elaboración, fabri-
cación, preparación, transformación o extracción de las sustancias o dro-
gas ilegales.

b) Penas que establece la ley por traficar drogas.

Se refiere a los que trafiquen, bajo cualquier título, con drogas o sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas, o con las materias primas que sirvan para 
obtenerlas, y a quienes induzcan, promuevan o faciliten el consumo de ta-
les sustancias.

70	 Que funcionó entre 1990 y 2011.
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Se entenderá que trafican los que, sin contar con la competente autoriza-
ción, importen, exporten, transporten, adquieran, transfieran, sustraigan, 
posean, suministren, guarden o porten tales sustancias o materias  primas.

La pena asignada a este delito es de 5 años y un día a 15 años de presidio, 
además de una multa de 40 a 400 UTM. Estas mismas penas se aplican a 
los que elaboren, fabriquen, transformen, preparen o extraigan sustancias 
o drogas estupefacientes o psicotrópicas.

En materia de tráfico de pequeñas cantidades (microtráfico de drogas), la 
ley se refiere a los que posean, transporten, guarden, porten o trafiquen 
pequeñas cantidades de droga. La pena asignada es  de 541 días a 5 años de 
presidio, además de una multa  de 10 a 40 UTM, a menos que se acredite 
que estas son para consumo personal, exclusivo y próximo en el tiempo, lo 
que debe ser determinado por el juez competente.

c) Qué se considera tráfico de drogas (narcotráfico).

Se entenderá que cometen el delito de tráfico de drogas los que, sin contar 
con la autorización competente, importen, exporten, transporten, adquie-
ran, transfieran, sustraigan, posean, suministren, guarden o porten tales 
sustancias nocivas o las materias primas para su elaboración.

d) Definición de droga, según la legislación chilena.

Cabe mencionar que en Chile son drogas “todas las sustancias naturales o 
sintéticas que, introducidas en el organismo, alteran física y psíquicamente su 
funcionamiento y pueden generar en el usuario la necesidad de seguir con-
sumiéndolas”71.

Esto incluye sustancias cuya producción y comercialización es ilegal, sus-
tancias legales de consumo habitual (como el alcohol o el tabaco) y fár-
macos de prescripción médica. Esta definición se encuentra en el Decreto 
Nro. 86772, publicado en 2018, del Ministerio del Interior, que establece el 
Reglamento de la Ley Nro. 20.000.

71	 Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol 
(SENDA) (s/f). Ley 20.000: Sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas. SENDA. https://www.senda.gob.cl/informacion-sobre-drogas/leyes/ley-20-
000-sanciona-el-trafico-ilicito-de-estupefacientes-y-sustancias-sicotropicas/

72	 Decreto Nro. 867 (13 de junio 2017). Dicta reglamento sobre nuevos estándares para perso-
nas, personal y empresas que reciben servicios o realizan actividades de seguridad privada, 
y modifica decretos que indica. https://bcn.cl/2f7i4

e) Tipos de drogas.

La normativa chilena define tres clases de drogas, dependiendo de su 
efecto en el sistema nervioso central:

i.	 Depresores: Retardan el funcionamiento del cerebro, adorme-
ciéndolo, y pueden generar desde inhibición hasta coma. Aquí 
se incluyen el alcohol, los tranquilizantes y la heroína.

ii.	 Estimulantes:  Aceleran el funcionamiento del cerebro. Ejem-
plos: anfetaminas, cocaína, pasta base, cafeína y nicotina.

iii.	Perturbadores:  Alteran el funcionamiento del cerebro, provo-
cando alucinaciones y distorsión de la realidad. Entre ellos están 
la marihuana, el éxtasis y el LSD.

f) Consumo de drogas.

De acuerdo a la Ley Nro. 20.000, el consumo de drogas es una falta 
(no un delito), por lo que no tiene penas privativas de libertad. No 
obstante, el artículo 5073 establece sanciones al que consume drogas 
en lugares públicos o abiertos al público (calles, plazas, pubs, estadios, 
cines, teatros, bares, entre otros) y a quienes lo hagan en lugares pri-
vados, siempre que exista acuerdo previo para hacerlo. Las sanciones 
contempladas en el artículo 50 son:

•	 Multa (de 1 a 10 UTM).

•	 Asistencia obligatoria a programas de prevención (hasta por 60 
días), o tratamiento y rehabilitación en instituciones autorizadas 
por el Servicio de Salud competente (hasta por 180 días).

•	 Trabajos en beneficio de la comunidad.

•	 Puede aplicarse, como pena accesoria, la suspensión de la licen-
cia de conducir de vehículos motorizados por un plazo máximo 
de seis meses. En caso de reincidencia, la suspensión será de 
hasta un año y, de reincidir nuevamente, podrá extenderse hasta 
por dos años.

•	 Las mismas sanciones se aplicarán al que porta drogas en luga-
res públicos o abiertos al público (calles, plazas, pubs, estadios, 

73	 Ley Nro. 20.000. Op. Cit.
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cines, teatros, bares, entre otros) y a quienes lo hagan en lugares 
privados, siempre que exista acuerdo previo para hacerlo, y en la 
medida que se justifique que es para su uso o consumo personal 
exclusivo y próximo en el tiempo.

g) Consumo y trabajo.

La legislación no regula la relación entre el uso de drogas y el mundo 
laboral privado. Eso depende de cada lugar de trabajo. Cada empresa 
es responsable de definir su propia política de prevención, control, re-
habilitación y sanciones para casos de drogadicción.

En materia de cargos públicos que no pueden ser ejercidos por con-
sumidores de drogas, la Ley Nro. 20.000 establece que las personas 
dependientes de sustancias psicotrópicas ilegales no podrán ser: Mi-
nistros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores, Conse-
jeros Regionales, Alcaldes, Concejales, Jueces, Fiscal Nacional, Fiscales 
Regionales ni Consejeros del Banco Central, a menos que se justifique 
el uso de dichas drogas por razones médicas. Además, antes de asumir 
sus cargos, deben presentar una declaración jurada que certifique que 
no sufren de esta clase de dependencia.

Sin embargo, un médico puede recetar alguna droga estupefaciente o 
psicotrópica, siempre y cuando sea para un tratamiento terapéutico. Si 
el facultativo da receta sin necesidad médica, se expone a una multa de 
entre 40 y 400 UTM, además de prisión de entre 5 y 15 años.

Ahora bien, la ley entiende justificado el cultivo de especies vegetales 
del género cannabis para la atención de un tratamiento de salud, con 
la presentación de la receta extendida para ese efecto por un médico 
cirujano tratante. Esta debe indicar el diagnóstico de la enfermedad, 
su tratamiento y duración, además de la forma de administración del 
cannabis, que no puede ser mediante combustión.

Será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, 
quien falsifique o maliciosamente haga uso de recetas falsas para justi-
ficar el cultivo de especies vegetales del género cannabis. Si se acredita-
re que dicha conducta tiene por objeto la comercialización de la droga 
o su facilitación a un tercero, la pena aumentará en un grado.

h) Cultivo en domicilio.

Si una persona planta, cultiva o cosecha sin autorización plantas del 
género cannabis, se arriesga a penas de multa de entre 40 y 400 UTM, 
y prisión de tres a veinte años, salvo que demuestre que esa planta es 
para consumo personal y próximo en el tiempo.

En tal caso, se aplicarán las mismas sanciones que por consumo en 
la vía pública, a menos que se demuestre que la tenencia de la planta 
obedece a un tratamiento médico, a través de una receta médica expe-
dida por un médico cirujano.

Será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, 
quien falsifique o maliciosamente haga uso de recetas falsas para justi-
ficar el cultivo de especies vegetales del género cannabis.

6.	 Procedimientos policiales

La Ley de Drogas encarga a las fuerzas de policía —Carabineros de 
Chile y la Policía de Investigaciones— la realización de los proce-
dimientos relativos a delitos y faltas que ella contempla. Asimismo, 
otorga facultades limitadas a Gendarmería de Chile, cuando los deli-
tos son cometidos dentro de los recintos penitenciarios, y al Servicio 
Nacional de Aduanas, cuando las pruebas del delito se encuentran en 
zonas sujetas a la potestad aduanera.

7.	 Permisos de cultivo

La Ley Nro. 20.000, en sus artículos 8 al 11, permite excepcionalmen-
te el cultivo de cannabis, estableciendo requisitos y penas por sus in-
cumplimientos. Estos permisos se regulan en el Decreto Nro. 867 y 
Reglamento de la Ley Nro. 20.000. La Ley establece que se permitirá el 
cultivo si se justifica “que están destinadas a su uso o consumo personal 
exclusivo y próximo en el tiempo”74, autorización que depende del Ser-
vicio Agrícola y Ganadero (SAG).

8.	 Reglamentos

Además del Reglamento de la Ley Nro. 20.000, otras normas comple-
mentarias han sido dictadas en virtud de esta Ley, como: el Decreto 

74	 Ibíd.
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Nro. 1.21575, del 31 de octubre de 2006, del Ministerio del Interior, que 
establece normas que regulan las medidas de prevención del consumo 
de drogas en los órganos estatales; el Decreto Nro. 40576, de 1984, del 
Ministerio de Salud, que establece el Reglamento de productos psico-
trópicos; el Decreto Nro. 16977, de 2016, del Ministerio de Defensa, 
que aprueba Reglamento para la realización del control del consumo 
de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, para el personal que tra-
baja en la Fuerza Aérea de Chile, y los cadetes y alumnos de las es-
cuelas matrices; el Decreto Nro. 1.35878, de 2007, del Ministerio del 
Interior, que establece normas que regulan las medidas de control de 
precursores y sustancias químicas esenciales mediante un Registro 
Especial de Usuarios; etc.

9.	 Organismo a cargo de elaborar las políticas oficiales sobre 
drogas

El Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Con-
sumo de Drogas y Alcohol (SENDA), es la entidad de gobierno que 
está a cargo de las políticas de prevención del consumo de drogas y 
alcohol, así como del tratamiento, rehabilitación y reinserción social 
de las personas afectadas por estas sustancias.

10.	 Centros de rehabilitación

Según nuestra legislación, los centros de rehabilitación para depen-
dientes del alcohol o las drogas sólo pueden aceptar pacientes que se 
hayan sometido voluntariamente a un programa de tratamiento, que 
puede ser ambulatorio o residencial, salvo excepciones legales.

75	 Decreto Nro. 1.215 (31 de octubre 2006). Establece normas que regulan las medidas de 
prevención del consumo de drogas en los órganos de la administración del estado, así como 
el procedimiento de control de consumo aplicable a las personas que indica, conforme a lo 
establecido en la Ley Nº 18.575. https://bcn.cl/2nrr4 

76	 Decreto Nro. 405 (2 de noviembre 1983). Reglamento de productos psicotrópicos. https://
bcn.cl/2fisq

77	 Decreto Nro. 169 (5 de marzo 2015). Aprueba reglamento para la realización del control 
del consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, para el personal que trabaja en la 
Fuerza Aérea de Chile y los cadetes y alumnos de las Escuelas Matrices. https://bcn.cl/3gr0n

78	 Decreto Nro. 1.358 (22 de diciembre 2006). Establece normas que regulan las medidas de 
control de precursores y sustancias químicas esenciales dispuestas por la Ley N° 20.000 que 
sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas. https://bcn.cl/2tds3

Dichos pacientes tendrán derecho a la privacidad (por ejemplo, a 
mantener sus efectos personales, privacidad de la correspondencia 
y a no ser registrados en audio o video sin su consentimiento), a 
no ser retenidos contra su voluntad, a recibir visitas según su plan 
de terapia y a renunciar al programa terapéutico que reciben. Un 
reglamento, además, norma cómo deben funcionar estos centros en 
cuanto a personal e infraestructura.

11.	 “Lista negra” de abogados

El artículo 61 de la Ley Nro. 20.00079 dispone que los abogados que se 
desempeñen como funcionarios o empleados contratados a cualquier 
título en los servicios de la Administración del Estado, o en institucio-
nes o servicios descentralizados, territorial o funcionalmente, no po-
drán patrocinar ni actuar como apoderados o mandatarios de impu-
tados por crímenes, simples delitos o faltas contemplados en esta ley.

En caso de crímenes o simples delitos, la infracción de esta prohibi-
ción se sanciona administrativamente con la destitución del cargo o 
con el término del contrato. En caso de faltas, se considera infracción 
grave de las obligaciones funcionarias, pudiendo destituirse o dar por 
terminado el contrato.

No se aplica esta prohibición a los abogados que se desempeñen en la 
Defensoría Penal Pública o como prestadores del servicio de defensa 
penal pública, cuando intervengan en esas calidades; ni a los abogados 
en su desempeño como funcionarios de las Corporaciones de Asisten-
cia Judicial o a los contratados por estas; ni a los egresados de Facul-
tades de Derecho que estén realizando la práctica gratuita requerida 
para obtener el título de abogado, solo en lo relativo a su actuación en 
dichas Corporaciones.

Para estos efectos, el juez de garantía o el Ministerio Público, en su 
caso, deberá informar a la Contraloría General de la República sobre 
la identidad de los abogados que patrocinen o actúen como apodera-
dos o mandatarios de imputados por crímenes, simples delitos o faltas 
contemplados en esta ley.

79	 Ley Nro. 20.000. Op. Cit.
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Ley Nro. 21.577, fortalece la persecución de los Delitos de Delin-
cuencia Organizada, establece Técnicas Especiales para su Investi-
gación y robustece Comiso de Ganancias

La Ley Nro. 21.57780, publicada el 15 de junio de 2023, modifica el 
Código Penal, el Código Procesal Penal y otros cuerpos legales, con 
el fin de actualizar los delitos relativos a la delincuencia organizada, 
aplicar comiso de ganancias y establecer técnicas especiales para su 
investigación.

Esta disposición legal tiene su origen en un Mensaje del Ejecutivo, 
ingresado al Congreso Nacional a fines de 2020. El Gobierno de la 
época, en el proyecto de ley, establece que: 

Este nuevo paradigma en el fenómeno delictual [Crimen orga-
nizado] hace imprescindible una revisión por parte de los Es-
tados respecto de su política criminal, con el propósito de ade-
cuarse a las nuevas exigencias que el mantenimiento de la paz 
social requiere. En este sentido, las clásicas hipótesis de comisión 
de ilícitos por parte de un autor, y de las tradicionales formas de 
participación que reconoce nuestro Código Penal, se han visto 
modificadas por la participación de grupos más o menos organi-
zados que, desde el punto de vista delictual, tienen la ventaja de 
presentar mayores niveles de aseguramiento o de éxito en la co-
misión de ilícitos. Los delitos perpetrados en un contexto de cri-
minalidad organizada tienen, en consecuencia, intrínsecamente 
un injusto mayor respecto de aquellos llevados a cabo de manera 
individual, o bajo una participación puntual y no permanente81.

Los tres principales objetivos de la propuesta eran: 

i.	 Modernización del delito de asociación ilícita. 

ii.	 Necesidad de una regulación sistemática y orgánica de las técni-
cas especiales de investigación. 

80	 Ley Nro. 21.577. Op. Cit.
81	 Biblioteca del Congreso Nacional (2023), Historia de la Ley Nro. 21.577. Op. Cit. p. 4

https ://www.bcn.cl/obt ienearchivo?id=recursoslegales/10221.3/71628/1/
documento_4368_1694705098642.pdf

iii.	Extender el alcance de las técnicas especiales de investigación a 
todos los casos de criminalidad organizada.

A continuación, se analizará la nueva regulación en materia de delitos 
de asociación delictiva, y  asociación criminal y de técnicas intrusivas 
de investigación.

1.	 Delitos de asociación delictiva y asociación criminal

En cuanto a la regulación del delito de asociación ilícita, cuya formula-
ción era estructuralmente idéntica hace 145 años, la Ley Nro. 21.57782 
modificó dicho párrafo a fin de dividir en dos artículos la conducta, 
distinguiendo entre la asociación delictiva (artículo 292), referida a 
la organización para la comisión de simples delitos, y la asociación 
criminal (artículo 293), referida a la comisión de crímenes. Es decir, 
se trata de dos delitos distintos, que sancionan de distinta manera, 
dependiendo de la conducta desplegada.

Al respecto, el artículo 292, inciso tercero, del Código Penal, dispone 
que se entenderá por asociación delictiva “toda organización formada 
por tres o más personas, con acción sostenida en el tiempo, que tenga 
entre sus fines la perpetración de simples delitos”83, cuyos miembros se-
rán sancionados con presidio menor en su grado mínimo a medio. No 
obstante, si la participación consiste en cumplir funciones de jefatura, 
ejercer mando en ella, financiarla o proveerle recursos o medios, o en 
haberla fundado, la pena será de presidio menor en su grado máximo.

En cambio, si se trata de un ente organizado, el artículo 293 del Có-
digo Penal lo define como “toda organización formada por tres o más 
personas, con acción sostenida en el tiempo, que tenga entre sus fines 
la perpetración de hechos constitutivos de crímenes”84, siendo sancio-
nados quienes formen parte de ese tipo de asociación, con presidio 
menor en su grado máximo. Y, al igual que en el caso de la asociación 

82	 Ley Nro. 21.577. Op. Cit.
83	 Código Penal. Op. Cit.
84	 Ibíd.
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delictiva, otorga una pena mayor a quienes cumplieron funciones de 
jefatura o similares: presidio mayor en su grado mínimo si la partici-
pación consiste en cumplir funciones de  jefatura, ejercer mando en 
ella, financiarla o proveerle recursos o medios, o en haberla fundado85.

Enseguida, incorpora el artículo 293 bis, que dispone que:

…será sancionado con presidio menor en su grado máximo el 
que, en un proceso por asociación delictiva o criminal: a) Ame-
nace a otro con el objeto de que preste una declaración o un tes-
timonio falso. b) Amenace o constriña a otro a que omita prestar 
declaración o testimonio, a que produzca o presente antecedentes 
o pruebas falsas, o a que omita producir o presentar antecedentes 
o pruebas relevantes. c) Ofrezca o entregue a otro un beneficio 
económico o de otra naturaleza, para que preste una declara-
ción o testimonio falso, o para que omita declarar o testificar. 
d) Ofrezca o entregue a otro un beneficio económico o de otra 
naturaleza, con el objeto de que produzca o presente anteceden-
tes o pruebas falsas, u omita producir o presentar antecedentes o 
pruebas relevantes”86.

Con respecto a las reglas generales de concursos de delitos, a través 
de la modificación, el artículo 294 dispone que “las penas de los artí-
culos 292 y 293 se impondrán sin perjuicio de las que correspondan por 
los crímenes o simples delitos cometidos con motivo u ocasión de tales 
actividades”87, es decir, la pena impuesta por los delitos que cometa la 
asociación delictual o criminal no obstará la imposición de la sanción 
por el solo hecho de organizarse.

De la misma manera, el precepto anterior se refiere a aquellos casos 
en que la asociación se formó a través de una persona jurídica, para lo 
cual señala que:

…se impondrá, además, como consecuencia accesoria de la pena 
impuesta a los responsables individuales, la disolución o cance-

85	 Ibid.
86	 Ibid.
87	 Ibíd.

lación de la personalidad jurídica. En todo caso, se impondrá el 
comiso de ganancias, de conformidad con el artículo 24 bis. Asi-
mismo, caerán en comiso todos los activos vinculados a la acti-
vidad en cuyo contexto se haya perpetrado el delito, a menos que 
se acredite su origen lícito. El comiso de ganancias será impuesto 
en conformidad con los procedimientos establecidos por la ley88.

También se incorpora una nueva agravante (artículo 12, Nro. 23): 

Ejecutar el hecho formando parte de una agrupación u organi-
zación de dos o más personas, destinada a cometer crímenes o 
ciación delictiva o criminal de que trata el Párrafo 10 del Título 
VI del Libro II, y ello ha facilitado la perpetración del delito o ha 
aumentado el peligro para la integridad física de la víctima, o 
haber ejecutado el hecho con violencia, intimidación o engaño89.

Finalmente, destacamos que, con el propósito de desbaratar las orga-
nizaciones criminales, se establece un incentivo a la delación, lo cual 
queda comprendido en el artículo 295, que prescribe que:

…el tribunal prescindirá de las penas señaladas en los artículos 
292 y 293 o impondrá la pena inferior en uno o dos grados al 
integrante que: 1. Antes de tener lugar alguno de los hechos 
cuya perpetración constituye el fin o la actividad de la asocia-
ción, revele a la autoridad la existencia de la asociación, sus 
planes y propósitos, o la identidad de sus miembros. 2. Haya o 
no intervenido en la perpetración de los delitos que constituyen 
el fin o la actividad de la asociación, o que corresponden a me-
dios de los que ella se vale, revele a la autoridad la existencia 
de la asociación, sus planes y propósitos o la identidad de sus 
miembros, de tal modo que a juicio del tribunal la autoridad 
haya estado en condiciones de disolverla antes de la perpetra-
ción de hechos ulteriores90.

88	 Ibid.
89	 Ibíd.
90	 Ibíd.
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2.	 Comiso

La ley también modifica el Código Penal en materia de comiso a las 
ganancias de estos delitos, con el objeto de privar de sus activos a las 
organizaciones criminales. Se contemplan, así, las figuras del comi-
so de ganancias, comiso sin sentencia condenatoria, comiso por valor 
equivalente y comiso ampliado.

Según el nuevo artículo 294 bis del párrafo 10 del Título VI del Libro 
Segundo del Código Penal91, se impondrá el comiso de las ganan-
cias obtenidas por una organización delictiva o criminal si se dic-
ta sobreseimiento temporal conforme a las letras b) y c) del inciso 
primero, y el inciso segundo del artículo 252 del Código Procesal 
Penal92; sentencia absolutoria fundada en la falta de convicción a que 
se refiere el artículo 340 del Código Procesal Penal o sobreseimiento 
definitivo fundado en la letra b) del artículo 250 del mismo Códi-
go; sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, fundados en 
la concurrencia de circunstancias eximentes de responsabilidad que 
no excluyen la ilicitud del hecho; y sobreseimiento definitivo o sen-
tencia absolutoria, fundados en haberse extinguido la responsabili-
dad penal o en haber sobrevenido un hecho que, con arreglo a la ley, 
pone fin a esa responsabilidad.

El comiso de ganancias sin condena previa, será impuesto respecto de 
aquellas personas que no hayan intervenido en la realización del hecho 
ilícito, que se encontraren en cualquiera de las circunstancias señaladas 
en el artículo 24 ter; y de conformidad al procedimiento especial previs-
to en el Título III bis del Libro IV del Código Procesal Penal93.

La acción para obtener el comiso de ganancias en virtud de este artí-
culo prescribe en el plazo de cuatro años, contado desde que ha trans-
currido el plazo de prescripción de la acción penal respectiva.

En tanto, el artículo 294 ter94 dispone que cuando la cosa usada como 

91	 Ibíd.
92	 Ley Nro. 19.696. Op. Cit. 
93	 Ibíd. 
94	 Ibíd.

instrumento por una organización delictiva o criminal, o que resulte de 
dichos delitos, sea dinero o haya sido enajenada, perdida u ocultada, el 
juez deberá imponer comiso sustitutivo por un valor equivalente.

El comiso por valor equivalente solo procederá como consecuencia 
adicional a la pena. En la determinación del valor equivalente de la 
cosa a ser decomisada no podrán descontarse los gastos que han sido 
necesarios para perpetrar el hecho. El valor equivalente se extenderá, 
asimismo, a los frutos o utilidades de los efectos del hecho.

El Ministerio Público deberá solicitar la aplicación del comiso por va-
lor equivalente en la oportunidad procesal prevista para solicitar el 
comiso de ganancias, y la discusión sobre el monto del valor equiva-
lente tendrá lugar en la oportunidad procesal prevista para la determi-
nación de la magnitud del comiso de ganancias.

3.	 Técnicas intrusivas de investigación en el Código Procesal Penal 

Según Riego, las técnicas intrusivas corresponden al desarrollo “de ac-
tividades de investigación o búsqueda de pruebas dentro de algún ámbi-
to de privacidad de la persona que la ley protege, como son, por ejemplo 
el domicilio, las comunicaciones privadas, el cuerpo y los vestidos de la 
persona, su correspondencia y otras”95.

No existe una definición ni enumeración legal y taxativa de las téc-
nicas intrusivas de investigación penal, pero el Ministerio Público96 
señala como tales las siguientes:

a.	 Entrada y registro en lugares cerrados.

b.	 Interceptación de comunicaciones telefónicas.

c.	 Retención e incautación de correspondencia.

d.	 Otros medios técnicos de investigación: por ejemplo, filmaciones, 	
	 fotografías, grabaciones.

95	 Riego, C. y Duce, M. (2000). “La Etapa de Investigación en el nuevo proceso penal”. En A. 
Carocca; M. Duce; C. Riego; A. Baytelman y J. Vargas (edit). Nuevo Proceso Penal. Edito-
rial Jurídica ConoSur Ltda. pp. 99-137, p. 127.

96	 Ministerio Público (2010). Oficio FN 133/2010, Instrucción general que imparte criterios 
de actuación aplicables a Etapa de Investigación en Proceso Penal. Ministerio Público. pp. 
18-20. http://bcn.cl/24naz
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A este listado se pueden sumar otras técnicas, como los agentes encu-
biertos o reveladores, registro de ADN, cooperación eficaz o la dela-
ción compensada.

Las técnicas intrusivas y las otras actividades que se puedan incluir den-
tro del denominado grupo de “diligencias de investigación”, son diferen-
tes a los métodos de investigación clásicos y se justifican, normalmente, 
porque se efectúan respecto de las acciones de grupos criminales orga-
nizados, que son poderosos, cuentan con elevados niveles de organiza-
ción y desplazamiento, amplia disponibilidad de recursos humanos y 
materiales, y experiencia en eliminar “pruebas” o “rastros” de sus actua-
ciones ilícitas97.

Estas técnicas de investigación, a priori, vulneran garantías de las per-
sonas, tales como la inviolabilidad de las comunicaciones privadas o 
del hogar, el respeto por la vida privada o la intimidad, la propiedad, 
etc. Sin embargo, su justificación, desde la óptica de la política crimi-
nal, se encontraría en la naturaleza del ilícito investigado, el que, de otra 
forma, quedaría impune, al no poder determinarse sus elementos típi-
cos98. En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH), en el caso Escher y otros versus Brasil (2009) sobre responsa-
bilidad internacional del Estado por la interceptación, monitoreo y di-
vulgación de conversaciones telefónicas, consideró que la mencionada 
interceptación representa una seria interferencia en la vida privada. Sin 
embargo, al mismo tiempo, la CIDH estimó que la conducta será legal 
si la medida se encuentra amparada por la ley y es “precisa, e indica 
reglas claras y detalladas sobre la materia, tales como las circunstancias 
en que dicha medida puede ser adoptada; las personas autorizadas a so-
licitarla,  a ordenarla y a llevarla a cabo; el procedimiento a seguir, entre 
otros elementos”99.

97	 Diban M. (2000). “Las Nuevas Técnicas de Investigación Criminal en la Ley Nº 19.366”. 
En S. Politoff y J. Matus (Coord). Gran Criminalidad Organizada y Tráfico Ilícito de Estu-
pefacientes. Editorial Jurídica ConoSur Ltda. pp. 207-236, pp. 213-214.

98	 Ministerio Público (2005). Oficio Nro. 65, Técnicas de investigación y medidas investigati-
vas del Ministerio Público, específicas de la Ley Nro. 20.000. Ministerio Público.

99	 Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) (s/f). Ficha Técnica: Escher y otros 
Vs. Brasil. CIDH. https://www.corteidh.or.cr/cf/jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nId_
Ficha=277&lang=es

Antes de junio de 2023, otras leyes e incluso el Código Penal ya contem-
plaban y contemplan diversas técnicas intrusivas, tal como consta en la 
siguiente tabla (tabla 1):

Tabla 1. Ejemplo de leyes especiales y Código Penal, que contienen 
técnicas intrusivas.

Medida intrusiva 

Ley Nro. 
18.314, 

determina 
Conductas 
Terroristas

Ley Nro. 
20.000,  

sanciona 
Tráfico 

Ilícito de 
Estupefa-

cientes

Ley Nro. 
19.974100, 

Sistema de 
Inteligen-

cia del 
Estado

Código 
Penal: art. 

369 ter 
pornografía 

infantil, 
prostitución 

infantil

Ley Nro. 
20.507101, 
Tráfico de 
Migrantes

Agente Encubier-
to, Agente revela-
dor, Informante

No Si Si Si Si

Entrega vigilada 
o controlada No Si No Si No

Protección de 
identidad Si Si Si Si No

Cooperación 
eficaz o delación 
compensada

Si Si No No Si

Interceptación de 
comunicaciones Si Si Si Si Si

Registro de ADN Si Si Si Si No

Fuente: En base a Cavada (2018)102.

Con la publicación de la Ley Nro. 21.577103, modificatoria del Código 
Procesal Penal, se perfeccionó la técnica investigativa de intercepta-
ción de las comunicaciones y se permitió emplear medios tecnológi-
cos para captar, grabar y registrar subrepticiamente imágenes o soni-

100	 Ley Nro. 19.974 (27 de septiembre 2004). Sobre el sistema de inteligencia del Estado y crea 
la Agencia Nacional de Inteligencia. https://bcn.cl/2ii8w

101	 Ley Nro. 20.507 (01 abril 2011). Tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata 
de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal. 
https://bcn.cl/3gn5a

102	 Cavada J. (2018). Regulación de las medidas intrusivas. BCN. https://www.bcn.cl/
obtienearchivo?id=repositorio/10221/25222/1/BCN_Medidas_intrusivas_2018.pdf

103	 Ley Nro. 21.577. Op. Cit.
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Durante la tramitación legislativa, al presentar lo discutido en el 
Pleno del Senado por la Comisión de Hacienda de esta cámara, se 
resumieron los acuerdos durante la discusión legislativa, indican-
do que los legisladores convinieron:

…un camino nuevo, distinto para enfrentar una amenaza muy 
compleja que tienen las sociedades modernas y que estamos 
viendo en Chile con respecto a la delincuencia organizada, al 
crimen organizado. Para eso era necesario contar con una nueva 
tipificación, con medidas de investigación especiales, con nue-
vas normas sobre comiso, con nuevas formas en relación con el 
cuidado de testigos que puedan colaborar a desmantelar estas 
mafias, que lamentablemente asolan muchos lugares del país. Y 
también se toman los resguardos —esto lo vimos especialmen-
te— para que esas medidas especiales sean contrapartida para 
no permitir la vulneración por parte de quienes participan en la 
investigación, con sanciones que son las más graves que conoce 
el ordenamiento en esta materia110.

Cabe considerar que, puntualmente, el Código Procesal Penal conta-
ba, hasta antes de la Ley Nro. 21.577, con disposiciones que permitían 
la utilización de la interceptación de comunicaciones telefónicas como 
una técnica intrusiva.

4.	 Interceptaciones de comunicaciones

En primer lugar, las disposiciones del Código Procesal Penal buscaban 
y buscan que la interceptación de comunicaciones (no solo telefóni-
cas), autorizada judicial o legalmente, permita al funcionario policial 
desarrollar su investigación sin cometer alguno de los delitos previstos 
en el artículo 161 A del Código Penal111, lo que se ve confirmado por 

110	 Ibíd. p. 442. Senador Juan Antonio Coloma.
111	 Código Penal. Op. Cit. Art. 161-A del Código Penal. “Se castigará con la pena de reclusión menor 

en cualquiera de sus grados y multa de 50 a 500 Unidades Tributarias Mensuales al que, en recin-
tos particulares o lugares que no sean de libre acceso al público, sin autorización del afectado y por 
cualquier medio, capte, intercepte, grabe o reproduzca conversaciones o comunicaciones de carác-
ter privado; sustraiga, fotografíe, fotocopie o reproduzca documentos o instrumentos de carácter 
privado; o capte, grabe, filme o fotografíe imágenes o hechos de carácter privado, que se produzcan, 
realicen, ocurran o existan en recintos particulares o lugares que no sean de libre acceso al público.

	 Igual pena se aplicará a quien difunda las conversaciones, comunicaciones, documentos, instru-
mentos, imágenes y hechos a que se refiere el inciso anterior. En caso de ser una misma la persona 
que los haya obtenido y divulgado, se aplicarán a esta las penas de reclusión menor en su grado 

dos en lugares cerrados o que no sean de libre acceso al público, en 
casos de delitos con penas asignadas de crimen (más de 5 años y un 
día de penas privativas y restrictivas de libertad, y/o de inhabilidades). 
Adicionalmente, la disposición modificatoria amplió el universo de 
medidas intrusivas que pueden utilizarse para las investigaciones 
asociadas a delitos cometidos para casos de asociaciones delictivas 
o criminales (criminalidad organizada), estableciendo una regu-
lación más orgánica, coherente y en un único cuerpo normativo. 

El Mensaje que dio origen a la Ley Nro. 21.577 justificó este nuevo 
régimen, indicando que “la legislación nacional de técnicas espe-
ciales de investigación se ha ido construyendo con base en la idea 
de determinar su procedencia a la investigación de determinados 
delitos”104. Para el Ejecutivo, “lamentablemente, esta propia forma 
de construcción normativa deja expuesta a la regulación a un par 
de problemas difíciles de resolver”105. Por una parte, se menciona 
que la regulación no permitía lograr “cubrir todos los espacios de 
criminalidad en que necesaria y justificadamente se requeriría apli-
carlas”106. Por otra parte, plantea el Mensaje que, “ante el desafío 
de disponer su aplicación a otros supuestos delictivos, siempre se 
debatirá acerca de la procedencia de las técnicas especiales de in-
vestigación para aquellos otros delitos a que se desea ampliar su 
aplicabilidad”107. Para el Mensaje, en este supuesto, lo relevante 
a tener en cuenta es si “se trata de hechos que involucran o no a 
criminalidad organizada”108. En efecto, señala el Ejecutivo, se debe 
considerar que esta criminalidad se extiende a distintos ámbitos, 
“como en caso de asociaciones para cometer delitos de lesa humani-
dad, hurtos, bandas de sicarios, estafadores, etc.”109, para cuya in-
vestigación no se permitían tales técnicas, antes de la publicación 
de la Ley Nro. 21.577. 

104	 Biblioteca del Congreso Nacional (2023), Historia de la Ley Nro. 21.577. Op. Cit. p. 4.
105	 Ibíd.
106	 Ibíd.
107	 Ibíd. pp. 4-5.
108	 Ibíd. p. 5.
109	 Ibíd.
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la parte final de esta disposición, que señala, “Esta disposición no es 
aplicable a aquellas personas que, en virtud de la ley o de autorización 
judicial, estén o sean autorizadas para ejecutar las acciones descritas”112.

De la misma manera, esta técnica no vulnera el artículo 36 B letra c) 
de la Ley Nro. 18.168113, General de Telecomunicaciones, que tipifica 
y sanciona el siguiente ilícito, norma que dispone lo siguiente: “El que 
intercepte o capte maliciosamente, o grabe sin la debida autorización, 
cualquier tipo de señal que se emita a través de un servicio público de 
telecomunicaciones, sufrirá la pena de presidio menor en su grado me-
dio y multa de 50 a 5.000 UTM114”,115. En efecto, en la conducta de los 
funcionarios policiales no existiría la malicia requerida por el delito y, 
además, habría una causal de justificación de su conducta: la existen-
cia de una debida autorización.

El nuevo estatuto de las técnicas vinculadas a las interceptaciones y 
grabaciones de comunicaciones (más amplio que la mera escucha te-
lefónica) del Código Procesal Penal establece, en primer lugar, que el 
Juez de Garantía, a petición del Ministerio Público, puede ordenar la 
interceptación y grabación de comunicaciones telefónicas o de otras 
formas de comunicación.

Los fundamentos que deben ser considerados para decretar esta técnica 
intrusiva son los siguientes: i) existen “fundadas sospechas basadas en 
hechos determinados”116, de que una persona, no necesariamente una 
asociación criminal o delictiva, ha cometido o participado en la prepa-
ración o comisión de un delito al que la ley le asigna pena de crimen, o 
que ella prepara actualmente la comisión o participación en ese tipo de 
falta; y ii) junto a lo anterior,  la investigación de tales delitos hace im-
prescindible autorizar la interceptación de las comunicaciones. 

El Código dispone, que los sujetos eventualmente afectados por la 

máximo y multa de 100 a 500 Unidades Tributarias Mensuales […]”.
112	 Código Penal. Op. Cit.
113	 Ley Nro. 18.168 (15 de septiembre 1982). Ley General de Telecomunicaciones. https://bcn.

cl/2fad7
114	 Unidades Tributarias Mensuales.
115	 Ley Nro. 18.168. Op. Cit.
116	 Ley Nro. 19.696. Op. Cit.

interceptación y grabación pueden ser: i) el imputado, ii) las perso-
nas respecto de las cuales existieren  fundadas sospechas basadas en 
hechos determinados, de que sirven de intermediarias de las comu-
nicaciones que se interceptan y, iii) quienes faciliten sus medios de 
comunicación al imputado o sus intermediarios. 

En cuanto a la orden judicial de interceptación y grabación, el Código es-
tablece que ella deberá:

•	 Consignar las circunstancias necesarias para individualizar o deter-
minar al afectado por la medida.

•	 Determinar, de ser posible, los datos que permitan singularizar los 
medios de comunicación o telecomunicación a intervenir y grabar, 
tales como números de líneas telefónicas, direcciones IP117, casillas 
de correos, entre otros. 

•	 Indicar la autoridad o funcionario policial que se encargará de la di-
ligencia de interceptación y grabación.

•	 Indicar la forma y alcance de la interceptación.

•	 Indicar la duración de la interceptación, que no podrá exceder de 60 
días, sin perjuicio a que el juez puede prorrogar este plazo por perío-
dos de hasta igual duración, para lo cual deberá examinar cada vez 
la concurrencia de los fundamentos reseñados (fundadas sospechas, 
basadas en hechos determinados de participación y lo imprescindi-
ble de autorizar la interceptación de las comunicaciones).

Respecto a las empresas concesionarias de servicios públicos de telecomu-
nicaciones y prestadores de servicios de Internet, el Código Procesal Penal 
dispone que deberán dar cumplimiento a la orden judicial.

El Código, además, establece que para cumplir con las órdenes judi-
ciales, las empresas deben mantener, en carácter reservado y bajo las 
medidas de seguridad correspondientes, a disposición del Ministerio 
Público, un listado actualizado de sus rangos autorizados de direcciones 
IP y un registro, no inferior a un año, de los números IP de las conexio-
nes que realicen sus abonados. Luego, transcurrido el plazo máximo de 
mantención de los datos señalados precedentemente, deben destruir en 

117	 Dirección única que identifica a un dispositivo en Internet o en una red local.
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forma segura dicha información. Asimismo, los encargados de realizar 
la diligencia y los empleados de las empresas deben colaborar con los 
funcionarios policiales encargados de ejecutar la diligencia y, además, 
deben guardar secreto acerca de la misma, salvo que se les citare como 
testigos en un procedimiento penal. 

Las interceptaciones deberán ser registradas en grabaciones magneto-
fónicas u otros medios similares, siempre asegurando la fidelidad del 
registro. Asimismo, si se estima pertinente, se podrá efectuar una trans-
cripción escrita de las mencionadas grabaciones. 

El Código exige además que las comunicaciones residuales, es decir, 
aquellas que son impertinentes o irrelevantes para la investigación, les 
sean entregadas a las personas afectadas por la interceptación. También, 
estas personas deberán ser notificadas de la interceptación con poste-
rioridad a su realización, siempre que la investigación lo permitiere, y 
en la medida que no ponga en peligro la vida o la integridad corporal de 
terceras personas.

5.		 Registro remoto de equipos informáticos

Otra modalidad de interceptación de información, es cuando el juez de ga-
rantía autoriza la utilización de programas computacionales que permitan 
acceder de manera remota y aprehender el contenido de un dispositivo, 
computador o sistema informático, sin conocimiento de su usuario. Para 
conceder esta autorización, deben existir también “fundadas sospechas ba-
sadas en hechos determinados”118, de que una persona ha cometido o par-
ticipado en la preparación o comisión, o que el delito se esté cometiendo 
actualmente, o que se esté preparando la comisión o participación en una 
asociación delictiva o criminal. La resolución que autoriza esta técnica es 
similar a la que permite la interceptación de las comunicaciones telefóni-
cas u otras similares, con la diferencia de que se deben también especificar 
“los dispositivos, computadores o sistemas informáticos específicos objeto de 
la medida, y las circunstancias necesarias para individualizar o determinar 
al afectado por la medida [acceso remoto]”119. El acceso remoto no puede 
extenderse más de 30 días, prorrogables con un máximo de 60 días.

118	 Ley Nro. 19.696. Op. Cit.
119	 Ibíd.

Los prestadores de servicios de telecomunicaciones, de acceso a una red 
de telecomunicaciones o de servicios de la sociedad de la información, 
junto a los titulares o responsables del sistema informático o del conte-
nido, deberán también colaborar con los agentes policiales encargados 
de ejecutar la medida.

6.	 Técnicas especiales de investigación, por delitos con partici-
pación de asociaciones delictivas o criminales

Previamente, es dable precisar que el Código Penal120 define asociacio-
nes delictivas y asociaciones criminales (en genérico, crimen organiza-
do o criminalidad organizada) diferenciándolas, esencialmente, según 
la pena que se impone a los delitos que estas organizaciones cometen. 
Por una parte, el artículo 292 del citado código dispone que una aso-
ciación delictiva es “toda organización formada por tres o más personas, 
con acción sostenida en el tiempo, que tenga entre sus fines la perpetración 
de simples delitos”121. Por otra parte, el artículo 293 del mismo código 
precisa que asociación criminal es “toda organización formada por tres o 
más personas, con acción sostenida en el tiempo, que tenga entre sus fines 
la perpetración de hechos constitutivos de crímenes”122.

Ahora bien, cabe recordar que los delitos y los crímenes, entre otras 
variables, se diferencian por la pena que se le asigna al hecho ilícito co-
metido, conforme las reglas del artículo 21 del Código Penal. Así, son 
penas de crímenes: las privativas o restrictivas de libertad de más de 5 
años (o perpetua); la inhabilitación para algún cargo u oficio público, 
o profesión titular (con independencia de su duración temporal); y la 
multa de más de 20 Unidades Tributarias Mensuales (UTM). A su vez, 
son penas de los delitos: las privativas o restrictivas de libertad de entre 
61 días y hasta 5 años; la suspensión de cargo u oficio público, o profe-
sión titular; y la multa de más de 4 y menos de 20 UTM.

En 2023, la Ley Nro. 21.577 incorporó en el Código Procesal Penal una 
regulación de las técnicas especiales de investigación de hechos consti-
tutivos de criminalidad organizada.  

120	 Código Penal. Op. Cit.
121	 Ibíd.
122	 Ibíd. Cabe tener en cuenta que las penas para quienes sean parte de estas asociaciones 

se impondrán, sin perjuicio de las que correspondan por los crímenes o simples delitos 
cometidos con motivo u ocasión de tales actividades.
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Sin perjuicio de estas nuevas reglas sistemáticas y orgánicas, ya la Ley 
Nro. 19.974123, de 2004 (artículo 23), reconocía la posibilidad de utili-
zar procedimientos especiales de obtención de información, limitados 
a “actividades de inteligencia y contrainteligencia que tengan por objetivo 
resguardar la seguridad nacional, y proteger a Chile y su pueblo de las 
amenazas del terrorismo, el crimen organizado y el narcotráfico”124.

De modo general, las nuevas disposiciones del Código Procesal Penal 
aplican a este tipo de investigaciones, las reglas generales sobre reten-
ción e incautación de correspondencia y de obtención de copias de co-
municaciones o transmisiones, y también sobre interceptación y graba-
ción de comunicaciones, de conversaciones o de imágenes obtenidas en 
lugares cerrados o que no sean de libre acceso al público. 

Particularmente, el Código regula las siguientes técnicas especiales de 
investigación: agentes encubiertos, agentes reveladores, informantes y 
entregas vigiladas.

7.		 Agentes encubiertos, agentes reveladores e informantes

De acuerdo al Código Procesal Penal125, artículo 226 C,  agente encu-
bierto es el funcionario policial determinado que oculta su identidad 
oficial y se involucra o introduce en las asociaciones delictivas o crimi-
nales, o agrupaciones u organizaciones, con el objetivo de identificar a 
los participantes, reunir información y recoger antecedentes necesarios 
para la investigación. Este agente podrá tener una identidad e historia 
ficticia e, incluso, para reforzar la credibilidad de su relato, se puede au-
torizar la apertura de una cuenta bancaria a su nombre o la extensión de 
una licencia de conducir con su nombre ficticio.

Cabe considerar que el Código Procesal Penal amplía el universo de 
quienes son investigados a las “agrupaciones u organizaciones” (no solo 
asociaciones delictivas o criminales). Estos son grupos que, no reunien-
do todos los elementos para constituir una asociación delictiva o crimi-
nal, se encuentran conformadas:

123	 Ley Nro. 19.974. Op. Cit.
124	 Ibíd.
125	 Ley Nro. 19.696. Op. Cit.

…por dos o más personas, destinadas a cometer delitos conteni-
dos en la Ley de Seguridad del Estado, sobre control de armas, 
sobre conductas terroristas en particular, y sobre delitos sexuales 
establecidos en el Código Penal, como la producción de material 
pornográfico, promoción o facilitación de la prostitución de me-
nores, obtención sexual de menores y, adicionalmente, tráfico de 
migrantes y de personas, entre otros126.

Por su parte, de acuerdo al artículo 226 D, del mencionado Código, 
agente revelador corresponde al funcionario policial determinado, que 
simula requerir de otro la ejecución de una conducta delictiva, con el 
objetivo de lograr la concreción de los propósitos delictivos ya determi-
nados de éste. En otras palabras, este agente no puede inducir totalmen-
te la perpetración del delito, porque la organización criminal de todos 
modos estaba dispuesta a cometer el ilícito. Este funcionario policial 
también podrá tener una identidad e historia ficticia.

Tanto en el caso del agente encubierto como el del agente revelador, los 
funcionarios policiales que han actuado en una investigación con iden-
tidad falsa, podrán mantener dicha identidad cuando testifiquen en el 
proceso que pueda derivarse de los hechos en que hayan intervenido.

A su vez, según el artículo 226 E, los informantes son las personas que 
suministran antecedentes a los organismos policiales, acerca de la pre-
paración o comisión de un delito o de quienes han participado en él, o 
que, sin tener la intención de cometerlo y con conocimiento de dichos 
organismos, participa como agente encubierto o agente revelador.

Las labores de los agentes, previa autorización de un Fiscal Regional, 
son:

•	 Lograr esclarecer los hechos que involucren la participación de 
una asociación delictiva o criminal, o de agrupaciones.

•	 Establecer la identidad e intervención de los responsables (de las 
asociaciones o agrupaciones).

126	 Biblioteca del Congreso Nacional (2023), Historia de la Ley Nro. 21.577. Op. Cit. pp. 173-
174. Senador Hernán Larraín.
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•	 Conocer los planes de la asociación o agrupación.

•	 Prevenir la comisión de los delitos de la asociación o agrupación.

•	 Comprobar la comisión de delitos ya perpetrados.

El Código requiere que, al emitir la autorización de actuación de agentes 
reveladores y encubiertos, el Fiscal Regional asegure que:

•	 Los agentes realizarán las acciones estrictamente necesarias para 
los objetivos de la investigación.

•	 Los agentes no inducirán a la perpetración de delitos, que de 
otro modo no habrían sido cometidos por el sujeto investigado.

•	 Se resguardará la seguridad de los agentes reveladores o infiltrados.

La autorización del Fiscal Regional deberá consignar, además de 
lo reseñado, la identidad supuesta con la que actuará en el caso 
concreto el agente, si la tuviere. Asimismo, el acto que autorice 
deberá, por ejemplo,

•	 Circunscribir el ámbito de actuación de los agentes en confor-
midad con los antecedentes, y el delito o los delitos invocados en 
la solicitud correspondiente.

•	 Expresar la duración de la autorización, la que no podrá exceder 
de 60 días. Ella será prorrogable por períodos iguales y deberá 
cumplir los mismos requisitos establecidos para su otorgamiento.

Algunas reglas comunes de agentes e informantes127 son: i) se encuen-
tran exentos de responsabilidad criminal, siempre que se trate de aque-
llos delitos en que deban incurrir o que no hayan podido impedir, en 
cumplimiento de la resolución que autoriza la medida; ii) no podrán 
inducir a la perpetración de delitos que, de otro modo, no habrían sido 
cometidos por el hechor y podrán, previa autorización judicial, cam-
biar de identidad, con posterioridad al juicio, en caso de ser necesario 
para su seguridad; iii) deberán entregar a la mayor brevedad posible 
la información que obtengan, a quien autorizó la medida; iv) sus de-
claraciones en juicio podrán ser recibidas anticipadamente, cuando se 

127	 Ley Nro. 19.696. Op. Cit. Artículo 226 H y siguientes.

estime necesario para su seguridad personal, y los testimonios podrán 
ser prestados por cualquier medio que impida su identificación física 
normal; v) el tribunal oral deberá valorar su testimonio, conforme a 
las reglas de la sana crítica; y vi) el Ministerio Público podrá disponer 
de medidas especiales de protección que sean necesarias para proteger 
la identidad, el domicilio, profesión y el lugar de trabajo, cuando se es-
time que existe riesgo o peligro grave para la vida o la integridad física 
de los agentes o de un informante.

Sin perjuicio de la regla de exención de responsabilidad criminal 
mencionada, el Código Procesal Penal dispone que los agentes serán 
responsables por el uso manifiestamente indebido de las facultades 
asociadas a la historia ficticia y, por ello, serán sancionados con pena 
de presidio menor en su grado mínimo (de 61 a 541 días de presidio). 
Asimismo, si se extralimitan en la ejecución de las medidas que se les 
encomiendan, sin observar el objeto o los límites que se les impusie-
ron, serán también sancionados con las penas que corresponda por 
los delitos cometidos, la suspensión del empleo en su grado máximo y, 
además, multa de 15 a 20 UTM. En este último caso, incluso el Juez de 
Garantía puede declarar nulas las actuaciones excesivas. Por último, 
se establece una penalidad superior si cometen el delito del artículo 
269 ter del Código Penal, esto es, cuando a sabiendas oculten, alteren 
o destruyan cualquier antecedente, objeto o documento que permita 
establecer la existencia o inexistencia de un delito, la participación pu-
nible en él de alguna persona o su inocencia, o que pueda servir para 
la determinación de la pena.

Por último, en materia de agentes reveladores, encubiertos e informan-
tes, cabe considerar que por regla general los antecedentes y eviden-
cias (registros, transcripciones y copias de ellos) que son consecuencia 
de la utilización de estas técnicas especiales y que sean irrelevantes 
para la investigación, deben ser entregados o devueltos a las personas 
en contra de quien se solicitó la medida o bien deben ser destruidos. 
Ahora bien, no habrá devolución o destrucción si los antecedentes y 
evidencias son útiles para otros procedimientos, en la medida que se 
refieran a delitos que merezcan pena de crimen o sean propias del 
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“Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos” (SACFI)128. En 
sentido similar, el Código dispone que si durante una investigación 
ocurren hallazgos de objetos, documentos o antecedentes de los cua-
les no se tenía noticia (los llamados “hallazgos casuales”129), que per-
mitan sospechar sobre la existencia de otro delito con pena superior 
a presidio menor en su grado máximo (de 3 años y un día a 5 años), 
ellos podrán ser utilizados para la posterior investigación.

8.	 Entregas vigiladas

El Código Procesal Penal también regula como técnica especial de 
investigación, la entrega vigilada. Esta corresponde a la técnica con-
sistente en permitir que los objetos cuya fabricación, elaboración, 
distribución, transporte, comercialización, importación, exportación, 
posesión o tenencia esté prohibida o restringida, o los objetos por los 
que se hayan sustituido total o parcialmente las anteriores menciona-
das, de los instrumentos que hayan servido para la comisión de los 
delitos de que se trate, y de los efectos y ganancias de tales delitos, se 
trasladen, guarden, intercepten o circulen dentro del territorio nacio-
nal, salgan de él o entren en él sin la interferencia de las policías o del 
Ministerio Público, pero bajo su conocimiento y vigilancia o control. 

Esta medida es autorizada por el Fiscal Regional por no más de 60 
días, prorrogables por igual período, y además el persecutor debe ase-
gurar que:

•	 La entrega se limite a las acciones estrictamente necesarias para 
los objetivos de la investigación.

•	 Los agentes estatales no induzcan a la perpetración de delitos.

•	 El procedimiento no ponga en riesgo la integridad personal de 
terceros.

128	 Ley Nro. 20.861 (17 de agosto 2015). Fortalece el Ministerio Público. https://bcn.cl/2li9z. SACFI 
modificó la Ley Nro. 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público. Este sistema pro-
cura el fortalecimiento de la persecución penal mediante la incorporación de estrategias de aná-
lisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras de criminalidad reconocibles. 
El Sistema está compuesto por unidades de análisis criminal y unidades de focos investigativos.

129	 Núñez, R. et al (2019). Los hallazgos casuales en las diligencias de incautación e interven-
ción de las comunicaciones digitales en Chile. Algunos problemas. En Política Criminal, 
14(28). pp. 152-185.

•	 Los bienes cuya entrega se autoriza puedan ser, en definitiva, 
sujetos a comiso.

Finalmente, cabe considerar que los funcionarios policiales que parti-
cipan de una entrega vigilada estarán exentos de responsabilidad cri-
minal, siempre que se trate de aquellos delitos en que deban incurrir 
o que no hayan podido impedir en cumplimiento de la resolución que 
autoriza la medida. Además, ellos no pueden inducir a la perpetración 
del delito.

Ley Nro. 21.121, sobre Prevención, Detección y Persecución de la 
Corrupción

La Ley Nro. 21.12130, de 2018, incorporó nuevos elementos al Código 
Penal, relacionados con la corrupción y conflictos de interés. La nor-
ma tuvo su origen en una moción parlamentaria transversal, ingresa-
da al Senado en 2016131.

En los fundamentos de la moción, se asevera que la gravedad del fenó-
meno de la corrupción:

…reconocida internacionalmente, no tiene un correlato en la pe-
nalidad asignada en el Código Penal. En la actualidad, dentro 
de los delitos funcionarios, la mayoría de los tipos penales tienen 
calidad de simples delitos, es decir, una penalidad de privación 
de libertad no superior a 5 años, con un par de excepciones co-
rrespondientes a los delitos de malversación de caudales públicos 
y fraude al fisco, que consideran penas corporales superiores a 
los 5 años, cuando los montos malversados o defraudados supe-
ran un límite determinado132.

La baja penalidad denunciada por los senadores autores de la iniciativa, 
generaba tres consecuencias que la propuesta buscaba subsanar, a saber:

130	 Ley Nro. 21.121. Op. Cit.
131	 Biblioteca del Congreso Nacional (2023), Historia de la Ley Nro. 21.121. BCN. 

Moción de los Senadores Alfonso De Urresti Longton, Hernán Larraín Fernández, 
Felipe Harboe Bascuñán, Alberto Espina Otero y Pedro Araya Guerrero. Boletín 
10.739-07.https://www.bcn.cl/obtienearchivo?id=recursoslegales/10221.3/72663/1/
documento_5423_1698517610283.pdf

132	 Ibíd. p. 3.
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•	 …la baja penalidad implica que la aplicación de penas efectivas 
de privación de libertad sea muy excepcional, lo que genera una 
sensación de impunidad y de desigualdad ante la ley, lo cual evi-
dentemente afecta la imagen de la política, de la justicia y, en defi-
nitiva, del Estado de Derecho y de nuestra Democracia.

•	 …el término de prescripción de los simples delitos alcanza solo 
a los cinco años, a diferencia de aquellos considerados crímenes, 
respecto de los cuales la prescripción es de 10 años (…). 

•	 Chile ha suscrito varios instrumentos internacionales referentes al 
combate contra la corrupción, como la Convención Interamerica-
na Contra la Corrupción, la Convención de las Naciones Unidas 
Contra la Corrupción y la Convención Para Combatir el Cohecho 
a Funcionario Público Extranjero en Transacciones Comerciales 
Internacionales, de la Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económicos (OCDE). En dichas convenciones, Chile ha ad-
quirido obligaciones que de a poco se han ido cumpliendo, si bien 
aún varias de ellas se encuentran pendientes de cumplimiento133.

En síntesis, la ley consta de tres artículos:

•	 Artículo 1°: Introduce diversas modificaciones al Código Pe-
nal134: aumenta las penas de los delitos de cohecho y soborno, 
modifica el cohecho a funcionario público extranjero, incorpora 
los delitos de soborno entre particulares y administración des-
leal, crea la figura de cooperación eficaz, etc.

•	 Artículo 2°: Modifica la Ley Nro. 20.393135, sobre Responsabi-
lidad Penal de las Personas Jurídicas: a los delitos de lavado de 
activos, financiamiento del terrorismo, cohecho y receptación, 
se suman los de negociación incompatible, soborno entre parti-
culares, apropiación indebida y administración desleal.

•	 Artículo 3°: Añade dos delitos base de lavado de activos al artí-

133	 Ibíd. p. 4.
134	 Código Penal. Op. Cit.
135	 Ley N° 20.393 (25 noviembre 2009). Establece la responsabilidad penal de las personas 

jurídicas en los delitos que indica. https://bcn.cl/2gws8

culo 27, letra a) de la Ley Nro. 19.913136: Apropiación indebida 
(artículo 470, Nro. 1, Código Penal137) y administración des-
leal (artículo 470, Nro. 11, Código Penal138).

Respecto al Código Penal139, la ley modifica los artículos 21, 223, 
239, 240 bis, 241, 248 bis, 249 bis, 251 y 470; reemplaza los artículos 
240, 248, 250 y 251 bis; e incorpora los artículos 39 quáter, 250 quá-
ter, 251 quinquies, 251 sexies, 260 bis, 260 ter, 260 quáter, 287 bis y 
287 ter.

También este cuerpo legal modificó la Ley Nro. 20.393140, sobre Res-
ponsabilidad Penal de las Personas Jurídicas sobre este tipo de deli-
tos, en sus artículos 1, 8, 9, 10, 12, 13, 14, 15, 16 y 23.

Los aspectos clave de la Ley Nro. 21.121 y sus consecuencias son:

•	 Prohibición de celebrar actos y contratos con el Estado: Se es-
tablecen inhabilitaciones absolutas, perpetuas o temporales, 
para ocupar cargos en empresas que contraten con el Estado, 
en casos de delitos calificados como crímenes.

•	 Penas corporales, restrictivas y pecuniarias: Se aumentan las 
penas para delitos cometidos por funcionarios públicos, como 
malversación de fondos públicos, cohecho y fraudes. Se eleva 
el estándar de responsabilidad penal de las personas jurídicas 
vinculadas a estos delitos.

•	 Incorporación de nuevos delitos: Se crea un delito de corrup-
ción en el ámbito privado, sancionando a empleados que so-
liciten o acepten beneficios para favorecer contrataciones. Se 
establece un delito de administración desleal, para quienes 
gestionen patrimonio ajeno de forma abusiva.

•	 Consecuencias en el mundo privado: Las empresas deben me-
jorar sus controles internos y externos, políticas de gestión y 

136	 Ley Nro. 19.913. Op. Cit.
137	 Código Penal. Op. Cit.
138	 Ibíd.
139	 Ibíd. 
140	 Ley Nro. 20.393. Op. Cit.
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códigos de conducta, para cumplir con estándares anticorrup-
ción más estrictos. La reforma afecta tanto al sector público 
como al privado, pues incorpora nuevos delitos, que requieren vigi-
lancia en los gobiernos corporativos.

Esta reforma refuerza la posición de Chile en materia de anticorrupción a 
nivel internacional, y busca prevenir, detectar y castigar prácticas corrup-
tas, ampliando las sanciones, tanto para individuos como para empresas.

1.	 Cohecho y Soborno: beneficios constitutivos de corrupción

En lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, la ley sustituyó los artí-
culos 248, 248 bis, 249 y 250 del Código Penal141, que definen las figuras de 
cohecho y soborno, aumentando su penalidad.

La norma también reemplazó el artículo 251 bis del Código Penal142, que 
sanciona al que

…ofreciere, prometiere o diere a un funcionario público extranjero 
un beneficio indebido, en provecho de este o de un tercero, para que 
realice una acción o incurra en una omisión con miras a la obtención 
o mantención, para sí u otro, de cualquier ventaja indebida en el con-
texto de una relación económica internacional o de una actividad 
económica desempeñada en el extranjero143.

En síntesis, antes de la modificación, para que se configuraran los delitos 
de cohecho y soborno, los beneficios debían ser de naturaleza económica. 
“La ley amplía las hipótesis delictuales de cohecho y soborno, a beneficios de 
cualquier tipo”144.

Actualmente, el delito de cohecho o soborno se configura ante “la solicitud, 
aceptación, ofrecimiento o entrega de cualquier tipo de beneficio a que el fun-

141	 Código Penal. Op. Cit.
142	 Ibíd.
143	 Biblioteca del Congreso Nacional (2023), Historia de la Ley Nro. 21.121. Op. Cit. p. 53.
144	 Ríos, M. (s/f). Alertas Legales. Ley Nro. 21.121, modifica normas sobre Corrupción y Otros 

Delitos, crea nuevos tipos penales y amplía la   responsabilidad penal de las personas jurídicas. 
Carey. https://www.carey.cl/ley-n-21-121-modifica-normas-sobre-corrupcion-y-otros-delitos-
crea-nuevos-tipos-penales-y-amplia-la-responsabilidad-penal-de-las-personas-juridicas/

cionario público no tenga derecho (…) sin necesidad de probar la intención o 
el efecto de una contraprestación por parte del funcionario público”145.

2.	 Soborno a funcionario extranjero

La ley incorpora una serie de cambios al delito de soborno de funcio-
nario público extranjero.

En primer lugar, introdujo el delito de cohecho a funcionario pú-
blico extranjero, es decir, la posibilidad de sancionar en Chile la 
conducta de sobornar a un funcionario público de otro Estado, 
incluso si la conducta se comete en ese otro Estado.

Este delito se introdujo en el Código Penal luego de la firma por 
parte de Chile de la Convención para Combatir el Cohecho de 
Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales 
Internacionales146, de 1997, adoptada en el marco de las medidas 
que la OCDE impulsa para combatir la corrupción internacional, 
ratificada por Chile el 18 de junio del año 2001.

Esta ley fue perfeccionada en 2009 con las leyes Nro. 20.341147 y 
20.371148, dando competencia a los tribunales nacionales para cono-
cer de estos delitos, modificando el Código Orgánico de Tribunales.

En este orden de ideas, la Ley Nro. 21.121 volvió a modificar la 
normativa, aumentando las penas para el delito y ampliando la 
tipicidad a cualquier tipo de actividad económica desempeñada 
en el extranjero149.

La ley también establece que este delito se comete cuando el so-

145	 Ibíd.
146	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OECD) (2010). Convención 

para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales 
Internacionales. OECD. https://www.oecd.org/daf/anti-bribery/ConvCombatBribery_
Spanish.pdf

147	 Ley Nro. 20.341 (16 de abril 2009). Introduce modificaciones al Código Penal, en la regula-
ción de ciertos delitos contra la Administración Pública. https://bcn.cl/3cpqe

148	 Ley Nro. 20.371 (18 de agosto 2009). Introduce modificaciones al Código Orgánico de Tri-
bunales y a la Ley N° 19.913, en la regulación de ciertos delitos contra la Administración 
Pública. https://bcn.cl/3grm1

149	 Ley Nro. 21.121. Op. Cit.
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borno tiene como objetivo que el funcionario público extranjero 
cumpla con funciones propias de su cargo, algo que no estaba con-
templado expresamente con anterioridad a la modificación150.

3.	 Negociación incompatible (artículo 240 del Código Penal151)

La negociación incompatible es un delito consistente en interesarse en 
cualquier negociación, actuación, contrato u operaciones por funcio-
narios públicos, liquidadores, administradores, en que toman interés 
en razón de su cargo o funciones, tratándose de hipótesis de conflicto 
de interés152.

Con anterioridad a la ley, “este delito sancionaba a empleados públicos, 
peritos, árbitros, liquidadores,  guardadores y albaceas que tomaran inte-
rés personal o familiar, directa o indirectamente, en asuntos o negocios en 
que intervinieren en razón de sus funciones o que fueran confiados a su 
cargo”153. La Ley modificó este delito de la siguiente manera (artículos 
240 / 241 del Código Penal):

(i) enumerando ciertos actos y actuaciones específicas que antes no 
estaban expresamente contemplados, (ii) agregando como sujetos 
activos del delito al veedor o liquidador de un procedimiento con-
cursal, al administrador del patrimonio de una persona impedida 
para hacerlo, y a los directores y gerentes de sociedades anónimas, 
(iii) aumentando las penas privativas de libertad, pudiéndose al-
canzar los cinco años de cárcel (antes era hasta tres años y un día), 
y (iv) aumentando el rango de multas aplicables, que ahora es del 

150	 Ibíd.
151	 Código Penal. Op. Cit. Este delito consiste en que: “a) El director o gerente de una sociedad 

anónima que, directa o indirectamente, se interesare en cualquier negociación, actuación, 
contrato, operación o gestión que involucre a la sociedad, incumpliendo las condiciones esta-
blecidas en la Ley, así como toda persona a quien le sean aplicables las normas que en esta 
materia de deberes se establecen para los directores o gerentes de estas sociedades; o b) El 
empleado público que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, ac-
tuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en razón de su cargo.” 
(Artículo 240).

152	 Equipo Prelafit Compliance (2018). Ley 21.121. Modifica Responsabilidad Penal de las 
Personas Jurídicas. Ley Anticorrupción, publicada con fecha 20 de noviembre de 2018. Pre-
lafit Compliance.https://prelafit.cl/ley-21-121-modifica-regimen-de-responsabilidad-pe-
nal-de-las-personas-juridicas/

153	 Ríos, M. (s/f). Alertas Legales… Op. Cit.

50 a 100 por ciento del valor del interés que se hubiere tomado en 
el negocio (antes era del 10 al 50 por ciento)154.

Adicionalmente, este delito también puede acarrear responsabilidad 
penal de las personas jurídicas.

4.     Nuevos delitos

a) Corrupción entre particulares (artículos 287 bis y 287 ter del Có-
digo Penal)155.

Este nuevo delito sanciona al empleado o mandatario que soli-
cita o acepta un beneficio económico o de otra naturaleza, para 
efectos de favorecer o por haber favorecido en el ejercicio de sus 
labores la contratación de un oferente en vez de otro; y a quien 
da, ofrece o consiente en dar a aquel empleado o mandatario ese 
beneficio, con ese mismo objetivo156.

b) Administración desleal (nuevo Nro. 11 del artículo 470 del Código Penal)

Este delito sanciona con las penas privativas de libertad (presidio me-
nor en grado mínimo a máximo) y multa (5 a 15 UTM) del artículo 
467 del Código Penal, según el valor de la defraudación, al que: 

…teniendo a su cargo la salvaguardia o la gestión del patrimo-
nio de otra persona, o de alguna   parte de este, en virtud de 
la ley, de una orden de la autoridad o de un acto o contrato, le 
irrogare perjuicio, sea ejerciendo abusivamente facultades para 
disponer por cuenta de ella u obligarla, sea  ejecutando u omi-
tiendo cualquier otra acción de modo manifiestamente contrario 
al interés del titular del patrimonio afectado157.

154	 Ibíd.
155	 Código Penal. Op. Cit. Este delito consiste en que: “a) El Empleado o mandatario (del 

sector privado) que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico o de otra naturaleza, 
para sí o un tercero, para favorecer o por haber favorecido, en el ejercicio de sus labores, la 
contratación con un oferente por sobre otro; o b) El que diere, ofreciere o consintiere en dar, a 
un empleado o mandatario del sector privado, un beneficio económico o de otra naturaleza, 
para sí o un tercero, para que favorezca o por haber favorecido la contratación de un oferente 
por sobre otro” (Artículo 287 bis y ter).

156	 Ríos, M. (s/f). Alertas Legales… Op. Cit.
157	 Código Penal. Op. Cit.
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Este delito contempla dos figuras agravadas:

•	 Si el hecho recae sobre el patrimonio de una persona sobre la que el 
sujeto fuere guardador, tutor o curador; o de una persona incapaz 
que el sujeto tuviere a su cargo en alguna otra calidad. En este caso, 
se aplica el grado máximo de las penas señaladas en el artículo 467 
(presidio menor en su grado máximo y multa de 21 a 300 UTM).

•	 Si el patrimonio encomendado fuere el de una sociedad anónima 
abierta o especial, y el administrador cometiere el delito causan-
do perjuicio al patrimonio social, será sancionado con las penas 
señaladas en el artículo 467 aumentadas en un grado, y además se 
impondrá la pena de inhabilitación especial temporal en su grado 
mínimo para desempeñarse como gerente, director, liquidador o 
administrador a cualquier título de una sociedad o entidad some-
tida a fiscalización de una Superintendencia o de la CMF.

5.	 Aumento de penas, multas y prescripción (artículo 233 del  
Código Penal)

Se pospone el inicio del plazo de prescripción en los delitos funciona-
rios, al momento en que el empleado público cesare en su cargo o fun-
ción (artículo 260 bis Código Penal).

Se aumentan las penas para las personas naturales en los delitos asocia-
dos con corrupción, y también, se aumentan las penas a las empresas. 
“La Ley Nro. 20.393, modificada, contempla ahora multas para las empre-
sas en que ejecutivos cometan actos de corrupción, y que no cuenten con 
un programa de compliance penal (modelo de prevención de delitos)”158.

“Se amplía también la posibilidad de aplicar la sanción de disolución de la 
persona jurídica, que solo podía imponerse en caso de reincidencias y en el 
caso del delito de lavado de activos, haciéndola ahora extensiva también 
a otros delitos”159.

También “se establece como sanción para las personas jurídicas, la prohi-
bición de contratar, a cualquier título, con órganos o empresas del Estado 

158	 Equipo Prelafit Compliance (2018). Op. Cit.
159	 Ibíd.

o con asociaciones en que este tenga una participación mayoritaria; así 
como la prohibición de adjudicarse cualquier concesión otorgada por el 
Estado”160.

“La ley [también] aumenta las multas aplicables a ciertos delitos, inclui-
dos el soborno y otros delitos cometidos por funcionarios públicos”161.

6.	 Nuevas penas (artículos 21 y 39 quáter del CPP)

La Ley introduce al Código Penal las siguientes nuevas penas:

•	 Para los delitos calificados como crímenes, las penas de inhabi-
litación absoluta perpetua y absoluta temporal; y

•	 Para las figuras calificadas como simples delitos, la pena de in-
habilitación absoluta temporal.

La inhabilidad de que trata la norma es “para ejercer cargos, empleos, 
oficios o profesiones en empresas que contraten con órganos o empresas 
del Estado; con empresas o asociaciones en que este tenga una participa-
ción mayoritaria; o en empresas que participen en concesiones otorga-
das por el Estado, o cuyo objeto sea la provisión de servicios de utilidad 
pública”162 (artículos 240, 241, 248, 248 bis, 249, 250, 251 bis, 251 quá-
ter, Código Penal).

Las penas de inhabilidad consisten en la supresión o limitación de dere-
chos civiles del condenado distintos de la libertad ambulatoria, como se 
señala en términos generales en los artículos 21 y 25 del Código Penal163. 
La inhabilitación para profesión titular consiste en la incapacidad para 
el ejercicio de una labor que se encuentra reservada a quienes cumplen 
ciertos requisitos legales o reglamentarios. La inhabilitación es absoluta 
cuando incapacita para el ejercicio de toda profesión titular, y es especial 
si sólo se refiere a una profesión determinada.

La inhabilitación para cargos u oficios públicos implica la inca-
pacidad para desempeñarlos y, por tanto, también para acceder a 

160	 Ibíd.
161	 Ríos, M. (s/f). Alertas Legales… Op. Cit.
162	 Equipo Prelafit Compliance (2018). Op. Cit.
163	 Código Penal. Op. Cit.
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ellos. Por cargos u oficios públicos debe entenderse todo empleo o 
actividad públicos, en el sentido amplio que prescribe el artículo 
60 del Código Penal. La inhabilidad puede ser absoluta, en cuyo 
caso, supone incapacidad para todo cargo u oficio público; o es-
pecial, que sólo inhabilita para el ejercicio de uno determinado.

Ambas inhabilidades pueden ser perpetuas o temporales. La tem-
poral dura de 3 años y 1 día a 10 años, y se divide en 3 grados: el 
mínimo se extiende de 3 años y 1 día a 5 años; el medio, de 5 años 
y 1 día a 7 años; y el máximo, de 7 años y 1 día a 10 años.

7.	 Dádivas que no constituyen soborno o cohecho

El Artículo 251 sexies del Código Penal dispone que no constitui-
rá delito de cohecho o soborno, “aceptar, dar u ofrecer donativos 
oficiales o protocolares, o aquellos de escaso valor económico que 
autoriza la costumbre como manifestaciones de cortesía y buena 
educación”164. Sin embargo, esta exclusión no se aplicará en el caso 
del delito contemplado en el artículo 251 bis (cohecho a funciona-
rio público extranjero)165, cuando se ofreciere, prometiere, diere o 
consintiere en dar a un funcionario público extranjero un benefi-
cio, para que omita o ejecute, o por haber omitido o ejecutado un 
acto con infracción a los deberes de su cargo.

8.	 Ampliación de delitos base de lavado de activos

El artículo 3° de la Ley Nro. 21.121166 añade dos delitos base de 
lavado de activos al artículo 27, letra a) de la Ley Nro. 19.913167: 

164	 Código Penal. Op. Cit.
165	 Ibíd. “Art. 251 bis: el que, con el propósito de obtener o mantener para sí o para un tercero cual-

quier negocio o ventaja en el ámbito de cualesquiera transacciones internacionales o de una 
actividad económica desempeñada en el extranjero, ofreciere,  prometiere, diere o consintiere en 
dar a un funcionario público extranjero un beneficio económico o de otra naturaleza, en provecho 
de este o de un tercero, en razón del cargo del funcionario, o para que omita o ejecute, o por haber 
omitido o ejecutado, un acto propio de su cargo o con infracción a los deberes de su cargo, será 
sancionado con la pena de reclusión menor en su  grado máximo a reclusión mayor en su grado 
mínimo y, además, con multa del duplo al cuádruplo del beneficio ofrecido, prometido, dado o 
solicitado, e inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado máximo. 
Si el beneficio fuere de naturaleza distinta de la económica, la multa será de 100 a 1.000 unidades 
tributarias mensuales. Los bienes recibidos por el funcionario público caerán siempre en comiso”. 

166	 Ley Nro. 21.121. Op. Cit.
167	 Ley Nro. 19.913. Op. Cit.

Apropiación indebida168 (artículo 470, nro. 1, Código Penal) y ad-
ministración desleal (artículo 470, nro. 11, Código Penal).

Conclusiones

Las cuatro leyes descritas permiten dar cuenta parcial de la respuesta 
legislativa a un fenómeno complejo, como es el crimen organizado. En 
efecto, los colegisladores, sin perjuicio de regular delitos específicos 
cometidos por las asociaciones ilícitas (por ejemplo, el narcotráfico o 
el tráfico de migrantes), además han procurado: precisar y uniformar 
materialmente las características que dan forma a las organizaciones 
delictivas; mejorar y modernizar las técnicas investigativas de las po-
licías y fiscalías para desarticular a dichas organizaciones; eliminar los 
ámbitos de influencia económica donde actúa el crimen organizado, 
procurando que no existan mayores incentivos financieros y recursos 
para cometer crímenes, afectando el poder económico de estas orga-
nizaciones; y, finalmente, evitando y sancionando los vínculos con los 
agentes públicos que generan corrupción y ventajas ilícitas, socavando 
el Estado de Derecho y la gobernabilidad.
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III

Orientar la Política Pública: La voz de Expertas y 
Expertos

Sección Estudios-BCN

Opciones Teóricas y Metodológicas para una Investigación sobre 
Seguridad y Crimen Organizado

Los capítulos previos de este libro ofrecen un diagnóstico sobre la rea-
lidad del crimen organizado en nuestro país, así como un análisis de 
las iniciativas legales con las que se busca abordar este problemática 
desde una perspectiva legislativa. En esta tercera parte del libro, se 
ofrece un análisis de datos empíricos proporcionados por expertas 
y expertos, investigadoras e investigadores del fenómeno de la segu-
ridad y del crimen organizado, desde sus distintas disciplinas de las 
ciencias sociales, de la criminalística o del derecho. A continuación 
se incorporaron dos entrevistas que recogen la experiencia práctica 
desde la gestión pública. Antes de poder realizar el trabajo meramen-
te empírico-analítico, se consideró necesario explicitar las opciones 
teóricas y metodológicas sobre los cuales se basaron las reflexiones 
posteriores.

A.		 Un Estudio Orientado en Variables

En cuanto al interés epistemológico de las ciencias sociales, se asume 
en esta investigación que se trata de un interés nomotético, es decir, 
buscar principios generales. Al igual que un amplio grupo de acadé-
micos e investigadores, se considera que el objetivo de las disciplinas 
de las ciencias sociales y políticas es hacer afirmaciones basadas en 
enunciados teóricos o abstractos, los que luego son fundamentados 
en la realidad (empírica) para otorgarles el carácter de plausibles 
(consistentes). El presente trabajo se sitúa así en un ámbito de las 
ciencias sociales que no se interesa primordialmente por los casos, 
sino en las variables; que no se interesa por la riqueza de las singula-
ridades, sino por las conexiones teóricas entre los fenómenos obser-
vados; y que no adopta un enfoque normativo—ontológico sino que 
empírico—analítico.
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El objetivo de esta investigación se relaciona con la multiplicidad de 
formas y características que pueden adoptar los diversos escenarios 
futuros en materia de seguridad y crimen organizado. Cada experta y 
cada experto, en cuyas entrevistas se basa el siguiente análisis, dis-
pone de y manifiesta una visión de futuro en la que prioriza pro-
blemas, déficits, posibles decisiones y soluciones. Estas visiones 
particulares no constituyen escenarios futuros en un sentido clá-
sico de los estudios estratégicos y prospectivos, en el sentido que 
visualicen un escenario óptimo, uno regular y uno sub-óptimo. 
Más bien, configuran escenarios futuros alternativos o cualitati-
vamente distintos entre sí. Podrían identificarse tantos escenarios 
futuros como hay personas a las que se han entrevistado. 

Pero esta opción implicaría realizar un análisis de casos y este no 
es el objetivo del presente acápite. Al contrario, el objetivo de la 
presente investigación es extraer de un conjunto de entrevistas 
los datos en torno a variables definidas por los investigadores, 
que sobre la base de entrevistas con algunos informantes clave, 
se identificaron ocho variables. Estas ocho variables permitieron 
elaborar una pauta de entrevista semi-estructurada, que fue apli-
cada durante la fase de levantamiento de datos, que permitieron 
caracterizar y dimensionar las visiones expresadas por expertas y 
expertos en la materia, y sugerir medidas y estrategias para enca-
minar al país en la materialización una solución a la problemática 
analizada

Las siguientes son las variables que orientaron la fase de levanta-
mientos de datos y que estructuran el análisis empírico-analítico 
realizado en este acápite:

1.	 Economía del crimen: Abarca los principales aspectos económicos 
del delito, es decir, todo aquello que tiene que ver con la configu-
ración de ciertos mercados ilícitos y la organización “empresarial” 
de los criminales. No hay que confundir la lógica de esta variable, 
con aquellas teorías económicas del crimen que buscan tratar de 
entender la conducta criminal a partir del análisis de costos o de 
beneficios, o de la existencia de incentivos para delinquir. Aunque 
diversos entrevistados incluyeron alguna consideración de este tipo 

de análisis, este punto se centraba en la relevancia o el énfasis que 
cada experto le asignó a consideraciones propiamente económicas.

El enfoque con que se construyó esta variable, contempla, entre 
otros fenómenos, la forma en que se movilizan los flujos de in-
gresos producto de este tipo de criminalidad; identificando los 
mecanismos de blanqueo de capitales o lavado de activos; tam-
bién se incorporó dentro de esta categoría, las nuevas técnicas 
investigativas relacionadas con el comiso de ganancias. Cabe 
hacer una acotación. Existe conciencia que este punto específico 
podría haber sido integrado dentro de la variable de persecución 
penal, por cuanto establece nuevos instrumentos de investiga-
ción que operan a nivel del proceso. Sin embargo, resultaba más 
relevante insertarla en esta categoría, por cuanto su fin último 
tiene relación con perseguir los ingresos —u otros beneficios— 
derivados del producto del delito, más que simplemente castigar 
conductas determinadas. Esta variable considera, también, el 
comercio exterior y controles aduaneros, así como de evasión 
fiscal y normas de secreto bancario. Un actor-clave en esta varia-
ble sería, por ejemplo, la Unidad de Análisis Financiero (UAF). 

2.	 Institucionalidad estatal de justicia y seguridad: Es una de las va-
riables que se reiteran mucho en la literatura revisada. Se defi-
ne como la fortaleza o debilidad del Estado para hacer frente 
al delito. Esta variable, sin embargo, puede ser muy amplia y 
abarcar desde el control policial y territorial hasta cuestiones de 
gobernanza de los órganos que realizan la conducción política 
del país, por lo que se hizo imperioso un ejercicio analítico para 
limitarla. Así, se consideraron los temas específicos de control 
policial e interoperabilidad de los datos en otra variable, al igual 
que las cuestiones vinculadas con el control territorial. Lo mis-
mo se ha hecho respecto de la institucionalidad carcelaria que 
merece un análisis aparte. La variable de la “institucionalidad 
estatal de justicia y seguridad”, propiamente tal, está definida en 
torno a las instituciones vinculadas con la justicia y la seguridad 
del país. Esto incluye, entre otras cosas, la estructura organiza-
cional de las agencias de persecución del delito (por ejemplo, la 
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existencia o no de un ministerio encargado de la seguridad pú-
blica, o la organización de la fiscalía, a propósito del proyecto de 
Ley que crea una fiscalía supra-territorial), el reparto de compe-
tencias entre niveles territoriales (siguiendo con la Fiscalía, por 
ejemplo, el nivel de autonomía de las fiscalías regionales frente 
a la fiscalía nacional) y la coordinación interinstitucional (por 
ejemplo, la vinculación entre policías, entre policías y fiscales, o 
entre todos ellos y la autoridad política de turno). Por otro lado, 
esta variable incluye los recursos económicos de las institucio-
nes estatales en materia de persecución penal (y otras cuestiones 
presupuestarias), las capacidades técnicas de estas instituciones, 
a su dotación de personal, etc. Finalmente, se incluyó la nece-
sidad de fortalecer o mejorar los mecanismos de control de la 
corrupción. Actores clave en esta variable serían las autorida-
des políticas (ministerios encargados de justicia y seguridad), el 
Ministerio Público, el Poder Judicial, las policías, Gendarmería, 
entre otros. 

3.	 Persecución penal: Refiere a los proyectos de modificación de la 
normativa penal, como tipificación de nuevos delitos y aumen-
to de penas. Asimismo, hay que considerar aquí cualquier pro-
puesta (o crítica) a las reglas procesal-penales. Esto incluye, por 
ejemplo, la incorporación de nuevas atribuciones de órganos y 
de agencias, o de normas relacionadas con la prisión preventiva 
y otras medidas cautelares, entre otros. 

4.	 Sistema de interoperabilidad de datos y control policial: Se define 
por elementos que van más allá de la organización institucional 
(variable 2) y de las atribuciones policiales e investigativas es-
tablecidas en la ley (variable 3). Se trata, básicamente, de cómo 
se utilizan esas atribuciones y de cómo se ejecuta o materializa 
ese mandato legal. Para ello, tres cuestiones parecen ser esencia-
les: primero, la existencia de medidas de prevención y, especial-
mente, la existencia de mecanismos de intervención en sujetos 
y grupos vulnerables a la opción delictual; segundo, un sistema 
de inteligencia o, mejor dicho, de anticipación, que utilice ade-
cuadamente instrumentos ya existentes, como los agentes encu-
biertos, entre otros; tercero, la capacidad policial de identificar y 

ubicar a los delincuentes, lo que se materializa a través del con-
trol preventivo de identidad, el registro de órdenes de detención 
pendientes, el registro de vehículos con encargo por robo, etc.; y 
cuarto, una cuestión clave para todas las operaciones descritas, 
la existencia o no de un adecuado sistema de intercambio de in-
formación interagencias o interinstitucional, que se denominó: 
sistema de interoperabilidad de los datos. 

5.	 Control estatal del territorio: Dice relación con la dimensión 
operativa; no tanto a las leyes —que establecen mandatos ge-
nerales— como a su materialización práctica. Sin embargo, 
mientras en el punto anterior se centraba en el uso de las atribu-
ciones investigativas y policiales, aquí la mirada se orienta a los 
diversos actores estatales que intervienen concretamente en el 
territorio. Así, aunque principalmente se incluirán menciones a 
las intervenciones policiales en barrios y territorios “cooptados” 
por bandas criminales, también refiere a la ocupación y uso de 
espacios públicos: por ejemplo, la capacidad del Estado de llegar 
a los territorios con infraestructura pública y servicios. Asimis-
mo, se incluyen aquí las múltiples menciones de los expertos al 
control de fronteras y el control al interior de los recintos car-
celarios. Por cierto, es evidente que hay puntos de convergencia 
con la variable anterior, especialmente en lo relativo al sistema 
de interoperabilidad de los datos. En estos casos, se analiza si el 
énfasis de la mención de los expertos está puesta en una dimen-
sión más general o institucional —por ejemplo, cómo conver-
san todas las bases de datos disponibles—, o si está puesto en 
cuestiones particulares del control fronterizo o de la circulación 
de los criminales por el territorio nacional. Los actores clave en 
este punto, serán los servicios públicos con arraigo territorial, 
los gobiernos regionales, los municipios, las policías (especial-
mente Carabineros), el Servicio Nacional de Aduanas, Servicio 
Nacional de Migraciones y Gendarmería, entre otros. 

6.	 Sistema penitenciario: Esta variable está determinada por su pro-
pia especificidad, aunque tiene evidentes puntos de convergen-
cia con la variable institucional (variable 2) y con la ejecución de 
las normas penales y procesal-penales (variable 3). Esta decisión 
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tiene bases analíticas y se sustenta, sobre todo, en el crecimiento 
de la población penal en los últimos años, con todos los proble-
mas asociados a este fenómeno. Esto incluye, consideraciones 
demográficas, como la distribución por edad y por género de 
las personas privadas de libertad. Asimismo, se ha incorporado 
aquí los datos en torno a la reincidencia y el efecto criminógeno 
(o no) de la cárcel. Finalmente, se incluye en esta variable toda 
referencia al sistema (o a la falta de un sistema) de reinserción 
de las personas privadas de libertad. El principal actor-clave en 
este punto es Gendarmería, pero también podría remitirse a 
otros servicios que trabajan con población vulnerable, como el 
Servicio Nacional de Menores (y el futuro Servicio Nacional de 
Reinserción Juvenil, actualmente en vías de implementación). 

7.	 Coordinación internacional: Se define por la necesidad de te-
ner acuerdos de cooperación judicial y policial entre los diver-
sos países de la región (y, cuando es pertinente, con el resto del 
mundo). También refiere al intercambio de información y la 
interoperabilidad de los datos entre las diversas agencias en el 
plano internacional. Asimismo, se incluyen las referencias a la 
creación de comunidades internacionales de expertos, la armo-
nización legal a través de tratados, etc. Los actores-clave en esta 
variable son las policías, los fiscales, los jueces y, particularmen-
te, Interpol y las diversas agencias interestatales que operan en el 
plano internacional, como la OEA, entre otras. 

8.	 Cohesión social: Hace referencia al grado de consensos que están 
en la base de una sociedad, que favorecen la integración y res-
peto a las normas sociales, al ser compartidas por todos y todas. 
Abarca las medidas a favor de la igualdad y el fortalecimiento 
de la integración social, que consideran el apoyo económico, las 
oportunidades de las personas vulnerables, el acceso al empleo 
y trabajo digno, la reducción de la pobreza, el acceso a bienes y 
servicios, entre otras. Constituye una de las variables que más 
asocia la literatura especializada a las causas de las problemá-
ticas de la seguridad y del crimen organizado, pues la falta de 
cohesión social se asocia a fenómenos como la anomia. Como 
ha sostenido Marcelo Bergman, ni la pobreza, ni la desigualdad, 

ni el desempleo, generan per se delincuencia. Sin embargo, las 
“sociedades desiguales con escasa movilidad social son propensas 
a producir nuevas generaciones de jóvenes que se suman a la ac-
tividad delictiva, ya sea como “emprendedores” o como mano de 
obra barata para los mercados ilícitos en aumento”1. Se incluyen 
en la definición de esta variable, las medidas para reforzar la pre-
sencia de servicios del Estado en los barrios (pero, a diferencia 
de la variable de control territorial, el énfasis está en el aumento 
del bienestar social), las medidas para enfrentar la deserción es-
colar y asegurar trayectorias educativas de los estudiantes, entre 
otras políticas. Por otra parte, se incorporan las medidas sociales 
y sanitarias para enfrentar el consumo problemático de drogas 
y, en general, toda medida orientada al bienestar de las perso-
nas, especialmente de los grupos vulnerables de la sociedad.  Por 
último, se incluyen aquí las menciones al fortalecimiento de las 
identidades personales y grupales —frente a fenómenos emer-
gentes en ciertos sectores de la sociedad, como aquello que se 
ha venido a englobar como “narco-cultura”—, y la creación de 
redes comunitarias y fortalecimiento del tejido social. 

B.	 Entrevistas a Destacadas y Destacados Investigadores 
	 sobre Seguridad

La definición de estas ocho variables permitió elaborar un instrumen-
to de medición o de levantamiento de datos que se definió como una 
entrevista semi-estructurada, que fue aplicada en once oportunida-
des tanto a investigadoras e investigadores especialistas en el tema, así 
como, a abogados expertos y expertas en materia de crimen organiza-
do. A continuación se identifica las personas entrevistadas. 

•	Pablo Carvacho, Abogado, candidato a Doctor en Derecho 
de la Universidad de Edimburgo, Magíster en Sociología de la 
Pontificia Universidad Católica de Chile, Magíster en Ciencias 
del Derecho de la Universidad de Stanford. Es consultor inter-
nacional de diversos organismos, entre otros, BID, OEA, UNI-

1	 Bergman, M. (2023). El negocio del crimen. El crecimiento del delito, los mercados ilegales y 
la violencia en América Latina. Fondo de Cultura Económica. p. 92.
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CEF, IDLO. Trabajó en el Gobierno de Michelle Bachelet como 
Jefe de división territorial de la Subsecretaría de Prevención del 
Delito. Sus principales líneas de investigación son las policías, 
la prevención del delito, los sistemas de justicia, el sistema pe-
nitenciario, el acceso a la justicia, y las políticas de drogas. Ac-
tualmente es Director de Investigación y Desarrollo del Centro 
Justicia y Sociedad y profesor del Instituto de Sociología de la 
Universidad Católica de Chile.

•	 Lucía Dammert, Socióloga, Doctora en Ciencia Política, Univer-
sidad de Leiden, Magíster en Planeamiento Urbano y Regional, 
Universidad de Pittsburgh. Ha desarrollado sus investigaciones 
en los temas de seguridad, crimen y gobernabilidad en Améri-
ca Latina. Ha publicado artículos y libros sobre participación 
comunitaria, seguridad ciudadana, conflictividad social y temas 
urbanos en revistas nacionales e internacionales. Ha realizado 
asesoría a múltiples gobiernos, se desempeñó como asesora en 
el Departamento de Seguridad Pública de la Organización de 
los Estados Americanos (OEA) y como Consultora del Banco 
Interamericano del Desarrollo (BID), Banco Mundial, Progra-
ma de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) entre otros 
organismos regionales y multilaterales. Miembro de la Junta Di-
rectiva de United Nations Institute for Disarmament Research, 
del Directorio del Centro de Pensamiento Espacio Público, de 
la División Américas de Human Rights Watch, de la Organiza-
ción no gubernamental Asuntos del Sur y de la Fundación Junto 
al Barrio. Ha sido parte del Consejo Asesor en temas de desar-
me del Secretario General de Naciones Unidas para el periodo 
2017-2021, siendo la única representante de América Latina. 
Entre marzo y octubre 2022, cumplió labores de jefa de asesores 
del Presidente de la República de Chile. Actualmente es investi-
gadora adjunta del Centro Núcleo Milenio Autoridad y Asime-
trías de Poder/ Millennium Nucleus Center Authority and Power 
Asymmetries (NUMAAP), profesora titular de la Facultad de 
Humanidades de la Universidad de Santiago de Chile, y Coordi-
nadora de la Red de Estudios sobre Violencias.

•	 Carlos Díaz, Economista, Doctor en Economía de la Maxwell 

School de la Universidad de Syracuse, Magíster en Economía de 
la Washington University in St. Louis, investigador asociado de 
CERES y miembro del directorio de la Sociedad Uruguaya de 
Economistas. Sus principales campos de interés son la econo-
mía del crimen, la economía doméstica y la economía urbana. 
Actualmente es profesor asociado del Departamento de Econo-
mía de la Universidad Alberto Hurtado. 

•	 Catalina Droppelman, Psicóloga, Doctora en Criminología de la 
Universidad de Cambridge, Magíster (Chevening Scholar) en In-
vestigación Criminológica, Universidad de Cambridge. Es miem-
bro afiliada al Centre for Community, Gender and Social Justice de 
la Universidad de Cambridge. Ha trabajado en diversas áreas de 
investigación: estudios socio legales, analizando la justicia cri-
minal y políticas públicas en estos ámbitos. Específicamente, ha 
estudiado la delincuencia juvenil, las condiciones de la vida en 
la cárcel, las posibilidades de reinserción social y la vulneración 
de derechos de las personas privadas de libertad. Actualmente es 
Directora ejecutiva del Centro de Estudios Justicia y Sociedad de 
la Pontificia Universidad Católica de Chile, así como profesora 
adjunta del Instituto de Sociología y profesora investigadora de 
la Escuela de Gobierno de la misma universidad.

•	 Guillermo Fernández, Sociólogo y Magíster en Desarrollo Ur-
bano por la Pontificia Universidad Católica de Chile. Ha cum-
plido funciones de investigador en el Programa de Seguridad 
Urbana de la Universidad Alberto Hurtado. Fue coordinador 
general del proyecto Observatorio Latinoamericano de Seguri-
dad Ciudadana, ejecutado por la I. Municipalidad de Valparaí-
so con el apoyo técnico y financiero del Programa de coopera-
ción de la Comunidad Europea hacia países latinoamericanos 
(URB-AL). Actualmente es investigador del equipo de Asesoría 
Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional. 

•	 Hugo Frühling, Abogado, Doctor en Ciencias Jurídicas, Univer-
sidad de Harvard. Magíster en Derecho, Universidad de Har-
vard. Fue Director de la Facultad de Gobierno de la Universidad 
de Chile de 2014 hasta 2022. Asimismo, fue Director del Centro 
de Estudios en Seguridad Ciudadana de la misma Facultad de 
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Gobierno entre 2001 y 2014. Con anterioridad, se desempeñó 
en el Centro de Estudios para el Desarrollo y como asesor del 
Ministro del Interior. Tuvo a su cargo el diseño y la coordi-
nación del Grupo de Trabajo que debatió el Plan Nacional de 
Seguridad Ciudadana, presidido por el Ministro del Interior 
y la planificación de políticas en esa materia. Fue Secretario 
Ejecutivo y Consejero del Consejo Coordinador de Seguri-
dad Pública (1992-1993). Sus líneas de investigación son la 
seguridad ciudadana, las policías, y la prevención del delito. 

•	 Roberto Gallardo, Sociólogo, Magíster en Políticas Públicas 
de la Universidad de Chile. En el área académica, se ha des-
empeñado como investigador en la Fundación Paz Ciuda-
dana, en el Centro de Estudios y Seguridad Ciudadana de 
la Universidad de Chile, y en el Instituto de investigaciones 
Gino Germani de la Universidad de Buenos Aires. Fue tam-
bién becario de la Facultad de Ciencias Sociales (FLACSO), 
sede Buenos Aires, y del Consejo Latinoamericano de Cien-
cias Sociales (CLACSO). Se ha desempeñado como analis-
ta senior-coordinador de la Unidad de Análisis Criminal de 
la Fiscalía Regional Metropolitana Oriente, como jefe de la 
Unidad de Orden Público de la Subsecretaría del Interior y 
como asesor profesional del Centro de Investigación y De-
sarrollo Policial de la PDI. En el momento de la entrevista, 
era el jefe de la División de Gestión y Modernización de las 
Policías, del Ministerio del Interior. 

•	 Claudio González, Abogado, Doctor en Derecho y Ciencias 
sociales con mención en Derecho Penal y Política Criminal 
de la Universidad de Málaga, y posgraduado en Criminología 
y Seguridad Pública por la universidad antes indicada. Sus 
principales líneas de investigación son el estudio de las agen-
cias y organizaciones penales y su relación con la política 
criminal contemporánea, asimismo, se interesa por la emer-
gencia de nuevos fenómenos delictivos, como la delincuencia 
financiera y económica internacional. Es miembro fundador 
de la Sociedad Chilena de Criminología (SoChiCrim). Ac-
tualmente se desempeña como Director del Centro de Estu-
dios de Seguridad Ciudadana de la Universidad de Chile.

•	 Daniel Johnson, Ingeniero civil industrial, Magíster en Innova-
ción y Gestión de la Administración Pública de la Universidad 
de Tor Vergata de Roma. Se ha desempeñado como Director del 
Serviu de la Región Metropolitana y jefe de la división de finan-
zas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Es miembro del co-
mité asesor externo del Centro de Políticas Públicas UC y fue 
integrante de la Mesa por la Seguridad convocada por Sebastián 
Piñera, del consejo asesor para la reforma de Carabineros, ini-
ciativa del ex Ministro del Interior y Seguridad Pública, Gonzalo 
Blumel, del comité independiente para la reforma de Carabine-
ros, citado por la Comisión de Seguridad Pública del Senado y 
de la unidad coordinadora de la reforma de Carabineros. Ha sido 
profesor invitado en universidades nacionales y conferencista en 
diversos seminarios sobre temáticas de vivienda y seguridad. Ac-
tualmente, es Director Ejecutivo de la Fundación Paz Ciudadana. 

•	 Patricio Rosas, Abogado, Magíster en Derecho, Magíster en Dere-
cho Penal, los Negocios y la Empresa de la Universidad de Chile, 
así como Magíster en Derecho Penal, Económico y Empresarial 
por la Universidad Complutense de Madrid. Tiene una vasta ex-
periencia en docencia universitaria e investigación en las áreas 
de criminología, política criminal, análisis criminal y proceso 
penal. Asimismo, cuenta con experiencia profesional en agencias 
de persecución en materia penal (Consejo de Defensa del Estado 
y Ministerio Público). Particularmente, ha trabajado en áreas de 
criminalidad violenta, tráfico de drogas y delitos asociados con 
armas de fuego. Actualmente se desempeña como profesor asis-
tente de Criminología en Universidad de Chile y como fiscal ad-
junto de la Fiscalía de Maipú, Región Metropolitana.

•	 Gastón Schulmeister, Licenciado en Ciencia Política de la Universi-
dad de Buenos Aires (2001) y Magíster en Estudios Internacionales 
de la Universidad Torcuato Di Tella (2005). Fue becario del William 
J. Perry Center for Hemispheric Defense Studies en Washington DC 
(2004) y Chevening Fellow del Foreign and Commonwealth Office del 
Reino Unido en la Universidad de Bradford (2006), así como Fulbri-
ght Fellow del Departamento de Estado de los Estados Unidos en la 
Universidad de Delaware (2009). Schulmeister cuenta con más 



166

de 18 años de experiencia profesional en los sectores de defensa, 
justicia y seguridad en América Latina y ha trabajado en asis-
tencias técnicas y proyectos de inversión en seguridad para 
el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en Argentina 
y Paraguay; para la Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito (ONUDD) en Paraguay; y para el Obser-
vatorio Internacional de Justicia Juvenil (OIJJ) en México. 
Actualmente es Director del Departamento contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional (DDOT) de la OEA.

Se decidió, una vez realizada esta presentación general, anonimi-
zar a las entrevistadas y a los entrevistados en los textos analíticos 
y asignarles un código de EN1 a EN11. Es importante destacar que 
la enumeración no tiene relación con el orden de presentación de 
los nombres, el cual se ha realizado en orden alfabético.  

C.	 Cinco Clusters-Cinco Escenarios

El diseño investigativo en el que se basa esta tercera parte del libro, 
se caracteriza por los siguientes elementos. Se realizó un análisis 
empírico-analítico de los datos recopilados mediante entrevistas a 
los  expertos y las expertas. Para reducir la magnitud y compleji-
dad de los datos, se consideraron aquellos datos relacionados con 
las ocho variables definidas con anterioridad. Los investigadores 
de la Sección Estudios que participaron de esta investigación asig-
nó un valor a la relevancia que percibió que los entrevistados otor-
garon a las ocho variables definidas con anterioridad, valores que 
fueron promediados. Posteriormente, cada uno de ellos analizó un 
clusters de variables que se destacaron en conjunto. Es muy útil la 
visualización estos clusters para graficar los promedios conferidos 
por los autores. La siguiente es la representación sobre el conjunto 
de entrevistas y variables.

	 Diagrama 1. Polígonos representativos de cada una de las entrevistas.

Fuente: Elaboración propia con Flourish.
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Al superponer los gráficos de polígono, se obtiene una visualización 
comparada de las prioridades que emergen de las entrevistadas y en-
trevistados, en función de las diferentes apreciaciones que dieron a las 
variables definidas por el equipo.  

Diagrama 2. Superposición de polígonos representativos de cada 
una de las entrevistas

Fuente: Elaboración propia con Flourish.

A partir de este momento, cada autor definió sus prioridades en cuan-
to a los clusters que surgieron con mayor relevancia, y asimismo, di-
cha selección determinaba aquellas entrevistas que más respaldan la 
selección de cada cluster. El siguiente gráfico muestra —a modo de 
ejemplo— la opción de un autor de enfocar su análisis en las variables 
“institucionalidad estatal de justicia y seguridad”, “economía del cri-
men” y “cohesión social”. Para ello, su análisis se basa principalmente 
en los datos proporcionados por cinco entrevistadas y entrevistados, 
quienes mostraban una mayor ponderación de esta variable. Cada po-
lígono visualiza los énfasis puestos en cada una de las entrevistas que, 
al superponerlas, permite comparar entre entrevistas en cuanto a la 

relevancia que otorga cada una a las variables previamente definidas, 
facilitando la identificación de clusters de variables que las respectivas 
expertas y expertos tienden a analizar y asociar en conjunto. De tratarse 
de un análisis estadístico, habría que hablar de correlación entre estas 
variables, pero como es cualitativo, se puede hablar de concomitancia.  

Diagrama 3. Selección de entrevistas visualizada en polígonos su-
perpuestos de un autor.

Fuente: Elaboración propia con Flourish.

A continuación, se introducirá brevemente cada uno de los cinco tex-
tos analíticos que componen esta tercera parte del libro. 

•	 Primer Cluster: Caracterizar y dimensionar la problemática del 
crimen organizado en Chile, resulta una tarea compleja, que 
como fue señalado reiteradamente en las entrevistas, se debe a 
la ausencia de datos confiables. Para comprender plenamente 
la magnitud y el alcance del problema, se necesita información 
precisa y completa. La interoperabilidad de datos entre las insti-
tuciones del Estado, resulta una herramienta fundamental para 
combatir el crimen organizado, ya que permite una visión más 
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completa y precisa de este flagelo que, por su propia naturaleza, 
es complejo y cambiante. A raíz de los énfasis puestos en las en-
trevistas, el primer texto se basa en la selección de las variables 
“sistema de interoperabilidad de datos y control policial” y “con-
trol estatal del territorio”, que conforman un cluster a analizar. 
El siguiente gráfico muestra los promedios de los principales 
entrevistados y entrevistadas que dieron mayor relevancia a es-
tas variables.

Diagrama 4. Selección de entrevistas para el análisis del primer 
cluster de variables.

Fuente: Elaboración propia con Flourish.

•	 Segundo Cluster: Una mayoría significativa de los entrevistados 
y entrevistadas identifica la economía del crimen como una va-
riable decisiva, con una enorme relevancia para entender qué 
es y cómo opera el crimen organizado en el país, así como, para 
modernizar la institucionalidad estatal de justicia y seguridad 
en Chile. Se puede observar una coincidencia en las entrevistas, 
que Chile cuenta con capacidades institucionales relativamen-

te robustas, pero a la vez, se estima que han existido desajustes 
institucionales de distinto tipo ante la capacidad de adaptación 
mostrada por los grupos criminales que operan en, o a través 
del territorio nacional. El cluster de variables compuesto por 
“economía del crimen” e “institucionalidad estatal de justicia y 
seguridad” resulta fundamentalmente de afirmaciones de tres 
entrevistas como puede apreciarse en el siguiente gráfico.

Diagrama 5. Selección de entrevistas para el análisis del segundo 
cluster de variables.

Fuente: Elaboración propia con Flourish.

•	 Tercer Cluster: El crimen organizado suele manifestarse de ma-
nera transfronteriza. Las grandes organizaciones criminales 
operan en diferentes países, lo que dificulta su detección y per-
secución. Al compartir datos de manera eficiente y efectiva, las 
fuerzas de seguridad pueden anticiparse a la comisión de delitos 
por parte de estas organizaciones y dificultar su ingreso a los 
países. El tercer texto analiza las variables “coordinación interna-
cional” y “sistema de interoperabilidad de datos y control policial”, 
destacando la opinión de las entrevistadas y los entrevistados 
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que señalan que la cooperación permite unir recursos y conoci-
mientos para enfrentar a los grupos criminales de manera más 
eficaz. Dicha  cooperación puede tomar diversas formas, desde 
el intercambio de información y la colaboración en investigacio-
nes, hasta la extradición de sospechosos, la armonización nor-
mativa y la implementación conjunta de políticas de seguridad. 

Diagrama 6. Selección de entrevistas para el análisis del tercer 
cluster de variables.

Fuente: Elaboración propia con Flourish.

•	 Cuarto Cluster: Este acápite aborda el cluster de variables com-
prendido por “cohesión social”, “control estatal del territorio” y 
“economía del crimen”. La variable central de este análisis, es la 
cohesión social, que es entendida como la capacidad de asocia-
tividad, de acceder a oportunidades, acceso al bienestar, entre 
otras características. Las entrevistas arrojan un consenso entre 
expertos y expertas, que el debilitamiento de la cohesión social 
impacta en un ecosistema que favorece el surgimiento de orga-
nizaciones delictivas, que ocupan el espacio dejado por la re-

tracción de las instituciones públicas y/o de las organizaciones 
de la sociedad civil. Factores de riesgo social, como son el aban-
dono escolar, el embarazo adolescente y la dificultad de integra-
ción al mercado laboral, serían decisivos para la reproducción 
intergeneracional de conductas delictivas. 

Diagrama 7. Selección de entrevistas para el análisis del cuarto 
cluster de variables.

Fuente: Elaboración propia con Flourish.

•	 Quinto Cluster: Hace mención al “sistema penitenciario”, 
“control estatal del territorio” e “institucionalidad de justicia 
y seguridad”. El texto revisa las afirmaciones de expertos y 
expertas sobre rol del sistema penitenciario chileno para la 
disuasión de la comisión de delitos y su rol en la reinserción 
social de personas que los cometieron. El texto profundiza 
en las opiniones recogidas en las entrevistas respecto a cómo 
promover que las cárceles cumplan su función disuasiva, que 
impida el “contagio de conductas de riesgo” con población 
penal primeriza, evitar la reincidencia, promover la reinte-
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gración social y reducir los factores que facilitan el control 
penitenciario de bandas delictuales organizadas.

Diagrama 8. Selección de entrevistas para el análisis del quinto 
cluster de variables.

Fuente: Elaboración propia con Flourish.

Cluster 1. Territorio, Integración de Datos y Transparencia. Hacia 
un Estado más eficiente en la lucha contra el crimen organizado

La interoperabilidad de datos entre las instituciones del Estado, es una 
herramienta fundamental para combatir el crimen organizado. En un 
mundo cada vez más digitalizado y conectado, la capacidad de compar-
tir e intercambiar información de manera efectiva y segura, es vital para 
llevar a cabo investigaciones profundas y exhaustivas. En primer lugar, la 
interoperabilidad de datos permite una visión más completa y precisa de 
este flagelo que, por su propia naturaleza, es complejo y multifacético, im-
plicando una serie de actividades delictivas que a menudo se entrelazan. 
Al compartir datos entre instituciones, se puede obtener una imagen más 
completa del alcance y la naturaleza de estas actividades, permitiendo que 
las autoridades tomen decisiones más informadas y efectivas. 

Hablar de crimen organizado en Chile, o en cualquier otra parte del mun-
do, sin datos confiables, es un desafío considerable. Para comprender ple-
namente la magnitud y el alcance del problema, se necesita información 
precisa y completa. Sin embargo, la realidad muestra de que a menudo no 
se dispone de un diseño estadístico que permita sacar conclusiones sólidas 
a partir de los datos disponibles. Este es un problema que no sólo afecta 
la comprensión del problema, sino también, la capacidad para combatir 
de manera efectiva el crimen organizado. En Chile, en este sentido, como 
señalan expertos y expertas, existe un vacío preocupante en lo que respecta 
a la integración de datos:

El problema es que para hablar de crimen organizado no tenemos 
los datos, no tenemos datos, o sea, no tenemos un diseño estadístico 
que nos permita sacar conclusiones respecto de los datos que están 
disponibles, o sea, respecto de la situación que hay en Chile (EN 1). 

Y este vacío resulta de gran relevancia, porque la ausencia de datos está 
directamente relacionada a la posibilidad de describir con certeza dos co-
sas: la propia definición del concepto de crimen organizado en el contexto 
nacional, y la presencia efectiva en el territorio de crimen organizado. Res-
pecto a lo primero, en las entrevistas se señala que el crimen organizado 
tiene un concepto claro en la criminología, que puede entenderse desde 
dos perspectivas diferentes: organizaciones de crímenes y organizaciones 
que son criminales. Un ejemplo de esto es el robo de vehículos, que puede 
ser un crimen desorganizado o puede comenzar a organizarse, evolucio-
nando hacia operaciones más complejas como el tráfico de personas o el 
secuestro. Pero por la importancia que determinados delitos tienen para 
ciertas instituciones, las conceptualizaciones pueden variar. Por ejemplo, la 
definición policial a menudo se centra más en los delitos que en la estruc-
tura de las organizaciones. De modo que: 

[...] un problema especial con el tema de la definición y es que no 
tienes muchos datos. Entonces a mí una de las cosas que me pre-
ocupa acá en Chile es que los datos no son tan claros. Por ejem-
plo, tú puedes tener el dato de hurtos, hurtos denunciados, no 
sé, pero generalmente los crímenes vinculados a organizaciones 
más complejas son crímenes que se conocen por la preocupación 
policial (EN 2). 
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Luego, en lo que respecta a la detección del problema en el contexto 
nacional, se señala:

[...] el crimen organizado opera obviamente de distintos niveles 
a niveles macro, a nivel transnacionales y también a niveles mi-
cro, en términos de cómo el crimen organizado penetra como en 
el tejido social. Y la verdad, es que los datos que hay hoy en día 
disponibles en Chile, por lo menos como desde la rigurosidad que 
tratamos de tener en la Academia, no nos permite plantear o res-
ponder la pregunta que la prensa siempre nos hace, como: “¿Usted 
diría que le crimen organizado está instalado en Chile?”, yo diría 
“no sé” (EN 4).

La interoperabilidad de datos también puede mejorar la eficiencia de las 
investigaciones. Al tener acceso a una base de datos común, estas pue-
den evitar duplicar esfuerzos y concentrar sus recursos en áreas don-
de sean más necesarios. Esto no sólo ahorra tiempo y recursos, sino 
que también puede acelerar el proceso de investigación y aumentar sus 
posibilidades de éxito. Asimismo, la interoperabilidad facilita la coope-
ración y la colaboración entre diferentes instituciones estatales, que es 
esencial en lo que respecta al combate del crimen organizado. 

La integración de datos entre las instituciones estatales, desempeña un 
papel crucial en la gestión y control del territorio. Esto se sustenta en 
el hecho de que puede facilitar una respuesta más rápida y eficaz a las 
amenazas a la seguridad ciudadana. La delincuencia, el crimen organi-
zado y otros riesgos a la seguridad a menudo trascienden las fronteras 
institucionales y geográficas. En este sentido, es una herramienta fun-
damental para la prevención del delito. Al compartir y analizar datos, 
las instituciones estatales pueden identificar patrones de delincuencia 
y desarrollar estrategias de prevención más efectivas. Por ejemplo, los 
datos pueden ayudar a identificar áreas de alto riesgo de delincuencia 
o a predecir tendencias delictivas, permitiendo a las autoridades tomar 
medidas preventivas: 

[...] nadie sabe bien lo que está pasando en los barrios. La 
información que nosotros tenemos es que las personas están 
viviendo muy recluidas, muy encerradas, con mucho miedo y 
con muy poco acceso a ningún tipo de beneficio social. ¿Cómo 

se organiza la distribución del territorio en los barrios? Tam-
poco tenemos gran información, pero sí hay cierto control te-
rritorial (EN 4). 

La posibilidad del Estado, entonces, de abordar los territorios se 
ve disminuida por el desconocimiento de las complejidades de los 
propios territorios. No obstante muchos de los entrevistados y en-
trevistadas provienen del mundo académico que, si bien ha llevado 
adelante proyectos de investigación en los que se ha detectado la 
instalación de organizaciones de crimen organizado, lo que remar-
can es que no se cuenta con datos comparables provenientes de las 
propias instituciones estatales para hacer dicha afirmación. Como 
han planteado varios expertos entrevistados, la integración de datos 
en Chile es un proyecto que si bien se ha intentado, no ha tenido los 
frutos esperados. En este sentido:

Integrar sistemas, en Chile siempre estuvo el BUD que es este 
Banco Unificado de Datos que buscaba integrar todos los da-
tos del sistema de justicia, policía, gendarmería, aduana, y así 
otros. Y fue imposible, ha sido imposible porque las institucio-
nes tienen una inercia que hacen imposible que se flexibilicen 
para trabajar con otra (EN 1).

Tenemos ahí un primer elemento sobre el que se debe trabajar a fu-
turo: la flexibilidad de las instituciones para comunicarse de manera 
fluida con otras instituciones y sus sistemas de datos. Incluso, en las 
entrevistas agregan algo más a esta discusión, con expresión categó-
rica respecto a la interoperabilidad: 

Es un desastre. Tenemos el BUD, por ejemplo, que no funcionó, 
el Banco Unificado de Datos. En gran parte tiene que ver con 
los procesos de autarquía de las propias instituciones, especial-
mente las policiales que no quieren que se manejen los datos de 
uno a otro (EN 8).

Esto, evidentemente, nos abre un problema central, porque es cierto 
que el crimen organizado debería combatirse con la cooperación es-
tadística de las instituciones, pero cada una de ellas, especialmente las 
policiales, por lo sensible de la información que manejan, son celosas 
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de compartirlas con otras instituciones. Pero en juego, se encuentra 
un asunto central que es el de la identificación de los individuos que 
han cometido delitos y el conocimiento de su ubicación de manera 
más precisa. 

La integración de los datos, también puede contribuir a la transparen-
cia y la rendición de cuentas en el control del territorio y la seguridad 
ciudadana. Al compartir datos, las instituciones estatales pueden faci-
litar la supervisión pública de sus actividades, lo que puede promover 
la confianza en las instituciones y su legitimidad. A pesar de estas ven-
tajas, es importante tener en cuenta que la interoperabilidad de datos 
también plantea desafíos significativos. Entre ellos, la protección de 
la privacidad y la seguridad de los datos son de especial importancia. 
Es crucial garantizar que los datos compartidos sean seguros y que se 
utilicen de manera responsable y ética. 

Todos estos problemas que tienen que ver con identificación 
en el siglo XXI con tecnología, con sistemas interconectados a 
través del internet, y con bases de datos, de tiempos de trans-
parencia, nos devuelven a un antiguo problema, que es el de 
identificación (EN 10). 

Es vital identificar a los individuos que forman parte de las organiza-
ciones criminales. Esto no sólo implica recolectar información sobre 
los sujetos implicados, sino también comprender su papel y posición 
dentro de las estructuras de las organizaciones. Todo esto, en el reco-
nocimiento de un problema que, en tanto es novedoso, plantea nuevos 
desafíos que el Estado parecía haber controlado en el pasado.

Creo que estamos involucrando problemas que ya habíamos 
dado por superados: identificarnos, ubicarnos (EN 10). 

Tanto el problema de la ubicación como el de la identificación, es-
tán relacionadas con la presencia del Estado en los propios barrios. 
La presencia del Estado en ellos es un elemento esencial para la pro-
moción del desarrollo social y, al mismo tiempo, la lucha contra el 
crimen organizado. Desde la provisión de servicios básicos hasta la 
implementación de programas de inclusión social, el Estado desem-
peña un papel fundamental en mejorar la calidad de vida y garanti-
zar la seguridad de los residentes de los barrios. Comenzando con el 

desarrollo social, es crucial que el Estado invierta en infraestructura 
esencial como vivienda, salud, educación y servicios públicos. Ofrecer 
viviendas dignas, centros de salud bien equipados, escuelas de cali-
dad y servicios públicos confiables, resultarían pasos fundamentales 
para garantizar el bienestar de los residentes y promover la igualdad 
socioeconómica. Además, el acceso a estos servicios puede ayudar a 
mitigar algunos de los factores que contribuyen al crimen, como la 
pobreza y la exclusión social. 

[…] no tiene que ver con voy a tener tus datos para controlarte, 
vigilarte y castigarte, sino que voy a tener tus datos para ayu-
darte (EN 7). 

Y este es un mensaje que debiese estar presente de parte del Estado en 
los territorios. 

Junto con la inversión en infraestructura, el Estado también debería, 
según los expertos y expertas, implementar programas de inclusión 
social para apoyar a los grupos más vulnerables. Esto puede incluir 
programas de formación laboral para desempleados, iniciativas de 
apoyo a jóvenes en riesgo, servicios de asesoramiento para víctimas 
de violencia y programas de reintegración para personas con antece-
dentes penales. Al proporcionar oportunidades para mejorar su vida 
y participar activamente en la sociedad, el Estado puede contribuir 
a la prevención del crimen y a la construcción de comunidades más 
fuertes y resilientes. 

[…] si es que uno quiere ya a nivel más territorial, quiere im-
pedir que se metan narcos, o se meta el crimen organizado, lo 
que uno debiese buscar es que en Chile no haya espacios, barrios, 
poblaciones abandonadas por el Estado, o sea, la mejor estrategia 
preventiva para evitar la instalación del narco es que el Estado 
tenga servicios, tenga presencia, permita que las personas se de-
sarrollen, que tenga una biblioteca, una cancha de fútbol, no sé, 
un centro de ancianos en cada localidad pequeña, porque cuando 
eso no ocurre, esos servicios y todas esas carencias las empieza a 
proveer también las bandas de crimen organizado (EN 1).

Esta visión se ve reforzada en diversas entrevistas, donde se plantea la 
necesidad de mayor presencia del Estado en ciertos territorios: 
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[…] para que no sean tierra fértil, para el inicio de carreras de-
lictuales, prevención temprana; y la coordinación interinstitu-
cional, ¿para qué?, para la prevención temprana, información de 
Salud, de Educación, etcétera, para la persecución más efectiva, 
información de Gendarmería. O sea, la coordinación interins-
titucional y la prevención temprana, esos son los dos problemas 
mayores que tenemos (EN 9). 

Entonces, se vuelve evidente que la presencia del Estado en los barrios, 
también es esencial para combatir el crimen organizado. Esto implica 
no solo la vigilancia y el control policial, sino también, la inteligencia y 
la cooperación con las comunidades locales. Al trabajar en estrecha co-
laboración con los residentes, las autoridades pueden obtener informa-
ción valiosa sobre las actividades criminales y desarrollar estrategias de 
intervención. La lucha contra el crimen organizado, también requiere 
un enfoque de justicia penal eficaz y equitativa. Esto significa garantizar 
que los delincuentes sean llevados ante la justicia, pero también, que se 
respeten sus derechos y se les ofrezcan oportunidades para la rehabi-
litación. Al hacerlo, el Estado puede demostrar su compromiso con la 
justicia y el Estado de derecho, lo que puede contribuir a la confianza y 
la cohesión social, cuestión en la que los barrios en los que se insertan 
juegan un rol fundamental. 

La información integrada que proporcionan los datos, permite pensar, 
entre otras cosas, en los factores que inciden en la posibilidad de la de-
lincuencia. La escolarización, en particular, desempeña un papel vital 
en la formación de individuos y en la prevención de este fenómeno, en 
tanto proporciona un marco estructurado que puede desincentivar la 
participación en actividades delictivas. El Estado, al garantizar el acceso 
equitativo a la educación de calidad, puede reducir las desigualdades 
sociales que a menudo son factores contribuyentes a delinquir. Al pro-
porcionar oportunidades de educación a todos los niños, niñas y jóve-
nes, independientemente de su origen socioeconómico, el Estado puede 
ayudar a romper el ciclo de pobreza y delincuencia e, incluso, puede im-
plementar programas educativos específicos para prevenirlas. Pero para 
todo ello, necesita conocimiento, datos concretos sobre las realidades 
de los territorios y esos datos sólo pueden permitir lecturas adecuadas 
y agudas cuando son el resultado de la integración multidimensional. 

Presencia del Estado en territorios, eso es fundamental, pero 
también el identificar y tratar niños que concentran factores de 
riesgo de inicio de conductas delictuales, por ejemplo, deserción 
escolar, niños que están ahora, que tienen un problema gran-
de en Chile. ¿Qué pasa con los niños? El Estado de Chile sabe 
con nombre y apellido qué niños están yendo y qué niños no 
están yendo al colegio, esa información es la que el Ministerio 
de Educación tiene; le pagamos las subvenciones al colegio en 
función de eso, de cuántos niños están sentados en la sala cada 
día. Y toda esa información se carga en el sistema, entonces 
sabemos exactamente qué niños están yendo y quién no. Tiene 
que ser un programa no estigmatizante, no podemos ir y decir: 
“ese niño va a ser un delincuente”, no lo va a ser probablemen-
te, pero tiene riesgos y por lo tanto tenemos que reescolarizar. 
Ese es un tema (EN 9). 

Un tema particularmente delicado, que se desprende de la cita, es la 
posibilidad de que los datos sean utilizados para la estigmatización de 
los habitantes. Esto puede ocurrir cuando los datos se utilizan para 
hacer generalizaciones dañinas o discriminación hacia ciertos grupos 
de personas. El Estado tiene la responsabilidad de asegurarse de que 
los datos no se utilicen de esta manera, y de proteger a los ciudada-
nos de cualquier forma de discriminación basada en sus datos. Esto se 
puede lograr mediante una serie de medidas, como la anonimización 
de la información personal, la implementación de protocolos de uso 
de datos éticos, y la adopción de leyes y regulaciones que prohíban 
la discriminación basada en datos. Es fundamental afirmar, que cada 
ciudadano tiene derechos inherentes sobre sus datos personales. Esto 
incluye el derecho a la privacidad, el derecho a ser informado sobre 
la recopilación y uso de sus datos, el derecho a acceder a sus datos, y 
el derecho a corregir, borrar, o limitar el uso malicioso de sus datos. 
Estos derechos deben ser respetados y protegidos por el Estado, inde-
pendientemente de las necesidades desde las que se inició la recopila-
ción de datos.

Aparece en el horizonte, entonces, el gran problema de la transparen-
cia de los datos en todos los niveles. En el caso de las instituciones 
públicas, la transparencia implica permitir y facilitar el acceso a la 
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información sobre su funcionamiento, sus decisiones y sus transac-
ciones. Por ejemplo, si una empresa solicita un permiso para operar, 
todos los detalles relacionados con la entrega de dicho permiso deben 
ser accesibles y comprensibles para el público. Esto incluye la norma-
tiva que rige el otorgamiento del permiso, los criterios utilizados para 
evaluar la solicitud y la justificación de la decisión final. Cuando estas 
condiciones se cumplen, se vuelve mucho más difícil para una organi-
zación delictiva obtener beneficios indebidos. Si todos los detalles del 
proceso son transparentes y están disponibles para el escrutinio pú-
blico, la corrupción se puede detectar con mayor rapidez. Asimismo, 
la transparencia también actúa como un disuasivo, dado que las orga-
nizaciones delictivas serán menos propensas a intentar corromper un 
proceso que saben que está siendo vigilado de cerca.

Al contrario, cuanto más opacas son las instituciones, más susceptibles 
son a la corrupción. La opacidad crea un ambiente en el cual las irre-
gularidades pueden pasar desapercibidas, y los actos de corrupción 
pueden ser más difíciles de probar. En este sentido, la transparencia 
no solo es un antídoto contra la corrupción, sino también, una barrera 
preventiva. Además de la transparencia en los procesos y decisiones, 
es importante la transparencia en la rendición de cuentas. Las insti-
tuciones públicas deben ser responsables ante los ciudadanos, y este 
principio de responsabilidad requiere transparencia, donde funciona-
rios públicos respondan por sus acciones y los ciudadanos tengan los 
medios para pedir cuentas.

¿Cómo protegemos? Primero, transparencia, el mejor antídoto 
para la corrupción de instituciones públicas es la transparencia. 
Mientras más sepamos cuáles son las condiciones que le dan un 
permiso, por ejemplo, si fuera un permiso para operar en una 
empresa, si eso, si está todo transparente, se hace mucho más 
difícil para una organización delictual obtener beneficio, porque 
se va a saber que obtuvo el beneficio. Mientras más opaca sean 
las instituciones, más corrompible son. Primero, transparencia, 
eso es un súper antídoto (EN 9). 

Por último, existe una consecuencia de la integración de datos que 
guarda relación con la mayor complejidad que se le puede dar al pro-
blema del crimen organizado, la delincuencia y en general la seguri-

dad. Por ejemplo, la integración de datos juega un papel crucial en la 
determinación de qué delitos se deben perseguir. En un contexto en el 
que los recursos son limitados y la criminalidad es una realidad mul-
tifacética, es esencial tener una estrategia clara y basada en evidencia 
para la persecución de delitos. No todos los delitos pueden perseguir-
se con la misma intensidad, de modo que es importante priorizar en 
función del daño que cada delito puede causar a la ciudadanía. Los 
datos, en este sentido, proporcionan la evidencia empírica necesaria 
para tomar estas decisiones. Permiten identificar qué delitos están au-
mentando, cuáles representan una amenaza particular para la seguri-
dad pública, y cuáles tienen un impacto más dañino en la sociedad. 
Con esta información, las autoridades pueden establecer prioridades 
para la persecución de delitos, focalizando sus recursos en aquellos 
delitos que causan el mayor daño. De igual manera, la integración de 
datos de diferentes fuentes y departamentos, puede proporcionar una 
imagen más completa y precisa de la situación delictiva. Esto puede 
facilitar la identificación de patrones y tendencias, la predicción de 
futuros problemas y la evaluación del impacto de diferentes estrategias 
de persecución. 

¿Qué delitos vamos a perseguir? Es súper importante. No po-
demos perseguir todo por igual, hay delitos que ponen más en 
riesgo a la población, hay delitos que son más dañinos para la 
población. Entonces, lo primero es priorizar la persecución en 
función del daño que el delito hace a la ciudadanía, eso es fun-
damental (EN 9). 

Como conclusión de este apartado podemos decir, entonces, que la 
interoperabilidad y la integración de datos son un elemento clave en 
la definición, detección y lucha contra el crimen organizado en Chile. 
La capacidad de compartir y analizar datos de manera efectiva entre 
diversas instituciones y jurisdicciones, puede proporcionar una ima-
gen más completa y precisa del problema, permitiéndonos identificar 
patrones, prever tendencias y evaluar el impacto de diferentes estra-
tegias de prevención y persecución. Esto no solo optimiza el uso de 
los recursos disponibles, sino que, también, permite una respuesta más 
rápida y precisa a los delitos. Asimismo, puede facilitar la identificación 
de las áreas de mayor riesgo y los delitos que causan el mayor daño a 
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la sociedad, lo que a su vez puede ayudar a priorizar los esfuerzos de 
prevención y persecución.

Sin embargo, la integración de datos y la interoperabilidad presentan sus 
propios desafíos. Es crucial garantizar la protección de la privacidad y la 
seguridad de los datos, así como la transparencia y la rendición de cuentas 
en su uso. También es esencial que todas las partes involucradas, desde los 
encargados de hacer cumplir la ley hasta los responsables de la toma de 
decisiones, estén bien capacitadas para manejar y analizar estos datos de 
manera efectiva. A pesar de estos desafíos, el potencial de la integración 
de datos y la interoperabilidad para fortalecer la lucha contra el crimen 
organizado es innegable. Con la inversión adecuada, la formación y las 
políticas, se puede avanzar hacia un enfoque más inteligente, basado en 
datos y colaborativo, para prevenir el crimen organizado y promover el 
desarrollo de los territorios a través de la presencia del Estado.

Cluster.2. De los Flujos y los Territorios. Abordaje de la economía 
del crimen en base a la resiliencia institucional

En el curso de las entrevistas desarrolladas se hizo evidente un consenso, 
que con los datos disponibles en Chile, se puede caracterizar la situación 
actual como de complejización de los fenómenos criminales. Abona a esa 
perspectiva un conjunto de indicadores que muestran una mayor inten-
sidad del delito, que se refleja en el incremento de los métodos violentos, 
mayor circulación y uso de armas de fuego, más número de homicidios 
con imputado desconocido, y mayor presencia y poder territorial de ban-
das delictivas. Pero también, se detecta una creciente capacidad de los 
grupos criminales para organizarse, planificar sus actividades con mayor 
sofisticación y operar en distintos mercados —lícitos o ilícitos— lo que se 
aleja del “delito de oportunidad” que fue tradicional en Chile, para enfren-
tarnos a: 

[…] organizaciones criminales [que] son industrias (EN 2). 

En una mayoría significativa de las entrevistas, se identificó como 
una variable clave la economía del crimen, planteando la relevancia 
de entender qué es y cómo opera el crimen organizado en el país, 
para de esta forma dimensionar los alcances del riesgo al que está 
expuesto el país y que debería abordar la institucionalidad estatal de jus-

ticia y seguridad. Hay coincidencia en que, en términos generales, Chile 
cuenta con capacidades institucionales relativamente robustas para en-
frentar este desafío, pero a la vez, se estima que han existido desajustes 
institucionales de distinto tipo ante la capacidad de adaptación mos-
trada por los grupos criminales que operan en, o a través del territorio 
nacional. En este apartado, se aborda este cruce de variables que genera 
un nodo de interés prioritario para la estrategia que debiera implemen-
tar el Estado, para neutralizar la incidencia presente y futura del crimen 
organizado. Ello se complementa, con una priorización alta o media del 
control estatal del territorio como variable asociada, que implica hacerse 
cargo de la tendencia a la territorialización de los fenómenos criminales 
y su impacto en la vida cotidiana de las personas que habitan esas áreas. 

Parece existir un consenso amplio en que la criminalidad organizada en 
Chile está conformada, fundamentalmente, por grupos criminales na-
cionales de un tamaño más bien mediano, y que establecen, en ocasio-
nes, vínculos con organizaciones criminales transnacionales en torno a 
algún eslabón de las cadenas de actividad delictual. Lo más relevante, 
a juicio de la mayoría de los entrevistados y las entrevistadas, es cen-
trarse en los mercados ilegales en que operan esas organizaciones, que 
consisten, en buena medida, en el tráfico ilícito de personas y bienes, 
esto es, flujos o corrientes que, con frecuencia, traspasan las fronteras 
nacionales evitando los controles del Estado. Esta forma de abordar los 
fenómenos criminales, fue planteada de manera pionera por la Oficina 
de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC, por sus siglas 
en inglés) afirmando que: 

…los propios grupos se han vuelto menos importantes que los mer-
cados en que actúan. En este momento la delincuencia organizada 
parece no ser tanto un grupo de personas que participan en diver-
sas actividades ilícitas como un grupo de actividades ilícitas en 
que algunos particulares y grupos participan. Si esos particulares 
son detenidos y encarcelados, las actividades continúan, porque el 
mercado ilícito y los incentivos que genera se mantienen2.

2	 UNODC (2010). The Globalization of Crime. A Transnational Organized Crime Threat 
Assessment, United Nations Office on Drugs and Crime (UNODC / ONUDD). p. 3.
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Como se reitera por parte de los entrevistados, la actividad criminal 
organizada es una actividad “empresarial”, guiada por las condicio-
nes que pueden generar rentabilidad para su “modelo de negocios”, 
y que utiliza la violencia sólo en ciertos períodos o situaciones es-
pecíficas. Por ende, lo más relevante para todos los entrevistados, 
es identificar los mercados criminales que están estructurando la 
actuación de estos grupos delictuales en Chile, para de esta forma:

[…] intensificar la persecución dentro de mercados criminales 
(EN 10). 

Así, entender el panorama de la actividad delictual organizada en 
nuestro país, es clave para una política criminal efectiva que, como 
se verá más adelante, es destacada como una debilidad institucional 
del Estado.

Para contrarrestar esa debilidad, un primer factor relevante es en-
tender cómo funcionan los diferentes mercados, cuáles son las fases 
de la ‘cadena productiva’ delictual en cada uno de ellos, y en qué fase 
podría resultar atractivo instalarse en Chile. Los aportes de las en-
trevistas para identificar mercados criminales operativos en nuestro 
país, se pueden agrupar en base a la distinción entre mercados lega-
les intervenidos por acciones ilícitas (robo de madera, de cobre, de 
salmones, de medicamentos, de vehículos) y mercados ilícitos (trata 
y tráfico de personas, tráfico de armas, tráfico de drogas), que surgió 
en las entrevistas. Esa distinción permite señalar, además, que hay 
que superar el excesivo énfasis en el narcotráfico y entender que:

[…] los mercados en que puede estar operando el crimen orga-
nizado son mucho más amplios (EN 9).

Y que los grupos criminales operan, muchas veces, en varios de 
aquéllos, simultánea o sucesivamente.

Por otra parte, se debe considerar los ‘facilitadores’ que tiene Chile 
para convertirse en atractivo para la circulación en su territorio 
de los flujos de bienes y personas implicados por esos mercados 
criminales. En este punto, la mayoría de los entrevistados 
reconoce la permeabilidad de las fronteras nacionales, que fue 
denominado como:

[…] las porosidades que tiene el sistema, es un sistema muy poroso 
todavía (EN 8). 

Ello se manifiesta, a juicio de distintas entrevistadas y entrevistados, en 
controles no tan estrictos para que atraviesen la frontera —como destino 
o en tránsito— ciertos productos, o en las dificultades para controlar una 
frontera extensa en cuanto al ingreso de personas. Al respecto, señala la 
insuficiente inversión en infraestructuras y tecnologías en fronteras que, 
por mucho tiempo, realizaba el Estado, lo que sin embargo se está subsa-
nando para poder hacer más fiscalización. Con una visión más positiva 
de la fortaleza de las capacidades institucionales del país, en las entrevistas 
comparten que, no obstante, a nivel de servicio aduanero y de frontera: 

[…] hasta ahora [Chile] no se ha preocupado o enfocado en detectar 
economía ilícita a través de la frontera (EN 1).

Finalmente, entre los entrevistados existía consenso en que Chile 
resulta atractivo para un tipo de flujo esencial para la rentabilidad de las 
operaciones de los grupos del crimen organizado, esto es, los dineros 
generados ilícitamente. Al contar con una economía abierta, integrada 
a los circuitos del sistema financiero internacional, y con libertades para 
formar empresas, el país tiene condiciones favorables para los movimientos 
de dinero con el propósito de lograr el “lavado de activos”. En ese sentido, 
se señaló claramente que el país tiene cierta ventaja competitiva para un 
blanqueo de capitales eficaz, desde la perspectiva del crimen organizado, 
porque cuenta con credibilidad internacional en el sistema financiero 
nacional. En efecto, se sostuvo que:

Chile tiene un mercado financiero robusto a la vista de otros países, 
pero al parecer es bastante feble en los controles, en las instituciones 
que tenemos haciendo monitoreo de ese blanqueo (EN 9). 

En cuanto a las causas de dicha debilidad, los entrevistados presentan 
un mayor grado de disenso en sus argumentaciones. En ese sentido, 
en algunas entrevistas se puso el énfasis en:
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[…] la desregulación, porque Chile tiene una economía muy 
neoliberal (EN 4). 

Mientras que otros entrevistados y entrevistadas consideran que obede-
ce a que el país cuenta con:

[…] un sistema de fiscalización que todavía es nuevo, que está 
bien calificado internacionalmente, pero que no está enteramente 
maduro (EN 6). 

Hay coincidencia general, no obstante, en que es necesario ajustar esas 
debilidades institucionales, sean de regulación y/o de fiscalización, para 
impedir que nuestro país se consolide como un buen lugar para las ope-
raciones de blanqueo de las organizaciones criminales. 

Ahora bien, una comprensión de las dinámicas de la criminalidad or-
ganizada no se limita a entender los flujos que circulan en los mercados 
ilícitos, sino también, que requiere considerar el enraizamiento terri-
torial de los grupos delictivos. Esta es una observación en la que existe 
acuerdo entre los entrevistados ya que:

[…] el crimen organizado se manifiesta, primero, en los territorios 
(EN 9). 

Tomando ciertas zonas, ciertos barrios, mediante diversas formas que 
le aseguran algún grado de control geográfico a expensas de las comu-
nidades y del Estado. En este sentido, es pertinente la distinción que se 
planteó en las entrevistas, entre dos tipos de hot spots (puntos calientes) 
en la actuación del crimen organizado: las zonas donde se asienta (se-
des) y las zonas donde comete delitos (área de operaciones). En estas úl-
timas, el control de la zona tiene que ver con las necesidades funcionales 
del “negocio”, el que se desplaza de manera flexible hacia otras áreas si 
surgen dificultades. Por ello, una intervención policial allí arriesga ex-
ternalidades que el delito se mueva a otra zona cercana o alejada. Por el 
contrario, si se actúa sobre una zona donde está implantado localmente 
un grupo criminal, existe menos “elasticidad”, por lo que se defiende el 
territorio de otra manera y, además, existe una tendencia a retornar a 
ese mismo espacio local tiempo después.

En este caso, hay una tendencia a que esos territorios se conviertan en 
lo que la literatura ha denominado “áreas grises”, esto es, “determinadas 

porciones de un territorio […] que sirven de refugio y santuario a orga-
nizaciones terroristas y criminales —a menudo vinculadas entre sí— que 
evolucionan en el lugar con total impunidad, apoyándose en parte de la 
población local”3.

Los entrevistados y entrevistadas coinciden, en que en toda la geogra-
fía nacional es posible encontrar barrios, zonas, que empiezan a ser 
controladas por grupos criminales para situar ahí la sede de sus acti-
vidades. Para ello, recurren ocasionalmente a la violencia y el uso de 
armas de fuego, sobre todo, si están en un período de disputa con otro 
grupo, pero, a la vez, hay que entender que frecuentemente existen 
vínculos de familiaridad con las personas y la comunidad que habita 
ese territorio. 

[…] normalmente [el líder de la organización delictual] es un 
vecino conocido que les da beneficios a otros vecinos (EN 9). 

No corresponde, por tanto, a alguien que se toma el territorio por la 
fuerza y echa a los demás vecinos. 

Esas condiciones permiten que sea un espacio seguro para tener su 
sede, un lugar para el almacenamiento de los productos con que trafi-
ca y para protección personal, familiar y de los activos que genera. Por 
ello, también, existe esa “inelasticidad” respecto a desplazarse a otro 
territorio, regresando una y otra vez tras una redada policial lo que, 
como señalan en las entrevistas: 

[…] no puede ser, obviamente, por la nostalgia, sino que tiene 
que ver con redes de protección y de confianza y lealtad que no 
se encuentran fácilmente en otro lugar (EN 6).

En las entrevistas se evidencia un consenso en que la consolidación de 
estas “áreas grises” es contracara de la debilidad en el control estatal 
del territorio. En especial, se expresa en un cierto abandono del Estado 
a las comunidades de barrios periféricos, donde la presencia de ser-
vicios e infraestructuras públicas es escasa, y el espacio público local 
es muchas veces ‘capturado’ por los grupos delictuales que dominan 

3	 Bartolomé, M. (2013). Una visión de América Latina desde la perspectiva de la agenda 
de la Seguridad Internacional contemporánea. En Relaciones Internacionales, 23. pp. 35-
64, pp. 41-42.
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la zona para sus actividades, o en otros casos, para celebrar eventos 
comunitarios (deportivos, culturales, etc.) con su patrocinio. A través 
de este tipo de actuaciones, los grupos criminales tienden a ‘fidelizar’ 
a la población de esos barrios, incrementar la valoración positiva o, al 
menos, no crítica de su actividad, y abonar un terreno más fértil para 
el reclutamiento de jóvenes que generan cierta identificación y sirven 
como ‘soldados’ en sus organizaciones. 

Sin embargo, también se coincide en que la debilidad del control te-
rritorial del Estado es relativamente acotada en nuestro país, en com-
paración a otras realidades de la región. En efecto, existen numerosos 
territorios en que grupos criminales logran un control territorial es-
porádico, en ciertos horarios del día o en ciertos momentos puntua-
les. Pero no ocurre, salvo excepciones, que haya zonas de las cuales 
está completamente excluido el Estado, en especial por la existencia 
de vínculos con los municipios a través de distintos programas muni-
cipales. Por tanto: 

[…] donde hay mayores niveles de control territorial [del crimen 
organizado], me atrevería a decir más por el abandono policial 
o el abandono del Estado o una cierta convivencia con las insti-
tuciones del Estado (EN 2).

En este sentido, por una parte, parece relativamente auspiciosa en 
cuanto a las opciones de intervención estatal para revertir esa pérdida 
relativa de control territorial, ya que como se sostiene en las entre-
vistas, es muy importante el timing con que el Estado interviene. Se 
podría evitar enfrentarse a situaciones bastante más críticas, lo que 
hace que: 

[…] uno no entra en las condiciones que esperaba entrar (EN 3). 

O, en otras palabras, ve reducido el rango de alternativas. No obstan-
te, por otra parte, el Estado chileno ha realizado intervenciones en los 
“barrios críticos” desde hace dos décadas, como recuerdan algunos 
entrevistados y entrevistadas, sin lograr revertir esa criticidad y, a la 
vez, otros territorios se han vuelto “críticos”. En base a las lecciones 
de esas experiencias, en varias entrevistas se sostienen que una es-
trategia de intervención debería ir más allá de lo policial, orientarse 

a la prevención a partir de generar condiciones para reactivar el te-
jido social (juntas de vecinos, clubes deportivos, etc.) y presencia de 
servicios públicos (biblioteca, centro de salud, registro civil, jardín 
infantil, etc.), con:

[…] una mayor capacidad local de los municipios para trabajar 
en la prevención del involucramiento [de los jóvenes] en estas 
carreras criminales que deriven en cosas más complejas (EN 2). 

A este respecto, se destacó el aporte positivo que puede derivarse de 
un proyecto de ley incluido dentro de la “agenda legislativa de segu-
ridad”, que otorga facultades en materia de prevención del delito a 
los municipios.

Un segundo ángulo para el análisis del control estatal del territorio, 
está asociado con las manifestaciones del crimen organizado a que 
están expuestas las personas y comunidades, y el nivel de temor que 
ello induce: 

[…] la percepción del temor se construye por muchas cosas que 
no son delitos [tales como] escuchar fuegos artificiales, que te 
hagan un peaje para pasar a tu casa, que estés en un balacera; 
todo eso no son delitos en sí mismo (EN 7). 

Además, esas manifestaciones se complementan con un despliegue 
simbólico de lo que se ha bautizado mediáticamente como “nar-
co-cultura”, ocupando el espacio público con murales, mausoleos, etc. 
que, más allá de ser expresión de una estética y unos valores:

[…] son una expresión de poderío (EN 1). 

Y de capacidad de imponerse en ese territorio.

En este punto, las opiniones de los entrevistados son más divergentes 
respecto a la relevancia de la intervención del Estado para recuperar 
los espacios ‘copados’ por la cultura criminal. Para la mayoría, en todo 
caso, es importante que el Estado se imponga en el territorio, lo que 
implica echar abajo esos lugares ‘tomados’, con un probable impacto 
positivo para la población que vive en esos territorios o que se ven 
afectados por las distintas manifestaciones del crimen organizado que 
les generan temor. Pero la intervención territorial del Estado, es un 
consenso general, no puede limitarse a:
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[…] la destrucción y desinstalación (EN 10).

Sino que hay que ofrecer alternativas, presencia estatal permanente, 
con infraestructuras y servicios. 

Por cierto, los entrevistados y las entrevistadas divergen en el énfasis que 
otorgan a estas dos líneas de intervención del Estado, la de control policial 
y la de presencia de servicios. Por una parte, un grupo destaca la relevancia 
prioritaria del primer factor, toda vez que:

[…] es muy difícil penetrar con políticas que favorezcan la cohesión 
social si está todo tomado (EN 3).

Aunque después se requiera una presencia estatal con los servicios y un 
acompañamiento que, a su vez, permitirá detectar si aparecen nuevos 
focos de criminalidad en el territorio. El otro grupo sostiene, que crear 
presencia del Estado en los territorios no puede limitarse a construir 
infraestructura pública, sino que es fundamental cómo se administra, y 
los programas y actividades que se organizan en ellas, para vincularlas 
con una activación de la propia comunidad y evitar su ‘captura’ por las 
organizaciones delictuales.

En materia de control estatal del territorio, por tanto, un factor central 
consiste en fortalecer la presencia pública, del Estado, en toda la geografía 
nacional. Pero, un segundo factor dice relación con el control de fronte-
ras para fiscalizar adecuadamente los flujos de bienes y personas que en-
tran y salen del país, es decir, para intervenir sobre los flujos clave para la 
economía del crimen y la operatoria de las organizaciones delictuales. En 
este sentido, es un consenso general entre los entrevistados que Chile debe 
reducir la permeabilidad de fronteras, e incrementar sus capacidades de 
detección, ante el desarrollo de prácticas criminales que tienden a la trans-
nacionalización. Asimismo, prevalece la percepción de que, antes que un 
problema legislativo, se trata de debilidades institucionales del Estado, de 
su sistema de seguridad y justicia, incluido los servicios de control fronteri-
zo —aduanas, migraciones, entre otros—. En primer lugar, se pone énfasis 
en la necesidad de mayores recursos, para dotar de mejor infraestructura 
y más tecnología a puertos y aeropuertos. De ese modo, se mejora la capa-
cidad de conocer con oportunidad y certeza qué bienes entran y salen del 
país, lo que disuadiría a los grupos criminales de usar los pasos nacionales, 
porque se reduce la rentabilidad de esos tráficos ilícitos. 

Por otra parte, distintos entrevistados y entrevistadas han destacado la re-
levancia de reforzar la capacitación y especialización de funcionarios, así 
como, mejorar la coordinación interinstitucional. 

[…] se puede mejorar eso, hay muchos lugares de mejora; enton-
ces, antes de tanta construcción legislativa […] lo que más nos 
cuesta como sociedad es meternos en la parte de la burocracia en 
el sentido positivo del sistema (EN 8). 

Estas prioridades de fortalecimiento de la institucionalidad pública de 
control de fronteras aplican, igualmente, en materia de circulación de 
personas, es decir, para abordar el fenómeno migratorio. Al respecto, los 
entrevistados coinciden, además, en la importancia de la coordinación 
internacional para abordar los problemas de identificación de personas:

Generando mecanismos de reciprocidad en la entrega de informa-
ción delictiva de personas que está llegando a Chile (EN 1).

En relación con el control de los flujos de la economía del crimen que 
circulan a través del territorio nacional, existe consenso en la relevancia 
de regular y fiscalizar los movimientos de capitales que pudieran resul-
tar en lavado de activos. Al respecto, los entrevistados destacan que es 
importante fortalecer institucionalmente las agencias del Estado encar-
gadas de hacer inteligencia financiera, por tanto consideran que:

La Unidad de Análisis Financiero (UAF) es la institución más so-
fisticada en temas de crimen organizado (EN 8).

Además, agregan que ésta cuenta con buen desarrollo de la coordina-
ción internacional para intercambio de datos. Sin embargo, existe coin-
cidencia en que dotar de mayores recursos a la UAF, incorporar más 
personal especializado para seguir la “ruta del dinero” sería una me-
dida eficaz para impedir que los activos mal habidos se blanqueen en 
el territorio nacional, lo que implicaría una institucionalidad estatal 
más robusta. 

En este punto, adicionalmente, algunos entrevistados señalaron la 
importancia de mejorar algunos instrumentos regulatorios, que per-
mitan fiscalizar y perseguir esta operatoria del crimen organizado. 
Entre las medidas propuestas en el plano del control, se sostuvo en 
las entrevistas la necesidad de modificar los niveles de protección del 
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secreto bancario para permitir mayor eficacia de la trazabilidad de 
las transferencias sospechosas en la labor de inteligencia financiera. 
Por su parte, también se planteó la importancia de reforzar la insti-
tucionalidad creando:

[…] una agencia que tenga que ver con el tema de los patrimo-
nios y comisos del crimen organizado (EN 8). 

Este sería un eslabón, que complemente la trazabilidad de los di-
neros con la persecución de esos activos y recursos financieros de 
origen ilícito, aspecto, este último, que ha tenido un avance con la 
nueva legislación de crimen organizado.

Ante el incremento de la complejidad criminal, distintas entrevistadas 
y entrevistados han señalado que existen debilidades en la institucio-
nalidad estatal de justicia y seguridad que, en última instancia, obe-
decen a carencias sistémicas. En ese sentido, en las entrevistas se res-
cata que el país cuenta con capacidades institucionales relativamente 
robustas pero, sin embargo, las distintas agencias no operan regular-
mente como un sistema. Entre los factores más relevantes para ello, se-
ñalan algunas deficiencias en la estructura organizacional, problemas 
de coordinación interinstitucional, y un abordaje poco sistemático de 
los objetivos y prioridades en materia de política criminal. 

En primer lugar, para que el Estado fortalezca sus habilidades de 
detección y persecución del crimen organizado, existe coincidencia 
entre entrevistados y entrevistadas en que se requiere un concepto 
de política pública criminal más integral, no centrada meramente en 
lo legislativo penal. Esta tendencia, como emergió en las entrevistas, 
está encadenada con la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible, en 
particular con el ODS 16 que aspira a lograr paz, justicia e instituciones 
sólidas4. Al respecto plantean que:

[…] dentro de este objetivo, que el enfoque de la seguridad públi-
ca ya no debe ir apuntando a tipos penales, sino que en relación 
a un abordaje más omnicomprensivo que tiene que ver con lo 
que denominamos fenómenos criminales (EN 10). 

4	 Naciones Unidas (2015). Resolución 70/1. Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible. Aprobada por la Asamblea General en su 70° período de sesio-
nes, 25 de septiembre de 2015. Naciones Unidas A/RES/70/1.

En la perspectiva de la mayoría de los entrevistados y las entrevista-
das, este cambio de foco es especialmente necesario para que la ins-
titucionalidad aborde eficazmente la investigación y persecución de 
crímenes vinculados a organizaciones delictuales complejas. Este tipo 
de crímenes, como señalara la UNODC, “a diferencia de los delitos 
“convencionales” (como el asesinato, la violación y el robo), los ciuda-
danos rara vez recurren a la policía con denuncias sobre delincuencia 
organizada […] Por consiguiente, la mayor parte de las actividades de 
la delincuencia organizada es objeto de la atención de la policía cuando 
esta se esfuerza activamente por investigarlas”5.  

En otras palabras, se requiere algún tipo de priorización de política 
criminal y, en el caso de la institucionalidad de justicia y seguridad en 
Chile, los entrevistados y las entrevistadas coinciden en que ello no 
opera sistémicamente sino que, 

[…] en Chile no tenemos una política criminal, sino que cada 
institución define sus objetivos de forma particular (EN 2). 

Asimismo, esta deficiencia institucional conduce a una persecución 
reactiva, concentrada en los delitos específicos más que en el entra-
mado criminal más amplio, que se enfoca en los eslabones más débiles 
pero no escala la investigación para detectar, perseguir y desarticular 
toda la cadena delictual y, por ende, la organización criminal involu-
crada. En este sentido, algunos entrevistados y entrevistadas, centran 
la atención en la Fiscalía como eje del sistema de investigación crimi-
nal señalando que 

El principal problema […] no está en la cantidad, sino que está 
en la capacidad y la priorización [ya que] no hay ningún país 
que persiga todo (EN 9). 

Por ello, plantean que el problema está en el funcionamiento de esta 
institución, y del sistema institucional que debe liderar, debido a que 
hay incentivos mal puestos como indicadores de logro o éxito, por lo que 
se requiere:

[…] incentivos claros que los hagan subir a desarticular organiza-
ciones delictuales (EN 9).

5	 UNODC (2010). Op. Cit. p. 1.
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En ese mismo orden de ideas, hay una valoración positiva general, por 
el proyecto de ley de creación de una Fiscalía supra-territorial con atri-
buciones para investigar los delitos complejos. Señalan al respecto, que 
contar con una agencia de este tipo modificará la gobernanza de la po-
lítica de persecución de este tipo de delitos, dándole ciertos lineamien-
tos sistémicos más allá de cada fiscalía regional, lo cual significaría un 
avance. Sin embargo, algunos entrevistas y entrevistadas advierten que, 
más allá de crear esta nueva estructura es esencial el modo de imple-
mentarla, diseñando:

[…] los incentivos apropiados para que las voluntades del sistema, 
que son personas las que lo operan al final, converjan hacia la 
resolución más efectiva de las causas (EN 9). 

Por último, en este ámbito de coordinación interinstitucional para la 
investigación y persecución criminal, en las entrevistas destacaron la 
necesidad de reforzarla, articulando de mejor manera el trabajo de la 
Fiscalía y de la policía investigativa. A este respecto, además, se refirie-
ron a la importancia de una reforma policial que resuelva el problema 
de la especialización de funciones entre una policía más vinculada a la 
comunidad, que sería Carabineros, y una con funciones investigativas, 
que correspondería a la Policía de Investigaciones (PDI), lo que permi-
tiría concentrar los recursos y las capacidades institucionales asociadas 
a la inteligencia criminal.

En un plano más político, de orientación general de las definiciones de 
política pública criminal en materia de delitos complejos, los entrevis-
tados entienden que hay un paso inicial a nivel país con la formulación 
de una estrategia nacional contra el crimen organizado. En ese sentido, 
con una mirada centrada en la experiencia comparada en la región, se 
desatacó que: 

Chile, con el impulso de esta política nacional contra el crimen 
organizado se ha diferenciado respecto a otros países, en cuanto 
a ponerle especificidad y foco a un tema tan específico como el 
crimen organizado (EN 11). 

Asimismo, muestran una tendencia a valorar el proyecto de ley que crea 
el Ministerio de Seguridad Pública como un paso relevante para fortale-

cer la institucionalidad estatal de justicia y seguridad, dotando al siste-
ma de un centro coordinador y un espacio decisorio especializado. 

Más allá de contar con una nueva estructura Ministerial, lo relevante 
es el modo de funcionamiento y las competencias con que cuente este 
nuevo Ministerio. En concreto, plantean en las entrevistas que debería 
cumplir un rol de coordinación y articulación sistémica de todas las 
instituciones con responsabilidad en materia de seguridad, para es-
tablecer las prioridades como sistema interinstitucional, sin por ello 
afectar la autonomía de cada institución. Por otra parte, debe diseñar, 
implementar y evaluar las políticas públicas en materia de prevención, 
protección y persecución del delito, lo que además requiere dotar de 
los recursos y el personal especializado a esta nueva institucionalidad 
para desempeñar eficazmente estos roles. Finalmente, existe coinci-
dencia entre los entrevistados y las entrevistadas, en la necesidad de 
fortalecer los mecanismos anticorrupción como un factor transversal 
para una institucionalidad estatal más robusta ante el desafío de la 
criminalidad organizada. En efecto, la experiencia comparada mues-
tra que existe el riesgo real de la posibilidad de que las organizaciones 
delictuales “penetren” al Estado y,

[…] sobre todo a la institucionalidad que los persigue (EN 3). 

Este hecho, resulta un facilitador para el desarrollo de las actividades ilí-
citas de la economía del crimen. En consecuencia, se requiere fortalecer 
las capacidades de las instituciones públicas para prevenir y proteger a sus 
funcionarios de los mecanismos corruptores que utiliza el crimen organi-
zado. Para ello, destacan los entrevistados y entrevistadas, en primer lugar 
la necesidad de incrementar la transparencia institucional ya que,

[…] mientras más opacas sean las instituciones, más corrompibles 
son (EN 9). 

Por otra parte, advierten la necesidad de protección de los funciona-
rios, no sólo ante intentos de cooptar con “recompensas” sino, sobre 
todo, de corromper mediante temor y amenazas, lo que hace relevante 
contar con instrumentos como la protección de denunciantes y/o la 
delación compensada. 
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En definitiva, el Estado de Chile se ha visto enfrentado a una criminalidad 
más compleja y más organizada, que opera en torno a tráficos ilícitos que 
circulan a través de las fronteras, pero también, que se asienta y controla 
territorios. Ante este desafío, distintos entrevistados y entrevistadas han 
evidenciado distintos tipos de desajustes institucionales en su estructura y 
coordinación interagencial, en el enfoque sistémico de la política pública 
criminal, en la dotación y focalización de recursos, en la capacitación y 
especialización de los funcionarios, en la robustez de los mecanismos an-
ticorrupción, entre otras. Más allá de algunas manifestaciones en el plano 
legislativo, se requiere una evaluación integral de la resiliencia institucional 
del país ante el crimen organizado. Este propósito, presente en la Iniciativa 
Global contra el Crimen Organizado Transnacional6, se orienta a identifi-
car las debilidades en las distintas dimensiones y fortalecer integralmente 
las capacidades institucionales del Estado para dotarlo de mayor eficacia y 
legitimidad en el combate a la criminalidad organizada.

Cluster 3. Integración e Interoperabilidad de Datos. Para una 
Cooperación Internacional eficiente ante el crimen organizado

La integración e interoperabilidad de datos en la cooperación interna-
cional, es un factor clave para combatir eficazmente el crimen organi-
zado, especialmente, en el contexto de la lucha contra el narcotráfico 
y la trata de personas. En este caso, se refiere fundamentalmente a la 
capacidad de diferentes sistemas y tecnologías de países para traba-
jar juntos y compartir información relevante sobre organizaciones e 
individuos relacionados con actividades delictuales o criminales que 
pueden traspasar las fronteras. Esto permite a las fuerzas de seguridad 
de estos países compartir información de inteligencia, lo que puede 
acelerar las investigaciones y facilitar la detección y prevención de ac-
tividades delictivas.

6	 La Iniciativa Global contra el Crimen Organizado Transnacional (GI-TOC, por sus 

siglas en inglés), es una organización no gubernamental independiente, conformada por 
una red de profesionales expertos de todo el mundo en distintos aspectos del crimen 
organizado. Ha realizado actividades de estudio y reflexión orientadas a lograr estrategias 
y respuestas innovadoras frente a la delincuencia organizada, desarrollando el Global 
Organized Crime Index que mide la incidencia del crimen organizado y la resiliencia 
institucional de los países, y trabaja en estrecha colaboración con las Naciones Unidas 
y otras instituciones internacionales y académicas. Ver: GI-TOC, Global Initiative. Our 
Story, https://globalinitiative.net/about-us/our-story/ [acc. 16/11/23].

La relevancia de la interoperabilidad de datos en la lucha contra el 
crimen, radica en el hecho de que el crimen organizado no conoce 
fronteras. Los grupos criminales operan a menudo a través de diferen-
tes países, lo que dificulta su detección y persecución. Al compartir 
datos de manera eficiente y efectiva, las fuerzas de seguridad pueden 
mantenerse un paso adelante de estos grupos criminales. Al cooperar, 
los países pueden unir recursos y conocimientos para enfrentar a los 
criminales de manera más eficaz. Dicha  cooperación puede tomar di-
versas formas, desde el intercambio de información y la colaboración 
en investigaciones hasta la extradición de sospechosos y la implemen-
tación conjunta de políticas de seguridad.

Varios de los entrevistados y las entrevistadas indicaron que era ne-
cesario avanzar hacia una mayor integración de los datos de forma 
cooperativa entre las policías de Chile, Argentina, Bolivia y Perú. Si 
bien existen desafíos, como las barreras tecnológicas, la disparidad de 
recursos y las leyes sobre privacidad, los beneficios de la integración 
de datos pueden ser relevantes. Aun así, debemos tener en cuenta la 
realidad de Chile, su posición geográfica específica respecto al crimen 
organizado y las necesidades de seguridad propias del país. 

Chile, al igual que otros países, tiene un mercado consumidor de dro-
gas, pero es importante matizarlo. Si bien es cierto que existe consumo 
de drogas en la nación, el tamaño de este mercado es proporcional al 
tamaño de la población y al poder adquisitivo de la misma. El país 
cuenta con una población cercana a los 19 millones de habitantes, una 
cifra considerablemente menor en comparación con otros de gran ta-
maño, como Brasil o México. Esto influye en el volumen de consumo 
de drogas en el país. Por lo tanto, a pesar de que existe un mercado de 
drogas, su tamaño es limitado y no resulta tan atractivo para los gran-
des carteles del narcotráfico que buscan mercados de grandes dimen-
siones y con altos niveles de consumo. En el mismo sentido, el poder 
adquisitivo de la población también es un factor clave. La capacidad 
de los consumidores para adquirir drogas de alto valor es limitada. 
Aunque todos los estratos socioeconómicos pueden verse afectados 
por el consumo de drogas, las drogas de alto valor, normalmente, se 
dirigen a una población con un poder adquisitivo más alto. Aunque 
ciertamente existen consumidores de drogas en Chile, las caracterís-
ticas demográficas y económicas del país hacen que el mercado de 
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drogas sea menos atractivo para los grandes carteles de narcotráfico 
en comparación con otros mercados más grandes y lucrativos. 

¿Tenemos un mercado consumidor de droga? Sí, en Chile se con-
sume droga, pero somos muy pocos habitantes, entonces hacer 
un esfuerzo de entrar a Chile para vender ese volumen de droga 
que se puede vender en Chile, pareciera tampoco ser atractivo, 
porque no tenemos un volumen de consumo, porque no tenemos 
población suficientemente grande con un poder adquisitivo para 
comprar drogas de alto valor (EN 9). 

Esto no niega la existencia de un problema de drogadicción en el país, 
que debe ser abordado con políticas públicas efectivas y programas de 
prevención y rehabilitación. Sin embargo, en términos de economía 
del narcotráfico, Chile no es un mercado principal. También cabe des-
tacar que la percepción de que el país no es un mercado atractivo para 
las drogas de alto valor, puede ser un arma de doble filo. Si bien puede 
desincentivar a los grandes carteles de narcotráfico, también puede 
conducir a un aumento en el tráfico y consumo de drogas de menor 
valor, pero igual o mayormente dañinas.

La cooperación internacional en materia de asistencia penal enfrenta 
numerosos desafíos. El primero de estos, y uno de los principales, es la 
identificación precisa y confiable de individuos y organizaciones. Este 
desafío se torna aún más complejo cuando los individuos presentan 
identificación de un país cuyo sistema de integridad o de autentici-
dad de datos se desconoce. Cuando un individuo se presenta con una 
identificación de otro país, surge la incógnita sobre la autenticidad de 
dicha identificación. Las diferencias en los sistemas de identificación 
entre países, la posibilidad de falsificaciones y el desconocimiento 
del sistema de integridad del país de origen, plantean una serie de 
desafíos para la verificación de la identidad del sujeto. En este sen-
tido, la cooperación internacional juega un papel fundamental, ya 
que permite el intercambio de información y la verificación de datos 
a través de canales oficiales. Parte de la solución a este problema ra-
dica, en la creación de un sistema de cooperación internacional más 
eficiente, que permita la verificación rápida y precisa de las identi-
ficaciones extranjeras. Esto podría implicar la creación de bases de 
datos compartidas, la estandarización de los sistemas de identifica-

ción, y la implementación de tecnologías de verificación de identi-
dad más avanzadas. 

El segundo desafío tiene que ver con la capacidad de ubicar rápida-
mente a un individuo que tiene medidas cautelares o que una vez que 
ha recuperado su libertad, mantiene restricciones de desplazamiento 
internacional. Este problema es particularmente relevante en el caso 
de los delincuentes internacionales, que pueden moverse fácilmente 
entre países y evadir la justicia. Es crucial, en este sentido, mejorar 
los sistemas de seguimiento y vigilancia. Esto podría incluir la imple-
mentación de tecnologías de rastreo más sofisticadas, la mejora de los 
sistemas de intercambio de información entre países, y la creación de 
protocolos de cooperación internacional para la búsqueda y captura 
de delincuentes. Estos desafíos subrayan la importancia de una coo-
peración internacional sólida y efectiva en materia de asistencia penal. 
A través de la colaboración y el intercambio de información, los países 
pueden superar estos obstáculos y mejorar su capacidad para comba-
tir el crimen internacional. 

Uno de los principales desafíos de la cooperación internacional, 
en materia de asistencia penal, tiene que ver con identificar. 
¿Cómo sé yo que este sujeto que se presenta ante mí con un DNI 
o con un plástico de otro país, cuyo sistema de integridad o de 
autenticidad de la identificación, desconozco en confianza. Y lo 
segundo es, una vez que ese sujeto recupera la libertad, ¿estoy en 
condiciones de poder ubicarlo rápidamente? (EN 10).

Asimismo, también se señala, que:

Chile es un país ordenado, así lo percibimos nosotros, donde las 
instituciones funcionan y donde el sistema registral de la identi-
dad de las personas debería funcionar bien. La pregunta es, en 
un contexto globalizado, ¿hay confianza de que los países vecinos 
—Argentina, Perú, Bolivia, Ecuador, Brasil, Colombia, Vene-
zuela, Haití o República Dominicana—, de donde viene la prin-
cipal cantidad de imputados investigados por delitos de crimen 
organizado, tienen sistemas que sean confiables para el cotejo de 
la identificación y de la ubicación? (EN 9).
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Esta reflexión merece atención. Chile se percibe a sí mismo como un 
país ordenado, con instituciones sólidas y un sistema registral de iden-
tidad eficaz. No obstante, en el contexto de la cooperación internacio-
nal, Chile se ve obligado a interactuar y confiar en los sistemas de otros 
países, lo que puede presentar inconvenientes. Por un lado, el nivel de 
confiabilidad de los sistemas de identificación y ubicación varía de un 
país a otro. Mientras que algunos países como Argentina, Brasil y Co-
lombia han hecho avances significativos en este sentido, otros pueden 
enfrentar rezagos en términos de infraestructura, tecnología y gober-
nabilidad que pueden afectar la confiabilidad de sus sistemas. Por otro 
lado, incluso si los sistemas de identificación y ubicación son confiables, 
existen otras debilidades, como la posibilidad de corrupción, la falta de 
cooperación o la falta de recursos para implementar y mantener estos 
sistemas. Si bien es posible que exista confianza en los sistemas de al-
gunos países, es igualmente probable que existan dudas legítimas sobre 
la confiabilidad de los sistemas de éstos. 

Nosotros tenemos varios problemas. Uno de ellos es que hay har-
ta desconfianza entre las instituciones policiales, ya sea por los 
temas de corrupción, geopolíticos, en fin, ese es uno. Dos, que 
no todas las policías tienen capacidad de respuesta, por ejemplo, 
con los ciber robos, si a alguno de ustedes le hacen un ciber robo 
y llama, hace la denuncia te dicen: “Ah, el IP es de Brasil y en 
Brasil nadie contesta”. Entonces no todas las capacidades son las 
mejores (EN 2). 

Desde esta perspectiva, se vuelve crucial el fortalecimiento de la coo-
peración internacional, no solo en términos de compartir información, 
sino también, de ayudar a mejorar los sistemas de identificación y ubi-
cación en aquellos países que más lo necesiten. Esto podría implicar, 
por ejemplo, proporcionar asistencia técnica, compartir mejores prác-
ticas o trabajar conjuntamente en la implementación de nuevas tecno-
logías. También es importante trabajar en la creación de sistemas de 
verificación y validación que permitan a los países confiar más en la in-
formación proporcionada por otros. Esto podría incluir, por ejemplo, 
la creación de bases de datos regionales o internacionales, o el estable-
cimiento de canales de comunicación directos entre las instituciones 
responsables de la identificación y ubicación en diferentes países. 

Una de las organizaciones que puede cumplir un rol clave en este pro-
ceso de integración de datos y servir de puente para la coordinación 
entre los países, es Interpol. Pero este papel que debería ser llamado a 
cumplir, aún no cubre del todo dicha tarea.

[...] en general, son muy pocas las personas que saltan la alarma 
del Interpol. Entonces, hay que fortalecer esa relación, uno a In-
terpol la ve por el desconocimiento, como una súper institución, 
la verdad es que su rol es bastante limitado. O sea, creo que ahí 
hay una responsabilidad, el problema es que no es exclusiva de 
Chile, sino una responsabilidad de todos los países miembros, 
de todas las policías miembros del Interpol más bien. Eso es un 
primer caso (EN 9).

Efectivamente, Interpol, como organización internacional de policía, 
tiene un papel importante en la lucha contra el crimen a nivel global. 
Sin embargo, es cierto que su función y alcance a veces pueden ser 
malinterpretados o sobrevalorados. Como resultado, la creencia de 
que Interpol es una «súper institución» puede ser desacertada, ya que 
su papel, aunque crucial, es bastante limitado en varios aspectos. En 
primer lugar, Interpol actúa como un enlace entre las fuerzas de poli-
cía de los países miembros, pero no tiene el poder de realizar arrestos. 
La organización emite notificaciones rojas para ayudar a localizar y 
detener a los delincuentes a nivel internacional, pero la responsabili-
dad de llevar a cabo las detenciones recae en las autoridades policiales 
locales. En segundo lugar, Interpol depende de la cooperación activa 
y voluntaria de las fuerzas de policía de sus países miembros. Esto 
significa que si un país no proporciona información precisa y opor-
tuna, o no actúa sobre las notificaciones de Interpol, la efectividad de 
la organización se ve limitada. Por tanto, es importante entender que 
su rol es facilitar la cooperación y el intercambio de información entre 
las fuerzas de policía de los países miembros. La organización no tiene 
la capacidad de ejercer autoridad directa sobre estos cuerpos de poli-
cía, ni de hacer cumplir la ley de manera independiente. Esta realidad 
subraya la importancia de fortalecer la relación entre Interpol y sus 
países miembros. Se podría avanzar hacia un compromiso más fuerte 
y una mayor cooperación de todas las fuerzas de policía miembros de 
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Interpol para maximizar la efectividad de la organización y esto inclu-
ye la interoperabilidad de los datos. 

[...] la bala de plata no es como restringir la migración, eso no 
va a generar una solución al tema del crimen organizado y no 
es la mirada regional que necesariamente se requiere. La mi-
rada es hacer inteligencia a nivel transnacional y eso significa 
que las policías e Interpol tienen que estar absolutamente vin-
culada, los tratados tienen que estar, las aduanas, los puertos. 
Es un tema mucho más de coordinación que de regulación de 
fronteras (EN 4).

Una de las posiciones para el combate del crimen organizado, ha sido 
poner mayores dificultades para el ingreso de inmigrantes, muchas ve-
ces, sin considerar la diversidad de personas que ingresan al país y, al 
mismo tiempo, pasando por alto que el crimen organizado se vincula 
mucho más a las condiciones locales, las oportunidades que un deter-
minado contexto territorial abre al crimen que los factores externos. 

[...] no podemos pensar que si nosotros bloqueáramos la fronte-
ra no va a haber crimen organizado en Chile. O sea, el crimen 
organizado, en estas mismas condiciones propias del país, hacen 
que se desarrollen organizaciones delictuales nacionales o que 
se instalen internacionales (EN 9). 

Entonces, la idea de que el bloqueo de las fronteras podría erradicar 
el crimen organizado en Chile, es planteada por los entrevistados y 
entrevistadas, como una simplificación excesiva del problema. Aun-
que es cierto que las fronteras permeables pueden facilitar la entrada 
de organizaciones delictivas internacionales, el crimen organizado 
no es un fenómeno que se limite únicamente a las influencias ex-
ternas. El crimen organizado es un fenómeno multifacético, que se 
alimenta de diversas condiciones, como la pobreza, la desigualdad, la 
corrupción y la falta de oportunidades. Estos factores pueden facili-
tar el reclutamiento de individuos en organizaciones delictivas y fo-
mentar la expansión de estas redes ilegales. Por lo tanto, incluso si se 
bloquearan las fronteras, estos factores internos seguirían alimentan-
do el desarrollo del crimen organizado a nivel nacional. Además, las 
organizaciones delictivas internacionales pueden encontrar formas 

de operar dentro de un país, incluso, cuando las fronteras están ce-
rradas. Esto puede hacerse a través de la corrupción de funcionarios 
locales, la creación de alianzas con organizaciones delictivas locales o 
el uso de tecnologías avanzadas para eludir los controles fronterizos. 
Por ello, es necesario adoptar un enfoque integral que aborde tanto 
las influencias externas como las condiciones internas que fomentan 
el desarrollo del crimen organizado. Este enfoque podría incluir una 
serie de medidas, como el fortalecimiento del Estado de Derecho, la 
promoción de la igualdad social y económica, la lucha contra la co-
rrupción, la mejora de las oportunidades educativas y laborales y, por 
supuesto, la promoción de la cooperación internacional en la lucha 
contra el crimen.

Esto nos lleva de vuelta a una comprensión del problema en términos 
territoriales. Es decir, la cooperación internacional debe partir de la 
base de que los propios países son capaces de reconocer su situación 
de la manera más compleja posible: 

[...] creemos que lo principal es la mirada territorial y entender 
qué es lo que está pasando, cuáles son las dinámicas, y cómo 
prevenimos, protegimos, perseguimos, etcétera, eso es lo que te-
nemos que montar en el territorio. Y eso es lo que va a evitar que 
proliferen organizaciones nacionales y que se instalen interna-
cionales. Porque no funcionan en el aire, necesitan venir y cuan-
do vienen se instalan en los lugares. Y en los lugares donde se van 
a instalar, es donde tienen la mayor cantidad de beneficios para 
poder funcionar (EN 9). 

Este enfoque no solo implica la comprensión de las dinámicas locales 
y la implementación de medidas de prevención, protección y perse-
cución, sino también, el análisis detallado de las condiciones que per-
miten la proliferación y el asentamiento de organizaciones delictivas. 
Primero, entender qué está sucediendo en el territorio es fundamental 
y esto implica analizar las condiciones socioeconómicas, los flujos de 
migración, las estructuras de poder locales y otras dinámicas que pue-
den facilitar la operación de las organizaciones delictivas. Un análisis 
detallado de estas dinámicas puede ayudar a identificar los factores 
que atraen a las organizaciones delictivas y permitir la implementa-
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ción de medidas de prevención más efectivas. En segundo lugar, la 
prevención y protección son aspectos cruciales. Desde la educación y 
oportunidades laborales para los jóvenes, hasta la implementación de 
programas de asistencia social, la prevención puede abordar las raí-
ces del problema y disuadir la participación en actividades delictivas. 
La protección, por otro lado, implica garantizar la seguridad de las 
comunidades y proteger a las personas de los daños causados por el 
crimen organizado. En tercer lugar, la persecución efectiva del crimen 
organizado requiere una sólida estructura de aplicación de la ley y una 
estrecha cooperación entre las diferentes agencias de seguridad y jus-
ticia. Esto incluye, la mejora de las capacidades de investigación y en-
juiciamiento, así como, la promoción de la cooperación interinstitu-
cional y la coordinación a nivel local, nacional e internacional, donde 
la interoperabilidad de datos juega un rol significativo. 

Este trabajo de inteligencia, es necesario para comprender que las 
organizaciones delictivas operan con una lógica de empresarial, que 
analizan las oportunidades de mercados ilícitos y lícitos (blanqueo de 
activos), para lo cual buscan instalarse en lugares donde pueden ope-
rar y maximizar sus beneficios económicos. Esto puede incluir áreas 
con medidas laxas de seguridad, altos niveles de corrupción o amplias 
oportunidades para el tráfico de drogas, armas u otros bienes ilícitos. 
Por lo tanto, identificar y dirigirse a estas áreas puede ser clave para 
prevenir la instalación de organizaciones delictivas:

[...] determinar cuáles son los mayores riesgos que tenemos como 
país, cuáles son el tipo de organización que se puede instalar, 
cuáles son las manifestaciones que tenemos de algún vínculo ya 
de estas organizaciones, y con esas policías y con esas investi-
gaciones, inmediatamente tener acuerdos de colaboración para 
poder investigar en conjunto, colaborar, etcétera. Pero hay que 
hacerlo estratégicamente, no podemos pensar que esto es masivo 
[...]. Y para poder hacerlo estratégicamente, tenemos que tener 
un entendimiento nacional de cuáles son los riesgos que el país 
tiene de instalación (EN 9). 

Uno de los principales riesgos que enfrenta un país como Chile, es la 
penetración de organizaciones delictivas transnacionales. Estas pue-

den aprovechar las vulnerabilidades socioeconómicas, la corrupción y 
las debilidades en la aplicación de la ley para establecer operaciones en 
el país. Las organizaciones de narcotráfico, las bandas de traficantes y 
de trata de personas, y las redes de lavado de dinero son solo algunos 
ejemplos de los tipos de organizaciones delictivas que podrían inten-
tar instalarse. Los vínculos existentes entre estas organizaciones y los 
actores locales, pueden manifestarse de diversas formas. Por ejemplo, 
pueden existir alianzas entre organizaciones delictivas y grupos loca-
les, o casos de corrupción que permiten a estas organizaciones operar 
con impunidad. La identificación de estos vínculos, es esencial para 
entender la naturaleza de la amenaza y desarrollar estrategias efecti-
vas para combatirla. La colaboración entre las fuerzas de seguridad 
y las agencias de investigación es fundamental para enfrentar estos 
desafíos de inteligencia policial. Esto se puede traducir en acuerdos 
de cooperación para compartir información, coordinar operaciones 
y brindar asistencia mutua en investigaciones. Sin embargo, este es-
fuerzo debe ser estratégico y enfocado, en lugar de intentar abordar 
todos los problemas a la vez. Para ello, es necesario tener un entendi-
miento nacional de los riesgos que el país enfrenta en términos de la 
instalación de organizaciones delictivas, que como se señaló, implica 
un análisis detallado de las condiciones que facilitan la operación de 
estas organizaciones. 

Una vez definido y comprendido a cabalidad los riesgos, la cooperación 
internacional y la integración de datos es un paso significativo. Y para 
esto es fundamental contar con las capacidades técnicas y humanas. En 
primer lugar, es crucial tener acuerdos y marcos institucionales sólidos 
que establezcan las bases para la cooperación y definan los procedi-
mientos para el intercambio de información, la coordinación de las 
operaciones y el manejo de los casos transfronterizos. 

Los marcos institucionales pueden proporcionar la infraestructura 
necesaria para facilitar la cooperación, a través de las plataformas de 
intercambio de información y las redes de contacto. Sin embargo, es-
tos acuerdos y marcos institucionales son solo una parte de la ecua-
ción. También es importante fortalecer una comunidad de expertos, 
funcionarios y especialistas que sepan advierta riesgos emergentes, 
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así como, desarrollar una red de especialistas que permita el flujo de 
información de manera expedida y bajo estándares compartidos de 
protección de datos. Estos individuos son los que hacen posible la 
cooperación internacional: son los que manejan los casos, recopilan 
y analizan la información, y toman decisiones basadas en ella.

[...] detrás de la cooperación internacional no solamente es im-
portante siempre que haya acuerdos, que haya ciertos marcos 
institucionales, sino también alimentar, alimentar esa comu-
nidad de expertos, funcionarios, especialistas, que sepan que 
quién está detrás del otro lado cada vez que hay un requeri-
miento de información (EN 11). 

Esta comunidad necesita ser alimentada y fortalecida de varias ma-
neras. Esto puede implicar la formación y capacitación para mejo-
rar las habilidades y conocimientos de los expertos, la creación de 
oportunidades para el intercambio y la colaboración, y la promoción 
de una cultura de cooperación y respeto mutuo. Es importante que 
estos expertos no sólo conozcan los procedimientos y las regulacio-
nes, sino también, comprendan las culturas y los contextos de los 
países con los que están trabajando. Esto puede ayudar a superar las 
barreras de comunicación y malentendidos que pueden dificultar la 
cooperación.

A partir de ahí, se puede avanzar en la investigación y detección de 
problemas puntuales (nacionales) o comunes que requieren coordi-
nación regional. El carácter de puntual está dado por la especificidad 
en que determinados delitos transnacionales se adaptan a las carac-
terísticas nacionales, por ejemplo, dada la manera específica en la 
que a estos ingresan droga o efectúan la trata de personas.

Por ejemplo, yo le pondría mucho énfasis a la trata de mujeres y 
al tráfico de migrantes, delitos que son muy evidentes, porque no 
sé, si se trafican miles de mujeres esas miles de mujeres en algún 
lugar están caminando o moviéndose a través de la región, enton-
ces es muy raro no verlas, digo, es más fácil mover lingotes de oro, 
pero entonces ahí sí puede haber una cooperación, de si tú sabes 
que hay un tráfico de mujeres que va de República Dominicana y 
que llegan a Valdivia y que no vienen en avión, uno podría decir: 

bueno, yo miro Valdivia, tú mira República Dominicana, alguien 
tiene que mirar Perú, alguien tiene que mirar Ecuador (EN 2). 

Para concluir este apartado, se debe indicar que la lucha contra el 
crimen organizado, especialmente en aspectos tan delicados como 
la trata de personas y el tráfico de migrantes, exige compromiso y 
cooperación internacional sólidos. La identificación y comprensión 
de los riesgos que enfrenta un país, el fortalecimiento de los meca-
nismos de seguimiento y control, y la preparación para actuar de 
manera estratégica y decidida son elementos cruciales para enfrentar 
estas amenazas. Como se señaló, es esencial mantener una red acti-
va de expertos, funcionarios y especialistas que pueden trabajar en 
conjunto para abordar estos problemas, bajo el amparo de acuerdos y 
marcos institucionales. Estos pueden ser capaces de brindar un sen-
tido tanto local, es decir, desde sus propios territorios, reconociendo 
sus problemas propios; como regional, especialmente en lo que refie-
re a las rutas del crimen organizado a través de países de la región. 
En última instancia, cada Estado tiene un papel que desempeñar, sea 
mediante el fortalecimiento de sus propios sistemas de justicia y apli-
cación de la ley o la colaboración con otros países.

Cluster 4. Cohesión Social y Control del Territorio: Tejido so-
cial y resiliencia contra el delito

Cohesión Social y Sistema Penitenciario. De Principios dicotó-
micos a dimensiones de soporte a la expansión de organizaciones 
delictivas

Antes de entrar a los siguientes dos cluster, se hace necesario hacer 
una nota aclaratoria, que permita entender el contexto desde estos 
surgen dentro del debate sobre delincuencia y crimen organizado 
en Chile. 

Durante la década de los noventa, la discusión sobre seguridad ten-
dió a polarizarse en dos dimensiones que aparecían como antinómi-
cas. Por un lado, estaban aquellas concepciones que ponían el acento 
en el castigo que, grosso modo, implicaba poner el acento en penas 
de cárcel para quienes delinquían, con todos los elementos encade-
nados que ello implicaba: aumento de penas, mayores atribuciones 
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policiales, menores garantías personales, entre otras propuestas y 
medidas. Por otro lado, había visiones que ponían el acento en la 
previsión del delito, las cuales planteaban una mayor presencia del 
Estado en el bienestar de la población y el fortalecimiento del tejido 
comunitario para generar una mayor cohesión social que alejara a 
las personas de conductas delictuales. A la luz del análisis de las en-
trevistas a expertos y expertas que entregaran sus perspectivas res-
pecto a las políticas contra el crimen organizado a futuro, se encuen-
tra que dicha dicotomía que caracterizó el debate por muchos años, 
de una u otra forma, se ha visto superada, quedando estas categorías 
a una función de soporte de otras medidas de mayor carácter técnico 
e institucional.

Esta tendencia muestra un rasgo interesante, pues a diferencia de 
décadas anteriores, donde los argumentos polarizados tendían a una 
suerte de suma cero, actualmente existe consenso respecto a cuáles 
son las medidas más acuciantes respecto a una estrategia de combate 
al crimen organizado, que con independencia de la intensidad con 
que cada entrevistado o entrevistada remarcó unas u otras, existe 
coincidencia que el fortalecimiento institucional, el control estatal 
del territorio y herramientas de inteligencia y de investigación finan-
ciera resultan imprescindibles. Sin embargo, estas medidas necesitan 
otras acciones complementarias, que compensen la simple estrate-
gia persecutoria, como son el fortalecimiento de la cohesión social 
que permita robustecer la resiliencia de las personas y comunidades 
a organizaciones criminales o la anomia, y por otro lado, políticas 
carcelarias que generen posibilidades de reinserción social efectivas 
y formas alternativas de castigos que aleje a primerizos de reos de 
mayor peligrosidad.

Esta mirada más sistémica, coincide también con una crítica al es-
tado actual de la discusión respecto al crimen organizado, que es la 
falta de una definición del mismo, basado en una falta de diagnósti-
co profundo de las características particulares del país en el mercado 
global del crimen. 

[…] el tema de crimen organizado, primero es muy difícil defi-
nirlo, no hay una definición estandarizada (EN 8).

[…] no tenemos una definición certera de qué es lo que es el cri-
men organizado […]. Sin la definición no podemos ponernos de 
acuerdo si hay o no hay, entonces lo que yo diría, yo no les voy a 
responder si hay o no hay, lo que les voy a decir es que tenemos la 
obligación de definir qué es lo que es crimen organizado (EN 9).

Esta falta de definición y diagnóstico que señalan expertos y expertas, 
se manifiesta en una debilidad institucional, que es justamente los ám-
bitos de desarrollo de sus propuestas de mejoras. Propuestas que se en-
frenta a un rasgo emergente que ha ido adquiriendo el delito en Chile 
en los últimos años, como es su mayor complejización y violencia, que 
manifiestan representa un factor de preocupación. En este escenario, 
se reconoce que con independencia de las medidas de robustecimiento 
institucional para la persecución criminal, es relevante cortar los fac-
tores que facilitan el acercamiento a actividades criminales de mayor 
complejidad y violencia, como son el debilitamiento de la cohesión 
social y exposición temprana en cárceles de personas con posibilidad 
de reinserción, a delincuentes con prontuarios criminales extensos. 
Cortar este circuito, es la función de soporte preventivo a políticas con 
mayor acento en el control, inteligencia y fortalecimiento institucional.

Entrando en materia, la cohesión social es representada dentro de las 
ciencias sociales, como el grado de aceptación de mínimos comunes 
sociales, que incluyen dimensiones vinculadas al tejido comunitario, 
los imaginarios culturales, la capacidad de asociatividad, de acceder a 
oportunidades y bienestar, entre otras. Existe consenso en los expertos 
y las expertas, que el debilitamiento de la cohesión social impacta en 
un ecosistema que favorece el surgimiento de organizaciones delicti-
vas, que ocupan el espacio dejado por la retracción de las instituciones 
públicas y/o de las organizaciones de la sociedad civil, que permite el 
surgimiento de nuevos imaginarios sociales criminales, redes delic-
tivas de solidaridad, y una descomposición de los factores de orden 
social (anomia).

En gran medida los escenarios que plantean los expertos y las expertas, 
se refieren a trayectorias delictuales, las cuales se expresan en términos 
del fenómeno de reproducción intergeneracional de conductas delic-
tivas, las cuales están determinadas por la falta de oportunidades, que 
dificultan romper dicho ciclo.
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[…] ese hogar estaba acostumbrado a ser abastecido de la delin-
cuencia. El padre proveedor deja de estar, por lo tanto, un hijo, 
alguien se tiene que dedicar a proveer ese hogar y, como no hay 
ninguna capacidad estructural o laboral, nuevamente tienes a al-
guien que está ingresando al mundo de la delincuencia (EN 5).

Dentro de los factores de reproducción intergeneracional de conductas 
delictivas, están aquellas asociadas a factores de riesgo social, como son 
el abandono escolar, el embarazo adolescente, la dificultad de integra-
ción al mercado laboral, carencia de cuidados familiares a menores de 
edad (por ejemplo, falta de controles médicos de recién nacidos), entre 
otros factores que pueden ser indicativos de una descomposición de la 
cohesión social y síntomas de anomia. 

[…] lo que pasa es que yo creo que los mercados ilegales son mer-
cados bien, digamos, son mercados que requieren de esos grupos, 
del chico que ya no estudió, que lo botaron de la casa, que tiene 
hijos a los 14 años y que tiene que conseguir “lucas” de algún lado 
y que nadie lo va a contratar (EN 2). 

La pobreza estructural también aparece en los análisis de expertos y ex-
pertas, como un factor determinante en las dificultades de acceder a 
oportunidades que permitan romper el círculo de la pobreza, donde el 
delito aparece como una alternativa “legítima” de acceso a recursos y 
bienestar material, a los cuales no pueden acceder de otra manera, por 
elementos estructurales de desigualdad.

Estamos hablando de una manifestación del crimen organizado 
que es su enraizamiento en barrios, en barrios de menores ingre-
sos. Y en esos barrios de menores ingresos, hay que decirlo clara-
mente, que la constitución de esas manifestaciones del crimen allí 
[…], se debe a que, precisamente, son más pobres. En consecuen-
cia, saltarse esa desigualdad territorial es una mala receta (EN 6)

El real problema de lo antes descrito, es que expertos y expertas advier-
ten que las formas delictivas de antaño, centrado en el delito de oportu-
nidad, han pasado progresivamente a la conformación de mercados ile-
gales que operan con un nivel superior de complejidad y un uso mayor 
de la violencia, lo que hace imperativo romper las vías de reclutamiento.

Entonces, esos factores de riesgos de los inicios en las carreras 
criminales, hoy día lo que hacen es impactar ya no tanto en la 
orgánica del delito de oportunidad, aunque también un poco, 
sino más bien impactan en la orgánica de tener un río perma-
nente de gente para estos mercados ilegales (EN 2).

La solución que avizoran expertos y expertas dice relación, justamente, 
con cortar las dinámicas sociales que subyacen a estas trayectorias, que 
va mucho más allá del ámbito represivo y de control policial territorial, 
los cuales son señalados en las entrevistas como “estigmatizantes”, sino 
que debe ir acompañado de una presencia efectiva del Estado y de la so-
ciedad civil en dichos espacios, que permita acceder a oportunidades y 
bienestar a través de actividades legítimas de progreso social y material. 

Hay una teoría que siempre se dijo: “Mira, lo que pasa es que hay 
ciertos lugares que como no tienen oportunidades legítimas se 
meten al delito”, y después llegó y dijo: “No, el punto no es eso, es 
que tienen demasiadas oportunidades ilegítimas en su entorno”. 
Entonces se trata de que el Estado como que borre esas oportu-
nidades o se imponga por sobre ese esquema de oportunidades 
ilegítimas que le ofrece el entorno y que las reemplace por opor-
tunidades legítimas (EN 1).

Es en este carácter complementario, donde la cohesión social aparece 
como un ámbito de soporte a la acción general de combate a posibles 
riesgos de enraizamiento de formas de accionar criminal organizada 
que pudieran enquistarse en la sociedad chilena. Para tal efecto, en 
las entrevistas se describieron una serie de ámbitos donde la acción 
estatal podría ayudar a romper las conductas de riesgo que llevan a 
delinquir, dentro de estos, están los servicios sociales:

[…] la prevención es educación, es profilaxis [...]. Claro, en quié-
nes son los destinatarios para poder apuntar oportunamente 
desde la deserción escolar,  la composición familiar, incluso el ac-
ceso a prestaciones estatales a nivel de alimentación, formación, 
crianza, oportunidades vocacionales (EN 10). 

Los servicios sociales deben ir de la mano de una mayor presencia 
física, recuperar el espacio público y la presencia estatal, la cual re-
duce las posibilidades de cooptación territorial que pudiera hacer el 
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crimen organizado:

[…] el barrio puede sentir la presencia del Estado, que hace que, 
bueno: “Yo estoy mucho mejor ahora”, no solamente por la falta 
de violencia, sino porque hay una presencia con los servicios y 
con un acompañamiento que genera una identidad y generan 
unas barreras en la entrada a esa acción delictiva que, en otro 
momento tomó el barrio (EN 3).

Complementario al control territorial por parte de la seguridad pública, 
está la promoción y fortalecimiento de una mayor participación social 
y del tejido comunitario. Dicha membrana de asociatividad, impide la 
cooptación de las redes de solidaridad y organizativas para un mercado 
ilegal, que se basa, principalmente, por el abandono del espacio público 
y la descomposición de las relaciones interpersonales (individualismo). 

[…] porque a mayor presencia del Estado, no necesariamente 
implica mayor presencia de vigilancia y control del Estado, sino 
también presencia del Estado en términos de las políticas socia-
les. Porque la presencia del Estado, en general, con todas las fun-
ciones que tiene el Estado, genera mayor participación, debiese 
generar mayor participación, mayor cohesión social, mayor de-
sarrollo (EN 4).

El trabajo y presencia comunitaria aparece como la red vascular a través 
de la cual el Estado se comunica directamente con la sociedad, transmi-
tiendo valores y construyendo confianzas. Y en sentido contrario, por la 
misma red recibe demandas de las comunidades, que debe propender a 
darle solución, y capta tempranamente factores disociadores que favore-
cen la expansión de la criminalidad. Esto debería ser la base, según los en-
trevistados y entrevistadas, de la legitimidad pública, la cual debe bloquear 
el accionar y expansión de organizaciones delictuales.

[...] poder trabajar en distintos aspectos de relación con la comu-
nidad es clave, digamos, o sea, lo que está en juego en definitiva en 
estos temas es cómo el crimen organizado socava, podríamos decir, 
la cohesión social, entonces es importante generar una cultura de 
institucionalidad que aleje, digamos, a la desconfianza y el miedo 
que se genera entre la gente. Obviamente que eso va de la mano 
de los niveles de confianza que se tengan las instituciones para de-

nunciar, para no quedar las sociedades presas, digamos, del crimen 
organizado en sí mismo (EN 11).

Estas soluciones de mayor presencia estatal a través de servicios e in-
fraestructura pública, enfrentan dos factores de riesgo, que dicen rela-
ción con dos elementos que promueven conductas delictuales y socavan 
el tejido comunitario. La primera de ellas, dice relación con una cultura 
que muestra atisbos de naturalizar el delito como una identidad cultural 
aceptada socialmente, la cual comienza progresivamente a sustituir el 
respeto del Estado de Derecho. La aceptación o tolerancia al delito, es el 
primer dique de contención que se reblandece y permite la expansión 
de conductas delictivas.

Porque existe la cultura criminal de organizaciones delictuales, 
el primer paso para la instalación de esa cultura es en la acepta-
ción de la condición delictual como algo que pudiera ser tolera-
ble para la familia (EN 9).

El primero de estos riesgos, es lo que dado a llamarse mediáticamente 
“narco cultura”, pero es mucho más amplio que eso, pues implica un 
reblandecimiento del temor a delinquir y de los castigos asociados. 
En la construcción de una identidad cultural identificada con el de-
lito, con un fuerte sentido de pertenencia a organizaciones insertas 
en mercados ilegales, se corre el riesgo de una naturalización de la 
violencia, del uso de armas y de escaladas criminales, que redundan 
en una alta cohesión que dificulta la penetración y desarticulación 
de organizaciones criminales, como asimismo, mayor dificultad para 
abandonarlas para sus miembros.

También está el tema de los narco funerales, las animitas, que 
los cabros más jóvenes mirando con buenos ojos o sin tanta 
crítica a las bandas criminales. Y, en este sentido, estamos en 
un momento bien álgido y que hay que generar una contra-
cultura a esta cultura imperante que se está produciendo de 
que el narcotráfico podría no ser algo tan negativo, porque me 
trae ciertos beneficios. Algún ciudadano, de ciertos espacios del 
país, podría estar pensando que los narcotraficantes, que las 
bandas organizadas le producen ciertos efectos positivos. Eso 
sería muy, muy grave (EN 5).



216 217

El imperativo de la seguridad en Chile

Estas expresiones de identidades culturales delictuales, se van refor-
zando a través de diversas formas de manifestación pública, que a la 
vez que fortalecen las identidades grupales, comienzan a disputar el 
control real y simbólico de los espacios públicos, mediante la demos-
tración de fuerza, en especial, mediante el uso de armas, fuegos artifi-
ciales, murales y otros medios de expresión cultural. Lo preocupante, 
es que estas formas de expresión hacen más probable y propenso el 
uso de la violencia, como también, un pérdida de legitimidad del Es-
tado, al verse débil frente a estas formas de expresión. 

Pero es importante porque también esas son expresiones de pode-
río, o sea, no son sólo culturales, también cumplen una función 
creo yo, es decir, tirar fuegos artificiales, mostrar que van cami-
nando por una población y que toda la gente te sigue y disparan 
al cielo, etcétera, son formas de mostrar capacidad de fuerza, 
capacidad de armas, en el fondo, capacidad de ejercer violencia 
si es que es necesario (EN 1).

Complementario a lo anteriormente señalado, los expertos y expertas 
coinciden que este tipo de hechos representan un enorme riesgo para 
los imaginarios adolescentes, donde la violencia, el uso de armas y la 
muerte, son vistas como algo cotidiano, reafirmante de la autoestima 
y respeto social, aumentando las posibilidades de enfrentamientos ar-
mados, incluso, con fuerzas de orden y seguridad:

Pero ahí ya entramos a la percepción de la muerte como una 
alternativa a la privación de libertad en el crimen organizado 
[...] que incorporan la violencia armada como la única forma de 
salida al conflicto penal (EN 10).

El paroxismo de este fenómeno, es la pérdida de temor a la muerte o 
que ésta forme parte de los imaginarios juveniles como respuesta a la 
falta de oportunidades.

Entonces, hay un fenómeno de un cierto “prefiero vivir seis me-
ses con sexo, drogas, rock and roll, mujeres —en el caso de los 
hombres— y respeto, que vivir 10 años en esta basura [margi-
nalidad]” (EN 2).

Desmantelar esta cultura del delito y la violencia, como señalan los 
entrevistados y entrevistadas, resulta algo imperativo para desactivar 

la expansión de organizaciones del mercado ilícito, en especial en lo 
relativo al reclutamiento de jóvenes para delinquir. Nuevamente, se-
ñalan que a este respecto juega un rol crucial el Estado, en especial, si 
se considera que actualmente estas formas de expresión son todavía 
embrionarias, por lo que la acción pública está en posibilidad de redu-
cir sus posibilidades de expansión.

[…] la cultura criminal, la cultura de organizaciones delictuales, 
no es generalizada en el país, es bastante focalizado en ciertos 
territorios, pero sí se han instalado estas organizaciones delic-
tuales y parte de la protección y la prevención […], pasa porque 
el Estado tiene un rol de mostrar las reales consecuencias de la 
pertenencia del crimen organizado (EN 9).

El segundo factor de riesgo, tiene que ver con el fortalecimiento de 
redes de asistencia y ayuda promovidas por organizaciones delictua-
les. Sentirse protegido o acceder al bienestar material a través de estas 
organizaciones, desplazan al Estado como fuente de protección y se-
guridad, que se expresa en nuevas formas de legitimidad y confianzas 
basadas en los beneficios, que tiene como efecto directo, la naturali-
zación del delito como una vía válida de movilidad social y bienestar: 

[…] si aparece alguien que comienza a cumplir ciertos roles que 
el Estado no está cumpliendo y además que pensemos que el mo-
delo, de alguna manera, como de movilidad social, que muchos 
chiquillos también ven en las poblaciones, es el modelo del nar-
co, o sea, el que se diferencia, el que tiene la mejor casa, el que 
tiene más poder económico, el que anda mejor vestido, el que la 
hizo, digamos, es de alguna manera narco. Entonces, también se 
comienza a transformar en un modelo de movilidad social para 
chiquillos que tampoco tienen ninguna oportunidad, ningún rol 
disponible (EN 4).

En las entrevistas se señala que la pérdida de legitimidad del Estado y 
el abandono en que ha dejado a numerosos sectores más vulnerables 
(dando como ejemplos Alto Hospicio, Bajos de Mena y otros), merma 
la capacidad de rechazo a las actividades delictivas por parte de las per-
sonas que viven en dichos territorios. Los primeros síntomas de esta 
descomposición, son justamente la progresiva simpatía que manifiesta 



218 219

El imperativo de la seguridad en Chile

la población que habita determinados barrios, en función de los benefi-
cios y ayudas que comienzan a recibir. 

Uno puede empezar a pensar, acá hay un resguardo de las pobla-
ciones por parte de grupos criminales, lo que podría terminar en 
algo muy grave, porque podría terminar en que ellos realicen cier-
tas dádivas y que la población se sienta custodiada por los grupos 
y empiece a encontrarles cierta simpatía (EN 10).

Un segundo paso, es cuando estas simpatías y beneficios generan una 
legitimidad del delito, y quienes lo rechazan, comienzan a ser arrincona-
dos, intimidados y rechazados socialmente, fracturándose los mecanis-
mos de cohesión social en fuentes socialmente aceptadas de legitimidad 
y conductas.

[La provisión de ayudas y beneficios] es su fuente de legitimidad 
social, porque bueno, no hay Estado, en ese caso es más brutal, pero 
es la analogía exactamente la misma, o sea, si el Estado deja bota-
do las poblaciones más complejas, más desaventajadas, el narco va 
a aprovechar, ese es su caldo de cultivo para instalarse, para gene-
rar soldados, para forzar a gente a ser parte (EN 1).

Cuando adquieren legitimidad social-barrial las organizaciones delicti-
vas, los entrevistados y entrevistadas señalan que comienza a generarse 
sensaciones de temor y desprotección de aquellas personas que son re-
fractarias a dichas organizaciones, que se ve amplificado con las manifes-
taciones públicas de control territorial, las cuales amplifican la sensación 
de desprotección y la ausencia de las instituciones llamadas a resguardar 
el orden público, las que aparecen como incapaces de brindarles seguri-
dad y protección.

[…] muchos de los delitos, o sea, de la percepción del temor, se 
construye por muchas cosas que no son delitos. Escuchar fuegos 
artificiales, que te hagan un peaje como para pasar a tu casa, que 
estés en una balacera, que te tienes que tirar al suelo, balas locas; 
todo eso no son delitos en sí mismo. Si tú eres víctima de eso, de 
hecho, no hay ni víctimas  […] y ¿contra quién te querellas? Y eso 
es lo que más genera temor (EN 7).

Finalmente, se observa que este proceso de descomposición del orden 
social, en especial con el caso del narcotráfico, las personas por temor 

tienden a aislarse, a encerrarse en sus hogares, a mirar con desconfianza 
a vecinos y otras formas de participación social, comenzando a destruir-
se el tejido social.

[…] en general, existe un reconocimiento de que especialmente la 
droga y otros fenómenos similares han terminado por destruir el 
tejido social existente (EN 6).

La solución es un campo abierto a la investigación, como señalaron al-
gunos entrevistados y entrevistadas, pues existe conciencia que limitarse 
solamente a proveer servicios e infraestructura es insuficiente, si no se 
fortalecen el tejido social y la cohesión social:

Pero todos estos procesos, son procesos que todo el mundo está em-
pezando a investigar porque la política fue muy de recuperación 
de espacio público, no de recuperación de tejido social, que es lo 
único que te previene o te permite contrarrestar la penetración del 
crimen organizado, o sea, tener buenas plazas, buena iluminaria, 
tener alertas comunitarias. Eso es lo que se ha hecho en los últi-
mos gobiernos, de derecha o de izquierda, eso necesariamente no te 
permite tener cohesión social y los que terminan accediendo a esos 
servicios son los que están más incluidos (EN 4).

A modo de cierre de este acápite de cohesión social, es relevante volver 
a destacar que se observa en los planteamientos de los entrevistados y 
entrevistadas, quienes muestran una articulación entre esta dimensión 
de la cohesión social, con otras dimensiones vinculadas preferentemente 
al control territorial del Estado, el fortalecimiento de la institucionalidad 
y las herramientas persecutorias. Una explicación a este encadena-
miento argumentativo, estriba en la relación entre premios y cas-
tigos, es decir, la cohesión social debe responder a los beneficios o 
derechos consustanciales de la vida en sociedad, que sirvan de agen-
te inmunizador a la expansión de comportamientos antisociales. 
Cuando hay una merma en los derechos y en el bienestar, los riesgos 
de que las organizaciones delictivas aparezcan como una oportuni-
dad o un camino socialmente aceptable, el Estado en su conjunto se 
debilita, y la sociedad en su conjunto pierde capacidad de resiliencia 
y resistencia a estas organizaciones delictivas, avanzando el temor y 
el socavamiento del tejido social y las confianzas.
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Cluster 5. Sistema Penitenciario y Control del Territorio. El factor 
disuasivo a la comisión de delitos y políticas de reinserción 

El sistema penitenciario se corresponde al segundo ámbito de soporte, 
que dice relación al fortalecimiento persecutorio y de control por parte 
del Estado, para combatir a organizaciones criminales, que corresponde 
al sistema de castigos para quienes delinquen, que debe servir de medio 
disuasorio para quienes se vean seducidos a cometer ilícitos, y que per-
mita a aquellos que delinquieron reinsertarse socialmente, para que no 
recaigan en dichas conductas.

Esta categoría se presentó con mediana intensidad entre los entrevista-
dos y entrevistadas, pues a diferencias de décadas anteriores, donde el 
sistema penitenciario representó la otra cara de la moneda de la cohe-
sión social en la discusión sobre seguridad, ahora, se muestran como un 
elemento de soporte del sistema persecutorio, oficiando como mecanis-
mo preventivo, mediante la figura del castigo (cárcel) y la reinserción. 

El principal problema que se detecta en las entrevistas, es que para que 
el sistema penitenciario cumpla su función de ser un modelo de castigo 
efectivo, es decir, que genere verdadera disuasión y posibilite la reinser-
ción, resulta imprescindible el control de las cárceles por la autoridad 
competente (Gendarmería), lo que entronca esta variable con el control 
del territorio, y en especial, con lo que dice relación con el control de los 
recintos carcelarios. 

El problema es que para hacer efectivo dicho control, y transformar la 
cárcel en disuasiva a la comisión de delito, se necesita un aumento sus-
tantivo de su financiamiento, y existe consenso en quienes destacaron 
esta dimensión, en la impopularidad que representa política y social-
mente, demandar mayor inversión para las cárceles y, por extensión, 
para los reos (delincuentes): 

No va a ser nunca popular, siempre va a ser impopular en los la-
bios de un político el invertir dinero en los presos, más que inver-
tirlo en la salud, en la educación, en el trabajo (EN 10).

Esto se expresa en el carácter residual dentro del sistema penal que le 
compete a Gendarmería, lo que impide poder cumplir con cualquie-
ra de estas funciones (desincentivar y reinsertar) dentro del proceso de 
combate de organizaciones delictivas.

El sistema penitenciario, las cárceles es el vagón de cola del siste-
ma penal. Es el lugar con menos recursos, es el lugar con la gente 
menos capacitada [...]. Gendarmería, institución que pretende re-
versalizar [sic] o reinsertar sin recursos, sin capacidades, ¿ah? En-
tonces, es casi natural aunque suene fatal decirlo, es casi natural de 
que el crimen organizado también se interese en el mundo carcelario, 
¿cierto? Y formen capacidades y tenga poder ahí (EN 8).

Esta falta de recursos y capacidades, transforman a la cárcel en una pro-
yección natural de las organizaciones delictivas que operan en el exterior, 
reproduciendo las dinámicas y lógicas de las cuales provenían:

Ahora, las cárceles no son sistemas totalmente cerrados, o sea, las 
cárceles importan lo que ocurre en los barrios, lo que ocurre en los 
lugares de origen, las bandas a las que pertenecen las personas, en-
tonces es lógico que si realmente hay presencia de crimen organizado 
afuera, también va a empezar a haber adentro (EN 4).

En el mismo sentido, se señala que esta reproducción de las condiciones 
externas en la cárcel no es una cualidad de las organizaciones criminales, 
sino una debilidad del sistema penitenciario:

[…] las cárceles en Chile son un desastre, entonces, puede pasar cual-
quier cosa. Que el crimen organizado haya comenzado a colonizar, 
¿cierto?, esos lugares [...], eso es algo absolutamente natural. Pero tie-
nes que pensar que el tema no es el crimen organizado en las cárceles, 
el tema es el sistema penitenciario (EN 8).

Estas limitaciones se expresan en el hecho de que quienes son internados 
en cárceles, son sometidos a una experiencia límite, que impacta de mane-
ra tan significativa en las trayectorias de las personas, que deja un estigma 
y trauma muy difícil de revertir.

[…] la evidencia muestra que nadie, salvo casos muy puntuales, 
en general el encarcelamiento político, no sé, pero en general 
nadie sale mejor de lo que llegó después de la experiencia carcela-
ria, porque es una experiencia realmente traumática. O sea, don-
de uno no tiene libertad, no tiene acceso a agua caliente, no tiene 
acceso a los familiares, a tener vida amorosa, a ser padre de sus 
hijos, o sea, realmente un espacio donde nadie va a salir mejor, y 
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por lo tanto yo creo que en ese sentido […] nadie sale renovado de 
la cárcel (EN 1).

Es por ello que existe consenso en los entrevistados y las entrevistadas, 
que la internación en la cárcel, debe estar reservado para delitos gra-
ves, y no para delitos de baja peligrosidad, pero altamente prevalentes, 
como microtráfico, robo sin violencia o de oportunidad, faltas menores 
u otros delitos de baja condena.   

…sin duda, no puede ser el destino final [la cárcel por delitos me-
nores o faltas]. Tiene que ser el destino para muy pocas personas, 
para temas gravísimos, suponiendo que pueden volver a delinquir 
y un poco bajo esa frase, suena fea, pero de sacar de circulación 
(EN 5).

El encarcelamiento ha venido mostrando cifras de crecimiento sosteni-
do que no se condice con la cantidad, tipo de delitos y población, que 
ha ido de la mano de una crisis sistémica del sistema penitenciario, que 
va desde infraestructura, condiciones de vida, tratamiento de reclusos y 
reclusas, entre otros aspectos:

El problema es que en Chile se usa demasiado la cárcel, o sea, 
nosotros tenemos mucha gente metida en la cárcel para el país que 
tenemos, para la cantidad de delitos que tenemos, o sea, propor-
cionalmente (EN 1).

Los efectos no deseados de continuar esta tendencia de encarcelamiento 
masivo hacia el futuro, como señalan en las entrevistas, son los riesgos 
de exponer población que es primeriza en el sistema penal o de baja 
peligrosidad, a la exposición a modelos más complejos de crímenes, por 
el contacto con reos o reas con amplios prontuarios delictivos. Este con-
texto de “contagio” en cárceles de prácticas criminales, es lo que deno-
minan los entrevistados “escuela del delito”: 

La cárcel, efectivamente, es la cuna del delito, o sea, es la universi-
dad; o sea, quien ingresa ahí, o sea, aprende un montón de cosas, 
se relaciona con un montón de personas que van a salir en los 
próximos días, entonces perfectamente pueden crear una pequeña 
organización (EN 5).

En este sentido, el sistema penitenciario se articula con la variable de 
persecución penal, pero en un sentido inverso, en tanto el objetivo bus-

cado (reducir el delito), opera de manera contradictoria, en tanto por lo 
que señalan los entrevistados y las entrevistadas, existe evidencia de que 
el solo hecho de caer en el sistema de justicia criminal tiene un efecto 
disuasorio mayor que el ir a la cárcel, y que al contrario de lo que se es-
pera, la cárcel produce un efecto de contagio de prácticas delictivas más 
complejas y permanentes en el tiempo. 

[…] está bien estudiado que cuando tú pones un pie en el sistema 
de justicia criminal, las probabilidades de salir del mundo del de-
lito bajan sustancialmente. O sea, es más, hay que tratar de evitar 
que los jóvenes vayan detenidos a algún lado. Porque ahí donde ya 
vas detenido ya la policía te pegó, ya tienes, ya estás estigmatizado 
como delincuente (EN 2).

El impacto de la internación carcelaria, tendería no sólo a un riesgo 
de contagio de prácticas delictivas, sino que también, esta agudizaría 
la situación de exclusión social de quienes caen en ella, que son prefe-
rentemente personas de los grupos menos favorecidos y excluidos de 
la sociedad, que son justamente de donde proviene la gran mayoría de 
la población que llena las cárceles, y que tiende a desarrollar conductas 
criminales de mayor complejidad y violencia.

…la cárcel te empobrece y profundiza tu situación de exclusión 
social. Y eso, obviamente, amplifica la conducta criminal, en un 
lugar donde no hay oportunidades para la reinserción. Entonces, 
más allá del contagio, como que tú aprendas cosas, o te vinculen 
nuevas bandas, o aprendes de la cárcel, yo creo que el problema 
es cuando sales, te puedes juntar con esa banda o con cualquiera, 
digamos, con lo que aparezca y esté ahí disponible (EN 4).

Coinciden en las entrevistas, que explorar penas alternativas a la inter-
nación carcelaria, representaría la mejor solución a este problema es-
tructural que presenta el sistema penitenciario:

Es una contradicción, tenemos una población [carcelaria] muy 
alta. Nosotros debiésemos ser capaces de dejar gente que fuera a 
la cárcel y que transite por otros caminos del sistema de justicia 
(EN 1).

Hay meridiano acuerdo en las entrevistas, que la solución para el caso 
de la población ya recluida, pasa por favorecer políticas de libertad 
condicional y vigilada, que ayuden a transformaciones conductuales, 



224 225

El imperativo de la seguridad en Chile

ante la promesa de reducción de penas, que es el camino contrario a lo 
que se observa actualmente:

[…] [La libertad condicional] es lo que regula el comporta-
miento de los presos: Tener beneficios para poder salir antes. Y 
se han restringido [...] considerablemente y se ha perdido como 
legitimidad [...]. Y la libertad vigilada, que es obviamente el ma-
yor mecanismo de descompresión de la cárcel, que aparte opera 
también, ajustando un poco, como la economía del poder de la 
cárcel, o sea, la cárcel sin la condi [sic] no funciona; no funciona 
porque el comportamiento dentro de la cárcel se regula por la 
postulación a la libertad condicional (EN 4).

La principal traba señalada para que el sistema de libertades condi-
cionales cumpla su rol, al igual que lo antes señalado, es su desfinan-
ciamiento, que lleva a que los agentes encargados de controlarla, vean 
sobrepasados por el volumen de beneficiarios a los que tiene que su-
pervisar, haciendo imposible que produzca los efectos esperados, de 
cambio en las tendencias a la comisión de delitos:

Cuando las personas salen en libertad condicional, hay un agen-
te encargado de eso, bueno, el agente tiene —en algún minuto vi 
la cifra—, tenía más de 600 personas a su cargo, por lo tanto, es 
imposible que las supervise y, básicamente, esa persona puede 
cometer otro delito (EN 5).

El impacto directo de esta crisis del sistema carcelario, proyectada a 
futuro, es que se mantendrá o aumentará la reincidencia delictual, que 
es lo que se observa actualmente, dejando de surtir el efecto esperado 
de disuasión y reinserción, dejando el campo abierto a organizaciones 
criminales, ante las carencias del sistema, en aumentar el control e in-
fluencia en los recintos penitenciarios, y coadyuvando a la captura de 
futuros miembros de dichas organizaciones.

[…] en general, te diría que el 60% de la reincidencia, de quie-
nes reinciden, en dos años siguen yendo, se produce a los dos 
meses, o sea, al tiro. Eso te habla de falta total de oportunida-
des. O sea, la mayor parte de los que reinciden, lo hacen porque 
no tienen ninguna oportunidad tras salir de la cárcel. Entonces 
reactivan rápido las redes con que robaban (EN 4).

Respecto a la otra función del sistema penitenciario, que es la reinser-
ción, los diagnósticos resultan bastante pesimistas observando la situa-
ción actual, que hablan de una renuncia a dicho propósito por parte del 
Estado:

[…] en Chile no existe ningún tipo de política ni de incentivo para 
una política de reinserción de los presos y eso genera un problema, 
porque quiere decir que la población presa sale, bueno, peor, la 
famosa escuela del delito, porque no tiene otra posibilidad que no 
sea delinquir después cuando salgan de la cárcel, y salen con un 
doctorado (EN 7).

En gran medida, el problema de la reinserción es la falta de objetivos 
más amplios del sistema de procesamiento penal que la privación mis-
ma de la libertad, no hay una perspectiva de largo plazo para ese sujeto, 
sino que solamente su encierro. Esta falta de objetivos más densos, res-
ponde a la visión residual que tiene el sistema penitenciario dentro del 
proceso de combate al crimen y el delito. 

La reinserción es un paradigma que viene en jaque desde hace 
mucho tiempo, porque es un poco la consecuencia inevitable del 
sujeto que ha sido institucionalizado en un régimen de privación 
de libertad, que solamente apunta a privación de libertad, de li-
bertad ambulatoria, restricciones de libertad comunicacional, de 
libertad sexual (EN 10).

A esta mirada estrecha, los entrevistados y entrevistadas, señalan que 
debe expandirse en nuestra normativa y políticas penitenciarias, una 
mirada de derechos, que apunte al derecho a la reinserción que tiene 
toda persona que ha cometido un delito y ha pagado por ello, al tiempo 
que es un imperativo ético del Estado y una buena inversión pública a 
largo plazo, si se busca realmente bajar la incidencia de delitos. 

[…] yo creo que tiene dos niveles, yo creo que vale la pena porque 
igual la evidencia muestra que la reinserción es una buena inver-
sión, o sea, alguien que tiene oferta de reinserción tiene mayores 
posibilidades de reinsertarse, eso es, pero además yo lo veo más 
normativamente, es una obligación del Estado también, y una 
cuestión de derechos, de dignidad de las personas ofrecerle estas 
oportunidades (EN 1).
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Para tal propósito, en las entrevistas se señala que deben trazarse 
caminos y oportunidades claras para salir del delito, una progre-
sividad de acciones y objetivos que vayan alejando el delito como 
oportunidad de bienestar material y única forma de sociabilidad. 

Logrando espacios claros de inserción social, de libertad, de 
borrar un poco la estigmatización, los antecedentes y eso, esa 
idea como de progresividad, de cómo el sistema va ofrecien-
do cada vez más oportunidades que está disponible es algo 
que en Chile no está tan desarrollado (EN 1).

Esto es especialmente relevante, ante el hecho que la falta de opor-
tunidades transforma a las personas que salen de la cárcel, en pú-
blico objetivo de organizaciones criminales para integrarlos en sus 
filas, comenzando carreras delictivas más complejas y violentas, 
pues representa la única posibilidad de integración social que tie-
ne disponible.

[…] el tema de la resiliencia institucional hay que mirar, el 
tema más internacional y, bueno, poner como racionalidad 
al uso de la cárcel, o sea, todas las personas que salen de la 
cárcel, y producto de los mecanismos espantosos que existen 
de reinserción social, que prácticamente son nulos, son per-
sonas que son, o sea, si es que está el crimen organizado, ya 
está realmente tratando de reclutar a soldados desprovistos 
de toda agencia, [...] son las personas que salen de las cárce-
les (EN 4).

A este respecto, se señalaron una serie de estrategias y políticas 
para favorecer la reinserción, que se pueden reducir en tres cam-
pos: las adicciones, la violencia y competencias educacionales bá-
sicas (lecto-escritoras):

[…] gendarmería ojalá tuviera tres cosas. Uno, problemas de 
adicciones, ¿no? programas para enfrentar el problema de las 
adicciones o consumo problemático. Dos, asegurar mínimos ni-
veles de lecto-escritura, educación, ¿no? Y tres, manejo de ira 
y violencia. O sea, ya ni siquiera me importa que les enseñen 
a hacer cerámica gres, pero si tú lograras que uno pase por la 
cárcel y salga entendiendo lo que lee (EN 2).

Finalizando esta sección, resulta interesante que quienes describie-
ron esta categoría como relevante, la vinculan con políticas de con-
trol territorial de las cárceles, y en menor medida, trabajo de inte-
ligencia (en especial en lo referido a interoperabilidad de bases de 
datos) y economía del crimen (estructura organizacional). En senti-
do contrario, señalan que los efectos de las actuales políticas de per-
secución penal, que han masificado la reclusión carcelaria como res-
puesta, amplifican el potencial delictivo de quienes caen en prisión. 
Estos vínculos dan cuenta de que el sistema penitenciario representa 
un espacio dentro del continuo de las acciones delictivas, por lo que 
su intervención tiene consecuencias en el exterior (barrios, merca-
dos ilícitos, etc.). Ello habla de la importancia del sistema peniten-
ciario no sólo desde un punto de vista del ciclo castigo, desincentivo 
y reinserción, sino también, dentro del proceso persecutorio.

No obstante esta importancia, resulta sintomático la incidencia me-
nor de esta categoría en las entrevistas, respecto a la importancia 
que tuvo en décadas anteriores, pues existe consenso que el sistema 
penitenciario está en crisis, y los logros que se esperaban de una 
política de mayor internación y castigos, pareciera a la luz de la evi-
dencia, no haber rendido los frutos esperados, quedando relegada a 
una función de soporte de otras políticas. 

Conclusión y Variables Transversales

Del análisis general de los datos recabados para hacer esta investigación, 
resulta evidente que el fenómeno de la criminalidad y el delito, representa 
un fenómeno multivariable, complejo, de alcance global y, para mayor 
nubosidad en el debate, donde las percepciones, opiniones y muchas ve-
ces las políticas implementadas, no siempre se condicen con la eviden-
cia. Una de las advertencias más reiteradas en las entrevistas a expertos 
y expertas, es que no existe una bala de plata o una solución mágica (o 
exprés) para enfrentar el problema del crimen organizado. Más bien, se 
desprende del análisis que habría primero que hacer un esfuerzo para 
entender mejor el fenómeno, poniendo en cuestión o bajo revisión los 
prejuicios o preconcepciones que suelen esgrimirse —a veces, sin la sufi-
ciente criticidad— en el debate público. A partir de dicha evidencia, por 
otra parte, habría que pensar no tanto en una política, sino más bien, en 
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un conjunto coherente de políticas públicas que, a su vez, como plantea 
Marcelo Bergman, “tengan en cuenta medidas económicas, sociales, polí-
ticas y administrativas”7. En otras palabras, que abarquen justamente la 
complejidad del asunto. 

Pasando ahora a analizar concretamente esta complejidad, se desta-
can, a modo de conclusión, algunas de las principales ideas y reco-
mendaciones que fueron reiteradas, y de forma transversal, en las en-
trevistas con expertos y expertas. 

Dificultad de la definición

Pareciera ser, que la línea que separa la criminalidad organizada de la 
no organizada, es difusa. Así, por ejemplo, la Convención de Nacio-
nes Unidas contra el Crimen Organizado Transnacional (2000), cono-
cida internacionalmente como la Convención de Palermo, establece 
un concepto mínimo de grupo delictivo organizado, como “un grupo 
estructurado de tres o más personas que exista durante cierto tiempo y 
que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o más deli-
tos graves o delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con 
miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro 
beneficio de orden material”8. Sin embargo, entre quienes estudian el 
fenómeno no hay consenso respecto de la utilidad de dicha concep-
tualización, que aparece a primera vista como meramente formal. Por 
ejemplo, se omiten allí referencias al uso de la fuerza y a la corrupción. 
De ahí que otros órganos internacionales, como el Consejo de Europa, 
distingan entre indicadores obligatorios e indicadores optativos para 
la definición del crimen organizado. Entre los indicadores obligatorios 
están, por ejemplo, la colaboración de dos o más personas, la búsque-
da de medios de poder, la permanencia en el tiempo y la sospecha 
de comisión de delitos graves. Entre los indicadores optativos, por otro 
lado, se señalan: “el reparto de tareas específicas, mecanismos de control y 

7	 Bergman (2023). Op. Cit. p. 302.
8	 Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) (2004). Convención 

de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protoco-
los. Naciones Unidas. p. 5. www.unodc.org/documents/treaties/UNTOC/Publications/
TOC%20Convention/TOCebook-s.pdf

de disciplina interna, actividad internacional, empleo de violencia e intimi-
dación, empleo de estructuras comerciales y económicas, implicación en el 
blanqueo de capitales e influencias políticas y en medios de comunicación”9. 

En esta línea, muchos de quienes estudian el crimen organizado suelen 
distinguir varios elementos en su caracterización. En primer lugar, los 
grupos u organizaciones de crimen organizado, “que pueden tener múl-
tiples formas según el número de componentes, su estructura, su jerarquía 
interna, la distribución de funciones entre los miembros y su implantación 
local o internacional”10. 

Por otro lado, los mercados ilícitos en los que opera. Este es, particu-
larmente, un punto crucial para entender el fenómeno. Aquí se pueden 
presentar variaciones según el tipo de producto comercializado (drogas, 
armas, alcohol, tabaco, especies protegidas, inmigrantes, órganos, diaman-
tes, etcétera). En cierto modo, operarían como cualquier mercado, pero 
sus características específicas obedecerían a un “desequilibrio entre una 
oferta legal limitada y una demanda potencialmente importante e insuficien-
temente satisfecha”11. En segundo lugar, a juicio de Giménez-Salinas, este 
desequilibrio se relaciona con factores como la regulación o restricción de 
la libre comercialización de los bienes12. En tercer lugar, plantea que “las 
actividades que, de forma instrumental, suelen desarrollar las organizaciones 
para mantenerse en la clandestinidad”13. Aquí se ubicarían la violencia, la 
corrupción y el uso de la economía legal, entre otros14. 

Esta caracterización general, sin embargo, puede ser aún problematizada 
(y, en efecto, a lo largo del estudio se aprecia la existencia de diversas mira-
das y diversos énfasis en las entrevistas respecto de lo que puede cons-
tituir el crimen organizado). Un ejemplo de esto, es la que proporciona 

9	 Giménez-Salinas, A. (2021). “La lucha contra el crimen organizado en Europa: un caso 
de eficacia policial y judicial”. En B. García y S. Alda Mejías (editoras). El Estado en 
América Latina ante el asedio del delito organizado. Pontificia Universidad Católica del 
Ecuador. p. 207.

10	 Ibíd. 
11	 Ibíd. p. 208.
12	 Ibíd.
13	 Ibíd.
14	 Ibíd. pp. 209-210.
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el entrevistado/a 8 (EN 8), para quien el crimen organizado en Chile 
tendría antecedentes históricos relevantes en el fenómeno del bando-
lerismo, que se desarrolló muy intensamente hasta los años veinte del 
siglo pasado. Pero eso no es lo que se entiende actualmente por crimen 
organizado, lo que da cuenta de una noción que se va modificando 
con el tiempo. En el mismo sentido, en algunas entrevistas se advir-
tió el riesgo de caer en ciertas caracterizaciones o simplificaciones que, 
siendo muy atractivas desde el punto de vista del imaginario social y 
político, desdibujan el fenómeno en la práctica. Así, como plantea el 
entrevistado/a 6 (EN 6), es muy común imaginarse a estas bandas cri-
minales como la mafia —en su versión norteamericana o italiana—, 
con estructuras complejas que funcionan como empresas, con un nú-
cleo familiar o un núcleo de lealtad o juramento, con una estructura 
piramidal y con funciones claramente diferenciadas, pero ello no es así 
en todos los casos. Es más, es probable que no sea así en absoluto —por 
lo menos, en gran parte de los países latinoamericanos—, como esbo-
zaron varios entrevistados. En esta línea, otros autores han sostenido 
que habría que imaginarse, más bien, unidades de crimen desorgani-
zado15, “en el que las pequeñas unidades ejecutan diferentes tareas (…), 
y cada una es autónoma y reemplazable”16. Así, más que grandes cor-
poraciones monopólicas con miles de trabajadores, habría que pensar 
en “miles de personas distribuidas en pequeñas unidades independientes 
que interactúan entre sí, ya sea por un pago de servicios, por una fracción 
de las ganancias o de los bienes traficados”17.  

Dificultad del diagnóstico

Otro punto que se repitió en casi todas las entrevistas, tiene que ver 
con la dificultad de realizar un diagnóstico acabado del problema, de-
bido a la falta de datos fehacientes. Como señaló el entrevistado/a 4 
(EN 4), los datos actualmente disponibles no permitirían a los acadé-
micos responder con rigurosidad a la pregunta de si el crimen orga-
nizado está efectivamente instalado en Chile. Por otra parte, si bien 

15	 Reuter, P. (1985).Disorganized Crime: Illegal Markets and the Mafia. MIT Press.
16	 Bergman (2023). Op. Cit. p.40.
17	 Ibíd. p. 41.

existen bases de datos importantes en diversas áreas vinculadas con el 
delito, no todas estas bases de datos conversan entre sí. Como plantea 
el entrevistado/a 5 (EN 5), las estadísticas de cada institución son dife-
rentes y no dialogan entre sí. Así, el Ministerio Público tendría un tipo 
de contabilización de los homicidios, mientras que el Ministerio del 
Interior, otro. Lo mismo ocurriría con el Poder Judicial, con Carabine-
ros y con Gendarmería. Esto no es sólo un problema académico, sino 
que incide directamente en la formulación de las políticas públicas: se 
necesita saber a ciencia cierta lo qué está pasando para focalizar ade-
cuadamente la política criminal.

Crítica al rol de los medios de comunicación

Gran parte de los entrevistados y entrevistadas cuestionó el deterioro 
del debate público en torno a este tema. Así, el entrevistado/a 1 (EN 
1) sostiene que los medios de comunicación “han sido clave en am-
pliar y en extender” la percepción de inseguridad. Esta percepción, si 
bien arraigada en hechos concretos de la realidad, como el aumento 
de la tasa de homicidios en los últimos años (que subió de 4,5 cada 
cien mil habitantes en 2018, a 6,7 en 2023), también nos enfrenta a 
una paradoja: la sensación de inseguridad crece aún más que la tasa 
de victimización. Estaríamos frente, como señala el entrevistado/a 10 
(EN 10), a “una sensación de miedo […] que busca instalarse en una 
de nuestras principales debilidades, que es las redes sociales y la comu-
nicación no presencial”. 

Como ya planteaba Pierre Bourdieu en los años noventa, el uso co-
tidiano de la televisión y —podríamos añadir ahora— otro tipo de 
plataformas analógicas y/o digitales, entrañan diversos peligros po-
líticos, debido a su capacidad de “mostrar y hacer creer en lo que mues-
tra”18. El mero hecho de informar a través de estos medios “implica siempre 
una elaboración social de la realidad capaz de provocar la movilización (o 
la desmovilización) social”19. Así, “los incidentes o los accidentes cotidianos 
pueden estar preñados de implicaciones políticas, éticas, etcétera, susceptibles 

18	 Bourdieu, P. (2007). Sobre la televisión. Anagrama. p. 27.
19	 Ibíd. p. 28.
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de despertar sentimientos intensos, a menudo negativos, como el racismo, la 
xenofobia, el temor-odio al extranjero”20. Mediante dichas representaciones 
se configura lo que el jurista Eugenio Zaffaroni ha denominado: la crimi-
nología mediática21. Cuando esto ocurre, se empieza a condicionar el de-
bate público en materia de persecución penal, dificultándose la posibilidad 
de elaborar políticas públicas basadas en la evidencia y que ataquen real 
—y no sólo mediáticamente— al delito.   

Aumento de la violencia y situación latinoamericana

Varios entrevistados mencionaron la existencia de un aumento general 
de la violencia en el mundo y, particularmente, en América Latina, sobre 
todo luego de la pandemia de Covid-19. Esta idea se condice con lo que 
han señalado otros autores, como Marcelo Bergman, quien identifica un 
efecto en forma de U sobre el delito durante la pandemia (baja abrupta en 
los tiempos de encierro y subida abrupta después del confinamiento). Así, 
no sólo se ha llegado a los niveles anteriores de delito sino que es probable 
que “la pandemia haya incidido incluso en un mayor volumen de delitos”22. 

Por otro lado, la referencia a América Latina es importante, por cuanto 
se trata efectivamente de la región en la que más ha aumentado la violen-
cia en las últimas décadas. Esto ha llevado al mismo Bergman a hablar de 
una “paradoja latinoamericana”, donde a mayor crecimiento económico, e 
incluso un leve descenso de la desigualdad, las tasas de delitos han aumen-
tado, lo cual parece contraintuitivo. Más allá de las causas de esta situación 
paradojal, el dato sugiere dos cosas que habría que tener en cuenta para 
cualquier análisis sobre el crimen organizado: primero, que existen ciertas 
características propias de la región que facilitan o desencadenan esta vio-
lencia. Segundo, que se trata de un fenómeno que no se da aisladamente 
en los distintos países, sino que debe entenderse dentro de un contexto y, 
sobre todo, dentro de un mercado regional o internacional. 

20	 Ibíd.
21	 Zaffaroni, E. (2012). La cuestión criminal. Planeta. p. 215 y ss.
22	 Bergman (2023). Op. Cit. p. 309.

Habría, pues, que abandonar las tesis excepcionalistas que muchas veces 
se asume respecto de Chile y su vinculación con el resto de la región. Esto 
tiene correlato con la necesidad de contar con una mayor cooperación con 
los países de América Latina, así como con la necesidad de instalar capa-
cidades en nuestras instituciones para que se anticipen a la articulación de 
estas redes criminales internacionales, cuestiones tocadas —en mayor o 
menor medida— por varios de los entrevistados y entrevistadas. 
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Entrevista 
Sr. Álvaro Bellolio 

Ingeniero Civil PUC, Máster en Políticas Públicas U. de Chicago. Director Nacional 
del Servicio Nacional de Migraciones, académico y Consultor BID y OECD. Actual-
mente dirige la Escuela de Gobierno de la Universidad Andrés Bello.

1. En base a su experiencia en la gestión pública, ¿Cuál es su rela-
ción con el tema de la seguridad y el crimen organizado?  ¿Cómo lo 
trabajó usted en su momento?
Yo trabajé casi cinco años en la Administración Pública. Trabaje en 
el año 2010 en la Secretaría General de la Presidencia y después entre 
2018 y 2022 en el Ministerio del Interior, primero a cargo del Depar-
tamento de Extranjería y Migración y después del Servicio Nacional 
de Migraciones, cuando se generó su creación. Por lo tanto, nosotros 
veíamos lo que era principalmente relacionado con delincuencia, 
crimen o antecedentes penales asociados a extranjeros. Era el foco 
principal. Por supuesto, esto seguía siendo un número bastante bajo. 
La cantidad de extranjeros que hoy en día están presos en Chile, por 
ejemplo, es cerca de siete mil cuatrocientos. Y hay un millón y medio 
de extranjeros en Chile. Pero sí teníamos acceso y sí veíamos los casos 
específicamente de aquellos extranjeros que no cumplían con la nor-
mativa en el país.
Entonces, ¿por qué el tema del crimen organizado? ¿Por qué los temas 
de seguridad eran tan relevantes? Yo creo que hay dos puntos.
Sí quiero enfatizar que la gran mayoría de los extranjeros que vienen 
a Chile vienen a aportar, vienen regularmente, vienen a mejorar la ca-
lidad de vida de su familia. Históricamente han sido un aporte al país. 
Pero hay ciertos casos que han venido a generar daño y, desde mi pers-
pectiva, con ellos debería haber una política de tolerancia cero, porque 
se ha visto que han afectado en cierta medida la calidad de vida de 
los chilenos y han generado una estigmatización hacia los extranjeros 
residentes que vienen a aportar al país. 
En términos generales, un poco para que vean el cambio demográ-
fico que ha ocurrido en Chile, el año 2014, según los datos que ha-
bía, según las estimaciones, había cerca de 450 mil extranjeros y eso 

Experiencias desde la práctica

En esta adenda del capítulo III se incluyen dos en-
trevistas realizadas a profesionales que han tenido 
experiencia sectorial en cargos relevantes en la fun-
ción pública, en un caso vinculado al ámbito migra-
torio, y en otro a la persecución del delito. El objeto 
de estas entrevistas es recabar su perspectiva sobre 
el tema, a partir de su experiencia práctica, y cotejar 
su percepción sobre el diagnóstico del desarrollo del 
crimen organizado en Chile, así como sus priorida-
des para enfrentarlo y su pronóstico sobre el futuro 
de este problema en nuestro país.  

En particular, cabe destacar que ambos se refieren a 
temas que han sido trabajados por los expertos en el 
presente capítulo, como el reforzamiento de la insti-
tucionalidad, el problema carcelario o la necesidad 
de contar con un adecuado control territorial (par-
ticularmente de fronteras y migratorio). En el caso 
de Álvaro Bellolio, vemos, entre otras cosas, la rele-
vancia de ordenar los espacios dentro de las cárceles 
para evitar que se mezcle la población penal vincu-
lada a delitos menores y aquella vinculada a crimen 
organizado. En tanto, la entrevista a Luis Toledo, este 
da cuenta de la necesidad de contar con una arqui-
tectura orgánica adecuada que permita enfrentar de-
litos de alta complejidad, y propone –entre otras co-
sas- crear un centro de inteligencia que le permita al 
país anticiparse a la acción de las bandas criminales.  
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representaba cerca de un 2,8% de la población residente. Y cuando 
asumimos el 2018, no había certeza de la cantidad de extranjeros que 
habían entrado al país, especialmente en el período 2016 y principios 
del 2018. Nosotros trabajamos con el INE, con el Registro Civil, y lo-
gramos establecer un número que después se fue actualizando, pero 
que había cerca de 1,3 millones de extranjeros a fines del 2018, o sea, 
en el período 2014 a 2018 y principalmente entre el 2016 y 2018 en-
traron a Chile y se quedaron, 850 mil extranjeros. Y la gran mayoría 
de esos extranjeros, más del 90%, entraron a Chile como turistas, se 
presentaron en la frontera diciendo que venían a turistear y se que-
daron. En Chile el requisito para la visa de turismo en ese tiempo era 
nulo, sólo demostrar que había un pasaje de vuelta, algunas preguntas 
especiales, pero no se pedían antecedentes penales.
Y desde 2016 a 2018 había una visa, que nosotros la eliminamos al mes 
de estar en funcionamiento, que se llamaba “temporaria por motivos 
laborales”. Para obtener esta visa sólo se necesitaba tener un pasapor-
te vigente y un contrato de trabajo o una oferta de trabajo. Esa es la 
visa que obtuvo el “Estrella”, el líder del Tren de Aragua, que entró a 
Chile el año 2016 y el 2017 solicita su residencia en la gobernación de 
Valparaíso. Y ahí nosotros detectamos que había varias anomalías con 
respecto a estos temas, alguna asociada de crimen organizado, otra 
asociada a irregularidad común.  El año 2018 detectamos primero que 
con esta visa temporaria por motivos laborales habían aproximada-
mente unos 45 mil contratos falsos, entre el año 2016 hasta mediados 
del 2018. Había gente que llegaba a Chile, presentaba una oferta, por 
ejemplo, dos mil contratos de trabajo, dos mil ofertas. Ese local era así 
como un almacén. Era imposible que tuviera la capacidad de ofrecer 
dos mil puestos.
Entonces había una cantidad de contratos falsos importantes, una 
cantidad de extranjeros que entraron a Chile y buscaron, de distintos 
modos, de distintas formas, regularizar. Y ahí se tomaron ciertas me-
didas súper concretas. 
El año 2018 se empieza a pedir lo que tenía que ver con el visado de 
turismo de ciudadanos haitianos. Y ahí, principalmente, porque nos 
enfrentamos a un tema que estaba más asociado a tráfico de personas. 
En estos vuelos de la aerolínea LAW, por ejemplo, en el año 2017 en-
traron a Chile como turistas y se quedaron 130 mil ciudadanos haitia-
nos. Es decir, la tasa de sobre estadía de los ciudadanos haitianos en 

Chile era sobre el 90%. O sea, de cada diez ciudadanos haitianos que 
entraban como turistas, nueve se quedaban. Y ahí se generaron las 
querellas respectivas. 
Pero había tres grandes responsables de estos temas. Uno, la aerolínea 
LAW, que finalmente quebró. El negocio de la aerolínea es que ellos 
vendían pasajes de ida y vuelta, pero a la vuelta no volvía nadie, por lo 
tanto, volvían a vender los pasajes. En ese sentido ellos lograban obte-
ner al menos cuarenta o cincuenta mil dólares adicionales por vuelo, 
por vender la vuelta dos veces. Dos: había muchos prestamistas en 
Haití. En Haití, los prestamistas, hasta hace algún tiempo, no sé si lo 
sigue siendo, eran legales. Entonces ellos eran los que les conseguían 
los dólares en los sobres amarillos con los cuales los ciudadanos hai-
tianos entraban. Se había corrido el rumor en Haití de que entrar a 
Chile era muy fácil. Que era fácil trabajar sin visa -cosa que es cier-
to-, pero que también se podía ganar mucha plata, cosa que no era 
tan cierto, porque si bien se puede ganar, no internalizaban el costo 
de vida. El costo de vida en Chile es muchísimo más alto que el de 
Haití. Entonces la capacidad de ahorro que tenían no era tan alta a la 
expectativa que tenían. Pero ellos, para venir a Chile, gestionaban los 
fondos con estos prestamistas. Y tres: había algunas agencias de viaje 
chileno-haitianas que triangulaban y que gestionaron con la aerolínea, 
con los prestamistas, e identificaban a la gente.
Entonces ahí hay un grupo que hizo mucho daño, especialmente a la 
comunidad haitiana, pues generó una expectativa desmedida y que se 
atacó directamente en el año 2018.
Y ya en junio de 2019 se ve que la sobre estadía de ciudadanos haitia-
nos, sobre el 90%, también estaba ocurriendo con ciudadanos vene-
zolanos. Por ejemplo, en diciembre del año 2018, cerca de 35 mil ciu-
dadanos venezolanos llegaron a Chile diciendo que eran turistas. Este 
era un número altísimo. También la tasa de sobre estadía era el 90% 
y, en junio de 2019, se establece terminar con el flujo o con el turismo 
de ciudadanos venezolanos y se les pide visa. O sea, por ejemplo, en el 
año 2017 entraron a Chile como turistas 110 mil ciudadanos venezo-
lanos. El año anterior, cerca de cincuenta mil y venían varios del Tren 
de Aragua, la primera ola del Tren de Aragua llegó entre 2016-2017, 
como turistas. El año 2018, también, como 180 mil, muy alto.
El año 2019 se pone la visa y ahí se genera un cambio y los grupos de 
crimen organizado -que se habían establecido principalmente en el 
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periodo 2016 a 2018-, con la solicitud de la visa para contener los 
flujos, más la pandemia y el cierre de fronteras, empiezan a gestionar 
principalmente dos negocios ilegales. Primero, empiezan a generar 
cierto nivel de control de los pasos ilegales en el norte, porque había 
fuerzas armadas desplegadas en todo el país, porque el control en 
frontera era complejo, era poroso. No hay un control muy efectivo en 
Bolivia. Entonces el paso entre Perú y Bolivia es en línea recta; o sea, 
hay muy poco control en la gestión migratoria. Ahí ellos empiezan a 
tomar cierto nivel de control de los pasos fronterizos ilegales, pasos 
no habilitados, que hay muchísimos. Por lo tanto, había dos grupos: 
algunos que lo hacían un poco más “amateur”, por así decirlo, que 
eran como pasos individuales específicos, que eran coyotes u otros 
que ingresaban a las personas, principalmente en la frontera de Bo-
livia. Cerca del 90% de los ingresos clandestinos son por Bolivia, no 
por Perú. Luego, había un segundo grupo que estaba un poco más 
organizado, que les cobraba o también gestionaba que estos migran-
tes trasladaran ciertos productos ilícitos, principalmente drogas.
Esto generó que el año 2020 hubieran 16 mil ingresos clandestinos, 
el 2021 56 mil y la suma de 2022 y 2023, o sea, recientemente, 100 
mil ingresos clandestinos. El año 2022, 54 mil ingresos clandestinos 
detectados por PDI y el año pasado 2023, 44 mil. Estos son los datos 
que entrega la PDI y son datos públicos de denuncias y auto denun-
cias por ingresos clandestinos. Entonces, al final, entre el 2021 y el 
2023 tienes como 150 mil ingresos clandestinos.
Otro tema de diagnóstico también -y yo creo que es lo más preo-
cupante- tiene que ver con el aumento explosivo de los extranjeros 
en las cárceles, especialmente en la Macrozona Norte. Según los 
datos de Gendarmería, en la caracterización de personas privadas 
de libertad, al 31 de diciembre del 2021 había 3.816 presos extran-
jeros, que representaba como el 7%, que era más o menos similar 
respecto de la población total, hay cerca de un 8% de población 
extranjera en Chile. El 31 de diciembre del año 2023, o sea, 2 años 
después, 7.472, o sea, prácticamente se duplicó la cantidad de ex-
tranjeros presos en Chile.
¿Y cuál es el tema? Hoy en día son el 14% de la cantidad de presos a 
nivel nacional. El problema es que en algunos lugares, por ejemplo 
en Tarapacá, son el 51% de los presos, o sea, en Tarapacá tienes más 
presos extranjeros que presos chilenos. 

Y hay un dato: que los homicidios en las cárceles han disminuido de 
forma importante, cerca de un 88% y uno dice, “¡qué bueno!”. Pero 
cuando disminuyen de forma tan importante los homicidios significa 
que alguien está poniendo orden en las cárceles y no ha habido un 
cambio por parte de la política penitenciaria de Gendarmería. 
Por lo tanto, los que están poniendo orden en las cárceles son los ex-
tranjeros y el crimen organizado. Hoy en día, y lo ha dicho el Fiscal 
Nacional, no está la información de sus antecedentes delictuales. Y 
como no hay una separación efectiva en las cárceles, el control del 
crimen organizado de extranjeros en las cárceles es brutal.
Actualmente las cárceles funcionan, a cierto nivel, como espacios de 
reclutamiento de extranjeros de diferentes nacionalidades y también 
como centro de operaciones, que es un poco la lógica cómo funciona-
ba el Tren de Aragua, que nació en una cárcel en Venezuela. Eso en 
términos generales de trayectoria y de diagnóstico. No es muy opti-
mista el ambiente, pero eso es hoy en día lo que tenemos.

2. ¿Cuáles son las prioridades para enfrentarlo? ¿Qué es lo que se 
puede hacer?
Acá hay varios temas. Yo estoy hablando de lo que más conozco, 
que es el tema migratorio. O sea, el crimen organizado puede tener 
ciertos componentes nacionales y otros, pero a mí me ha tocado ver-
lo específicamente desde esta explosión demográfica, del aumento 
sostenido de extranjeros que cometen delito y los extranjeros que 
están involucrados en el crimen organizado, que nuevamente es una 
minoría de un grupo muy grande, pero hay que hacerse cargo y hay 
varias prioridades. 

Hay que analizar la arista que tiene que ver con la población penal. 
No puede ser que hoy no se prioricen los espacios por el nivel de pe-
ligrosidad, no puede ser que esté alguien en prisión preventiva por un 
delito menor junto con uno de los líderes del Tren de Aragua.  Respec-
to a separar los espacios, yo creo que hay varias cosas que se pueden 
hacer. Uno, creo que mejorar infraestructura para separar los patios, 
por ejemplo, o los temas de convivencia. Dos, desarrollar nueva in-
fraestructura. Y tres, yo creo que sería interesante explorar un poco 
lo que ha hecho Italia con respecto al crimen organizado. Italia tiene 
una de las legislaciones más duras en esa materia, después de que pu-
sieron una bomba y mataron a un juez el año 1992. Allí cambió un 
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poco la perspectiva de la visión y ellos, efectivamente, lo que hacen es 
que tratan de eliminar la posibilidad de que alguien de la mafia pueda 
seguir operando desde la cárcel. Puede ser una infraestructura, puede 
ser establecer nuevos procedimientos, espacios nuevos, o sea, el tema 
de controlar los patios y otras condiciones. Pero, en el fondo, habría 
que separar lo que tiene que ver con crimen organizado o gente que 
no se sabe la información delictual, de personas con delitos de menor 
envergadura y que tienen posibilidades de ser rehabilitados.
En segundo lugar, Chile tiene un convenio que se llama el Convenio 
de Estrasburgo, que se firmó en el año 1998, y establece que tú puedes 
coordinarte con el país de origen para trasladar a extranjeros conde-
nados para que cumplan su condena en el país de origen. Chile tiene 
convenio con Bolivia y Venezuela, que representan un alto porcen-
taje de los presos extranjeros. Y eso ayudaría a descongestionar los 
recintos. Este Convenio de Estrasburgo establece que, a petición de 
alguno, el otro puede aceptar, por supuesto, con ciertas condiciones 
o incluso algunos recursos, pero estando disponible ese espacio, no 
se ha ocupado.
¿Puede ser más peligroso un extranjero del Tren de Aragua en la cárcel 
en Venezuela que acá? Puede ser, pero es una facultad que tiene el Mi-
nisterio de Justicia hoy, o sea, lo podrían implementar mañana y hay 
que negociar con los países. O sea, hay que hablar con Bolivia, hay que 
hablar con Venezuela, Colombia no ha firmado, pero podría también 
generarse algo al estilo porque hay distintos niveles de peligrosidad. 
En el fondo, hoy en día una potestad que tiene el Poder Judicial es la 
conmutación de pena. Si un extranjero es condenado por menos de 
cinco años y un día, hace dos años de cárcel y sale en libertad a su país 
de origen con una prohibición de ingreso por diez años.
El tema es que, si bien es una medida razonable, y es una política que 
se ha ocupado en los últimos años, sí hay evidencia de que algunos 
extranjeros vuelven rápidamente. Por ejemplo, el caso concreto del 
“Lágrimas”, un ciudadano colombiano que fue expulsado y a los dos 
meses fue arrestado nuevamente por un delito de robo con viola-
ción. Entonces, al final, claramente hay algo que está fallando, que 
tiene que ver con el punto siguiente, con el control fronterizo y con 
otras medidas.

El último punto, que es probablemente el más complejo, tiene que ver 
con el tema del control fronterizo y el ingreso clandestino. Nosotros 

hicimos una encuesta hace un año y preguntamos a extranjeros que 
ingresaban clandestinamente: “¿Por qué ingresan clandestinamente?”. 
Esto fue a fines del 2022 y nos dijeron que había dos razones muy 
potentes. No era una razón política, no era el viaje a Cúcuta ni el pro-
grama de gobierno sobre el tema de vivienda. De hecho, muchas ve-
ces ni siquiera sabían quién era el presidente o la perspectiva política. 
Había dos cosas que eran muy potentes: uno, es muy fácil trabajar en 
Chile aún sin autorización. Y algo, por ejemplo, que dijo el fiscal de 
Tarapacá: que el Tren de Aragua compraba motos y se las arrendaba 
a extranjeros que ingresaban clandestinamente para que trabajaran 
en aplicación de reparto de delivery. Por ejemplo, una encuesta del 
Banco Mundial del año pasado señala que había 125 mil ciudadanos 
venezolanos trabajando en aplicaciones de reparto, y en promedio 
envían entre 200 y 250 dólares en remesas a su país de origen, a tra-
vés de la misma tarjeta de la aplicación, porque, como está en varios 
países, tú puedes comprar comida allá, en otro país. O sea, no tienen 
que pasar por la banca tradicional, por así decirlo. Uno ve tráfico de 
personas, de drogas, pero también el tema de última milla. Una forma 
fácil y rápida de generar ingresos es a través de la aplicación de re-
parto, pensando que el sueldo mínimo en Venezuela es de 6 dólares. 
Ellos pueden ganar de 800 a 1000 dólares al mes. Entonces ahí pagan 
un porcentaje al que arrienda las motos y un porcentaje que se va a 
comprar alimento afuera. En general, hay poca fiscalización sobre el 
trabajo informal de migrantes en Chile, hay algunas comunas que 
hacen algunas fiscalizaciones.

La ley está cambiando, y se supone que ahora entra en vigencia, pero 
es una realidad que hay extranjeros sin carnet de manejar, sin autori-
zación de trabajo que están trabajando en aplicaciones de reparto. De 
ahí podrán ver de quién es la responsabilidad. Pero hay un problema 
real: ellos decían que venían a Chile porque era muy fácil trabajar sin 
autorización y en cierta medida, las aplicaciones de reparto, la agri-
cultura, la construcción, los servicios, el comercio formal, el servicio 
doméstico demuestra que así es. Y es un problema súper transversal.

O sea, no es un tema político, sino un tema más bien social, cultural y 
de falta de fiscalización. 
Y el segundo tema por el cual decidían ingresar clandestinamente es 
porque ellos creían que ingresar clandestinamente no iba a tener nin-
guna sanción, que eventualmente igual les iban a dar una visa. Y en ese 
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sentido tienen un poco de razón. De los 100 mil ingresos clandestinos 
que han pasado los últimos dos años, han expulsado administrativa-
mente, o sea, expulsado por ingreso clandestino, cerca de 370, o sea, la 
probabilidad de que a un ciudadano venezolano que ingrese clandes-
tinamente lo expulsen, es la misma que vivir toda tu vida en Estados 
Unidos y te caiga un rayo, o sea, es prácticamente imposible.
Entonces, sienten que no hay sanción y ahora se ha presionado mucho 
y esa es una decisión legítima, pero genera la consecuencia de que con 
el registro biométrico, los extranjeros que ingresaron clandestinamen-
te pueden obtener una visa o van a obtener una visa. Entonces eso de-
bilita un poco la lógica de que para entrar a Chile tú necesitas una visa.
Finalmente se va generando una presión constante de extranjeros que 
creen que en Chile es fácil trabajar y que en Chile da lo mismo ingre-
sar a la mala, que aquí te van a dar una visa igual. Así es muy difícil 
encontrar una frontera y separar el crimen organizado: personas con 
antecedentes, personas que no, es muy difícil.
Y ahí uno puede debatir sobre el rol que tienen las Fuerzas Armadas 
en el control fronterizo, sobre las capacidades o la capacitación que 
tenga Carabineros y la PDI, que están bien divididos. 
El control fronterizo en general es complejo. O sea, no hay ningún país 
que lo haga tan bien. Hay países que son islas, como Australia o Gran 
Bretaña, que tienen problemas con ingreso clandestino. Pero sí tiene 
que ver con disminuir los incentivos hacia los extranjeros que vienen 
por razones económicas. Mejorando ese proceso es mucho más fácil 
controlar la frontera respecto de aquellos que vienen con intención de 
hacer daño, yo diría que esas son las prioridades.

3. ¿Cuál es el pronóstico? ¿Proyección a futuro?
Yo creo que el tema de dificultad número uno, es el tema en las cárce-
les, o sea, esa es la prioridad uno y que deberían enfocarse de forma 
relevante. Si no se controlan las cárceles y el crimen organizado ocupa 
las cárceles como espacio de operaciones, si se logran infiltrar, o coop-
tar o corromper a ciertos poderes del Estado, sea judicial, gendarmería 
u otro, entonces ahí uno avanzaría rápidamente hacia un modelo de 
lo que es Ecuador, Brasil y quizá México, donde hay control y las pe-
leas son más entre bandas. Por ejemplo, veríamos donde se generan 
espacios, como ocurre en Alto Hospicio, en un campamento gigan-
tesco que se llama La Mula, donde hoy viven más de treinta mil per-

sonas. Este campamento hace tres o cuatro años no existía y hoy está 
prácticamente organizado por el narcotráfico. Ellos hacen las calles, 
hacen las plazas y hasta cierto nivel, ellos son los que hacen justicia. 
O sea, si es que no se avanza en recuperar el control o en deshabi-
litar el acceso a que sigan operando desde las cárceles, uno podría 
avanzar un poco en ese modelo. No en todas partes, pero sí en los 
lugares que son más críticos pensando en el norte, en ciertos lugares 
de Santiago Centro.  
Lo segundo que sí se ha visto es que hay mucho interés por parte 
del crimen organizado de ir tomándose los espacios de las ciuda-
des donde hay puertos. ¿A qué me refiero? Iquique, Antofagasta, San 
Antonio, Valparaíso: hay una fuerte presión en crecimiento de cam-
pamentos de inmigrantes donde hay muy poco control, muy poca 
fiscalización y donde el crimen organizado tiene un rol y muchas 
veces lo ocupan de bodega para sacar droga u otras cosas. O sea, se 
va incrementando el rol de los puertos chilenos como lugares para 
sacar drogas a otros lugares. Entonces, también ahí hay un rol rele-
vante en el tema de puertos. No sabría, eso sí, cómo controlarlo. O 
sea, siempre hay algunas respuestas lógicas, como más fiscalización 
de lo que sale y cosas de ese estilo, pero el problema, el contrabando 
y el control de puertos por parte del crimen organizado, es bien es-
tratégico. Entonces, no es casualidad que gran parte de la presencia 
del crimen organizado sea en ciudades portuarias. Para ellos tener 
una red de movilidad de bienes y productos es muy relevante porque 
es una forma también de financiar su acción.
Respecto de la proyección a futuro, en general, creo que se ha ido 
avanzando hacia un consenso bien transversal de que este es un pro-
blema grave. Hay que hacerse cargo de que hoy no existen las herra-
mientas tradicionales. Actualmente ya se está avanzando en la lógica 
de que hay casos que no son rehabilitables, que hay casos donde, 
efectivamente, hay que tomar decisiones mirando la experiencia de 
países que han sido razonablemente exitosos en el combate al cri-
men organizado. Por ejemplo, Italia, lo que ha hecho Medellín, en 
cierta medida lo que ha hecho Estados Unidos. Estamos en un mo-
mento donde se puede generar un clivaje para disminuir o controlar 
rápidamente sin llegar a lo que llegaron Italia o Medellín. Pero sí 
hay que tomar medidas relevantes, especialmente en el tema de las 
cárceles y otras materias.



246 247

El imperativo de la seguridad en Chile

Entrevista 
Sr. Luis Toledo

fue unificar estos datos para que la data fuera disponible para la au-
toridad, tanto para la autoridad dentro del Ministerio Público, como 
para los gobernantes y los legisladores. Porque, efectivamente, hasta 
ahí los datos que arrojaba Carabineros de persecución penal contra el 
narcotráfico eran distintos de la Policía de Investigaciones, distintos 
de Gendarmería o del Servicio Nacional de Aduanas. No había, para 
ponerles un ejemplo, coordinación ni siquiera de cómo se medía, es 
decir, cuando se incautaban pastillas de éxtasis, unos las medían por 
gramos y otros por número de pastillas. Y cada institución trataba de 
cumplir sus propios objetivos de la manera que ellos pensaban que era 
la correcta.
El Observatorio tiene esa labor de articular la información y llamar a 
cada una de las instituciones. Estoy hablando de la Policía de Inves-
tigaciones, Carabineros, la Policía Marítima, Aduanas, el Instituto de 
Salud Pública, Gendarmería de Chile y otros organismos que contri-
buyen a la persecución penal o al análisis sobre seguridad en Chile, 
pero que no tienen información integrada. Y desde ahí, a través de 
esas publicaciones, vimos cada año, de forma creciente y acelerada, la 
proliferación y mutación de organizaciones criminales en Chile, con 
una forma de operar distinta a la que estábamos acostumbrados y con 
una forma de organización del Estado completamente salida de los 
años cuarenta [del siglo XX], enfrentando el narcotráfico –en pleno 
siglo XXI- con las mismas herramientas y la misma forma de organi-
zarnos [del siglo anterior].
Eso es lo que cada publicación fue demostrando, pero siempre con al-
gún grado de resquemor de la autoridad política de la época (porque, 
claro, ningún gobierno quiere asumir que la delincuencia criminal y 
organizada está subiendo o está mutando, siempre en perjuicio de la 
seguridad de las personas), por lo que yo asumí la responsabilidad 
de publicar lo que teníamos que publicar. Recuerdo, de hecho, que 
en cada acto invitábamos al ministro de Interior de la época (estoy 
hablando del gobierno de la presidenta Bachelet y luego del presidente 
Piñera), y cada año teníamos una noticia más compleja que dar. 
Dentro de los estudios más relevantes del Observatorio tenemos, pri-
mero, el aumento de barrios críticos en Chile, que lo publicamos con 
todo el rechazo de algunos alcaldes que nos decían que estábamos 
estigmatizando a la población. Publicamos también, dentro de esos 
capítulos, la crisis de seguridad en los puertos, y las falencias y ob-

Abogado, Director CESCRO USS. Ex Fiscal Adjunto, Fiscal Jefe y Fiscal Regional. Ex 
Director de la Unidad de Drogas de la Fiscalía Nacional. Ex Director del Observa-
torio del Narcotráfico de Chile, Ex Punto de contacto en Chile de la Red de Fiscales 
Antidroga de Iberoamérica (RFAI) y Ex Relator en Ministerio Público.

1. En base a su trayectoria y experiencia en la función pública, ¿cuál 
es su relación con el tema de la seguridad y el crimen organizado?
Partiendo por la primera pregunta, les cuento lo siguiente: yo soy abo-
gado de formación, titulado el año 96’ y ejercí profesionalmente de 
manera liberal hasta que en el año 2000 me incorporé como uno de 
los primeros fiscales dentro de la reforma procesal penal. Esta reforma 
parte en dos regiones del país: en la novena región de la Araucanía y 
en la cuarta región de Coquimbo, instalando fiscalías en La Serena y 
Coquimbo. Entonces me correspondió ser uno de los primeros fisca-
les nombrados en Temuco conociendo en ese tiempo los vínculos que 
había -que eran incipientes en ese momento- con el tema de la toma 
de tierra ya y con algunas protestas vinculadas a eso. Luego de eso, el 
año 2003, yo me trasladé a vivir a la sexta región de O’Higgins, donde 
desarrollé también los cargos de fiscal jefe de Rancagua y fiscal regio-
nal desde el año 2010 hasta el 2016, fecha en que asumí la dirección 
de la Unidad de Drogas de la Fiscalía Nacional. En consecuencia, a 
contar del 2016, lo que yo traía como experiencia en dos regiones -que 
no eran precisamente la Región Metropolitana- lo vine a implementar 
en la dirección de la Unidad de Drogas de la Fiscalía Nacional, donde 
me correspondió dar mucha fuerza a un instrumento que me parece 
valioso para la política pública, que es el Observatorio del Narcotráfico 
en Chile.
Me correspondió dirigir esa publicación por los seis años que estu-
ve a cargo de la Fiscalía Nacional en esa parte, en esa dirección de 
drogas. Y ahí, bueno, pude ver la descoordinación (porque hasta ese 
momento los datos que tenía la autoridad eran todos fragmentados, es 
decir, fragmentados en distintas instituciones públicas vinculadas con 
el tema de seguridad, fragmentados a través en distintos ministerios 
-que permanecen fragmentados, sin duda- que se abocan a recopilar 
información y a ejercer las labores que su servicio está destinado a 
ejercer el punto de vista de facultades estatales). Así, lo que hicimos 
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servaciones que tienen en control. También publicamos en su tiempo 
la crisis de Gendarmería, cómo iba mutando la población [penal] y 
los detenidos migrantes, pasando de tener como principales detenidos 
extranjeros en el Norte a bolivianos, luego a colombianos y, finalmen-
te, a venezolanos. También planteamos la letalidad que pueden tener 
algunas drogas sintéticas que estaban llegando a nuestro país. Estu-
diamos cómo fue mutando, en ese tiempo, el tema del éxtasis (esos 
fueron todos trabajos que hicimos con el Instituto de Salud Pública). 
Todas reparticiones que están absolutamente descoordinadas. Una de 
las cosas que nosotros dijimos -y lo mantengo- es cómo es posible que 
Gendarmería dependa del Ministerio de Justicia y Derechos Huma-
nos, que la Unidad de Análisis Financiero [en adelante, UAF] dependa 
del Ministerio de Hacienda, que el Servicio de Impuestos Internos, 
en su área de Análisis Integral Estratégico, no tribute información a 
Seguridad Pública, que la Policía Marítima dependa de Defensa y no 
de Interior. También que el Instituto de Salud Pública dependa de Sa-
lud, con todos los problemas que tiene Salud, con toda la información 
que tiene el Instituto de Salud Pública al momento de incautar nuevas 
sustancias psicoactivas, etc. 
Y veíamos, además, que la región [Latinoamérica] se estaba compli-
cando. No era una complicación sólo de Chile. Estaba pasando, por 
ejemplo, que -en corto tiempo- se fue cambiando el fenómeno de la 
marihuana paraguaya por la marihuana colombiana, empezaron a 
aparecer el éxtasis y la ketamina, y empezó a aparecer el “tusi”, [este 
último] en conjunto con la migración venezolana. En fin, información 
había porque la Fiscalía tiene la virtud de integrar, de recibir legal-
mente las denuncias de todos los órganos que denuncian y empeza-
mos a ver cómo también las denuncias por droga empezaron a bajar, 
a la vez aumentando los factores críticos de las poblaciones, las tomas 
irregulares, en fin, donde realmente se veía ausencia del Estado. O sea, 
existe más de un centenar -y quizás dos centenas- de campamentos o 
tomas irregulares en Antofagasta, en algunas de ellas no ingresa na-
die, no hay agua, no hay luz. Entonces empezamos a ver que aquí no 
hay coordinación entre Vivienda y SERVIU, no hay coordinación con 
el Ministerio de Obras Públicas. El Estado ha ido retrocediendo en 
su presencia, dejando que la crisis de seguridad, finalmente, a través 
de una población muy pobre se vaya fortaleciendo. Y no digo que la 
pobreza esté asociada a la criminalidad, en absoluto. Digo que cuando 
tienes campamentos que no están regularizados, donde no tienes cómo 

saber cuáles son las calles internas y cómo se van construyendo, ocurre 
que también proliferan las casas de seguridad, proliferan las casas de 
tortura, prolifera la trata de personas con fines de explotación sexual, 
prolifera el tráfico ilícito de migrantes, prolifera la extorsión. En el fon-
do, la delincuencia organizada genera más pobreza.
Ese fue el tránsito que yo tuve y, en ese sentido, quizás el Observatorio 
fue generando vida propia dentro de la Fiscalía. Recuerdo que alguien 
dentro de la Fiscalía me dijo “este es el mejor producto que hoy día 
tiene el Ministerio Público. Un Ministerio Público muy desgastado, 
tremendamente desgastado. Una Fiscalía tremendamente poco valida-
da hoy día, pero nos interesaba generar información para la toma de 
decisiones en política pública.
Y es cierto que quizás, en términos de respuesta o eficacia del Estado, 
[el Observatorio] no sirvió de nada o sirvió poco, pero no puede decirse 
que no había información. Está documentado y está escrito. Y, enton-
ces, esto viene en una secuencia creciente para impactar en una crisis 
de seguridad que ya es antigua y donde los problemas de desorganiza-
ción persisten.

2. Continuando con su análisis, nos gustaría saber con mayor deta-
lle cuál es su diagnóstico sobre la situación del crimen organizado 
en Chile.
Yo veo que esto es como un vehículo en movimiento, donde no al-
canzamos a llegar siquiera a la velocidad que tiene ese vehículo que 
queremos detener, y las medidas que tomamos son cuando el vehículo 
ya ha pasado. Por ejemplo, se modificó la ley del crimen organizado, 
pero ignoramos sus resultados. Ya lleva un año desde su promulgación, 
pero esa ley debimos tenerla hace mucho tiempo. Por otro lado, no 
controlamos ágilmente la migración. Es cierto que existe el derecho a 
la libertad ambulatoria, pero es cierto también que cada país puede fijar 
sus reglas sobre qué personas acepta y qué personas no, y cuáles son 
las condiciones de esa migración ordenada (lo hace Francia, lo hace 
España, lo hacen en todos los países europeos, lo hace el propio de 
Estados Unidos). Pero ocurre que aquí se ha confundido [el tema] con 
una visión asistencialista, con una visión ideológica de la seguridad y 
se ha olvidado el impacto y la externalización negativa que se genera. 
Hoy día las personas que cumplen con la ley prácticamente la tienen 
muy difícil (la tenemos muy difícil). Por ejemplo, existen 260 mil fa-
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milias en Chile a la espera de una casa. Hay una crisis de vivienda 
enorme, pero han proliferado los campamentos de una manera tre-
menda, ¿no? Entonces, estamos incitando a las personas, por incapa-
cidad del Estado, por una desarticulación completa, a que se tomen 
terrenos y el tomarse terreno es una total invitación a incorporar ahí 
núcleos, guetos, de criminalidad organizada. ¿Dónde fueron a llevar 
al teniente venezolano [Ronald Ojeda]? A una toma. ¿Dónde ocurre 
que van a guardar las armas? Seguramente donde no entre el Estado, 
en una toma. ¿Dónde estaban torturando a las personas secuestradas 
en el secuestro de Santa Cruz, el secuestro de Rancagua? En una vi-
vienda irregular. Porque no existe ninguna política de Estado en torno 
a esta externalización negativa, porque en definitiva vemos esto como 
si fuera solo como atacar a la pobreza. Pero no estoy hablando de po-
breza, estoy hablando de criminalidad. Criminalidad que se extiende 
de una manera gigantesca. A partir de un primer estudio que nosotros 
hicimos sobre los barrios críticos la Universidad de Diego Portales 
hizo un trabajo -búsquelo en CIPER-, donde se dice que efectivamente 
había un incremento de barrios abandonados por el Estado –sólo en la 
Región Metropolitana- de más de un 100%, en un corto plazo. Y esto 
va a seguir proliferando porque no hay una voluntad política transver-
sal en nuestro país para tomar decisiones.
Está la ley, tenemos leyes. Hay, por ejemplo, una facultad del alcalde 
en la Ley General de Vivienda y Urbanismo, que fue muy discutida 
recientemente porque el alcalde Rodolfo Carter ocupó esta norma 
para demoler una casa supuestamente narco, por antecedentes. Pero 
si ustedes lo ven, en una toma pequeña -que se construye de un día 
para otro o en una semana-, perfectamente los alcaldes podrían tomar 
decisiones como esta, si esto fuera transversal, para evitar la externa-
lidad negativa. Pero ocurre que, como hay tanto déficit de vivienda, 
existe todo un mercado negro en torno a la ocupación de terrenos, un 
mercado negro que involucra extorsiones y mucho dinero. En Perú se 
estima que el tráfico de terrenos fiscales para tomas genera créditos y 
réditos para los que están detrás de esto en más de 1.000 millones de 
dólares al año. Porque en esto hay de todo, hay invitación a tomarse 
los terrenos de algunos particulares, en fin. Y cuando tú creas esos 
guetos de pobreza, sin asistencia ninguna, sin presencia del Estado, 
la gente se empieza a organizar y también las bandas criminales com-
pran su pedazo de suelo para luego subarrendar y extorsionar. Eso se 
ve mucho en las distintas regiones de nuestro país: se ve en el Norte 

del país, se ve en Santiago Centro, en definitiva, donde la extorsión ha 
generado un tremendo mercado negro para cualquier tipo de delito. Y 
estoy hablando de criminalidad organizada, no estoy hablando de otra 
cosa. No estoy hablando de hurtos. Estoy hablando de criminalidad 
organizada asociada al tráfico de personas, a la trata de personas para 
explotarlas sexualmente, a la tortura, al secuestro, al homicidio, y al 
tráfico de armas. 
En estos seis últimos años, desde 2016 al 2022 (ya van ocho, vamos 
al 2024), todos esos delitos se han visto ya patentes en nuestro país y 
aceptamos que existan secuestros extorsivos, y aceptamos el delito de 
sicariato, que recién lo regulamos el año pasado, y aceptamos la extor-
sión como un delito que forma parte de la criminalidad organizada, 
que recién lo regulamos el año pasado, una ley que vio la luz recién en 
marzo o abril del 2023. Antes la extorsión era castigada como amena-
zas no condicionales o condicionales con una pena mínima. Hoy día 
tiene una pena de crimen, pero otra cosa es que vayamos a capturar a 
los extorsionadores, que ni siquiera son los que generan el dinero (son 
los simples recolectores). La ruta del dinero en Chile no se persigue. 
La UAF está completamente desabastecida, no tiene capacidad de fis-
calización. Impuestos Internos tampoco fiscaliza. Entonces, junto con 
eso, admitiendo la propia responsabilidad institucional de lo que me 
cupo, la fiscalía entera empezó a decaer en su eficiencia. Es cosa de 
meterse a internet: si tú sacas los estudios completos de cuál es la efi-
ciencia investigativa de la Fiscalía todos sus aspectos son decrecientes. 
Todos, incluso en el tráfico de drogas que me tocaba a mí (el mejor 
resultado sigue siendo tráfico de droga, pero ocurre que todo ha ba-
jado). Incluso los homicidios sin resolver hoy día son un problema o 
una piedra en el zapato para la policía, porque detrás hay sicariato de-
trás, en algunos casos, hay homicidios por encargo, y nadie sabe quién 
los paga. Encontramos al sujeto venezolano o al colombiano que mató 
con el arma. Lo vinculamos, lo metemos cinco años y un día, diez 
años, quince años, lo que tú quieras en la cárcel. Pero nunca supimos 
quién fue el que ordenó.
Porque existe todo un negocio vinculado a esto, que es un negocio de 
violencia, y que genera impacto finalmente en la denuncia, porque la 
gente prefiere no denunciar. Entonces vienen los gobiernos y empie-
zan a calcular. Y dicen “bajaron las denuncias de droga, hay menos 
droga”. Mentira: la gente tiene más miedo, la cifra negra aumenta y 
la denuncia oficial se pierde.
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3. Usted mencionó en un momento que las leyes están. Entonces, 
¿cuáles deberían ser las prioridades? Es decir, ¿cómo enfocamos o 
enfrentamos este problema considerando que las leyes ya están ahí 
para ser utilizadas?
Yo creo que si esperamos toda la arquitectura orgánica legal que re-
querimos, esto va a ser un desmadre. Si no tenemos un Centro de 
Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado, como el 
CITCO español, y no vamos a hacer nada porque no lo tenemos es-
tablecido, esto va a ser un desmadre, porque nos vamos a demorar 
años en eso.
El gran problema de Chile yo creo que es la descoordinación, la des-
confianza institucional. El gran problema de Chile es que, sabiendo el 
problema que le aqueja, no tiene ningún control ni exigencia respec-
to a seguridad pública y crimen organizado, derechamente para las 
concesiones en áreas estratégicas del Estado. Le tenemos que pedir, 
por favor, a la autopista que tome medidas. Y ahí tú ves al ministro 
o al subsecretario tratando de conversar “por favorcito”. Le tenemos 
que pedir “por favor” a las concesiones portuarias que la vigilancia 
“a lo mejor” pudiera ser mejor implementada, que haya un escáner 
(hoy día en Chile no se escanean los camiones: en una cabina de un 
camión caben 80 kilos de cocaína y eso que no entro todavía al tema 
de los puertos, que es otro tremendo tema). Porque si Chile es atrac-
tivo para el crimen organizado, no es porque el mercado chileno sea 
tan atractivo. Es porque tenemos salida hacia el Pacífico con puertos 
internacionales, más de una decena o una treintena, por lo cual tú 
puedes salir. Las vinculaciones, efectivamente, son hacia el Asia o a 
través del Canal de Panamá o por otra ruta hacia el sur, puedes lle-
gar al Atlántico, puedes llegar a Europa, puedes llegar a Pensilvania. 
Puedes llegar a una serie de tremendos negocios y eficientes nego-
cios a través del escaso control portuario que existe en Chile.
Ese es el meollo del asunto. En Chile, también, fomentando la inver-
sión, podemos crear una empresa en un día. Me meto a la página de 
Impuestos Internos, con un RUT cualquiera y ocurre que puedo crear 
una empresa en un día. Empresas de papel, donde no existe segui-
miento, control, ni siquiera sabemos si es que efectivamente son em-
presas reales o no: no tienen domicilio, los RUT se sacan de las perso-
nas indigentes, etc. Esto sería materia de la UAF. Aquí cabe mencionar 
que hay un proyecto de ley, que rescato, elaborado a través del Mi-

nisterio de Hacienda actual, que impacta seguramente en Seguridad 
Pública, que es la creación de un subsistema de inteligencia financiera, 
que intenta coordinar a los distintos actores vinculados a esto. Sin em-
bargo, me llama poderosamente la atención que pretendamos crear un 
subsistema de inteligencia financiera cuando no tenemos un sistema 
operativo de inteligencia a nivel nacional.
La demostración de esto se encuentra en el secuestro y homicidio del 
teniente venezolano, y múltiples otras carencias. O sea, no supimos 
nunca qué estaba detrás del estallido social, con eso te digo todo. To-
davía no sabemos quiénes son los que hicieron descarrilar y quema-
ron el metro. Esa información, esa anticipación que es propia de una 
inteligencia que permita advertir amenazas, brechas, vulnerabilidades 
para la toma de decisiones del Estado, no están. Tenemos muchos pre-
juicios con la palabra inteligencia, prejuicios sociales generados en pe-
ríodos oscuros de nuestro país. Estoy hablando de la desaparición de 
personas, pero ya estamos en un momento en que estamos avanzando 
a pasos crecientes a una criminalidad organizada que sí está operando 
en Chile y que está comprando funcionarios y que está comprando a 
personas, donde es muy fácil pagar para que no vea.
Hay corrupción vinculada a esto, te lo doy firmado, y el problema es 
que hay muy pocas denuncias. Recuerdo casos, por ejemplo, de perso-
nas que tienen formas de vivir distintas a su sueldo y no son necesaria-
mente investigadas. Y esto puede alcanzar a cualquier estamento, ya 
sea el Poder Judicial, la Fiscalía o Aduanas. Hay poca información en 
relación con esto y todo eso lo fui advirtiendo a través de la creación 
de este instrumento de política pública, que es el Observatorio, que ya 
no se hace más.
Ahora bien, ¿cuáles serían las prioridades para enfrentar el crimen 
organizado? Mira, yo creo que las prioridades son, principalmente, 
una estructura, una arquitectura orgánica con la que Chile hoy día 
no cuenta. Primero, llevar una arquitectura de seguridad implica una 
política a largo plazo, más allá de la ideología del gobierno de turno. 
Esto no va a ser un tema de un año, no hay recetas eficaces. Me cansé 
de que, en los tiempos en que estuve ahí, las autoridades de gobierno 
me pidieran cuál es la lista de supermercado. Así lo decían. ¿Cuáles 
son las medidas urgentes ahora? ¿Cuáles tomamos? Y, seguramente, el 
próximo gobierno que se instale también va a intentar una lista ahora 
para tener resultados.
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Pero esto requiere de una modificación estructural. Es decir, sí, se re-
quieren leyes, pero leyes enfocadas a modificar la estructura y, por 
mientras, medidas de organización operativas, y eso sí se puede hacer 
ahora. Esta arquitectura de seguridad parte por un ministerio encar-
gado, efectivo, pero que no sea más de lo mismo, que no sea una esci-
sión, una división entre interior y seguridad pública, donde Seguridad 
Pública se quede con lo mismo que tiene. No sirve de nada si Aduana 
está fuera, si Gendarmería está afuera, si la Policía Marítima está fue-
ra, no sirve de nada. No sirve de nada si no se modifican los contratos 
de concesión exigiéndole a las concesionarias su aporte concreto a la 
seguridad pública y definido por el Ministerio de Seguridad. No nos 
va a servir un ministro de Seguridad sin dientes, donde las decisiones 
de los contratos de concesiones ni siquiera se les preguntan. Y donde, 
en el fondo, sólo prima el negocio, como hasta ahora ha sido. Quizás 
se modifiquen los precios, pero estoy hablando de que el precio que 
está pagando la ciudadanía es mucho más alto. 

Por otro lado, en materia policial también tenemos un problema gra-
ve. Se trata de un problema de persecución y de eficiencia en la perse-
cución. No tenemos análisis residual de las carpetas de investigación 
porque no alcanza. Hoy día me preguntaban, a propósito del Primer 
Comando Capital (banda de crimen organizado brasileña), para nom-
brarte una de las organizaciones criminales cuya advertencia en Chile 
todavía no aparece. Y yo les puedo decir que, efectivamente, hay in-
dicios de que existen vínculos de criminales chilenos con Brasil hace 
bastante rato. Pero eso no se quiere decir porque no es políticamente 
adecuado porque, en definitiva, todavía no tenemos ninguna conde-
na. Es cierto, no hay ningún procedimiento oral y público. La legisla-
ción chilena es tremendamente incauta, tremendamente ingenua. Por 
ejemplo, este chico venezolano se rige por un estatuto de ley penal 
adolescente, cuando en estamos hablando de una situación tremen-
damente grave, donde la delincuencia organizada ocupa a menores 
de edad para estos efectos, porque sabe que las sanciones son bastante 
más bajas. La pertenencia a un grupo criminal debería cambiar las 
medidas que se adoptan en Gendarmería, la segregación que se adopta 
en Gendarmería, pero hoy todos se juntan en el mismo patio. Los im-
putados que no son condenados reciben adoctrinamiento por parte de 
quienes tienen pertenencia a una organización criminal. Hay muchos 
ejemplos de cómo se perfecciona la delincuencia que nace desde las 
cárceles. América Latina tiene ese problema. Esto no pasa en Estados 

Unidos, no pasa en Canadá. No hay organizaciones que se creen en las 
cárceles. Aquí sí, aquí perfectamente. De hecho, miren en Ecuador, en 
el decreto del presidente Noboa de hace poco tiempo atrás, hay como 
diecisiete o quince organizaciones criminales, sólo ecuatorianas. Y eso 
se logró en los últimos cinco años. 

4. ¿Cómo ve a futuro la evolución de la seguridad y el crimen orga-
nizado en Chile? 
Esto avanza a pasos agigantados. ¿Ustedes creen que la delincuencia 
organizada chilena no va a aprender? Obviamente que va a aprender. Y, 
seguramente, en ese aprendizaje va a ocurrir que contraten servicios de 
migrantes, que no les importe ir a la cárcel. 
No es tan difícil cometer delitos en Chile sin ser perseguidos. El au-
mento, por ejemplo, del homicidio. Más allá de si sube o baja [la tasa 
de] homicidios, en Chile lo más preocupante es la falta de eficacia en la 
persecución. Porque han aumentado los homicidios sin resolver. 
Porque, claro, se ha modificado completamente la criminalidad y la 
criminalidad hoy día es cada vez más violenta. Y eso implica que el pre-
cio de la vida de nuestro país ha bajado ostensiblemente. No a niveles 
ecuatorianos, no al nivel peruano, claro. Es un problema de la región, es 
cierto, pero si no ponemos atención nos estamos yendo en el vagón de 
América Latina donde efectivamente vamos a pasar zozobras y susto.
Estamos fomentando mucho la informalidad. El control en todo tipo 
se ha ido menguando. Ni siquiera las incivilidades. Uno de los grandes 
defectos de la reforma procesal penal en su tiempo fue incorporar to-
das las faltas penales, como rayados en la vida pública, beber alcohol, 
amenazas constitutivas de falta, un catálogo de unas sesenta conductas. 
Infracciones que se sacaron de policía local y se llevaron a la Fiscalía. 
Y si tú me preguntas a mí, ¿qué resultado hay de eso? Nada. Porque 
si yo, como fiscal, recibo una violación o un secuestro con homicidio 
derivado, ¿a quién le voy a asignar recursos frente a un rayado? Lo vi-
mos en el estallido social. Da lo mismo rayar, botar señaléticas, generar 
una especie de disturbio o conmoción pública, porque no va a haber 
consecuencias de eso. 
Yo creo que el Estado debe darse cuenta de que, efectivamente, prime-
ro, no va a salir solo sin la obligación de concierto con los privados, 
porque éste es un tema país. En segundo lugar, no va a salir solo si no 
se refresca la organización, creando un sistema de seguridad. Y digo 
que con las leyes que tenemos se puede, porque mucho tiene que ver 
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con la organización y con la eficacia organizativa. En cada una de las 
carpetas residuales tengo información, pero no se crean fuerzas de ta-
rea, no se crean fuerzas de trabajo con recursos asignados. Las fiscalías 
ven lo mismo. Yo puedo recibir una denuncia, qué se yo en Graneros, 
pero puede ser una hebra de una gran organización chilena o extranje-
ra, pero la va a ver la Fiscalía de Graneros con sus dos fiscales, con sus 
carabineros y seguramente va a tratar de llegar a una sanción menor o 
un abreviado. Y ahí se queda.
Hemos validado un actuar ineficiente y no hemos puesto las metas 
ni la orientación en los organismos, en aquellos objetivos que esta-
mos buscando.
Pero nos falta un poco -o bastante- de autocrítica pública. Porque creo 
que no existe muchas veces la voluntad de ir más allá, aguas arriba en 
las investigaciones. Tanto a nivel policial como también de eficacia, de 
persecución de la fiscalía.

5. Si tuviera que resumir en una frase la prioridad máxima para 
enfrentar este problema, ¿cuál sería?
Yo diría que pondría los recursos en migración, en cárceles, en inte-
ligencia y en puertos. Y con eso te hablo de dos áreas que están in-
tegradas a concesiones de privados: las cárceles y los puertos. No es 
posible que los contratos de concesión no delineen los próximos diez 
años. Nos pasa sólo en Chile. La mirada economicista, que permitió 
un despegue económico de nuestro país tremendo -la reforma en los 
puertos fue el año 1995 con el presidente Frei-, felicitaciones, es cier-
to: antes eran puertos del Estado y hoy día tenemos puertos que tie-
nen trascendencia dentro de la región, pero nunca vimos que, con esa 
apertura, también enfrentábamos un tremendo desafío en materia de 
seguridad, que no ha sido abordado. 
Y agregaría también metas de gestión, metas de gestión que involu-
cren una coordinación necesaria contra presupuesto. O sea, si no lo-
gran este objetivo, el presupuesto va a ser menos, porque ahí las insti-
tuciones van a correr. 





“La delincuencia es un flagelo que afecta a todas las personas por 
igual, sin distinción social, geográfica, generacional ni económica 

y es, por lejos, la principal preocupación de la ciudadanía. Chile 
necesita recuperar el orden y la paz, requisitos indispensables para el 
desarrollo de las personas, de las familias y para la existencia de una 

democracia sana y legítima. Desde el Senado hemos querido hacer 
nuestra contribución, impulsando la más ambiciosa agenda legislativa 

en materia de seguridad de las últimas décadas. Expreso a través de 
estas líneas mi reconocimiento transversal a todos los senadores y 

senadoras, que más allá de nuestras legítimas diferencias, han hecho 
posible aquello”

Juan Antonio Coloma Correa
Presidente del Senado


